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MARCELA MÉRIDA

“Esta mujer -mitad y mitad- no teme ser habitada por presencias ajenas. No se queda en su pintura, va 
hacia la presencia, presencia que no inventa: la descubre”, señala Luis Mérida, asesor cultural. 

Marcela Mérida, artista plástica y ceramista cochabambina, estudió en Argentina, Italia y Estados 
Unidos. Sus trabajos se encuentran expuestos en importantes colecciones de Bolivia y el exterior. En 
su trayectoria ha merecido diferentes reconocimientos, entre ellos el Primer Premio en el Concurso de 
Artes Plásticas Semana de Mayo (1984) y, en 1992, una Mención Honrosa en el Salón Pedro Domingo 
Murillo. A su aporte en el campo de las artes plásticas se suma su labor de docente, a través de talleres 
dictados en diferentes regiones del país.
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Ponemos a su consideración, amable lector, el número 30 de la revista boliviana de ciencias sociales y 
humanas T'inkazos. Esta edición busca, especialmente, aportar a la reflexión sobre la economía boliviana 
desde perspectivas más teóricas. 

En este sentido, en la primera sección de la revista, de diálogo académico, difundimos los aportes 
de seis investigaciones realizadas en el marco de la convocatoria “Factores económicos e institucionales 
y su incidencia en el escaso desarrollo nacional y regional”, promovida por el PIEB en la gestión 2011. 
Integra esta sección un coloquio dirigido por el economista Carlos Toranzo, y en el que participan los 
investigadores Rodney Pereira, Horst Grebe, Gover Barja y Carlos Machicado, coordinadores de cuatro 
estudios. Los demás investigadores que participaron en esta convocatoria, Alfredo Seoane por un lado, y 
Ruben Ferrufino, Iván Velásquez, Marcos Gavincha, por otro lado, también están presentes con los apor-
tes de sus investigaciones en forma de artículos en torno a los apasionantes temas de la transformación 
productiva y la inversión, respectivamente. 

La sección de artículos no se aleja de la economía, pues esta ha sido el motor de las movilizaciones 
sociales que levantaron a los potosinos en el año 2010, como lo muestra Franz Flores en un artículo que 
analiza los fenómenos sociales que se expresan en regiones que están fuera del “eje”. Otro tema recurrente 
en las investigaciones recientes del PIEB es el de la educación. Como parte de la convocatoria “Cien 
años de educación en Bolivia”, tenemos el agrado de presentar el trabajo de Tiina Saaresranta sobre un 
concepto propuesto por la nueva Ley Avelino Siñani-Elizardo Pérez: el de la intraculturalidad. Los pro-
blemas ligados a la educación son compartidos por muchos países. Recientemente, Chile ha sido y sigue 
siendo el escenario de conflictos y desentendimientos en torno al acceso a la educación, en particular a la 
educación superior. Este tema es abordado por el artículo de Marcelo Martínez Keim acerca de algunas 
experiencias de inclusión y programas de equidad en el acceso a la educación superior en este país. 

Concluimos la sección de artículos con un balance muy interesante acerca de las ONG bolivianas, 
de la mano de Daniel Freiherr Von Freyberg que expone, con el soporte de muchos datos, un análisis 
de la evolución y de la situación financiera de estas instituciones. Excepcionalmente, este artículo está 
complementado por otro que se difundirá en la versión virtual de la revista.

La sección Miradas… tiene por invitada a la revista Ciencia y Cultura, de la Universidad Católica de 
La Paz. Alba María Paz Soldán nos recuerda el recorrido de esta publicación periódica de gran valor para 
la comunidad académica nacional e internacional. 

La sección titulada Comentarios y reseñas está enriquecida con un extraordinario aporte de Fernan-
do Mayorga sobre un vasto conjunto de publicaciones del PIEB (alrededor de cincuenta) realizadas en 
los últimos quince años, que comparten la temática de Estado, instituciones y ciudadanías. Este balance 
permite tener una visión de conjunto sobre estos temas y constituye una herramienta indispensable 
de consulta antes de sumergirse en la masa de conocimientos. Otro valioso comentario es el de Roger 
Carvajal que presenta el conjunto de investigaciones auspiciadas por el PIEB y realizadas tanto en Oruro 
como en Potosí acerca de la producción de quinua, desde una perspectiva agroambiental.

Presentación
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Las reseñas presentadas en este número se han referido a las obras de autores como Fernando Molina, 
María Luisa Talavera, Fernando Calderón y Ximena Soruco, y fueron realizadas, respectivamente, por 
H.C.F. Mansilla, Raúl Calderón, María Teresa Zegada y Cecilia Salazar. 

Para ilustrar este número, con una notable participación masculina, hemos abierto las páginas a la 
obra de Marcela Mérida, una artista cochabambina que lleva varios años dedicada a la pintura así como 
a la formación y la acción social, que la ha vinculado a grupos de niños y jóvenes.

Como siempre, la producción de esta revista no habría sido posible sin un conjunto de atentos, va-
liosos y dedicados lectores anónimos que han planteado importantes sugerencias para la publicación de 
los artículos de sus pares. Deseo, en esta oportunidad, sacar a uno de ellos del anonimato para rendirle 
homenaje por su intachable carrera académica. Se trata de Don Juan Antonio Morales que, desde su 
aislamiento, no ha dejado de aconsejar y orientarnos. Agradecemos también a nuestros reseñadores que 
han compartido con nosotros sus impresiones y percepciones sobre las publicaciones que presentamos 
en esta edición. 

La revista T’inkazos se prolonga en Internet en T’inkazos virtual. Nuestros amables lectores podrán 
encontrar dos artículos nuevos en este espacio: “Gestión compartida: el caso del pueblo indígena Leco y 
el Parque Nacional Madidi” de Simar Muiba, Oscar Loayza, Ángel Durán y Lenny Gonzales, un tema 
por demás actual después de la crisis surgida en torno al TIPNIS; y “Las ONG bolivianas: Análisis de sus 
principales características y percepciones” de Daniel Freiherr Von Freyberg, acerca de un tema importan-
te en la vida institucional de nuestro país.

Para finalizar, quiero agradecer al Comité Directivo del PIEB por la confianza depositada en mi per-
sona para dirigir una de las revistas más importantes del país y de la región en el campo de las ciencias 
sociales y humanas. Lamentablemente, debo alejarme de la dirección de T'inkazos por una nueva respon-
sabilidad asumida que me impone otros retos en lo personal y profesional. Gracias también a Nadia y a 
Rudy, los auténticos artistas y artesanos de T'inkazos.

Ana María Lema
Directora
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Carlos Toranzo1

Coloquio

Factores económicos e institucionales 
y su incidencia en el escaso desarrollo 

nacional y regional
Discussion Forum 

Economic and institutional factors and their influence on 
weak national and regional development

Seis investigaciones promovidas por el PIEB aportan con información y datos 
al conocimiento de  los factores económicos e institucionales  que incidieron en 
desarrollo de Bolivia en las últimas dos décadas. Los resultados de estos estudios 
y sus propuestas de escenarios de políticas son el referente de un diálogo entre 
especialistas al que se suman dos artículos. Con esta información, T’inkazos 
busca contribuir al análisis y debate sobre un tema estratégico para el país, 
desde una perspectiva macro e integral.

Palabras clave: política económica / crecimiento económico / ciclos 
económicos / finanzas públicas / descentralización / política fiscal / 
transformación productiva

Six research studies sponsored by PIEB contribute information and data 
to enhance knowledge of the economic and institutional factors that have 
influenced development in Bolivia in the last two decades. The results of these 
studies and their proposed policy scenarios are the subject of a dialogue 
between specialists, followed by two additional articles. With this information, 
T’inkazos seeks to contribute to the analysis and debate about an issue that is 
strategic for the country, from a comprehensive macro perspective. 

Key words: economic policy / economic growth / economic cycles / public 
finance / decentralization / fiscal policy / productive transformation

1	 Economista, Presidente del Comité Directivo del PIEB y miembro del Consejo editorial de la revista T’inkazos.

Fecha de recepción: octubre de 2011
Fecha de aprobación: octubre de 2011

Versión final: noviembre de 2011
T’inkazos, número 30, 2011,  pp. 9-24, ISSN 1990-7451
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El PIEB tiene una profunda preocupación por los 
temas económicos, mirados desde una perspecti-
va macro e integral. Por esa razón, en 2009 lanzó 
una convocatoria para indagar los temas relativos 
a la “Generación y uso productivo del excedente 
en Bolivia”. Con el mismo interés en la economía, 
a fines de 2010 desafió a los investigadores a que 
investiguen acerca de “Los factores económicos 
e institucionales y su incidencia en el escaso de-
sarrollo nacional y regional: Bolivia 1989-2009 
(Fuentes, distribución y usos de ingresos)”. El 
resultado fue un conjunto de seis investigaciones 
cuyos resultados están en proceso de difusión.

Para hacer un balance acerca de esta temáti-
ca, se reunió a varios de los investigadores, to-
dos ellos economistas. El diálogo se centró en 
los temas siguientes: por un lado, los hallazgos 
de las investigaciones acerca de la identificación 
de los factores económicos e institucionales que 
incidieron en el escaso desarrollo constatado en 
los últimos años en Bolivia y, por otro lado, en 
torno a la propuesta de escenarios de políticas 
elaboradas por los investigadores. 

Los invitados fueron:

Rodney Pereira Maldonado, máster en econo-
mía y candidato a doctor en ciencias del desa-
rrollo. Asesor en varios ministerios y consultor 
en instituciones nacionales e internacionales. 
Coordinó la investigación “Articulaciones y me-
canismos de transmisión económicos e institu-
cionales en la dinámica de las finanzas públicas 
dentro el desarrollo nacional y regional”.

Horst Grebe López, doctor en economía po-
lítica. Fue Ministro de Desarrollo Económico 
(2004-2005) y Director Ejecutivo de la Fun-
dación Milenio (1994-1998). Desde 2005 es 
presidente del Instituto PRISMA. Coordinó 
la investigación “Los ciclos recientes en la eco-
nomía boliviana: una aproximación económi-
ca e institucional”.

Carlos Gustavo Machicado Salas, doctor en 
economía. Fue analista sectorial en la Unidad de 
Análisis de Políticas Sociales y Económicas Uda-
pe (2000-2003). Actualmente es investigador 
sénior en el Instituto de Estudios Avanzados del 
Desarrollo (Inesad). Coordinó la investigación 
“Análisis de los factores que limitan el crecimien-
to y desarrollo en Bolivia y evaluación de polí-
ticas de alternativas que contribuirían a revertir 
esta situación a nivel nacional y regional”.

Gover Barja Daza, doctor en economía. Pro-
fesor e investigador del programa de Maestrías 
para el Desarrollo de la Universidad Católica 
Boliviana. Actualmente es Director de la Maes-
tría en Gestión y Políticas Públicas. Coordinó la 
investigación “Diseño institucional e incentivos 
implícitos en la descentralización boliviana”. 

Carlos Toranzo

Les pido por favor identificar los principales 
hallazgos de sus investigaciones.

Rodney Pereira

La investigación que realizamos, titulada “Ar-
ticulaciones y mecanismos de transmisión eco-
nómicos e institucionales en la dinámica de las 
finanzas públicas dentro el desarrollo nacional y 
regional”, tuvo fundamentalmente dos objetivos. 
El primero se orientó al análisis de la evolución y 
el comportamiento de las finanzas públicas con-
siderando los aspectos económicos, instituciona-
les y políticos, y el segundo tuvo el propósito de 
investigar las relaciones entre las finanzas públi-
cas y el desarrollo nacional y regional 

El abordaje sobre el comportamiento de las 
finanzas públicas se hizo en tres periodos fun-
damentales: el primero referido a la democra-
cia pactada y las reformas estructurales (1989 a 
1998); un segundo periodo relacionado con lo 
que denominamos el agotamiento y crisis de la 
democracia pactada (1999 a 2005), y un tercer 
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periodo llamado el post neoliberalismo que va de 
2006 al presente.

En el primer periodo, la preocupación 
central de la política fiscal fue coadyuvar a la 
estabilidad económica y apoyar las reformas 
estructurales de corte liberal que fueron posi-
bles gracias a un sistema de coalición entre los 
principales partidos políticos de ese entonces. 
Se intentaron cambios institucionales tanto en 
el campo de las recaudaciones fiscales como en 
la ejecución del gasto público. Sin embargo 
los resultados con relación al desarrollo eco-
nómico y social no fueron destacables. El se-
gundo periodo signado por un elevado clima 
de conflictividad social y un entorno externo 
adverso generó un significativo deterioro de las 
finanzas públicas a la par que se cuestionaron 
los avances en la institucionalidad y el sistema 
político de coalición. En este marco la política 
fiscal estuvo orientada a resolver principalmen-
te los problemas del déficit fiscal. Finalmente, 
en el tercer periodo del post neoliberalismo, un 
contexto de elevados precios de nuestras mate-
rias primas, de nacionalización de los hidrocar-
buros y de cambios en su régimen impositivo 
determinaron elevadas recaudaciones que per-
mitieron aumentos sustanciales de la inversión 
pública, incrementos en el gasto corriente, la 
creación de transferencias condicionadas y un 
superávit fiscal en todo el periodo.

Cabe mencionar que en el periodo analiza-
do, tanto el comportamiento como la política 
fiscal estuvieron fuertemente influenciados por 
intereses políticos y condiciones institucionales 
que modificaron la orientación económica de 
estas políticas.

Horst Grebe

Respecto a nuestra investigación, el enfoque 
parte del concepto de excedente y trata de ve-
rificar qué pasó con el excedente entre 1989 
y 2009. Partimos de la hipótesis de que el 

excedente en Bolivia es más bien cíclico, apa-
rece en determinadas circunstancias y después 
se contrae. Corroboramos que el excedente en 
Bolivia, fruto de las insuficiencias estructurales 
y de organización de los factores de la produc-
ción, la conducción de la política económica y 
la acumulación privada, está determinado fun-
damentalmente por las condiciones externas, 
de tal manera que el excedente se genera en el 
ámbito interno, pero se realiza en el mercado 
externo, con ciertas características que no se han 
modificado en el tiempo.

Esto quiere decir que en el transcurso de los 
ciclos de los años 1990, con políticas neolibera-
les, y de los años 2000, con políticas estatistas, 
el marco institucional explica muchísimo menos 
de lo que dice la teoría institucionalista. Más 
importantes son otras cuatro variables que expli-
can el desempeño de la economía boliviana en 
términos de crecimiento, generación de empleo, 
distribución del ingreso y solvencia fiscal. Tales 
variables son los términos del intercambio, la 
dimensión de la inversión extranjera directa, las 
remesas de los trabajadores emigrados y los re-
cursos que proporciona la coca; estas cuatro va-
riables explican el desempeño de Bolivia mucho 
más que las transformaciones institucionales.

¿Cuál es la conclusión? El patrón de acumula-
ción tradicional de Bolivia no se ha modificado 
a pesar de los cambios institucionales. La infor-
malidad es lo que caracteriza al país, y es por eso 
que las modificaciones institucionales son poco 
efectivas o poco fecundas frente a los desempe-
ños y las conductas de los actores.

Se puede cambiar las leyes como se quiera, 
pero nadie las respeta, ni las buenas, las neutras o 
las malas; es una especie de atmósfera que tene-
mos encima pero que no explica la conducta de 
los agentes en términos sustanciales y concretos. 

La heterogeneidad estructural de la economía 
aumentó mucho en los últimos años y eso lleva 
al tema central. 



Marcela Mérida. La anónima. Lápiz, 1982.
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Para mejorar el desempeño de la economía 
boliviana, de manera que no acumule rezagos 
con relación a los cinco países vecinos, es ne-
cesario aumentar la productividad de manera 
espectacular. En ese sentido se llega a la conclu-
sión que no todos los sectores son equivalentes 
en su potencial de forzar incrementos sostenidos 
de productividad que es la única manera legíti-
ma de ir mejorando las condiciones del país, y 
adquirir el control interno sobre las variables es-
tratégicas para lo cual se requiere de algo que es 
difícil en Bolivia: la concertación entre actores.

Carlos Toranzo

Según algunos de ustedes los temas de institu-
cionalidad no influyen demasiado en el desa-
rrollo. Ustedes tienen un énfasis, un lente pues-
to en la institucionalidad y puede ser un tema 
de debate en lo posterior.

Carlos Gustavo Machicado

Nuestro trabajo tiene básicamente dos par-
tes claramente diferenciadas. La primera es un 
diagnóstico de donde extraemos ciertos hechos 
estilizados acerca del crecimiento económico 
en Bolivia entre 1989 y 2009. La segunda parte 
presenta recomendaciones de política.

Lo más importante radica en la identificación 
de ciertos hechos estilizados; partimos de un 
análisis macro y luego de un análisis regional. En 
el primero, utilizamos técnicas de contabilidad 
del crecimiento un tanto más avanzadas que las 
tradicionales -la “contabilidad de crecimiento 
superintensiva”- con las que se logra aislar la 
influencia de los factores de producción sobre la 
productividad total de factores. El primer hecho 
estilizado es que el crecimiento económico de 
Bolivia se explica principalmente por la produc-
tividad total de factores. Una vez identificada 

esta variable, la pregunta es: ¿qué está detrás de 
la productividad total de factores?

Lo complejo es que muchas cosas pueden 
estar detrás de la productividad, porque se la 
calcula como un residuo. Entonces como pri-
mer paso se incorpora lo que denominamos el 
capital humano, y un elemento interesante que 
encontramos es que en Bolivia, a partir de la apli-
cación de la Reforma Educativa, hubo cambios 
interesantes e importantes en lo que se refiere al 
capital humano que logran explicar la senda de 
crecimiento, sobre todo si uno ve que entre 1991 
y 1998, Bolivia tuvo un crecimiento interesante 
aunque insuficiente para poder reducir los índi-
ces de pobreza; crecimiento que se explicaría por 
el capital humano. En este análisis se identificó 
a 1999 como un año clave para explicar este pe-
riodo, un año de una crisis muy dura que podría 
explicar los acontecimientos posteriores. 

Con relación a los factores institucionales, 
estos no explican tanto el crecimiento. Para 
afirmarlo, recurrimos a una descomposición del 
crecimiento, de acuerdo a dos autores, Daude y 
Fernández Arias2 del Banco Interamericano de 
Desarrollo; de esta manera, encontramos que los 
factores institucionales no son muy importantes 
para explicar el crecimiento. Es todo lo que está 
detrás de la productividad de factores lo que ex-
plica el crecimiento económico.

Carlos Toranzo

La convocatoria lanzada por el PIEB estaba 
referida a la identificación de factores que in-
ciden en el escaso desarrollo. Volvamos sobre 
estos aspectos.

Gover Barja

Algunas presentaciones de los colegas fue-
ron provocadoras al afirmar que los factores 

2	 Daude,  Christian y Fernández-Arias, Eduardo  (2010). “On the Role of Productivity and Factor Accumulation in Economic 
Development in Latin America and the Caribbean”. Banco Interamericano de Desarrollo, manuscrito.
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institucionales no tuvieron mucha capacidad de 
explicación del crecimiento o desarrollo.

Es verdad que los factores externos son alta-
mente determinantes para el crecimiento eco-
nómico boliviano. Más allá de factores estricta-
mente económicos externos también se puede 
pensar en temas geográficos, demográficos y de 
recursos naturales como determinantes muy im-
portantes del desarrollo económico. Uno puede 
caer en un pensamiento predeterminístico, es 
decir estar supeditados a factores que no pode-
mos controlar (predestinados); puede ser verdad 
aunque no sé cuánto realmente pesa.

A nuestro grupo le interesó analizar lo que se 
hizo en términos de políticas públicas y a qué se 
ha apostado en los últimos años. Para nosotros 
importa analizar las acciones tomadas para rom-
per esquemas determinísticos. En particular, nos 
dedicamos a estudiar la apuesta que hizo el Es-
tado boliviano por la descentralización durante 
varios gobiernos consecutivos. ¿Cuál es la institu-
cionalidad que se ha creado sobre esa descentra-
lización? ¿Tuvo algún impacto dicha institucio-
nalidad? ¿Qué hace que funcione mal? El interés 
era identificar los elementos institucionales que 
impiden que la descentralización funcione bien. 

Nuestras preguntas fueron: ¿Cuáles son los in-
centivos implícitos en el diseño institucional de 
la descentralización? ¿Qué comportamientos ge-
neraron? ¿Estos comportamientos fueron cons-
tructivos o destructivos de la descentralización?

Entre los hallazgos, se encontró que la depen-
dencia de los gobiernos subnacionales a las trans-
ferencias fiscales del gobierno central es cada vez 
mayor y se está desincentivando la generación de 
impuestos propios, la cultura de pago de impues-
tos. En cambio, está incentivando a gastar más de 
lo que se ingresa por esfuerzo propio y sobre todo 
se está generando alineamiento con los intereses 
y políticas provenientes del gobierno central an-
tes que con los intereses locales, por dominancia 
de las transferencias sobre los ingresos propios. Se 

han generado superávits por efecto de las trans-
ferencias, no por esfuerzo propio, sin embargo 
la contribución marginal de los ingresos propios 
a saldos es mayor que de las transferencias. Una 
vez que esas transferencias no puedan ser posibles 
y los superávits desaparezcan, entraremos en un 
conflicto fiscal subnacional, especialmente con 
los municipios y gobernaciones grandes. 

Hay transferencias grandes a nivel de las ex 
prefecturas que están desincentivando la ge-
neración de impuestos del nivel nacional. Por 
ejemplo, se encontró que a más regalías que re-
ciben los departamentos, se genera menos pago 
de IVA. También existe desalineamiento con los 
intereses departamentales por dominancia de las 
transferencias. También encontramos que el pre-
cio del petróleo está determinando el presupues-
to de las gobernaciones y los municipios, pues 
estos fluctúan con la volatilidad del precio del 
petróleo y la variación del volumen producido.

Entonces hay un conjunto de elementos que 
ponen en riesgo los avances hechos en la institu-
cionalización de la descentralización que es una 
apuesta del Estado boliviano al desarrollo eco-
nómico, rompiendo esquemas determinísticos.

Carlos Toranzo

Se rescata en varias intervenciones la importan-
cia de una variable externa como los precios de 
los hidrocarburos. Pero, respecto de las variables 
institucionales ¿qué sucede para que la descentra-
lización funcione mal? Hay un punto de contacto 
entre lo que plantean Horst y Gover, la impor-
tancia de una variable externa como es el precio 
del petróleo. Pero, si las variables institucionales 
tienen mucho que ver, ¿qué está funcionando 
mal en la descentralización? En el caso de Horst, 
lo institucional no explica mucho el desarrollo.

Rodney Pereira 
Considerando que la dimensión institucional 
involucra aspectos tales como las reglas formales 
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e informales, las costumbres, la cultura, el peso 
de la historia, los arreglos políticos, entre sus 
componentes más importantes, indudablemen-
te en el campo de las finanzas públicas y en el 
diseño de la política fiscal estos factores juegan 
un papel determinante.

En tal sentido, no es posible comprender 
el desempeño fiscal si no se consideran las 
diferentes leyes y normas que orientaron su 
desempeño así como los procesos de institu-
cionalización para la ejecución, tales como los 
roles del Poder Ejecutivo y Legislativo y de los 
espacios subnacionales. Pero, además, se debe 
tener en cuenta sus componentes informales 
expresados en la influencia de los grupos de 
poder y de los actores directamente involu-
crados tanto en los procesos de recaudación 
y asignación de los recursos públicos así como 
de las mediaciones políticas.

Si bien hubo esfuerzos por mejorar la recau-
dación y el gasto público así como un “manejo” 
más responsable de las finanzas públicas, estos 
esfuerzos, sin embargo, se fueron distorsionan-
do por el peso de los aspectos político institu-
cionales que, bajo una visión de la búsqueda 
de intereses fraccionados, la permanencia en 
el poder y de réditos personales, dieron lugar 
a prácticas clientelares que dejaron de lado las 
reglas formales. Por ejemplo es el caso, a inicios 
de la pasada década, de la reforma del Servi-
cio de Impuestos Nacionales y el de la Aduana 
donde el cuoteo político cuestionó los objeti-
vos de estas reformas.

En otras palabras, los avances institucionales 
de carácter formal en el campo de las finanzas 
públicas generaron a su vez reglas y comporta-
mientos no formales que las cuestionaron; esto 
se dio, por ejemplo, en el proceso presupuestario 
donde sus metas de gastos y su asignación para 
cada gestión fueron continuamente modifica-
dos, restándole validez como instrumento creí-
ble de programación. 

Carlos Toranzo

Algunos factores políticos han inhibido la ca-
pacidad de tener resultados con las reformas; 
por ejemplo, los cuoteos políticos en los regí-
menes de coalición. ¿Cómo se contrapone esto 
con un presidencialismo tan fuerte desde 2006 
hasta hoy? ¿Los resultados son diferentes o son 
los mismos? 

Rodney Pereira 
El cambio que se puede ver en el presente es la 
desaparición de las coaliciones políticas ya que 
el único actor es el Movimiento al Socialismo 
que maneja el Ejecutivo como la mayoría en la 
Asamblea Legislativa Plurinacional. Esto hizo 
que la gestión de las finanzas públicas no im-
plique mayores procesos de negociación, a di-
ferencia de los tiempos de las coaliciones polí-
ticas cuando la Ley Financial requería, para su 
aprobación, llegar a acuerdos tanto en los espa-
cios formales del Congreso como con diferentes 
grupos corporativos. Hoy en día, dado el peso 
del único partido en función de gobierno y la 
falta de peso de los partidos de oposición en la 
Asamblea, la aprobación del presupuesto es una 
gestión más ágil.

Otra diferencia tiene que ver con que, ahora, 
hay una situación de bonanza lo cual determi-
na que, al interior del Ejecutivo, los temas de 
asignación se refieran a discutir los niveles de 
incremento y la incorporación de nuevos pro-
yectos y de gasto corriente mientras que en los 
periodos anteriores, la restricción fiscal imponía 
fuertes procesos de negociación en la asignación 
de los recursos. Además, las mejores condiciones 
fiscales han permitido compensar los efectos de 
la crisis internacional de 2008 y 2009.

También se debe mencionar una asignación 
del gasto con una orientación más progresiva: es 
el caso de la creación de bonos como el Juancito 
Pinto, el bono Juana Azurduy y la Renta Digni-
dad, lo que ha permitido, de acuerdo a estudios 
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realizados sobre su efecto, ciertas mejoras en la 
distribución de ingreso y en la pobreza. Sobre 
este aspecto, una de las preocupaciones latentes 
es la sostenibilidad de estos bonos en el futuro. 

Sin embargo, en el periodo actual, en el área 
de las finanzas públicas, aún se mantienen pro-
blemas como la baja ejecución presupuestaria, 
ineficiencias en el gasto público, elevada eva-
sión tributaria, pesados procesos burocráticos 
tanto en la administración tributaria como en 
la gestión del gasto público, principalmente en 
la inversión. 

Carlos Toranzo

Se ve que las variables institucionales no cuen-
tan mucho. Por otro lado, se habla de la depen-
dencia de variables externas como los precios a 
la exportación de minerales y de hidrocarburos, 
antes y después del boom. Otra cosa son reme-
sas. ¿Cómo pesan estas variables externas? 

Horst Grebe 
Hay dos ámbitos diferenciados en la economía: 
la economía del Estado y la economía de la so-
ciedad. Esta última se fragmenta a su vez en va-
rios campos: aquellos propiamente capitalistas 
donde hay acumulación -los de mercado donde 
ocurren todo tipo de transacciones mercantiles 
pero sin excedente para acumular- y una zona 
de subsistencia que no pasa por el mercado.

¿De qué discuten los políticos en Bolivia? De 
la economía de Estado. ¿Dónde se ha reflejado la 
discusión política a nivel de deliberación institu-
cional y democrática? En el Presupuesto General 
de la Nación. Cuando había varios partidos po-
líticos en el Parlamento, los parlamentarios dis-
cutían las reivindicaciones regionales pero nunca 
acerca de las transformaciones productivas. La 
reestructuración de la economía de la sociedad 
nunca fue objeto de discusión política, salvo con 
las propuestas neoliberales de la capitalización en 
las que el mensaje era claro y de una sola vía: la 

transferencia a la inversión privada y extranjera, 
pues no se dio chance a la empresa privada na-
cional. Lo demás lo resuelve la “mano invisible”. 

En el esquema estatista actual, se quiere cons-
truir de nuevo empresas públicas dando un re-
troceso pendular a la economía boliviana de los 
últimos cien años. La nacionalización y la priva-
tización son los dos ejes en los que se ha monta-
do la economía boliviana desde la construcción 
de las primeras instituciones estatales -como 
la nacionalización de los hidrocarburos- pero 
siempre en torno a las áreas minera e hidrocar-
burífera y en alguna medida en los espacios de 
servicios públicos. Por lo tanto, diría que la ma-
yor ausencia en nuestro marco institucional es la 
de un espacio donde debatir acerca de nuestras 
instituciones de desarrollo. 

Ningún presupuesto de Bolivia ha sido consti-
tuido en función de una estrategia de desarrollo. 
En los años 1990 y hasta 2005, no había mucho 
que repartir, sino más bien mucho por recortar. 
Desde 2006, ya nadie tuvo chance de hablar de 
políticas, pues llegó Papa Noel a repartir dinero 
de manera absolutamente prebendal y clientelis-
ta y sin una apropiada rendición de cuentas.

Lo que siempre faltó al país es una visión es-
tratégica a largo plazo que incluya la transforma-
ción productiva, orientada a mejorar sistemáti-
camente la productividad sobre la base de una 
estrategia combinada entre exportaciones y el 
fortalecimiento de los circuitos y articulaciones 
del mercado interno.

Carlos Toranzo

Volvamos al tema de que los factores institucio-
nales ¿no cuentan? ¿Se puede explicar mejor la 
crisis de 1998-99? 

Carlos Gustavo Machicado

No es que los factores institucionales no cuen-
ten, sino que no son tan importantes como se 
piensa. Me referiré a la revisión bibliográfica 
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que hicimos de lo que se ha escrito en Boli-
via sobre el crecimiento económico. De todos 
los trabajos que encontramos, destacamos en 
2003 el de Kaufman, Mastruzi y Zavaleta3, 
quienes ponen énfasis en la institucionaliza-
ción, a través del relato, real o ficción, de la 
historia de la familia Calderón López: el pa-
dre es un prominente empresario retirado que 
trabajó en el gobierno; tiene contactos y pro-
bablemente pertenece a alguna logia en San-
ta Cruz. La madre es una socióloga experta 
en temas históricos; el hijo es heredero de la 
empresa y la hija trabaja en el sector estatal. 
Cuando el gobierno quiere hacer algo contra 
los empresarios, la hija está ahí para salvar los 
intereses de la empresa. Lo interesante e iróni-
co de este trabajo es que la institucionalidad 
en Bolivia es endógena o endogámica, que es 
distorsionante. Lo endógeno surge de la mane-
ra en que está estructurada nuestra sociedad. 
La distorsión aparece en el modo en que están 
asignados los factores de producción. Eso re-
percute en que las instituciones sean también 
endógenas, y por tanto distorsionadas, lo que 
traba el crecimiento económico.

 Lo que hizo la crisis de 1999 fue cuestionar 
el modelo neoliberal y el cuoteo político. Pero 
tengo la impresión que todavía existen estas dis-
torsiones. De existir la intención de eliminar el 
cuoteo, creo que llegamos a lo mismo. En el li-
bro Barreras al crecimiento, de Barreras y Scott4, 
se dice que la mayoría de los países están relacio-
nados con grupos de poder: antes eran los em-
presarios que mandaban una carta al Presidente 
recomendando quién iba a ser el ministro, ahora 
son los cocaleros que mandan su carta al Presi-
dente recomendando quién va a ser el ministro. 

Hay un problema de endogeneidad en las 
instituciones debido a la mala asignación de fac-
tores lo que, al final, traba el crecimiento. 

Carlos Toranzo

¿Qué nos dicen las investigaciones acerca de lo 
positivo que ha tenido la descentralización mu-
nicipal y departamental? 

Gover Barja

Lo que vimos en cuanto a impacto de la descen-
tralización lo vimos en términos del impacto del 
gasto subnacional, específicamente sobre el tema 
de la educación. Esta es una de las metas del Mi-
lenio, en porcentajes de cobertura primaria y 
tasa de terminación a octavo de primaria. Esas 
dos variables están en las metas de los Objetivos 
del Milenio. Entre otras variables también se es-
tudió el impacto del gasto subnacional sobre la 
tasa de término de secundaria, tasa de abandono 
y tasa de reprobación. Sorprenden los resultados 
parciales positivos en general y de manera signi-
ficativa en el tema de la cobertura primaria. Bas-
ta con ese dato para que uno quede tranquilo. Se 
está gastando dinero y algo positivo está salien-
do de todo eso. Una variable tan crítica como la 
educación tiene impactos tanto en reducción de 
la pobreza como en incremento de competitivi-
dad. Cuanto más dinero se eroga en gobiernos 
locales, más logros tenemos, por ejemplo en la 
cobertura de la educación primaria; entonces ¿la 
educación es cuestión de dinero?

 Pero surge la duda, porque una cosa es lo 
cuantitativo y otra, lo cualitativo. Con la varia-
ble tasa de reprobación, no se comprueba que 
haya impactos en desarrollo. Queda la duda de 
que si se toma un examen estándar nacional o 

3	 Kaufmann, Daniel; Mastruzi, Massimo y Zavaleta, Diego (2003). Sustained Macroeconomic Reforms, Tepid Growth: A Gover-
nance Puzzle in Bolivia? Banco Mundial, manuscrito.

4	 Parente, Stephen y Prescott, Edward (2002). Barriers to Riches. The MIT Press.
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internacional, a los escolares de sexto u octavo 
de primaria no lo aprobarán. 

Entonces en términos de calidad educativa, 
se puede decir que los Objetivos del Milenio 
están equivocados al exigir metas cuantitativas 
cuando el verdadero objetivo debería ser cualita-
tivo (calidad de educación): esa fue una conclu-
sión interesante. El dinero estaría incrementado 
el número de alumnos pero no la calidad de la 
educación; pero hay que admitir que existe un 
impacto cuantitativo.

Otro elemento es que los Objetivos del Mi-
lenio son políticas emitidas desde afuera; el 
gobierno las adopta e impone a los gobiernos 
subnacionales, lo que provoca el desalinea-
miento del gasto local con sus intereses pro-
pios y más bien el alineamiento del gasto local 
con el gobierno central. Esto llama la atención 
porque se supone que la descentralización 
debía lograr objetivos locales y no necesaria-
mente en términos de políticas sociales sino en 
términos de políticas productivas dirigidas a la 
competitividad.

Carlos Toranzo

Carlos Gustavo Machicado señala que, actual-
mente, la consanguinidad de las instituciones 
públicas es igual que en el pasado. Por otro 
lado, Gover Barja resalta que las políticas sub-
nacionales están alineadas con los objetivos 
nacionales y éstos, a su vez, a objetivos inter-
nacionales como las metas del Milenio. ¿Qué 
opinan al respecto? 

Horst Grebe

Primero diría que el funcionamiento de una ins-
titucionalidad informal en la que el país real y el 
país legal son totalmente diferentes puede impli-
car cambios y sustituciones de elite y clase, como 
ha ocurrido desde 2005.

Sigue existiendo la prebenda, siguen fun-
cionando los vínculos en que prevalecen las 

relaciones personales, nexos políticos y afi-
nidades ideológicas, pero en la actualidad, es 
gente diferente a la del pasado. En el pasado, la 
“economía compinche” recurría a ciertos ape-
llidos, cierta estirpe y cierta prosapia colonial. 
Hoy en día, los circuitos de poder se compo-
nen de miembros provenientes del campo po-
pular. Han cambiado los personajes y no así las 
costumbres. 

Creo que eso es un dato importante que lleva 
a considerar que el Estado boliviano nunca fue 
un Estado en forma. Si hay un lugar en el mun-
do donde el Estado es una máquina de repro-
ducir el poder, ese es Bolivia. El Estado no es el 
punto de encuentro, es el instrumento que uti-
liza el poder político dominante para reproducir 
poder y eso pasa por el manejo de presupuesto y 
la creación de riqueza en la política. 

En Bolivia, se premia el enriquecimiento 
pero no al que surge del esfuerzo, de la produc-
tividad y de la continuidad empresarial, sino al 
que se “aviva” y hace buenos contratos y nego-
cios con el Estado. La recaudación es difícil en 
Bolivia pues habría que gravar a los beneficiarios 
directos de los favores políticos.

Acá hay un problema serio de la configu-
ración del Estado en Bolivia en relación a una 
sociedad heterogénea con circuitos de reproduc-
ción muy diferentes según las regiones. En lo 
político, económico y social, La Paz difiere de 
Santa Cruz o de la emergente Tarija. El Estado 
debe unificar el proceso de asignación de recur-
sos sobre la base de leyes iguales para todos, en 
lugar de recurrir a las roscas políticas de los ci-
clos del siglo XX y los actuales. 

En materia de educación, por ejemplo, uno 
de los objetivos nacionales debería ser unificar 
la misma educación para todos, y a nadie se le 
ha ocurrido cambiar el régimen de los colegios 
privados, incluso hay uno que está fuera de la 
legislación boliviana al ser solo para ciertos es-
tratos sociales.
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Carlos Toranzo

Se dice que la economía sigue un rumbo mar-
cado por la Constitución Política del Estado. 
Pero por otro lado, el presupuesto es anual y 
no hay una visión a largo plazo que oriente el 
presupuesto público. 

Rodney Pereira 
Aprovecharé mi intervención para referirme a los 
hallazgos que encontramos sobre las finanzas pú-
blicas y el desarrollo, para lo cual hicimos varios 
ejercicios econométricos. Primero, nos pregunta-
mos: ¿qué relaciones existen al interior de la eco-
nomía entre los distintos sectores productivos? 
Segundo, a nivel de cada departamento, también 
nos preguntamos: ¿cuáles son las interrelaciones 
sectoriales? y ¿cuáles son las relaciones sectoriales 
interdepartamentales? Lo que se vio en general es 
que, en cada departamento, los relacionamientos 
entre sectores productivos primarios, secundarios 
o terciarios, son muy disímiles. 

Otra interrogante que nos planteamos en este 
escenario de relaciones tan disímiles estuvo re-
ferida al efecto que tiene el gasto público y la 
inversión pública en el desarrollo. Los resulta-
dos muestran que la inversión pública a nivel 
nacional tiene efectos básicamente sociales, en 
infraestructura, y reducidos impactos en los sec-
tores productivos. Dichos efectos son diferentes 
en cada uno de los departamentos; por ejemplo, 
la inversión pública en sectores productivos en 
Santa Cruz no tiene efectos de arrastre sino de 
desplazamiento. Por su parte la inversión social 
en departamentos como Potosí y Beni tiene me-
jores efectos relativos, pero no así las inversiones 
en infraestructura. Como conclusión general, se 
observó que la inversión tiene mayores efectos 
en departamentos de menor desarrollo relativo. 
Con relación al gasto público, los resultados 
mostraron que tiene un efecto muy reducido 
sobre el crecimiento, salvo en algunos departa-
mentos con menor desarrollo. 

Los anteriores resultados permiten una pri-
mera conclusión: la inversión pública debe es-
tar orientada por las condiciones económicas 
específicas de cada departamento en función 
de sus capacidades, interrelaciones sectoriales y 
vinculaciones con otros espacios geográficos, lo 
cual implica considerar la planificación como 
principal instrumento para la asignación de los 
recursos fiscales. 

Carlos Toranzo

Si por un lado, las políticas subnacionales están 
alineadas a las políticas nacionales y los Obje-
tivos del Milenio y el gobierno está alineado a 
políticas internacionales, más allá del discurso 
sobre la soberanía, ¿eso significa que no hay 
una visión de largo plazo? ¿Qué pasa entonces 
con el rumbo señalado por la CPE? 

Rodney Pereira

La Constitución está planteando una visión a 
largo plazo sobre cómo debería ser la econo-
mía boliviana. Asimismo las propuestas guber-
namentales como el Plan de Desarrollo dan las 
pautas de largo plazo sobre los aspectos econó-
micos y sociales. Otra cosa es que estas propues-
tas se implementan de manera muy parcial o que 
en la práctica las acciones públicas no se orien-
ten por estos lineamientos, lo cual tiene que ver 
con un problema de gestión y de la viabilidad de 
las propuestas. 

En este marco, una preocupación que resal-
ta es el reducido énfasis que se tiene sobre los 
temas productivos en el país; los avances en los 
últimos cincuenta años no han cambiado sus-
tancialmente la estructura productiva, lo cual 
implica la necesidad de contar con una visión 
de lo productivo. En esta perspectiva se enfren-
tan visiones desarrollistas que enfatizan en am-
plios procesos de industrialización a la manera 
occidental donde la productividad es el núcleo 
de su argumentación y por otro se encuentra 
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las visiones que consideran la sostenibilidad del 
desarrollo en un marco intertemporal donde los 
procesos de industrialización deberán regularse y 
la productividad es deseable siempre que bene-
ficie a la población y no cuestione su bienestar. 
En este contexto los componentes del medio 
ambiente deben ser preservados para no afectar 
la vida de las futuras generaciones. 

 Acerca de las metas del Milenio, si bien han 
orientado la política social y permitido priori-
dades del gasto público hacia su cumplimiento, 
sin embargo esta visión ha desplazado considerar 
los temas productivos y del empleo en la agenda 
gubernamental.

Horst Grebe

Creo que hay que evitar una confusión impor-
tante. Una cosa es la arquitectura institucional 
del Estado y, otra, una visión estratégica del 
desarrollo. Introducir en la Constitución objeti-
vos estratégicos e incluso el reglamento sobre la 
composición sectorial de la economía fue uno de 
los más grandes errores porque la Constitución 
solo debería proporcionar los principios y valo-
res, pero no la visión cuantitativa, los actores, 
las herramientas con las que se hace gestión en 
circunstancias cambiantes mientras que lo per-
manente es el pacto nacional que se refleja en la 
Constitución.

Algo que no se ha hecho en Bolivia es el de-
sarrollo institucional de sus aparatos públicos 
y las instituciones que deben hacer la gestión y 
rendir cuentas sobre la estrategia y no sobre la 
Constitución. En esa materia, los economistas y 
analistas no hicieron una contribución suficien-
temente esclarecedora para sacar de la confusión 
a los que participaron en la Asamblea Constitu-
yente de Sucre.

El alineamiento de Bolivia con los objeti-
vos y metas internacionales es pura retórica, al 
igual que lo fue en su momento hacer planes 
de desarrollo porque era la manera de llegar a 

los organismos de Washington para conseguir 
recursos. Nunca se hizo la planificación en Boli-
via para que de verdad se cumplan los objetivos 
y metas. Eran textos que se presentaban en su 
momento a los organismos multilaterales que 
fueron sistematizados con el Grupo Consultivo 
al que Bolivia iba a rendir cuentas año tras año. 

Esto era un anzuelo de la cooperación inter-
nacional que llegó a representar 12% del pro-
ducto en asistencia oficial al desarrollo, a me-
diados de los años 1990, es decir casi más que 
cualquier sector productivo del país. Hoy en día, 
eso se ha encogido por la bonanza fruto de los 
precios de exportación, particularmente de los 
hidrocarburos, por las remesas de los trabajado-
res emigrados y por los excedentes de coca que 
circulan en el país.

Actualmente el presupuesto no tuvo que ser 
soportado por la asistencia externa, cosa que 
siempre ocurrió en el pasado. Lo primero que 
tenía que hacer el Ministro de Finanzas era llegar 
a un acuerdo con la cooperación para ver quién 
iba a tapar el hueco del déficit. Este gobierno no 
ha necesitado nada de eso y, por ello, ha desa-
rrollado una retórica ante las Naciones Unidas; 
pero, en general, hace lo que le da la gana. 

Carlos Toranzo

Carlos, has dejado una cosa en el misterio. Has 
dicho que la productividad total de factores la 
determina el desarrollo, pero ¿qué hay detrás 
de eso? 

Carlos Gustavo Machicado

Un tema pendiente es la mala asignación de los 
factores de producción, un tema que ya no abor-
damos en la investigación pues requiere el uso 
de datos microeconómicos. Pero hace un par 
de años, hice una investigación con otro autor 
sobre el sector manufacturero de Bolivia. Usa-
mos los datos de la encuesta anual de la industria 
manufacturera, 1988 a 2001, que coincide con 
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la etapa de las reformas estructurales y la libera-
lización del mercado. Precisamente lo que en-
contramos es que existen diferencias muy gran-
des en las productividades marginales entre las 
empresas de un mismo sector que explican las 
distorsiones existentes a nivel de distintos tipos 
de empresas. 

¿Cuáles son estas distorsiones? Los datos no 
son tan claros al respecto, pero la realidad los 
va revelando: una de ellas es la empresa pública. 
Yo estoy en contra de que el Estado deba tener 
empresas. Cuando aparecen estos experimentos 
como Emapa (Empresa de Apoyo a Producción 
de Alimentos), por ejemplo, desaparece el azúcar, 
precisamente porque se está afectando la produc-
tividad marginal; lo que sucede es que, en lugar 
de ir a las empresas más productivas, los factores 
de producción están yendo a otras no producti-
vas. Entonces lógicamente, cuando esto ocurre, el 
crecimiento va a estar limitado por el hecho de no 
asignar los factores de la mejor manera posible. 

Tengo una anécdota relacionada con la in-
vestigación: cuando tuvimos el primer coloquio 
(organizado por el PIEB), muchos ponían én-
fasis en los temas institucionales. Me pregunté 
cómo se podrá modelar esto. Encontré un libro 
en Internet junto con un solucionario; lo com-
pré y luego me llegó una boleta del correo para 
recoger el libro y me pidieron ir a la Aduana: allí 
me explican que me pasé de $us 103: “Esto ya 
no es correspondencia, usted es un importador, 
entonces debe entrar al registro de importado-
res”. No tenía problema en registrarme, pero me 
pedían el croquis de mi vivienda, papeletas de 
luz, agua, fólder amarillo, etc. Todo un día per-
dido para traer esos documentos. Al día siguien-
te me atiende la misma señora y me dice que 
debo calcular el impuesto pero antes debo pagar 
más de Bs. 300. Pero ella no sabía qué impuesto 
cobrar; luego, debía verificar que el monto del 
impuesto es el correcto y, por tanto, el precio del 
libro. La veo teclear en Internet y me dice que lo 

que compré vale $us 200 y no 100. Me muestra 
la página consultada y era la de una librería en 
Chile cuando en la caja decía en letras grandes 
“Amazon.com”. Ahí uno reniega pero no es su 
culpa, si no de la Aduana por no contratar a las 
personas apropiadas que deben conocer su ofi-
cio, que sepan inglés; ella no sabía ya que me 
dijo “busque usted”.

Uno se da cuenta, en la vida cotidiana, que 
los factores de producción están mal distribui-
dos. En el tema de la planificación y la descen-
tralización, el gran problema es que en los muni-
cipios grandes, se cuenta con recursos humanos 
adecuados pero en los pequeños hay una mala 
asignación de recursos; eso hace que la descen-
tralización no funcione y el modelo de desarro-
llo basado en la descentralización no avance o lo 
hace lentamente en relación a los países vecinos. 
No es que no crecemos: lo hacemos al 4%. Al-
gún año fue interesante pero luego volvemos al 
típico 4% y no salimos de ahí. 

Ahí va la visión de largo plazo que no debería 
ser solo del Estado sino de todos: ¿Cómo nos 
insertamos en un mundo globalizado de manera 
eficiente, haciendo bien las cosas y cumpliendo 
con una buena asignación de los factores de pro-
ducción? Eso es muy difícil probar con lo que 
hacemos en el modelo, porque es un análisis ma-
cro y requiere de datos micro, pero la evidencia 
empírica cotidiana es elocuente: este es un país 
de locos donde pasan cosas que en otras realida-
des no suceden. 

Carlos Toranzo

¿Qué hay acerca de sus propuestas de escena-
rios y políticas? 

Gover Barja

Hay dos niveles de propuestas. La fundamen-
tal tiene que ver con qué hacer para corregir el 
problema del desalineamiento del gasto local o 
subnacional con los intereses propios. Ese es el 



Marcela Mérida. Hoja sagrada. Carboncillo, 1985.
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problema más conflictivo del estudio. Se supone 
que el objetivo de la descentralización era des-
pertar los intereses locales en buscar sus propios 
objetivos, sus propias soluciones a los problemas 
locales, pero en la práctica no funciona así pues 
el gobierno central decide el gasto y los subgo-
biernos simplemente acatan. 

Una solución podría ir por la vía de las au-
tonomías, un tema que está incorporado en la 
Constitución Política del Estado. Los gobiernos 
subnacionales, al ser autónomos, conectan sus 
gastos a sus intereses locales. Entonces el tema 
del desalineamiento se resolvería a través de las 
autonomías y pasaríamos a discutir porqué las 
autonomías se están implementando de una u 
otra forma.

Otra propuesta tiene que ver con que los go-
biernos subnacionales y las poblaciones locales 
deben asumir una mayor responsabilidad sobre 
la generación de sus propios ingresos. Esa es la 
fuente de disciplina hacia el control de su pro-
pio destino, es lo que genera cultura de pago de 
impuestos.

Encontramos como propuestas que, cada vez 
que se realizan las transferencias, estas deben ir 
acompañadas de transferencia de los costos que 
implica haber obtenido esos recursos. Los go-
biernos subnacionales deberían asumir los cos-
tos de generación de los impuestos nacionales 
que se han transferido, así como los costos de 
distribución de esos recursos. De esta forma ha-
bría una mejor señalización sobre la asignación. 

Asimismo, los gobiernos subnacionales deben 
asumir el costo y resultado del uso de esos re-
cursos. Si estos fueron planificados para un fin u 
objetivo social, el no cumplimiento con la meta 
trazada es un costo social que debe ser incorpora-
do al funcionamiento del gobierno sub-nacional. 

Rodney Pereira

Con relación al planteamiento de las políticas 
fiscales orientadas al desarrollo, sugerimos que 

la asignación del gasto y, fundamentalmente, la 
inversión pública, estén relacionadas con las ca-
racterísticas y dinámicas de cada espacio regional 
en función a sus interrelaciones, vinculaciones 
y encadenamientos al interior del departamento 
como con relación a otros departamentos. Para 
esto, consideramos que el instrumento más idó-
neo es trabajar en marcos de planificación de 
mediano y largo plazo.

Con relación a las mismas finanzas públicas, 
consideramos que se precisa cambiar la visión 
enfatizando en su vinculación con el desarrollo 
en un marco de planificación de mediano y largo 
plazo, en el papel que debe jugar en la reduc-
ción de las desigualdades sociales y regionales y 
en apoyar la estabilidad económica entendida 
como estabilidad de precios, aumento en el em-
pleo y la producción. 

Respecto a algunas de las recomendaciones es-
pecíficas proponemos un cambio sustantivo del 
régimen tributario con un contenido más progre-
sivo, donde se privilegien los impuestos directos al 
ingreso personal, a las utilidades de las empresas, 
al patrimonio, a la intermediación financiera y se 
reduzca la dependencia de los impuestos indirec-
tos. También se proponen acciones para ampliar la 
base tributaria y diversificar las fuentes de ingresos 
para alejarse de la dependencia de ingresos no tri-
butarios considerando un marco descentralizado.

Con relación al gasto público, se sugiere me-
jorar todo el proceso presupuestario en todas 
sus fases, enfatizar en los aspectos de la calidad 
del gasto público, establecer ciertas reglas como 
límites máximos, promover el control social en 
todos los espacios de la administración de recur-
sos fiscales y principalmente relacionar el gasto 
y la inversión con la planificación de mediano 
y largo plazo, lo cual implica la elaboración de 
presupuestos multianuales.

Finalmente recomendamos una serie de accio-
nes para mejorar la gestión y administración de 
las recaudaciones y de las erogaciones públicas.
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Horst Grebe

Nuestra propuesta parte de algunos escenarios 
a largo plazo, que son los que proporcionan las 
metas y objetivos a que deberíamos comprome-
ternos como sociedad. A partir de ahí, se propo-
nen algunas ideas en tres ámbitos: primero, las 
condiciones macroeconómicas necesarias para el 
crecimiento, entre las que se destaca la gestión de 
los precios relativos (tipos de cambio; precio de 
la energía; salarios y tasa de interés); las políticas 
anticíclicas y el pacto fiscal. Segundo, las políticas 
para la reconversión productiva y la generación 
de empleo decente, en particular las que se re-
fieren al desarrollo de la economía campesina, 
las cadenas productivas y las zonas económicas 
especiales. Tercero, los mecanismos para la con-
certación y el diálogo social, donde juega un pa-
pel relevante el Consejo Económico y Social y el 
establecimiento de dos observatorios: uno para el 
monitoreo de la calidad institucional y otro para 
el seguimiento de la economía mundial.

Carlos Gustavo Machicado

Los escenarios de propuestas y estrategias de po-
líticas fueron abordados en un contexto de equi-
librio general. Mediante un modelo de equili-
brio general computable (CGE) se testearon 

políticas de corto plazo (antishock) y políticas 
de mediano y largo plazo. Los resultados son 
consistentes con la teoría económica; una polí-
tica de expansión fiscal tiene claramente efectos 
positivos sobre el crecimiento, especialmente 
cuando está basada en inversión pública más que 
en gasto público.

Pero el principal mensaje de esta parte es que, 
en Bolivia, debemos dejar de pensar que una 
mayor inversión por si sola va a solucionar los 
problemas de crecimiento. Si esta no está acom-
pañada por una mayor productividad vamos a 
seguir observando las magras tasas de crecimien-
to de 4%. Por tanto, las políticas que impulse 
el gobierno deben estar enfocadas a fomentar la 
productividad tanto a nivel nacional como a ni-
vel regional.

En otras palabras, se debe generar los incen-
tivos para que las empresas trabajen de manera 
eficiente, asignando óptimamente los factores 
de producción y permitiendo una diversifica-
ción de la producción. En la medida en que 
persista una burocracia que lo único que hace 
es trabar cualquier trámite, los incentivos para 
cambiar e innovar serán prácticamente nulos y 
eso se verá reflejado, como ahora, en bajos nive-
les de productividad.
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¿Realmente la inversión importa? 
Suficiencia y eficacia de la inversión en Bolivia1

Does investment really matter? 
 Adequacy and effectiveness of investment in Bolivia

La inversión pública puede incentivar desplazamientos hacia adentro o hacia 
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INTRODUCCIÓN

A nivel internacional, más administraciones gu-
bernamentales reconocen que sus políticas pú-
blicas y actuación son decisivas para configurar 
el clima para la inversión en sus sociedades. En 
este contexto, China e India son los ejemplos 
más elocuentes: las mejoras en el clima para la 
inversión en estos países han impulsado el creci-
miento y las reducciones de la pobreza más ex-
traordinarias de la década pasada. Sin embargo, 
los progresos en el ámbito de la inversión siguen 
siendo lentos y desiguales; América Latina es 
una muestra de ello. 

Los gobiernos todavía imponen costos inne-
cesarios a empresas y empresarios, generan un 
elevado grado de incertidumbre y considerables 
riesgos, y levantan barreras injustificadas a la 
competencia.

Una de las variables más estudiadas y monito-
readas por las autoridades económicas es el Pro-
ducto Interno Bruto (PIB), aunque no mide di-
rectamente el bienestar de la población, toda vez 
que es un indicador de la producción de bienes y 
servicios al interior de un país, y podría eventual-
mente estar asociado con el bienestar general de 
la población. En esa perspectiva, una de las metas 
de la política económica es incrementar su tasa de 
crecimiento. Así extensos estudios se han plantea-
do la pregunta: ¿qué factores permiten a los países 
aumentar sus tasas de crecimiento económico? 

La literatura al respecto indica que entre 
otros determinantes está la variable inversión de 
la economía. Se asume que la inversión aporta 
al crecimiento económico en primer lugar, de-
bido a que un mayor nivel de inversión puede 
aumentar en proporción el nivel de crecimiento 
de un país y permite una mayor acumulación de 
capital, el cual posteriormente es utilizado para 
aumentar el nivel de producción de bienes y ser-
vicios del país y, por lo tanto, del PIB; en segun-
do lugar, mientras mayor sea el stock de capital 

físico, otro tipo de inversiones como la inversión 
en capital humano (educación) pueden ser más 
rentables al existir más capital físico donde pue-
den aprovecharse.

Consecuentemente, en los últimos años, una 
de las áreas de mayor interés en el campo de la 
macroeconomía ha sido la del crecimiento eco-
nómico, principalmente asociado al reconoci-
miento de la idea que a mayor producción (vía 
inversión) se genera un aumento en el nivel de 
vida y bienestar de la sociedad en su conjunto.

1. MARCO TEÓRICO: INVERSIÓN Y SU 
APORTE AL CRECIMIENTO

Amplia literatura ha establecido la relación posi-
tiva que existe entre la inversión y el crecimiento 
económico, pues la primera impulsa, promueve y 
estimula la expansión del crecimiento. La eviden-
cia empírica ha cuantificado esta relación positiva 
y también se ha centrado en medir la causalidad 
entre estas variables: un crecimiento mayor puede 
estimular a una mayor inversión y viceversa.

La estimación y medición del crecimiento 
económico de largo plazo es un área de investiga-
ción que ha llevado al desarrollo de los modelos 
de crecimiento económico tales como: el mode-
lo de acelerador fijo de la inversión asociado a 
los aportes de Harrod (1939) y Domar (1946), 
Solow (1956) y los Modelos de Crecimiento En-
dógeno (MCE), donde los factores relevantes de 
una función de producción siempre le dan gran 
relevancia al factor capital y su dinámica, entre 
otros (Barro et al., 1997).

La inversión, dentro de esos modelos y en el 
marco de las cuentas nacionales, se define como 
la adición a la masa física de capital de una eco-
nomía, es decir, como la formación bruta de ca-
pital, que incluye la fabricación de maquinaria, 
la construcción de fábricas y viviendas y la va-
riación de existencias. En este sentido, el capital 
es un factor productivo y, por tanto, a mayor 
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crecimiento del capital, es decir a mayor inver-
sión, necesariamente habrá un mayor crecimien-
to del producto. De esta manera, el crecimiento 
del capital está determinando por las perspecti-
vas del crecimiento económico. Por estas razo-
nes, se espera que se observe una alta correlación 
entre el crecimiento del Producto Interno Bruto 
(PIB) y el crecimiento del stock de capital. 

Sin embargo, lo anterior no implica que la 
Formación Bruta de Capital (FBK) sea un deter-
minante de la tasa de crecimiento del producto a 
mediano y largo plazo. Esto sugeriría la existen-
cia de externalidades y sinergias, en virtud de las 
cuales el país con más capital tendería a crecer 
más. Así, en esta perspectiva es posible que el 
stock de capital no tenga un efecto duradero so-
bre la tasa de crecimiento de la economía y que, 
por el contrario, sea el crecimiento económico el 
que determine la tasa de crecimiento de la inver-
sión y el capital. Sin embargo, si se incrementa el 
stock de capital aumentará el nivel del producto5. 

Este aumento puede significar incrementos 
relativamente prolongados en la tasa de creci-
miento de la economía, dependiendo de cuanto 
demore el capital en llegar a su nivel óptimo y 
cuánto demore el aumento de capital en trans-
formarse en aumentos del producto. En otras 
palabras, si bien el efecto de mayores tasas de in-
versión sobre el crecimiento de largo plazo pue-
de ser mínimo, el efecto sobre el producto puede 
traducirse en tasas de crecimiento mayores por 
un período importante.

Por otro lado, si bien a largo plazo la relación 
entre el crecimiento económico y la inversión está 
explicada por la dinámica del trabajo, del capital 
y de la productividad global de estos factores, en 
períodos no tan extensos de tiempo esta relación 
de largo plazo experimenta desviaciones que son 
explicadas por choques coyunturales nominales o 

reales, impulsados o no por políticas económicas 
de manejo macroeconómico coyuntural.

Otro aspecto importante de destacar es que la 
relación entre la inversión y el crecimiento eco-
nómico pueden estar más o menos correlaciona-
dos de acuerdo al nivel de la tasa de inversión, 
debido a que a mayor stock de capital la tasa 
de reemplazo (depreciación) requerida es ma-
yor, por lo que la contribución de la inversión 
al crecimiento económico no debería ser mayor 
que en el caso de una economía con un stock de 
capital más bajo. 

A nivel internacional la evidencia empírica ha 
demostrado una alta correlación entre inversión 
y crecimiento; estudios de Kuznets (1973), Ma-
dison (1983), Levine y Renelt (1992) mostraron 
que tasas elevadas de crecimiento van en general 
acompañadas de altas tasas de inversión en ca-
pital fijo.

Los estudios mencionados demostraron la 
existencia de una correlación de mediano y lar-
go plazo entre crecimiento del PIB e inversión, 
ya que uno de los insumos importantes para la 
producción es el capital físico; a su vez el capital 
y la inversión dependen del nivel del producto 
deseado. Considerando la productividad de los 
factores y los otros factores productivos, se evi-
dencia que mientras mayor es el producto de-
seado, mayor es el capital necesario y los agentes 
económicos querrán invertir más. 

Sin embargo, no todo es consenso ya que 
todavía existen discrepancias sobre el papel que 
desempeñan la inversión y el ahorro en el pro-
ceso de crecimiento, pese a que los resultados 
econométricos son distintos para diferentes gru-
pos de países. En esa perspectiva, se ha llegado a 
varios consensos en torno a los resultados econo-
métricos obtenidos sobre la temática y es así que 
varios investigadores demostraron que:

5	 Se debe considerar que el producto (y) puede expresarse como una función y = f(K, L, Ptf). Donde: K = Stock de capital; L = 
Trabajo; Ptf= Productividad total de los factores.
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Tabla 1
Revisión breve de literatura sobre inversión y crecimiento 

Principal conclusión Autor(es)

La inversión ha sido el principal factor que incide en el crecimiento 
económico. Young (1994).

Se destaca de manera primordial el papel de determinados tipos 
de inversiones y las diferentes funciones de la inversión privada y 
pública.

De Long y Summers (1991) y (1993);
Kahn y Kumar (1997);
Kahn y Reinhart (1990);
Servén y Solimano (1992a) y (1992b), 
y Greene y Villanueva (1991).

Estimaciones econométricas y evaluaciones empíricas han reconocido 
el importante papel de la inversión fija, pero han señalado que la 
productividad es el factor determinante del ritmo de crecimiento.

Blomstrom, Lipsey y Zejan (1996);
Harberger (1996) y (1998); 
Klenow y Rodriguez-Clare (1997b);
Elías (1992);
Solimano y Soto (2004).

Fuente: Elaboración propia. 

De manera general, la teoría económica clá-
sica postula que el capital, tanto para la econo-
mía como un todo como a nivel desagregado, 
tiene rendimientos decrecientes. En otras pala-
bras, si se mantiene el resto de los factores cons-
tantes (ceteris paribus), cada unidad de capital 
contribuye a la producción en forma positiva, 
pero en menor magnitud que las unidades an-
teriores. Implica que la acumulación de capital 
se verá reflejada en tasas cada vez menores de 
crecimiento.

Pese a lo mencionado anteriormente, si bien 
los incrementos de la tasa de inversión y del 
stock de capital no tendrían efectos sobre la tasa 
de crecimiento de la economía en el largo plazo, 
sí tienen implicancias para el nivel del producto. 
Este cambio en el nivel del producto puede ver-
se reflejado en tasas de crecimiento significativas 
para períodos relativamente prolongados. 

Bajo esas consideraciones teóricas Young 
(1995) documenta el rol primordial que jugó la 
acumulación de factores, en particular la acumu-
lación de capital expresado en las significativas 
tasas de crecimiento que mostraron economías 

como Hong Kong, Singapur, Corea y Taiwán 
tras la segunda guerra mundial.

Teorías alternativas sobre el crecimiento eco-
nómico postulan que si bien los agentes priva-
dos observan rendimientos decrecientes para 
su capital, a escala del total de la economía se 
producen sinergias que podrían mantener estos 
retornos elevados en forma permanente y a largo 
plazo. De ser este el caso, un incremento de la 
tasa de inversión tendría efectos duraderos sobre 
la tasa de crecimiento de la economía. 

De Long y Summers (1991) presentan evi-
dencia de que la inversión en maquinaria y equi-
pos induce incrementos en la tasa de crecimien-
to de la productividad. Estos autores sugieren 
que si bien el retorno privado de este tipo de 
inversión es similar al retorno de otros activos, 
el retorno social, en economías de mercado que 
funcionan bien, es de aproximadamente 30%, 
evidenciando importantes externalidades y efec-
tos distributivos.

La divergencia teórica sobre el rol de la inver-
sión en el crecimiento a lo largo del tiempo en 
términos de mediano y largo plazo da lugar a que 
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la evidencia empírica juegue un papel importan-
te a la luz de las interpretaciones para grupos de 
países o regiones económicas. En este sentido, la 
evidencia empírica existente, ya sea casual o basa-
da en métodos estadísticos más sofisticados, tien-
de a favorecer la visión de que el crecimiento de 
mediano y largo plazo aumenta como respuesta 
a políticas que no están necesariamente dirigidas 
directamente a incrementar la inversión. 

Sin embargo, como efecto de mayores tasas 
de crecimiento, la tasa de inversión también se 
incrementa. En otras palabras, inversión y cre-
cimiento estarían determinados conjuntamen-
te en el largo plazo; estudios de Barro (1991), 
Blömstrom et al. (1993) y Barro y Sala-i-Martin 
(1995) corroboran esa relación positiva entre 
ambas variables. De hecho, en general, los estu-
dios internacionales más recientes que analizan 
el impacto de distintas políticas o características 
de las economías sobre las tasas de crecimiento 
de mediano y largo plazo no incluyen la inver-
sión como variable explicativa. Esto es coheren-
te con argumentar que la fuente más importan-
te de crecimiento de mediano y largo plazo es la 
productividad total de factores.

El rol de la inversión pública 
en el crecimiento 

Extensa literatura ha demostrado que si bien se 
han hecho progresos significativos en términos 
de crecimiento económico y se ha mejorado el 
comportamiento de diversas variables macroeco-
nómicas, la calidad de vida6 de la población no 
ha mejorado significativamente.

En muchos países, las políticas han favore-
cido los intereses creados de las elites y por lo 
tanto no han promovido inversiones adecuadas 

en capital humano y capital natural, que son 
esenciales para un crecimiento de amplia base. 
La calidad de los factores que contribuyen al cre-
cimiento exige una atención fundamental para 
poder reducir la pobreza y lograr una mejor cali-
dad de vida para todos.

Sin duda, una mejor calidad de vida para 
la gente pobre exige que los países generen 
mayores ingresos, esto a su vez requiere de 
políticas públicas adecuadas e instituciones 
sólidas encaminadas a alcanzar un crecimiento 
sostenido. Alcanzar ingresos más altos y una 
mejor calidad de vida también exige mucho 
más. Desde la óptica de James D. Wolfensohn 
(2002) es vital:

1.	 Oportunidades mejoradas y más justas en 
cuanto a educación y empleos,

2.	 Mejorar la salud y la nutrición,
3.	 Un ambiente natural más limpio y más soste-

nible,
4.	 Un sistema judicial y jurídico mas imparcial,
5.	 Mayores libertades políticas y civiles,
6.	 Instituciones dignas de confianza y trans-

parentes,
7.	 Así como la libertad necesaria para tener acce-

so a una vida cultural enriquecedora y variada.

La inversión en general y la inversión públi-
ca en particular juegan un rol muy importante 
como factores de crecimiento en una economía. 
Dos requisitos son esenciales: su volumen y su 
rentabilidad. 

Barro y Sala-i-Martin (1995) determinaron 
que una expansión del gasto y la inversión pú-
blica pueden aumentar la tasa de crecimiento 
de la economía, si el aumento de gasto e inver-
sión pública tiene un efecto positivo sobre la 

6	 Calidad de vida: bienestar general de la población. La calidad de vida es difícil de medir (sea para un individuo, un grupo o 
una nación) porque, además del bienestar material, incluye componentes intangibles como la calidad del medio ambiente, la 
seguridad nacional, la seguridad personal y las libertades políticas y económicas (Banco Mundial, 2004).



Marcela Mérida. El narco. Lápiz de color, 1988.
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productividad de las empresas privadas. Según 
los autores, el efecto estimado se produce si la 
inversión pública está orientada a infraestructu-
ra en carreteras o en instituciones que aseguren 
el derecho de propiedad privado y que, por lo 
tanto, tienda a asegurar y mejorar la rentabilidad 
de las inversiones del sector privado. Similares 
resultados pueden presentarse con inversión pú-
blica en salud y educación, que mejoran la cali-
dad de la oferta laboral y aumentan la producti-
vidad del sector privado.

La transmisión de la inversión pública ha-
cia el crecimiento económico se puede dar en 
varios ámbitos. Primero, la mayor inversión 
pública es un mecanismo para aumentar el ca-
pital (físico) del sector público, y este último 
puede ser considerado en algunos casos como 
insumo de producción para el sector privado. 
Ejemplo de ello es el caso de inversión públi-
ca en instituciones como la Policía, Fuerzas 
Armadas y tribunales de justicia; es decir, ins-
tituciones que ayudan al establecimiento del 
orden público y seguridad, y permiten un es-
cenario estable y adecuado para los negocios, 
lo que genera una externalidad positiva para el 
sector privado. Segundo, la inversión pública 
puede contribuir a disminuir los costos de las 
empresas privadas. Por ejemplo, la inversión 
en infraestructura que facilita la operación del 
sector privado tiende a disminuir sus costos de 
operación y transporte e incentivar la entrada 
de nuevas empresas. Como resultado de ello la 
inversión pública tiende a aportar al crecimien-
to económico.

Los resultados encontrados en la revisión de 
la literatura presentan efectos positivos de la in-
versión pública en el producto pero para algu-
nos países los resultados son ambiguos y mixtos 

aunque orientados a un efecto positivo sobre 
el PIB y su crecimiento per cápita. La tabla 2 
muestra una relación de los principales estudios 
sobre la temática. 

En general, la inversión pública y/o stock de 
capital público interviene como insumo en la 
función de producción privada y se orienta a 
disminuir costos en el sector privado. Otros es-
tudios como el de Cerda (2009) demostró que 
el gasto fiscal tendría un efecto positivo adi-
cional durante periodos de crisis, que serviría 
como atenuador de las caídas del PIB durante 
estos periodos.

Es importante considerar que los efectos 
positivos del gasto e inversión pública no sólo 
ocurren por medio de efectos positivos de pro-
ductividad y/o disminución de costos en el 
sector privado, sino que además incrementan 
la disposición de los privados a realizar mayor 
inversión sectorial. En la literatura económica 
se conoce como el efecto crowding-in7. Sin em-
bargo, su efecto contrario y hasta negativo se 
conoce como crowding-out8, que implica que la 
inversión privada es desplazada por la existencia 
de inversión pública.

Sinergias de la inversión

privada y pública 

La presencia de un ambiente macro y microeco-
nómico apropiado es un elemento clave para la 
toma de decisiones sobre inversión en el sector 
privado. Las condiciones adversas en materia 
de sistemas financieros, derechos de propiedad, 
tasas e impuestos, trabas burocráticas, códigos 
de comercio e intervención del Estado en la 
economía, entre otros factores, ahuyentan las 
corrientes de inversión hacia los países lo cual 

7	 Crowding: Desplazamiento. Crowding-in: Desplazamiento hacia adentro o al interior.
8	 Crowding-out: Desplazamiento hacia afuera o al exterior.



32|  | Diálogo académico

en el largo plazo hace que los países se vuelvan 
menos competitivos9.

En este sentido, el desafío para cualquier país 
es atraer la Inversión Extranjera Directa (IED) de 
calidad la cual no solo exige objetivos claros de 
desarrollo nacional y una actividad de fomento 

a la iniciativa privada, sino que además requie-
re una institucionalidad y una cultura propicias 
para el establecimiento y buen desempeño de 
las actividades productivas que se instalen en el 
país, tanto las llevadas a cabo por inversionistas 
nacionales como por extranjeros.

Tabla 2 
 Efectos de la inversión pública en el PIB - Revisión de la literatura

Autor(es) País de estudio Periodo Principal resultado encontrado

Aschauer (1989a) Estados Unidos 1949-1985 Efecto positivo de la inversión pública en PIB.

Aschauer (1989b) Grupo de los 
siete (G-7) 1966-1985 Efecto positivo de la inversión pública en PIB

Merriman (1990) Japón 1954-1963 Efecto positivo de la inversión pública en PIB

Bajo-Rubio y Sosvilla-
Rivero (1993) España 1964-1988 Efecto positivo de la inversión pública en PIB.

Calderón y Servén (2003) 101 países 1960-1997 Efecto positivo de componentes en 
infraestructura en PIB por trabajador.

Berndt y Hansson (1991) Suecia 1960-1988 Reducción de costos para el sector privado.

Lynde y Richmond (1993) Reino Unido 1960-1990 Reducción de costos para el sector privado.

Morrison y Schwarzt 
(1996) Estados Unidos 1970-1987 Infraestructura reduce costos para el sector 

privado.

La Ferrara y Marcellino 
(2000) Italia 1970-1994 Efecto insignificante en costos.

Barro (1991) 76 países 1960-1985 No hay efecto de inversión pública en el 
crecimiento de PIB per cápita.

Easterly y Rebelo (1993) 100 países 1970-1988
Efecto insignificante de la inversión pública 
sobre el crecimiento per cápita; importante en 
comunicaciones y transporte.

Khan y Kumar (1997) 95 países 1970-1990 Efecto positivo de inversión pública sobre 
crecimiento per cápita.

Fuente: Elaboración en base a Torche et al. (2010). 

9	 Existen diversas definiciones de competitividad; para este caso la competitividad se refiere esencialmente a las condiciones insti-
tucionales, legales, políticas, económicas y sociales que ofrece un país o una región para el establecimiento de nuevos negocios. 
Así, un país será más competitivo en la medida en que cuente con instituciones más sólidas, que faciliten la actividad empresarial.
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La teoría económica establece que la inver-
sión pública puede incentivar desplazamientos 
hacia adentro (crowding-in) o hacia afuera (crow-
ding-out) dependiendo de su grado de influen-
cia a nivel sectorial, la presunción del desplaza-
miento hacia adentro (crowding-in) corresponde 
al caso en donde los aumentos de inversión pú-
blica producen incentivos para que también se 
aumente la inversión privada. Ello ocurrirá en la 
medida que existan complementariedades entre 
inversión pública e inversión privada.

Por el contrario, el desplazamiento hacia 
afuera (crowding-out) sostiene que la inversión 
pública desplaza y desalienta a la inversión pri-
vada. Ello se basa en primer lugar, en la posibi-
lidad de competencia por fondos o recursos en 
el mercado financiero entre el sector público y 
el sector privado. En ese caso, la expansión del 
sector público deja menos espacios al sector pri-
vado para financiarse lo cual en el mediano plazo 
disminuye la inversión de este sector.

Asimismo, un incremento de la inversión pú-
blica es equivalente a un aumento en la deman-
da total por bienes y servicios en la economía, 
lo que produce un desequilibrio entre oferta y 
demanda de bienes, el cual debe ser restablecido 
por medio de aumentos en la tasa de interés que 
depriman la demanda de los privados por bienes 
y servicios, y en particular, deprime la inversión 
realizada por el sector privado. 

Es así que un aumento de la inversión pública 
podría aumentar la inversión total, y afectar de 
manera positiva el crecimiento económico, en la 
medida que el efecto crowding-out no fuese de-
masiado grande. 

En particular, es de esperar que el efecto des-
plazamiento crowding-out fuera tal que por cada 
boliviano de inversión pública, se desplazara 
menos de un boliviano de inversión privada. Se 
destaca que el análisis anterior parte de la base de 
un presupuesto público predeterminado con an-
terioridad, en el cual ya se extrajeron recursos del 

sector privado y por lo tanto, el financiamiento 
de la inversión pública compite básicamente con 
otros tipos de gasto fiscal. 

La tabla 3 presenta una revisión de la litera-
tura y los principales resultados encontrados de 
los efectos crowding-in y out; se advierte que los 
resultados son robustos respecto del efecto de 
crowding-in de la inversión pública en infraes-
tructura. Para el resto, los estudios concluyeron 
con respuestas de carácter mixto.

2. EVIDENCIA EMPÍRICA: BOLIVIA
 
Durante los pasados 20 años, Bolivia ha realizado 
multiplicidad de esfuerzos e implementado una 
variedad de instrumentos de política pública para 
impulsar su desarrollo. Lamentablemente, la evi-
dencia empírica muestra que no se ha alcanzado 
los objetivos deseados. Frente a problemas estruc-
turales irresueltos, es pertinente preguntarse: ¿por 
qué durante los últimos 20 años no se pudo avan-
zar más en generar bienestar y reducir la pobreza?, 
¿por qué a pesar de la relativa estabilidad política 
y ciertos equilibrios básicos en la macroeconomía, 
no se logró mayor desarrollo?

Sin duda, hoy, uno queda tentado de calificar al 
pasado por su escaso progreso. Sin embargo, una 
adecuada valoración implica revisar de dónde se 
venía antes de 1989 y cuál ha sido el proceso que 
ha acompañado la multiplicidad de transforma-
ciones políticas y económicas que han impactado 
débilmente al bienestar y al desarrollo del país.

La volatilidad del crecimiento

El crecimiento de los años 1990 en Bolivia, según 
el Banco Mundial, redujo la pobreza y mejoró los 
indicadores sociales especialmente los de salud y 
educación. Los avances en la estabilidad econó-
mica a principios de los noventa, favorecieron la 
mayor afluencia de inversión extranjera directa y 
el mayor acceso al financiamiento externo.
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Tabla 3 
 Literatura sobre los efectos crowding in y crowding out de la inversión pública

Autor(es) Países de estudio Resultados encontrados

Ahmed y Miller (2000) 39 países en desarrollo 
+ OECD

La inversión pública efectúa crowding-out de inversión 
privada salvo en el caso de transportes y comunicaciones 
en el que se produce un crowding-in.

Blejer y Khan (1984) 24 países en desarrollo 
(Latinoamérica y Asia)

La inversión pública en infraestructura hace crowding-in 
de inversión privada. La inversión pública en otras áreas 
hace crowding-out de inversión privada.

Easterly y Rebelo (1993) Más de 100 países 
+ OECD Crowding-out con inversión pública total.

Everhart y Sumlinski 
(2000) 63 países en desarrollo Evidencia de crowding-out.

Ghura y Goodwin 
(2000) 31 países en desarrollo Inversión pública hace crowding-in en África, pero hace 

crowding-out en Asia y Latinoamérica.

Greene y Villanueva 
(1991) 23 países en desarrollo Crowding-in.

Hadjimichael y Ghura 
(1995) 41 países africanos Crowding-in.

Mallik (2001) India Crowding-in.

Odedokun (1997) 48 países en desarrollo
Inversión pública en infraestructura produce crowding-in 
pero inversión pública en otras áreas produce crowding-
out. 

Ramírez (1996, 1998, 
2000)

Chile y México (1996), 
México (1998), 
Latinoamérica (2000)

Crowding-in.

Serven (1996) India
En el corto plazo inversión pública produce crowding-out.
En el largo plazo inversión pública en infraestructura 
produce crowding-in.

Sundarajuan y Thakur 
(1980) India y Corea Crowding-in.

Belloc y Vertova (2004) 7 países en desarrollo Crowding-in.

Fuente: Elaboración en base a Torche et al. (2010).

Desde 1985, las reformas económicas imple-
mentadas en el país han tenido resultados posi-
tivos en materia de estabilidad macroeconómica, 

avances a nivel institucional y logros en la inser-
ción del país en la economía global. Sin embargo, 
a 2009 persisten algunos problemas centrales: las 
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reformas han tenido un lento impacto en el cre-
cimiento de la economía y en el sector produc-
tivo la inversión privada es insuficiente. Persiste 
la vulnerabilidad del país a los shocks externos 
de precios, la dependencia de las exportaciones 
continúa basada en materias primas, el difícil ac-
ceso a los mercados internacionales de capital, el 
desempleo y los altos niveles de pobreza.

Durante el periodo 1989-2009, el crecimien-
to del PIB ha sido positivo pero volátil, con una 
marcada dependencia con el ciclo económico 
expresado en la variabilidad de los precios y 
la demanda de materias primas exportadas. El 
pico más alto de crecimiento está alrededor de 
50% que excepcionalmente fue sobrepasado en 
tres oportunidades (1991, 1998 y 2008); dos 
en los años 1990 y una en la década pasada. En 
promedio, el crecimiento entre 1989-2009 fue 
3,8%, cifra que muestra la modesta expansión 
económica alcanzada. A continuación se reporta 
el crecimiento promedio agrupado en subperio-
dos de cinco años y para el último intervalo se 
consideran seis, para completar los 20 periodos 
incluidos en este análisis (ver cuadro 1).

Cuadro 1
Tasa de crecimiento del PIB, 1989-2009

Periodo Promedio 
(En porcentajes)

1989-1993 3,92

1994-1998 4,74

1999-2003 1,96

2004-2009 4,58

2006-2009 4,72

1989-2009 3,80

Fuente: Elaboración propia en base a cifras del Instituto Nacional de 
Estadística (INE).

El subperíodo de menor crecimiento fue en-
tre 1999 y 2003, el cual puede estar asociado 
a inestabilidad política y conflictividad. El de 
mayor expansión es el período 1994-1998 debi-
do a la Inversión Extranjera Directa (IED) que 
aportó con capital y tecnología al producto. El 
excepcional contexto internacional hasta el pri-
mer semestre de 2008, con precios atípicamente 
altos en materias primas, permitió alcanzar un 
crecimiento promedio de 4,72% entre 2006 y 
2009 cifra ligeramente inferior a lo obtenido en-
tre 1994 y 1998. 

Lo señalado responde particularmente a 
factores externos que se desataron con la crisis 
internacional y en particular la caída de la de-
manda mundial de materias primas junto con 
la baja del precio del petróleo, cuyo impacto es 
muy importante en el precio del gas que Boli-
via exporta. En el gráfico 1, se aprecia el lími-
te superior de crecimiento de 5% y la mayor 
parte de los datos correspondientes a la tasa 
de expansión del producto se encuentran por 
debajo de ella. La línea inferior corresponde a 
un ajuste de tendencia polinomial que refleja 
lo ocurrido; una desaceleración particularmen-
te clara en 1999, que también coincide con el 
contexto externo, debido a un menor desem-
peño en países vecinos como Brasil, la ruptura 
de la paridad en Argentina y otras dificultades 
que llegaron producto de la crisis internacional 
desde México.

La desaceleración que tocó fondo en 1999 al-
canzó un mayor dinamismo nueve años después, 
llegando al máximo en 2008 para luego volver a 
perder impulso en 2009 con la crisis reciente. Se 
partió en 1989 con un nivel de crecimiento de 
3,79%, moderadamente bajo de acuerdo a los 
estándares de la región. Luego se bajó hasta un 
mínimo en 1999 para recuperarse hasta llegar en 
2008 a una situación bastante similar a la que se 
tuvo al inicio del periodo.
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Gráfico 1
Tasa de crecimiento del PIB, 1985-2009 
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Fuente: Elaboración propia en base a cifras del Instituto Nacional de Estadistica (INE).

La tendencia de la Formación 
Bruta de Capital (FBC)

En el gráfico 2 se muestra el coeficiente de FBC res-
pecto al PIB y se aprecia otra frontera significativa. 

Con excepción del período 1997 al 2000, la eco-
nomía recibió inversiones menores a 16% con un 
promedio de 15,6 para todo el periodo. De hecho, 
si se hace el ejercicio de recálculo sin tomar los años 
mencionados, el promedio baja a 14,4%.

Gráfico 2
Participación de la formación bruta de capital fijo, 1989-2009
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Fuente: Elaboración propia en base a cifras del Instituto Nacional de Estadistica (INE).

En síntesis, se observa que la proporción de la 
inversión con respecto al producto en la econo-
mía ha estado cerca de 15% y que este nivel ha 

sido la barrera superior excepcionalmente rebasa-
da durante cinco años en la década de 1990 y los 
dos últimos periodos analizados (2008-2009). 
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En 1990, punto de partida del análisis, se ubica 
en 12,5 % y 19 años después, en 2009 alcanzó 
16,5%; es decir, solamente cuatro puntos por-
centuales más, cifra que no revela un cambio su-
ficiente ni tampoco significativo en la tendencia. 
En lo que respecta a la inversión pública, cabe 
señalar que luego de un sendero descendente en-
tre 1990 y 1998, se retomó un año después un 
comportamiento ascendente y más dinámico que 

permitió llegar a 8,4 % del PIB, cifra un punto 
porcentual menor a la máxima del período regis-
trada en 1992. Pero quizás igual de importante 
es que esto permitió suplir la deficiencia en la 
inversión privada. Los crecientes ingresos fiscales 
asociados a la renta del gas tienen relación con la 
subida a partir de 2005 y permitieron que parte 
de la bonanza fiscal sirviera de factor de impulso 
al crecimiento (ver gráfico 3).

Gráfico 3
Inversión pública ejecutada en porcentaje del PIB, 1989-2009
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Fuente: Elaboración propia en base a cifras de la Unidad de Análisis de Políticas Económicas y Sociales (Udape).

En el gráfico 4, se presenta la relación entre 
la inversión pública y el total del Presupuesto 
General de la Nación (PGN). El gráfico per-
mite medir el esfuerzo real que significó para 
el sector público la asignación de recursos 
para gastos de capital; en la medida que este 
ratio es alto, implica que una mayor parte de 
los ingresos y financiamiento se dedicaron a 
gastos de capital. En contraste, un ratio bajo 
implica que una parte más relevante se des-
tinó a otros componentes de gasto como el 
corriente.

En este caso, se aprecia que la tendencia du-
rante el periodo de análisis ha sido hacia la baja. 
Si se comparan las cifras más recientes contra las 
del inicio del periodo evaluado (1990-1994) se 
concluye que, independientemente de los niveles 
en valor absoluto, el esfuerzo de asignar mayores 
recursos a la inversión pública ha bajado. Este 
dato es importante pues refleja implícitamente 
que el gasto corriente ha venido ganando espa-
cio; las holguras fiscales que se dedicaron al gasto 
de capital al inicio de los años noventa se han 
venido cerrando pese a la bonanza fiscal.
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Gráfico 4
Inversión pública programada respecto al Presupuesto General de la Nación, 1990-2009
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Fuente: Elaboración propia en base a cifras del Viceministerio de Inversión Pública y Financiamiento Externo (VIPFE).
Nota: Inversión Pública Programada (IPP), Presupuesto General de la Nación (PGN).

El “desencuentro” entre

la inversión pública y privada

Uno de los aspectos centrales del análisis es la 
evolución de la inversión privada que incluye 
tanto a la doméstica como la externa. El gráfi-
co 5 refleja la evolución de la inversión pública 
y privada, ambas como porcentaje del PIB. Se 
empleó un gráfico con escala dual a efectos de 
poder contrastar las direcciones en la evolución 
de las dos variables de manera más explícita. Se 
aprecia la subida de la inversión privada total 
durante la década de los años 1990, partiendo 
en 3,4 para llegar a 18,1% del PIB. Luego de 
llegar a ese pico, la tendencia se revirtió y esta 
variable comenzó a disminuir en la década de 
2000 para estancarse en 2006 en 7% del PIB. 

En el gráfico se tiene además la evolución de la 
inversión pública que permite nuevamente ape-
lar al concepto de “desencuentro”. En los años 

1990, la inversión privada subía, mientras la in-
versión pública se contraía. En la siguiente déca-
da pasó exactamente lo contrario. En consecuen-
cia, no hubo en estos 20 años un periodo en el 
que ambas inversiones hubieran crecido juntas y 
contribuido de manera concurrente al crecimien-
to económico y la mejora de otros indicadores 
sociales. Al contrario, entre 1999 y 2003, ambas 
variables tuvieron la misma pendiente pero hacia 
la disminución; se acompañaron una a la otra en 
la bajada y no se complementaron en la subida.

Con la información presentada hasta aquí se 
puede plantear un primer argumento en rela-
ción a la suficiencia de la inversión: 

•	 Durante los años 1990, hubo un importante 
flujo de inversión privada (en su mayoría extran-
jera) con una limitación grande en la inversión 
pública, proveniente de un problema de ingresos 
fiscales que en el fondo no está aún resuelto.
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Gráfico 5 
Formación bruta de capital fijo público y privado (como porcentaje del PIB)
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Fuente: Elaboración propia en base a cifras del Instituto Nacional de Estadística (INE).

•	 En franco contraste, en la década de 2000 
pasó lo opuesto, se produjo un aumento im-
portante en la inversión pública y se contrajo 
la inversión privada. Sobre este último punto 
se ha escrito bastante en el país en relación a 
temas de clima para la inversión y variables 
como la incertidumbre, falta de seguridad 
jurídica, ausencia de apoyo al sector privado 
y otros factores que desincentivaron la inver-
sión privada.
 
La teoría y extensa evidencia empírica ha de-

mostrado que debe darse una complementarie-
dad entre la inversión pública y privada. En ese 
marco, lo explicado párrafos arriba configura el 
concepto de “desencuentro” entre las inversio-
nes, donde no hubo ocasión en que ambas, in-
versión pública y privada, se movieran juntas y 
con tendencia positiva. Hubo un momento que 
se movieron juntas, pero fue únicamente para 
la contracción.

Inversión y PIB departamentales

La expresión asimetría y/o disparidad regional es 
utilizada para distinguir las inequidades de bienes-
tar o desarrollo entre regiones, especialmente a ni-
vel subnacional. Es decir se dan asimetrías o dispa-
ridades cuando existe un problema de asignación 
inequitativa de recursos, en el que indicadores 
económicos conocidos como el PIB departamen-
tal/regional, la inversión subnacional, la tasa de 
escolaridad, la tasa de mortalidad infantil, la tasa 
de desempleo sectorial o departamental, el grado 
de contaminación, el costo de vida, el ingreso per 
cápita entre otros, variables que se encuentran fre-
cuentemente interrelacionadas, muestran avances 
o retrocesos en función a su asignación.

 Las asimetrías e inequidades son una realidad 
en Bolivia y a nivel regional se evidencia dispa-
ridad en la contribución de los departamentos 
en el agregado nacional. Específicamente las di-
ferencias estructurales, sectoriales y productivas 



Marcela Mérida. Juego de poder. Lápiz de color, 1988.
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muestran ese aporte diferenciado al producto 
y el menor desarrollo relativo de ciudades in-
termedias y departamentos que no tienen las 
condiciones de los departamentos del eje. Igual 
resultado se tiene en cuanto a la asignación de 
recursos para la inversión pública regional. 

Barro (1995) demuestra que elevados niveles 
de desigualdad frenan el crecimiento de los países 
a nivel agregado; sin embargo ello también podría 
aplicarse al ámbito subnacional (local y departa-
mental para el caso de Bolivia). Es decir, el acelera-
do crecimiento de los departamentos o municipios 
más productivos como Santa Cruz también podría 
verse acompañado de un menor ritmo de creci-
miento de los departamentos más pobres como 
Pando. Además, se advierte la mala ejecución de los 
recursos, gastos corrientes muy elevados y proyec-
tos de inversión sin impacto regional. No ha sido 
novedad que desde la implementación de la Ley de 
Participación Popular, el problema financiero más 
recurrente ha sido el de la ejecución presupuestaria.

El cuadro 2 refleja la asignación de inversión 
en dólares corrientes para cada departamento 
durante todo el periodo de análisis. Para el con-
junto se tiene $us 13.500 millones invertidos en 
los 20 años considerados y del total acumulado 
entre 1989-2009, Santa Cruz (19,47%), La Paz 
(18,13%) y Cochabamba (14,45%) recibieron 
más de la mitad de los recursos de la inversión 
pública total acumulada del período (52,05%). 
Pando (2,14%) y Beni (4,99%) son los departa-
mentos que recibieron en total bajos niveles de 
inversión, probablemente por su baja densidad 
poblacional. Sin embargo, no se debe olvidar que 
son departamentos con potencial productivo. Adi-
cionalmente, departamentos que aportan al PIB 
minero como Oruro (6,24%) y Potosí (8,78%) 
no recibieron apoyo en términos de la inversión 
pública. Tarija (11,03%) llama la atención con 
un importante flujo de recursos de inversión en 
el período de estudio; sin embargo, no refleja en 
correspondencia desarrollo a nivel regional.

En suma, los datos en valores nominales refle-
jan a primera vista una concentración de recursos 
en los departamentos del eje central del país. Sin 
embargo, incorporando las dimensiones de po-
blación y producto, se podrían establecer diferen-
tes resultados tal como se apreciará más adelante.

El cuadro 3 refleja la contribución de cada re-
gión al producto total y los cambios durante el pe-
riodo de análisis. Unas regiones disminuyeron su 
contribución mientras que otras la incrementaron. 
La Paz y Cochabamba son dos casos de reducción 
importante; si se suma Chuquisaca, Oruro y Beni, 
se tiene cino departamentos que redujeron rela-
tivamente su aporte, mientras que Santa Cruz y 
Tarija lo subieron de manera significativa por el 
crecimiento en el PIB regional por hidrocarburos 
de manera general y los aportes de la agroindustria 
cruceña en el agregado, de manera particular.

El cuadro 4 presenta el PIB per cápita depar-
tamental en bolivianos corrientes, mismo que es 
totalmente relevante para fines comparativos.

Tarija es el departamento con el mayor ingre-
so per cápita debido a su reducida población y 
elevados ingresos. También reporta el más acele-
rado crecimiento en el periodo. En el otro ex-
tremo está Beni con el menor ingreso al cierre 
de 1989 y el más lento crecimiento entre todas 
las regiones. La diferencia entre el caso de más 
alto ingreso y el más bajo es de 237%, cifra que 
refleja disparidades y asimetrías regionales más 
pronunciadas en 2009. Comparativamente, en 
1989 la asimetría más amplia en lo que corres-
ponde al aporte al producto se registró entre 
Santa Cruz y Potosí, llegando a 120%. En 1989, 
cinco departamentos se situaron por encima del 
promedio del país mientras que en 2009 esta ci-
fra se redujo a cuatro. Asimismo, las encuestas 
de hogares reflejan que a nivel departamental, si 
bien el PIB per cápita se ha incrementado en al-
gunos departamentos, los niveles de desigualdad 
de los ingresos son elevados comparados con re-
lación a estándares regionales.
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Cuadro 2
Inversión pública ejecutada por departamento, 1989-2009

Departamentos

Inversión
en miles de dólares americanos Inversión acumulada

1989 2009 1989-2009

Pando 909 23,784 289,211
Chuquisaca 26,557 119,737 987,661

Cochabamba 39,346 142,755 1,950,496
Beni 16,603 72,984 673,748

Potosí 7,610 182,082 1,185,682
La Paz 47,405 315,679 2,447,423
Tarija 26,377 154,974 1,489,307
Oruro 6,955 108,990 843,011

Santa Cruz 74,187 278,877 2,623,054
Nacional y otros 88,050 39,541 1,004,884

Total 333,998 1,439,402 13,500,478

Fuente: Viceministerio de Inversión Pública y Financiamiento Externo (VIPFE).

Cuadro 3
Participación de la inversión departamental en el producto interno bruto, 1989-2009

(en porcentajes)

Descripción 1989 1990 1995 2000 2005 2009(p)

Bolivia 100 100 100 100 100 100

Chuquisaca 6.5 6.8 5.2 5.3 4.4 4.5
La Paz 27.6 27.0 29.5 25.7 24.5 25.2

Cochabamba 18.0 17.6 18.1 18.7 16.9 15.2
Oruro 6.0 5.5 5.8 5.7 4.9 5.6
Potosí 6.4 6.0 4.9 4.8 4.5 6.9
Tarija 4.8 5.2 4.4 5.3 11.2 11.6

Santa Cruz 25.9 26.8 27.5 30.0 29.5 27.2
Beni 4.0 4.2 3.9 3.7 3.1 3.0

Pando 0.7 0.8 0.8 0.9 0.9 0.9

Fuente: Instituto Nacional de Estadística - (p): preliminar.
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Cuadro 4
Producto interno bruto per cápita a precios de mercado, según departamento

(en bolivianos)

Descripción 1989 1990 1995 2000 2005 2009(p)

Bolivia 1,947 2,316 4,309 6,162 8,170 11,902

Tarija 2,101 2,692 4,070 6,867 18,868 27,717
Oruro 2,109 2,299 4,785 7,115 8,747 15,265
Pando 2,107 2,703 5,027 8,956 10,821 13,892

Santa Cruz 2,571 3,108 5,428 7,774 9,526 12,235
La Paz 1,786 2,084 4,333 5,523 7,177 10,943
Potosí 1,168 1,332 2,178 3,334 4,555 10,625

Cochabamba 1,982 2,310 4,415 6,531 7,762 10,167
Chuquisaca 1,781 2,235 3,304 4,999 5,633 8,531

Beni 1,888 2,360 3,931 5,286 5,774 8,215

Fuente: Instituto Nacional de Estadística - (p): preliminar.

3. EVIDENCIA ECONOMÉTRICA

Indicadores de eficacia de la inversión 
para expandir el producto

En la presente sección se discute la eficacia de la 
inversión para lograr crecimiento económico y 
se parte del concepto que la inversión permite la 
creación de valor agregado y esa es su contribu-
ción al crecimiento del producto. Sin embargo, 
existen dos aspectos que vale la pena estudiar. 

El primero se relaciona con el peso que tiene 
cada uno de los componentes de inversión en 
el total invertido. Es decir, cuánto es privada y 
cuánto es pública y si existen diferencias en esta 
composición en función del grado de desarrollo 
de los países. 

Segundo, importa saber cuál de las dos cate-
gorías de inversión es más efectiva en impulsar 
crecimiento del PIB y cuales las razones para uno 
u otro resultado. La evidencia empírica sobre 
las elasticidades o, como hemos llamado en este 
trabajo, “eficacia” de la inversión es limitada en 
general o inexistente para el contexto nacional. 

Sin embargo, en lo internacional un reducido 
número de estudios han concluido que el impacto 
de la inversión privada suele ser mayor a la pública, 
particularmente en países con algún grado de avan-
ce en su desarrollo. Al contrario, en países con bajo 
desarrollo la inversión pública suele ser el actor cen-
tral. Khan y Kumar (1997) concluyen que la inver-
sión privada ha tenido un impacto positivo y mayor 
que el correspondiente a la inversión pública en el 
crecimiento. Es decir, la inversión privada ha sido 
más eficaz en promover expansión del producto.

En la misma línea están los estudios de Khan y 
Reinhart (1990), Coutinho y Gallo (1991), Ser-
ven y Solimano (1990). Sin embargo, una parte 
importante de estos estudios ha usado muestras 
relativamente pequeñas y más aún, para determi-
nados subperiodos, han encontrado que los im-
pactos entre inversión pública y privada son casi 
comparables, lo que cuestiona la robustez de los 
resultados a favor de la inversión privada. Puestos 
en el análisis los conceptos previos, vale la pena 
pasar a discutir el modelo consolidado que se usa 
para estimar la eficacia de los dos componentes 
de la inversión. 
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El objetivo en esta parte fue la valoración 
de los coeficientes correspondientes a inver-
sión pública y privada para examinar el nivel 
de impacto en cada caso (eficacia) respecto al 
crecimiento del producto. La estrategia eco-
nométrica implica primero realizar el Test de 
Cointegración para verificar la existencia de 
una relación de largo plazo entre el crecimien-
to y las dos categorías de inversión (pública y 
privada). Este procedimiento da lugar a deter-
minar los coeficientes de largo plazo de esta 
relación. Complementariamente, se estimó un 
modelo de corto plazo en diferencias con el 
propósito de evaluar los coeficientes y el grado 
de impacto (eficacia) de cada uno. Finalmente, 
se verifica la estabilidad del modelo de corto 
plazo como requisito para examinar la estabi-
lidad de los coeficientes y así aplicar el filtro 
de Kalman para valorar la posibilidad de cor-
tes estructurales que pudieran mostrar que los 
coeficientes cambian a lo largo del tiempo (por 
ejemplo, por rendimientos decrecientes). 

El cuadro 5 presenta los resultados de coin-
tegración donde se verifica que en efecto exis-
te la relación de largo plazo entre las variables 
analizadas.

El análisis también permite identificar los 
coeficientes de largo plazo, mismos que se refle-
jan en el cuadro 6.

En consecuencia, en el largo plazo, el impac-
to de la inversión privada resulta mayor (0,4) 
que el correspondiente a la inversión pública 
(0,27) aspecto que es consistente con los re-
sultados comentados previamente. El concepto 
de largo plazo empleado aquí hace referencia al 
equilibrio al que llegarían las variables, luego de 
llegar a ser estacionarias.

El vector de largo plazo fue estimado median-
te la técnica de Cointegración de Johansen cuyos 
rezagos fueron determinados de tal manera que 
como mínimo los residuos con corrección de 
error sean ruido blanco.

Cuadro 5
Test de cointegración Johansen Juselius entre 
el PIB, inversión pública e inversión privada 

1992Q2 - 2009Q4

Relaciones de 
cointegración 
estadistico 
traza

Estadístico
Valor 
crítico 
0.05

Probalidad

r=0 30.10 29.80 0.0461

r<=1 8.15 15.49 0.449

r<=2 2.13 3.84 0.1441

Relaciones de 
cointegración 
autovalor 
máximo

Estadístico
Valor 
crítico 
0.05

Probalidad

r=0 21.95 21.13 0.0383

r<=1 6.02 14.26 0.6105

r<=2 2.13 3.84 0.1441

Nota: r=0 es la hipótesis nula que propone que no existe ningún vec-
tor de cointegración.

Cuadro 6
Coeficientes de largo plazo bajo el test 
Johansen Juselius 1992Q2-2009Q4

Variable Coeficiente Error standard

Log(PIB) 1.00

Log(inversión 
privada) 0.41 0.05

Log(inversión 
pública) 0.27 0.13

Nota: los coeficiente originalmente fueron negativos, pero la inter-
pretación correcta de ellos implica que se lean con el signo positivo.

Con el vector de largo plazo (previo) se esti-
mó un modelo de corrección de error para eva-
luar la dinámica de corto plazo del crecimien-
to del PIB en función de ambas inversiones. 
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Se especificó un modelo donde nuevamente el 
interés central es el valor de los coeficientes de 
la inversión pública y privada. Se especificó un 

modelo de corrección de errores y se fue simpli-
ficando hasta llegar a la expresión que se desarro-
lla en el cuadro 7:

Cuadro 7
Inversión pública y privada, como determinantes de corto plazo

del PIB "eficacia" 1991Q3 - 2009Q4

Variable* Coeficiente Error standard T estadístico Probabilidad

Constante -0.120 0.06 -1.99 0.0506

Inversión pública,(2) 0.033 0.01 4.53 0.0000

Inversión privada (-1) 0.028 0.01 2.44 0.0177

Inversión privada (-3) 0.019 0.01 1.72 0.0905

PIB (-1) -0.428 0.11 -3.93 0.0002

PIB (-2) -0.357 0.01 -3.38 0.0012

PIB (-3) -0.441 0.09 -5.04 0.0000

PIB ((-4),2) 0.095 0.06 1.72 0.0896

ECM_PIB (-1) 0.030 0.01 2.19 0.0325

R cuadrado 0.97

Durbin Watson 2.21

Nota: * Las variables PIB, inversión pública e inversión privada están en diferencias de logatimos. ECM es un factor de corrección 
de errores que garantiza residuos estables. Se utilizó una variable para controlar la estacionalidad del PIB real. El numeral entre 
paréntesis al lado derecho de la expresión de rezago muestra si la  variable está expresada en niveles, primera o segunda diferencia.

El modelo tiene todas las propiedades desea-
bles para los residuos (ruido blanco, homocedas-
ticidad10 y normalidad). La elasticidad impacto de 
corto plazo del crecimiento a la inversión pública 
real es de 0,033 en tanto que la correspondiente a 
la inversión privada es de 0,028. Así, se tendría que 
para el periodo estudiado, el impacto inmediato de 
la inversión pública es mayor al privado. Sin em-
bargo, en el corto plazo, luego de tres rezagos, se 
produce un segundo efecto de parte de la inversión 
privada, de modo que al final (en el lapso de un 
año), la suma de los efectos privados (0,047) exce-
de al efecto de la inversión pública (0,033).

Finalmente, importa verificar si en el caso 
boliviano también existe el comportamiento de 
rendimientos decrecientes en la inversión pú-
blica. Para ello, se realizó la prueba de Filtro de 
Kalman que muestra la estabilidad de los coefi-
cientes público y privado en el tiempo. 

Se esperaría encontrar en el pasado un valor 
de coeficientes públicos mayores a los más re-
cientes o al promedio del periodo. Los gráficos 
10 y 11, que se presentan en la página siguien-
te, muestran los resultados de la aplicación del 
filtro para la inversión pública y privada, res-
pectivamente.

10	La homocedasticidad se manifiesta en un modelo cuando los errores presentan en todas las observaciones de la variable endóge-
na la misma varianza. Dado que hablamos de varianza, la homocedasticidad es un concepto estadístico. Un modelo estadístico 
relaciona el valor de una variable a predecir con el de otras.
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Gráfico 10 
 Evolución del coeficiente de la inversión pública

(Test de la inversión pública)
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Gráfico 11 
 Evolución del coeficiente de la inversión privada

(Test de la inversión privada)
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Mediante Filtro de Kalman, se observa que en 
el tiempo la elasticidad impacto de la inversión 
pública refleja un rendimiento decreciente. En 
cambio en el caso de la inversión privada, se ob-
serva una estabilización del coeficiente tras un 
fuerte aumento en el periodo de capitalización. 
Los gráficos de la evolución de los coeficientes 
muestran que el correspondiente a la inversión 
pública fue mayor en el pasado. ¿Cuál sería la 
explicación para este comportamiento?

La respuesta pasa por el análisis del punto de 
partida. En economías con importantes déficit 
de infraestructura vial, de apoyo a la producción 
e inclusive con rezagos fuertes en el campo social 
y de inversión en capital humano, el impacto de 
la inversión pública puede ser fuerte. 

Para entender lo que se plantea, valga imagi-
nar el efecto económico que ha tenido la carrete-
ra asfaltada Cochabamba-Santa Cruz y la puesta 
en escena de una región con potencial econó-
mico formidable como el Chapare. Aparte de lo 
relativo a la coca, esta región tuvo un desempeño 
importante en la producción de frutas, turismo, 
producción gourmet con las varias industrias de 
palmito enlatado, jugos, además de la ganadería 
y la producción de pollos. A eso, corresponde 
sumar el beneficio en cuanto a transporte de in-
sumos, productos finales y pasajeros. En conse-
cuencia, la inversión pública en la carretera ha 
tenido un impacto muy grande debido a la pre-
cariedad previa de la carretera antigua. 

En materia de vialidad, se puede pensar en 
algo similar con la carretera Patacamaya-Tambo 
Quemado (frontera con Chile) que complemen-
ta el corredor interoceánico al Brasil o la carrete-
ra a la frontera con Perú (La Paz-Desaguadero) 
o la carretera que une Santa Cruz con Yacuiba 
(frontera con Argentina). 

Todas estas son vías asfaltadas que no existían 
al inicio del periodo analizado. Otro ejemplo es 
la vía asfaltada Oruro-Potosí y de allí a Sucre. 
Igualmente los avances en la carretera asfaltada 

hacia Corumbá (Brasil). Todos los proyectos 
mencionados se realizaron entre 1990 y 2009. 
En otro frente, cabe recordar que el gasoducto al 
Brasil es una obra de inversión pública que fue 
inaugurada en 1999. El impacto económico de 
esta obra y su efecto en el producto son absolu-
tamente indiscutibles. Lo propio es válido para 
los componentes de inversión en agua y sanea-
miento básico e inclusive la social que es menos 
visible pero igualmente importante. 

Con base en lo anterior, se puede señalar que 
lo natural a esperar, en la medida que la inver-
sión pública vaya cubriendo lo esencial y caren-
te, que su impacto en el producto baje tal como 
ha sucedido. Por su parte, lo contrario debería 
acontecer con el coeficiente de inversión privada 
y este debería en algún momento rebasar el valor 
del público, tal como en los hechos ha sucedido. 

En consecuencia, queda claro que a futuro se 
debería esperar no solo un mayor peso de parte de 
la inversión privada sino también una mejora en 
su eficacia medida como impacto en el producto. 

CONCLUSIONES

•	 Después de una extensa revisión de literatura 
se ha verificado los efectos positivos de la in-
versión en el crecimiento de manera general 
y de manera particular la complementariedad 
que debe existir entre la inversión pública y 
privada.

•	 Para el caso boliviano se ha verificado el  
“desencuentro” entre la inversión privada y pú-
blica lo que significa que no ha habido com-
plementariedad entre ellas y ambas se han mo-
vido separadas generándose una brecha nega-
tiva para el desenvolvimiento de la economía.

•	 Se elaboró un diagnóstico respecto al desarro-
llo logrado durante el periodo 1989 - 2009 
considerando los ámbitos económico y so-
cial. Frente al criterio inicial que afirma que 
el desarrollo fue escaso o estuvo ausente, se ha 
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mostrado que lo logrado en estos años ha sido 
importante pero insuficiente.

•	 A nivel regional, resalta que los ingresos a ni-
vel departamental y municipal aún son muy 
dependientes de las rentas que dejan las ex-
portaciones de materias primas. Por su parte 
el gasto de los gobiernos subnacionales ha te-
nido como variable importante la inversión en 
infraestructura.

•	 El análisis econométrico examinó la relación 
de corto y largo plazo entre inversión pública y 
privada. El más importante resultado es que no 
existe vínculo entre estas variables. En conse-
cuencia, estadísticamente se verificó que hubo 
desencuentro entre ambas variables. Además, 
la inversión privada no responde a variables 
como las tasas de interés y oferta de fondos 
prestables. Entonces, el problema de la escasa 
inversión privada no está vinculado a insufi-
ciencia de ahorro o acceso al financiamiento.
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INTRODUCCIÓN 

Hasta unos años atrás, el caso de la política eco-
nómica aplicada en Bolivia era motivo de estudio 
y presentada como ejemplo por la manera cómo 
se logró superar la hiperinflación e implementar 
un Programa de Ajuste Estructural (PAE) con-
sistente con los lineamientos ortodoxos. Pero 
los resultados no fueron los esperados. A fines 
de los años 1990, varios de los indicadores de 
estabilidad se deterioraron -como el déficit fis-
cal que llegó a 9% del Producto Interno Bruto 
(PIB)-, shocks externos afectaron a las exporta-
ciones y la economía disminuyó su crecimiento, 
amplificándose el desempleo y la precarización 
del trabajo. 

En este contexto económico, el descontento 
social con el modelo neoliberal cobró fuerza y 
se produjo una incontenible pérdida de legitimi-
dad del PAE y del sistema político tradicional, 
clamando las masas por cambios sociales, políti-
cos y económicos. 

El advenimiento de una era postneoliberal 
tuvo respaldo popular y expectativa e interés 
externo. Una situación propicia de la economía 
boliviana la sostuvo: exportaciones que crecen, 
holgura fiscal concomitante, incremento del 
consumo y ahorro expandido, además de con-
donación sustancial de la deuda externa, entre 
otros. Sin embargo, sin restricción externa, sin 
restricción fiscal y con ingresos y ahorro incre-
mentados, los resultados son mediocres: creci-
miento similar al promedio del periodo neoli-
beral cercano a 4%, tasa de inversión de 17% 
inferior al mejor momento del neoliberalismo, 
crecimiento real del ingreso per cápita insufi-
ciente para imaginar su duplicación en menos 

de 40 años. Tampoco hay cambios significativos 
en la formalización del empleo y la expansión de 
la cobertura de la seguridad social.

La pregunta que surge es: ¿Por qué no se pudo 
aprovechar la situación de bonanza para inducir 
crecimiento real y transformación productiva en 
Bolivia? Este artículo2 pretende dar una explica-
ción/respuesta a partir de la siguiente hipótesis: 
En Bolivia se observa la ausencia de una agen-
da de política pública coherente para impulsar 
la transformación productiva y la generación de 
empleos de calidad en los dos modelos de desa-
rrollo que sucesivamente han predominado en 
el país -aunque por diferentes razones-, lo que 
explica el lento crecimiento y la persistencia de 
atraso, pobreza y fragilidad económica, política 
y social, tanto en el periodo neoliberal como en 
el nacionalista-estatista.

El despegue posible de la economía bolivia-
na pasa por articular y aplicar una agenda de 
transformación productiva (TP) adecuada a 
nuestra realidad ya que estamos en un momento 
de oportunidades que no ha sido aprovechado 
porque tanto desde el PAE neoliberal como el 
modelo nacionalista-estatista actual, no se cuen-
ta con una estrategia y agenda de transformación 
productiva con equidad.

El artículo se organiza de la siguiente mane-
ra: una primera parte presenta el marco teóri-
co y conceptual de la TP, recogiendo el debate 
sobre desarrollo con industrialización tardía y 
la propuesta neo-estructuralista de la TP con 
equidad. La siguiente parte revisa los resulta-
dos reales de 20 años de desempeño económico 
en Bolivia, priorizando el análisis de la brecha 
ahorro-inversión y los desempeños en térmi-
nos de productividad y competitividad. Una 

2	 Este artículo difunde información de la investigación “La brecha ahorro-inversión y la olvidada agenda de transformación 
productiva con equidad” realizada por el autor y Fernanda Wanderley el año 2011, en el marco de la convocatoria “Factores 
económicos e institucionales y su incidencia en el escaso desarrollo nacional y regional: Bolivia 1989-2009 (Fuentes, distribu-
ción y uso de ingresos)” promovida por el PIEB.
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tercera complementa la anterior al analizar las 
orientaciones y aplicación de los cursos de polí-
tica económica que se adoptaron en el periodo, 
contrastando las que siguen un esquema neoli-
beral y las de orientación estatista y nacionalista. 
El artículo concluye con algunas propuestas de 
política económica para adoptar una agenda de 
transformación productiva con equidad.

1. PLANTEAMIENTO TEÓRICO-
CONCEPTUAL DE LA 

TRANSFORMACIÓN PRODUCTIVA

Las teorías del crecimiento han privilegiado el cri-
terio de que las dotaciones y acumulación de fac-
tores de la producción, capital y trabajo, son los 
elementos principales que explican el crecimiento 
económico y permiten incrementar la produc-
ción, bajo la hipótesis usual de tecnología dada.

El concepto de frontera de posibilidades de 
producción alude al nivel potencial máximo de 
producción que se puede alcanzar si se utilizan 
plena y eficientemente el capital y el trabajo dis-
ponibles. Ampliar esta frontera requiere una can-
tidad adicional de factores o avances tecnológicos 
que los hagan más productivos. Si la producción 
se encuentra por debajo de dicha frontera, impli-
ca que los factores productivos no se usan óptima-
mente, que algunos están desocupados o subocu-
pados y que, por tanto, es posible incrementar la 
producción usando mejor los recursos existentes.

Con factores dados, el crecimiento es resulta-
do de los incrementos de la productividad, que 
se asocian a capacidades proveídas por el capital 
fijo o “tecnología dura” (maquinaria, equipos, 
herramientas e infraestructura), y elementos de 
“tecnología blanda” (mejores métodos de orga-
nización, aplicación del conocimiento científico 
y tecnológico al quehacer laboral), logrando ma-
yores rendimientos del trabajo y capital.

Es fundamental la consideración del creci-
miento del PIB real per cápita como el indicador 

de crecimiento más idóneo. El concepto de “cre-
cimiento estacionario” se define como el que 
se alcanza con un crecimiento del PIB igual al 
crecimiento de la población, produciéndose 
también un incremento simétrico del capital y 
el trabajo, de modo que el ingreso per cápita real 
no se incrementa. 

Pero no solo se trata de capital físico, sino 
que el concepto debe incorporar el trabajo que 
adquiere conocimiento y habilidad tecnológica 
como un capital, que también se plasma en ma-
yor productividad: el capital humano.

Formalización de la teoría del crecimiento

Se parte de la siguiente función de producción:

ΔY/Y = (1-α) ΔL/L + αΔK/K, 

donde el crecimiento del producto (ΔY/Y) es 
una función del crecimiento del empleo (ΔL/L) 
y/o del crecimiento del acervo de capital (ΔK/K), 
suponiendo tecnología dada. 

Trabajando estas relaciones con econometría, 
surge la situación de que una parte del resultado 
no se explica solamente por el comportamien-
to de las dos variables y aparece un residuo no 
explicado. A ese residuo se le llama “residuo So-
low”. Solow (1957) sostiene que la innovación 
tecnológica contrarresta los rendimientos decre-
cientes de los factores de la producción y permi-
te obtener más producción, aún con la misma 
cantidad de capital y trabajo. Por ello propuso 
añadir a la función de producción los efectos del 
aumento de la productividad que emergen del 
perfeccionamiento del conocimiento tecnológi-
co, de la siguiente manera:

ΔY/Y = (1-α) ΔL/L + αΔK/K + ΔA/A, 

donde ΔA/A representa los cambios en la pro-
ductividad total de los factores y, en especial, 
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en la habilidad del trabajo por asimilación del 
progreso tecnológico en la producción. En las 
mediciones del aporte de estos elementos a la 
producción (contabilidad del crecimiento), 
que se realizan para diferentes casos y países, se 
comprueba que el elemento fundamental para 
la explicación del crecimiento es el aporte que 
hace la productividad de los factores (ΔA/A), 
que se nombra como Productividad Total de los 
Factores (PTF).

En el modelo Solow, suponiendo inicialmen-
te una economía sin sector público y sin progre-
so técnico, se tiene que el aumento en el stock de 
capital, o la inversión neta, es el necesario para 
generar la inversión que reponga el capital con-
sumido y provea el equipamiento a las nuevas 
generaciones que engrosan la PEA. 

Superar el estado estacionario y lograr creci-
miento real tiene relación con el progreso téc-
nico y el aumento de la productividad de los 
factores. De esa manera se puede decir que en el 
modelo de Solow el elemento fundamental para 
el crecimiento es el progreso técnico, que impli-
ca un crecimiento de la productividad.

Críticas a la teoría del crecimiento

Autores como Hirschman (1961), North 
(1993), Pipitone (1996) y Furtado (2007) cri-
tican el enfoque tradicional del crecimiento y 
su aplicación a la realidad del subdesarrollo, 
refiriendo que esas acumulaciones o precon-
diciones que explican el crecimiento, como 
una importante acumulación de capital físico 
y humano, una infraestructura adecuada, una 
buena oferta de trabajo calificado, etc., son un 
resultado del desarrollo y no es lógico ponerles 
como factores desencadenantes o prerrequisi-
tos que, de cumplirlos, un país subdesarrollo 
no sería tal.

Albert Hirschman explica que las condiciones 
son diferentes en las regiones subdesarrolladas, 

pues las relaciones funcionales supuestas no son 
aplicables en una economía en la que

… las decisiones de ahorro son en gran 
parte interdependientes (pues) el ahorro 
adicional depende más de la apertura de 
oportunidades de inversión y de la elimi-
nación de cierto número de obstáculos a la 
actividad inversionista que de un aumento 
del ingreso (Hirschman, 1961: 42). 

Sostiene que, eliminando puntos de estran-
gulamiento a la actividad económica, es posible 
provocar un aumento de la productividad del 
capital ya invertido y, con este estímulo, alentar 
la aparición de ahorro latente. 

Para Hirschman, se necesita de un factor  
desencadenante más importante que el gas-
to público u otros remedios keynesianos, que 
movilice y atraiga los recursos subocupados y 
potencialmente movilizables. Así, las carencias 
relativas de ahorro o capital tienden a superar-
se porque “la oferta de capital es notablemente 
elástica en relación con el mejoramiento de las 
expectativas de ganancias” (Ibíd.:15). 

Dirá que el primum mobile del desarrollo se 
encuentra en el proceso político y social y tiene 
que ver con la capacidad de movilizar a la socie-
dad y sostener un esfuerzo que permita desple-
gar las energías latentes, superar las restricciones 
y dinamizar los factores de la producción que 
se encuentran subocupados, dando lugar a un 
proceso que se retroalimenta.

Ugo Pipitone se refiere también al primum 
mobile del desarrollo identificándole con las 
energías sociales que en un momento histórico 
determinado surgen, expresando una voluntad 
para el objetivo del desarrollo. La pregunta de 
Pipitone es: 

¿De dónde surgen las energías sociales que 
de pronto se desatan en la vida colectiva de 
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un pueblo y generan riquezas (…) modifi-
cando pautas de comportamiento y valores 
asentados? (Pipitone, 1997: 8).

Cada experiencia tendrá variantes en cuanto 
a la forma en que se articulan diversos campos, 
diferentes aspectos, particularidades institucio-
nales, maneras de encarar políticas específicas, 
pero en esa disponibilidad social se puede en-
contrar la explicación de esa energía desplegada.

La explicación de North sobre el atraso per-
sistente se deduce de su afirmación de que el 
atraso es causado por “instituciones ineficien-
tes”. La persistencia de las mismas se explica por 
la reproducción o institucionalización de situa-
ciones de exclusión, reflejadas en derechos de 
propiedad y privilegios económicos retrógrados. 
Estas situaciones surgidas en momentos funda-
cionales tienden a reproducirse y transmitirse 
intergeneracionalmente hasta que se produce 
un cambio que lleva al cambio institucional. 
Aquí el cambio es resultado de una acción co-
lectiva (política) y el acento debe ponerse en la 
propuesta que capte las necesidades y dinámicas 
que afectan al desempeño de las instituciones y 
organizaciones para lograr una economía capaz 
de crear riqueza y favorecer a los grupos sociales 
(North, 1993: 69). 

Al recibir el Premio Nobel de Economía, 
en 1993, North aclara que “las instituciones 
forman la estructura de incentivos de una so-
ciedad y, por tanto, las instituciones políticas y 
económicas son las determinantes fundamenta-
les del desempeño económico” (North, 1993), 
pero es la interacción entre instituciones (reglas 
del juego) y organizaciones (jugadores) la que 
da forma a la evolución institucional de una 
economía: 

Si el marco institucional premia a la pi-
ratería, surgirán entonces organizaciones 
pirata; y si el marco institucional premia a 

las actividades productivas, surgirán orga-
nizaciones que se dediquen a actividades 
productivas (Ibíd.). 

En el mismo sentido Celso Furtado decía: 

El desarrollo se caracteriza por su proyecto 
social subyacente. El disponer de recursos 
para invertir está lejos de ser condición su-
ficiente para preparar un futuro mejor para 
la mayoría de la población. Pero cuando 
el proyecto social da prioridad a la efectiva 
mejoría de las condiciones de vida de esa 
población, el crecimiento sufre una meta-
morfosis y se convierte en desarrollo (…). 
Esta metamorfosis no se da espontáneamen-
te. Ella es fruto de la realización de un pro-
yecto, expresión de una voluntad política 
(Furtado, 2007: 24).

De lo anterior extraemos la conclusión de 
que el desarrollo requiere de una energía desen- 
cadenante o primum mobile que se presenta 
como voluntad social compartida con capacidad 
de concretar el despliegue de energías sociales 
que requieren para plasmarse de una visión y un 
liderazgo. Sin un planteamiento de futuro que 
movilice a la sociedad y tenga la capacidad de 
aplicarse como política pública y desatar un pro-
ceso institucional consistente, la energía social 
corre el peligro de disiparse y desperdiciarse.

El problema del crecimiento en los países 
subdesarrollados

En países subdesarrollados como Bolivia, existe 
desempleo disfrazado que se manifiesta como 
subempleo o empleo de baja productividad, 
producto de insuficiencia de capital más que de 
demanda efectiva. Esto no se supera con polí-
ticas fiscales o monetarias expansivas de la de-
manda, como en el caso keynesiano, aunque el 
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caso clásico que supone el pleno empleo, tam-
poco refleja la realidad de subempleo y escasez 
de capital3.

Aquí es característica estructural la presencia 
de fallas de mercado y deficiencias de asigna-
ción de recursos así como restricciones para el 
emprendimiento de proyectos que se manifies-
tan como “cuellos de botella” que dificultan la 
asignación eficiente de los recursos. Las fallas de 
información y coordinación limitan la inversión 
e innovación. Por ello es que se requiere solucio-
nar los problemas de asignación de recursos y 
potenciar las capacidades productivas y de em-
prendimiento y comportamientos sinérgicos de 
los espacios macro, meso y microeconómicos. 
	

Sinergias de la macroeconomía

con la meso y microeconomía

Para la transformación productiva se requiere un 
enfoque de macroeconomía para el desarrollo que 
consiste en el manejo coordinado de las políticas 
fiscal, monetaria, cambiaria y de mercado de ca-
pitales, persiguiendo el propósito de promover e 
impulsar la inversión, la innovación y la creación 
de empleo de calidad. En ese sentido, se define a 
la macroeconomía bien comportada como aque-
lla que junto con la estabilidad macroeconómica, 
soporta e impulsa una productividad media en 
alza y soluciones a los problemas de oferta.

Los determinantes de la macroeconomía ha-
cen relación con los precios líderes (tipo de cam-
bio, tasa de interés, aranceles) y el clima de incer-
tidumbre imperante. Estos alientan o desalientan 
la formación de capital, el empleo y la productivi-
dad. Asimismo, el nivel de la demanda agregada, 

el comportamiento del ahorro y la evolución de 
los precios fundamentales de la economía son 
elementos que definen comportamientos de los 
inversionistas, los innovadores y los productores, 
con consecuencias microeconómicas.

El nivel mesoeconómico incorpora los eslabo-
namientos entre empresas que cooperan e inter-
cambian productos. Unidades productivas aisladas 
no pueden ser la fuente de innovación y cambio 
tecnológico. Estos son generados desde una com-
pleja estructura institucional, con interacciones y 
vinculaciones de diverso tipo, entre organizacio-
nes que conforman un complejo industrial.

De esa manera, se conecta estrechamente la 
macroeconomía con la microeconomía. Las si-
tuaciones más específicas referidas a la norma-
tiva sectorial, las características de los factores 
productivos, los costos de transacción y las insti-
tuciones que gestionan y orientan la asignación 
de recursos, son elementos del espacio mesoeco-
nómico que tienen un rol destacado en esa in-
terdependencia.

Políticas neutrales y políticas selectivas

Las políticas neutrales se aplican con una vi-
sión general para afectar (beneficiar) a todos 
los sectores de la economía, sin selectividad ni 
discriminación. Tienen por objetivo mejorar el 
ambiente de funcionamiento de la economía en 
general. La idea es la provisión de bienes públi-
cos, dejando que el mercado apuntale los secto-
res con fortalezas y potencialidades.

Las políticas sectoriales o selectivas están 
orientadas a resolver fallas de mercado y tam-
bién a promover la innovación y el incremento 

3	 La tradición clásica supondrá que la economía tiende a estar cerca del pleno empleo de los factores productivos, situación que se 
caracterizará con una oferta agregada vertical, donde incrementos exógenos de la demanda solo elevan los precios. En cambio, 
el caso de la curva de oferta horizontal asociado a la propuesta keynesiana contempla (como una de las situaciones probables) la 
existencia de desempleo de los factores y capacidad instalada ociosa, producto de una insuficiencia de demanda, situación que 
requiere estímulos exógenos para incrementar la ocupación de los factores, sin producir inflación.
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de productividad de sectores o subsectores es-
pecíficos. Como resulta difícil focalizar sectores 
amplios y estos presentan una heterogeneidad 
significativa, los complejos productivos se con-
vierten en objetivos más precisos y específicos 
de estas políticas. El punto de partida de las po-
líticas verticales o sectoriales es la selección de 
cadenas/clusters con potencialidad. 

Se señala al neoliberalismo como el enfoque 
que plantea políticas neutrales y al estructura-
lismo como el que plantea políticas selectivas. 
El neoestructuralismo plantea la necesaria com-
plementariedad de los dos tipos de políticas, ya 
que en determinadas circunstancias las políticas 
neutrales pueden ser muy efectivas para desarro-
llar competitividad sistémica, aunque tiende a 
fortalecerse un patrón de especialización basado 
en ventajas comparativas estáticas. El proceso más 
dinámico de creación de nuevas ventajas compe-
titivas requiere de estímulos e intervenciones pro-
piciantes específicas, es decir políticas sectoriales. 

La competitividad sustentada en el conoci-
miento y creciente productividad definirá una 
nueva agenda de actuación complementaria 
entre empresa, instituciones públicas y sistema 
educativo. Incorporará la orientación estratégica 
de que mucho de lo que hay que hacer para de-
sarrollar competitividad requiere de intervencio-
nes para superar las barreras estructurales de la 
economía como un todo (neutralidad) y además 
intervenciones que permitan obtener avances es-
pecíficos en cadenas o clusters, de intervenciones 
sectoriales (selectividad). 

Productividad y competitividad

Se considera que promover procesos de inno-
vación y aprendizaje tecnológico en todos los 
sectores económicos da lugar a elevar la produc-
tividad. Los incrementos de la productividad 
constituyen la base principal para el crecimien-
to económico sostenido. William Lewis (2004) 

apoya esta percepción desde sus investigaciones 
que muestran que las diferencias de PIB per cá-
pita entre países están estrechamente relaciona-
das con las diferencias de productividad.

La realidad latinoamericana muestra dos 
rasgos en cuanto a la productividad: a) atraso 
respecto a los niveles que han alcanzado las eco-
nomías industrializadas con velocidad de avance 
más lenta, de manera que la brecha de produc-
tividad tiende a expandirse, y b) heterogeneidad 
al interior de cada país entre sectores, e incluso 
dentro de los mismos sectores, con muy diferen-
te productividad (CEPAL, 2010).

La creciente informalidad y el estancamien-
to de la evolución de la productividad por los 
efectos de la crisis de los años 1980 y las polí-
ticas que desatendieron el desarrollo producti-
vo caracterizan a la región. Asimismo, el atraso 
del área rural constituye un lastre que impide el 
avance de la productividad promedio.

Para elevar la productividad en Latinoaméri-
ca, se buscó fomentar el desarrollo industrial que 
empieza a manifestarse desde inicios del siglo 
XX como un hecho espontáneo. Las prescrip-
ciones acerca de una política industrial vendrán 
más tarde con la propuesta de Raúl Prebisch en 
1949, desde la CEPAL, del proceso de indus-
trialización mediante la sustitución de importa-
ciones (ISI). Después Prebisch (1964) reconoció 
que la ISI se estancaba debido a la tendencia al 
desequilibrio externo y que era necesario supe-
rarla mediante la industrialización que se dirige 
a la exportación de manufacturas.

El agotamiento de la ISI sin la reorientación 
recomendada por Prebisch se manifestó en los 
años 1980 con una grave estanflación. Sin cré-
dito internacional y elevadas tasas de interés, 
además de la caída de los términos de inter-
cambio, se agudizó el desequilibrio externo de 
la ISI y produjo su agotamiento. Así, se hizo 
ineludible un ajuste que conllevó el cambio de 
modelo de desarrollo. 
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Neoliberalismo y neutralidad

Con orientaciones predominantemente mone-
taristas, el programa de ajuste adoptado en los 
países de América Latina asumió características 
recesivas y no contó con un planteamiento de 
transformación productiva o política industrial. 
Aunque inscribía el objetivo de incrementar ex-
portaciones, privilegió la macroeconomía equili-
brada y el libre juego de las fuerzas de mercado, 
dejando de lado los instrumentos arancelarios, 
crediticios, cambiarios e impositivos -además 
de las intervenciones directamente productivas 
del Estado para la industrialización.

Se buscaba particularmente eliminar el sesgo 
antiexportador que habían producido las políti-
cas de la ISI y, en su lugar, se propondrá que las 
políticas vengan definidas con el criterio de la 
neutralidad y no perjudiquen la posibilidad de 
que se realicen posicionamientos en mercados 
externos, de acuerdo con la ventaja comparativa.

Los efectos iniciales sobre la industria fueron 
devastadores toda vez que se vieron sin la protec-
ción arancelaria, con restricciones desde el gasto 
público, recortada la demanda, con apertura co-
mercial, tasas de interés elevadas y restricción cre-
diticia, y tendencia a la sobrevaluación cambiaria.

Los PAE aplicados en América Latina fueron 
exitosos en lo referido al incremento de las ex-
portaciones reforzando en muchos casos el per-
fil de inserción basado en ventajas comparativas 
tradicionales. Sin embargo, algunos países logra-
ron aplicar instrumentos de política pública para 
apuntalar la reconversión de la industria y fomen-
tar el desarrollo de nuevos sectores exportadores 
de bienes industriales. Al efecto, instrumentos e 
instituciones de fomento y de crédito para el de-
sarrollo productivo se preservaron, reorientadas 
por un nuevo modelo de apertura y desarrollo de 
la competitividad. En cambio en otros países esa 
institucionalidad fue desechada, perdiendo expe-
riencia acumulada e instrumentos “desarrollistas”. 

La propuesta neoestructuralista

El neoestructuralismo ha estado presente en el 
debate sobre el desarrollo en América Latina con 
recomendaciones y alternativas respecto a la pre-
servación institucional “desarrollista” y políticas 
para el fortalecimiento de un sector industrial. 
Ofrece una alternativa al ajuste neoliberal a par-
tir de una lectura renovada del contexto mun-
dial marcado por la revolución tecnológica y la 
globalización, considerando oportunidades y 
amenazas para el desarrollo e industrialización.

Fernando Fajnzylber -considerado el princi-
pal exponente del neoestructuralismo- a través 
del estudio sistemático de la evolución del pro-
ceso de industrialización latinoamericano y de 
las transformaciones que empiezan a marcar una 
nueva época en el mundo, propone un nuevo 
esquema de políticas de transformación produc-
tiva dirigidas a posibilitar una inserción ventajo-
sa en la nueva economía mundial (1988, 1989).

El neoestructuralismo plantea que los tejidos 
económicos -es decir las dinámicas interempre-
sas- son el espacio principal donde se define 
y concentra el tema de la competitividad. Esto 
significará desplazar relativamente a la política 
pública del Estado como el principal elemento, 
para incorporar la complementariedad entre las 
políticas nacionales y subnacionales orientadas 
a apoyar a los actores vinculados en cadenas de 
agregación de valor. 

En este marco, el objetivo de las políticas de 
transformación productiva es inducir cambios 
tecnológicos y del entorno económico e institu-
cional en su conjunto para la transformación de 
las estructuras de los mercados, sectores o clusters 
y de la organización institucional en la configura-
ción de competitividad sistémica de los mismos 
y, consecuentemente, del desarrollo económico.

Asimismo, las propuestas neoestructuralistas 
incorporan centralmente el tema de la acumula-
ción tecnológica-cognoscitiva como el factor más 
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importante para la transformación productiva 
antes que la tradicional acumulación física de ca-
pital. La línea principal de la reflexión es la del 
aprendizaje tecnológico y los procesos de innova-
ción que deben convertirse en los elementos fun-
damentales para definir la reconversión e indus-
trialización (Katz, 2000; CEPAL, 2008 y otros).

Enseñanzas de Asia Oriental

Simultáneamente con la propuesta de trans-
formación productiva con equidad, uno de los 
temas más estudiados por el neoestructuralis-
mo ha sido la transformación estructural que 
logra un conjunto de países al transitar en corto 
tiempo de economías con base agrícola a eco-
nomías de base industrial en el Este de Asia. 
Varios trabajos dan luces sobre una consistente 
intervención del Estado que promovió el desa-
rrollo de sectores específicos y generó políticas 
tendientes a lograr una mayor competitividad. 
Constatan también que se dio un alto nivel de 
concertación estratégica entre sector público 
y privado (Banco Mundial, 1993; Amsden, 
1989; Rivera, 2009). 

El concepto de intervención selectiva será el 
apropiado para caracterizar el tipo de intervención 
del gobierno en la promoción del sector industrial 
exportador en países de Asia Oriental, con una 
clara definición respecto al actor dinámico y fun-
damental que es la empresa privada. Como señala 
Rivera: “la intervención selectiva es la expresión 
funcional de una compleja dicotomía: el gobierno 
dirige el desarrollo (…) pero el principal agente es 
la empresa privada” (2009: 23).

Un entorno que estimule a las empresas, a 
los agentes de la producción y a agentes espe-
cializados (universidades, institutos de investi-
gación, ingenieros, etc.) a desarrollar las capaci-
dades tecnológicas para elevar la productividad 
y mejorar el desempeño competitivo de las em-
presas, será clave.

Competitividad y desarrollo

Con los trabajos de Fajnzylber (1988b y 1989) y 
Porter (1991), la noción de competitividad pasó 
de estar centrada en la empresa a ser compren-
dida como un factor que depende del medio en 
el que actúa la empresa que es el que dota las 
“externalidades”.

El concepto surge de la teoría del comercio in-
ternacional que comprende a la ventaja compara-
tiva como emergente de una situación natural o 
geográfica, por tanto estática y a la ventaja com-
petitiva, como la creación de situaciones favora-
bles a partir del desarrollo productivo, creando 
nuevas ventajas de carácter dinámico y evolutivo.

Una definición actual de competitividad es la 
siguiente:

La capacidad de un país de enfrentar la 
competencia a nivel mundial. Incluye tanto 
la capacidad de un país de exportar y vender 
en los mercados externos como su capaci-
dad de defender su propio mercado domés-
tico (Castañon, 2005: 53).

Pero surge la pregunta: ¿son los países y sus 
estados los que tienen en esencia la habilidad 
y capacidad de producir bienes y servicios para 
enfrentar la competencia o son las empresas? La 
respuesta es que los estados no lo hacen sino a 
través de asumir como propio el logro de las em-
presas. Según Porter, la competitividad de una 
economía se construye sobre la competitividad 
de las empresas que operan en su interior. En 
esta visión, “la solidez de la participación en el 
mercado internacional se vincula estrechamente 
con la capacidad de los países de agregar valor 
intelectual a su dotación natural de recursos” 
(Fajnzylber, 1990: 165), planteando la necesidad 
de fortalecer la formación de recursos humanos 
mediante la incorporación de los sistemas educa-
cionales dentro de las claves de competitividad. 
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Eslabonamientos productivos,
clusters y cadenas

El cambio tecnológico y la innovación que mejo-
ran la competitividad se benefician de la confor-
mación de redes y entramados bajo el concepto de 
“tejido industrial”, que implica eslabonamientos o 
encadenamientos entre empresas que cooperan e 
intercambian productos. La cooperación y el tra-
bajo coordinado potencia la capacidad de innovar, 
aprender y competir en los mercados globales.

Se recurre cada vez más a estrategias y proce-
sos de innovación más allá de la unidad produc-
tiva. Por eso, en el ámbito de política industrial 
ha despertado un creciente interés el tema de las 
redes, clusters y complejos productivos. 

Se entiende por cluster una concentración 
geográfica de empresas en actividades similares 
o complementarias, estrechamente relacionadas, 
que producen las llamadas economías externas 
de aglomeración y especialización, conllevando 
la posibilidad de una acción conjunta en bús-
queda de eficiencia colectiva. 

2. EVOLUCIÓN DE LA ECONOMÍA 
BOLIVIANA DE 1990-2009 

Sucediéndose periodos de grave contracción 
económica, la recuperación del crecimiento se 
logró lentamente y con gran dificultad. El nivel 
de producción de 1980 fue nuevamente alcanza-
do diez años después, en 1990, y el ingreso per 
cápita de 1980, recién en 2004.

En los 20 años de análisis (1990-2009), la 
tasa de crecimiento poblacional fue de 2,1% 
promedio mientras que el PIB (a precios de 
1990) creció en promedio en 3,8%. Entonces, 
el ingreso per cápita sólo alcanzó en promedio 
un crecimiento anual de 1,7%, el más bajo de 
Sudamérica.

La tendencia es que la brecha en términos 
de ingreso per cápita de Bolivia con los paí-
ses vecinos se amplía cada vez, puesto que en 
1990 el promedio sudamericano era superior 
en 2,4 veces al de Bolivia y en 2009, lo es en 
2,7 veces.

Gráfico  1
PIB per cápita y por trabajador de Sudamérica y Bolivia (en $us p.p.p. 2005)
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Marcela Mérida. El gran poder. Lápiz de color, 2006.
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La productividad

El deterioro relativo del ingreso per cápita boli-
viano tiene estrecha relación con la evolución de 
la productividad, expresada como PIB por traba-
jador. En el gráfico 2, vemos que el PIB por tra-
bajador boliviano actual es menor que en 1950 
y aunque tuvo un crecimiento durante los años 
1960 y 1970, después se deterioró por una fuerte 
caída en la década de 1980. El resto de países 
sudamericanos vio crecer su productividad4. 

En el año 1950, países como Brasil, Colom-
bia, Ecuador, Paraguay y Perú tenían un me-
nor PIB por trabajador que en Bolivia. En las 
siguientes décadas, todos superaron a Bolivia, 
un país que se constituye en el caso de mayor 
retroceso en el PIB por trabajador en la región.

En cuanto a la participación relativa de 
cada sector en el PIB de Bolivia, el sector de 

industria y manufacturas es el que aporta en 
mayor proporción al PIB con un 17,1% en 
2009, proporción que se ha mantenido con po-
cas variaciones durante el periodo 1990-2009. 
En cambio el sector de la agricultura, ganade-
ría, silvicultura y pesca disminuye su impor-
tancia relativa, pasando de 15,4% en 1990 a 
13,3% en el año 2009.

Al considerar el empleo como variable expli-
cativa de la trascendencia relativa de los diferen-
tes sectores, se tiene otra jerarquía. El cuadro 1 
contiene datos hasta el 2007 -al no proveer el 
INE información más actualizada- en los prin-
cipales sectores de la economía, donde se apre-
cia que la distancia del PIB por trabajador en el 
sector menos productivo por persona ocupada, 
la agricultura, es más de 50 veces inferior al del 
sector con mayor productividad: la intermedia-
ción financiera.

Gráfico 2
PIB por trabajador (en $us 2005 ajustado p.p.p.)
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Fuente: Elaboración propia con datos de Penn World, 2011.

4	 Ver: Penn World, 2011, en particular la tabla PWT 7.0. Alan Heston, Robert Summers and Bettina Aten: http://pwt.econ.
upenn.edu/php_site/pwt_index.php.
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Cuadro 1
 PIB por trabajador ocupado en el sector

(en bolivianos de 1990)

1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007

Agricultura, 
ganadería y 
silvicultura

2.135 2.264 1.919 2.043 2.480 2.486 2.319 2.207 2.343

Minas e 
hidrocarburos 38.271 42.146 42.886 57.124 25.007 27.363 39.597 53.375 43.789

Industrias  
manufactureras 8.763 10.068 10.631 8.909 8.401 8.870 9.234 9.724 9.573

Construcción 3.854 3.270 3.815 4.121 2.272 2.322 2.556 3.069 2.753

Comercio, hotelería 
y restauración 3.427 3.588 3.600 3.722 2.946 3.048 3.609 3.584 3.758

Transporte y 
comunicaciones 12.873 15.250 13.628 14.579 12.950 13.472 11.123 11.781 11.257

Intermediación 
financiera 180.307 172.695 156.188 175.745 182.261 179.613 221.989 131.572 116.388

Administración 
pública 36.097 37.948 44.803 42.553 35.320 36.479 38.601 31.514 24.718

PIB por trabajador 
promedio 5.995 6.153 5.853 6.091 5.705 5.943 6.114 5.995 6.105

Fuente: Elaboración propia con datos del INE. 

Desempeño del sector 
externo: exportaciones

En 1987, las exportaciones totales de 560 mi-
llones de dólares representaban la mitad de las 
exportaciones de 1980. Desde 1988, comenzó 
un crecimiento paulatino y fueron ganando 
importancia los productos de exportación no 
tradicionales (XNT), como derivados de soya 
y otros del sector agroindustrial, manufactu-
ras de madera, prendas de vestir y otras ma-
nufacturas, que impulsaban la recuperación de 
los niveles de exportación y dieron lugar a un 
nuevo perfil de especialización del país ya que 
las exportaciones tradicionales de minerales e 
hidrocarburos se estancaron hasta fines de la 
década de 1990. 

En el año 1990, las exportaciones totales de 
$us 956 millones todavía no habían alcanzado el 
nivel de 1980, lo que se logró recién en el año 
1994, cuando las XNT representaban 50% del 
total. Desde ese año hasta el presente las expor-
taciones se han multiplicado en alrededor de 
siete, alcanzando $us 6.871 millones en 2010.

El crecimiento reciente es producido por un 
fenómeno combinado de precios altos y volúme-
nes incrementados de los productos tradiciona-
les (gas y minerales), aunque las XNT persisten-
temente han seguido aumentando en volúmenes 
más que en precios.

La mayor parte de las XNT han provenido 
del sector industria y manufactura; en 2009, el 
valor de las exportaciones de dicho sector alcan-
zó $us 1.570 millones.
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Gráfico 3
Bolivia: exportaciones (millones de dólares)

19
80

19
82

19
84

19
86

19
88

19
90

19
92

19
94

19
96

19
98

20
00

20
02

20
04

20
06

20
08

0

1.000

2.000

3.000

4.000

5.000

1.050
588

1.124

2.948

7.058

5.453
6.000

7.000

8.000
Minerales y metales Hidrocarburos No tradicionales Exportaciones totales

Fuente: Elaboración propia, con datos de Udape, Dossier 2010.

Las importaciones

Durante la crisis de los años 1980, debido a la 
debacle del sector exportador tradicional, hubo 
una enorme restricción para importar. Esta se 
fue aliviando con el paulatino crecimiento de las 

XNT, la cooperación internacional, los créditos 
externos y un gran flujo de inversiones directas.

El principal componente de importaciones 
han sido los insumos intermedios que en pro-
medio de todo el periodo representaron 45% de 
las mismas.

Gráfico 4
Bolivia: importaciones (millones de dólares)
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Fuente: Elaboración propia, con datos de Udape, Dossier 2010.
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Analizando la composición de las importacio-
nes para usos productivos, se observa que el rubro 
más importante en cuanto a insumos interme-
dios importados fueron los productos químicos, 
seguidos por los combustibles y lubricantes. En 
el primer caso, se debe a una debilidad estructu-
ral de la economía boliviana que no cuenta con 
el desarrollo de industrias de la petroquímica y la 
química básica y, en el segundo caso, se trata de 
una des-sustitución de importaciones.

La expansión de las importaciones en un 
periodo de expansión de la demanda agregada, 
como la que ocurre hoy, muestra que los eslabo-
nes existentes en el tejido productivo nacional 
son poco densos y con encadenamientos frágiles, 
de manera que efectos multiplicadores del gasto 
se pierden hacia importaciones de bienes de con-
sumo y de insumos.

La balanza de pagos 

Hasta 2003, la cuenta corriente de la balanza 
de pagos tuvo un comportamiento deficitario. 
Para el financiamiento de ese déficit, inicial-
mente los movimientos de capital fueron del 
tipo compensatorio, es decir, financiamiento 
por organismos internacionales y cooperación 
oficial para hacer sostenible la balanza de pa-
gos. Durante la segunda mitad de los años 
1990, una importante afluencia de Inversión 
Extranjera Directa (IED) tuvo la virtud de per-
mitir importaciones de bienes de capital que 
ampliaron el stock de capital y después amplia-
ron la capacidad de exportación (por ejemplo, 
el gasoducto a Brasil). 

Luego de esa coyuntura de afluencia de 
IED, los saldos disminuyeron y las exportacio-
nes se incrementaron, de manera que la cuenta 
corriente de la balanza de pagos pasó del déficit 
a una situación de superávit. El saldo positivo 
de la cuenta corriente fue cada vez más grande 
por las exportaciones crecientes, pero también 

por las remesas recibidas y la disminución de 
los intereses de la deuda externa con la condo-
nación de los organismos y países acreedores 
en 2006 y 2007.

La economía boliviana supera una secular 
restricción externa al crecimiento y ya no ne-
cesita del ahorro externo para importaciones e 
inversión. El ahorro doméstico alcanza niveles 
superiores y supera a la inversión. Esta situación 
se reflejará en las cuentas fiscales, porque las 
mayores exportaciones se transformarán en ma-
yores ingresos bajo la forma de regalías y otros 
impuestos a las importaciones expandidas. Así, 
entonces, el país ingresará en un periodo de su-
peración de la restricción externa, con reservas 
internacionales de 60% del PIB, ahorro privado 
y situación fiscal holgada, es decir, un periodo de 
bonanza económica.

La brecha ahorro - inversión y 
el PIB potencial

La brecha ahorro - inversión en Bolivia tuvo fa-
ses marcadas. La evolución del ahorro nacional 
bruto que muestra el gráfico 5 señala que desde 
menos de 10% en 1990 llega hasta casi 30% 
en 2008 y disminuye en 2009 a 23%, recupe-
rándose en 2010 a 25%. La Formación Bruta 
de Capital Fijo (FBKF) o inversión efectiva, en 
cambio, tiene una primera fase ascendente hasta 
1998, cuando alcanza su nivel más alto de 24%, 
y después decrece hasta el año 2004, recuperán-
dose a partir de 2005 en relación al PIB hasta el 
17% en 2009.

Tenemos entonces dos situaciones claramente 
diferenciadas: una, de brecha ahorro - inversión 
favorable a la FBKF y déficit de cuenta corriente 
que va de 1990 a 2002 y otra, de ahorro bruto 
superior a la FBKF, con superávit de cuenta co-
rriente y ahorro nacional que no se invierte en el 
país y se exporta adquiriendo activos financieros 
internacionales.
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Gráfico 5
Ahorro, inversión y cuenta corriente (% PIB)
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Fuente: Elaboración propia con datos de World Economic Outoloock. FMI abril, 2011. 

La brecha ahorro 
inversión y el crecimiento

La inversión impacta en el crecimiento depen-
diendo de su eficacia con una Productividad 
Total de Factores (PTF) dada. Mejorar la efi-
cacia de la inversión requiere expandir la PTF, 
con mejoras productivas, institucionales y/u 
organizacionales.

Considerando que en los años 1990 a 2010, 
con una tasa de ahorro doméstico promedio 
de 15% se tuvo una FBKF promedio de 16% 
y un crecimiento promedio anual de 3,8%, la 
unidad de producto incrementado ha reque-
rido en promedio una inversión de alrededor 
de 4% del PIB. En tanto que la PTF tuvo un 
comportamiento fluctuante como lo demues-
tran varios estudios de contabilidad de creci-
miento (Banco Mundial 2005; FMI, 2006 y 
Jemio, 2008).

Tomando en cuenta el creciente nivel de aho-
rro doméstico que no se tradujo en tasas ma-
yores de inversión o FBKF, sostenemos que la 
economía boliviana no pudo alcanzar un PIB 
potencial mayor, debido a que no hubo la capa-
cidad para convertir ahorro en inversión.

Entre 1990-2003, suponemos que la inver-
sión realizada estuvo cerca de la inversión poten-
cial, puesto que superó al ahorro nacional -que 
fue complementado por el ahorro externo-, de 
donde el PIB real estuvo cerca del PIB potencial. 
En cambio, en el periodo 2004-2010, se podía 
esperar una mayor inversión ya que el ahorro 
nacional fue superior en cada uno de esos años 
a la FBKF, contando además con afluencias po-
sitivas de Inversión Extranjera Directa (IED), 
de manera que pudo haber sido posible que la 
inversión alcance 24% o más del PIB y genere 
un mayor crecimiento. Realizamos el ejercicio 
siguiente para calcular el PIB potencial5.

5	 La columna crecimiento potencial del cuadro 2 se obtiene aplicando como tasa de inversión el porcentaje de ahorro nacional 
bruto y suponiendo que la eficiencia de la inversión (o ICOR) de la nueva inversión es la misma que se observó con la inversión 
real, lo que se calcula con una regla de tres simple y se aplica acumulativamente (tasa compuesta) al dato del PIB.
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Cuadro 2
 Indicadores del crecimiento real y potencial (en Bs de 1990 y %)

PIB real Crec. % PIB FBKF/PIB % ANB/PIB % Crec. Potencial % PIB potencial

1990 15.443 4,6 12,5 8,5 4,6 15.443

1995 18.877 4,7 15,2 10,2 4,7 18.877

1998 21.717 5,0 23,6 12,8 5,0 21.717

2001 22.733 1,7 14,3 11,2 1,7 22.733

2003 23.929 2,7 13,2 13,1 2,7 23.929

2004 24.928 4,2 11,0 15,9 6,0 25.366

2005 26.425 6,0 14,3 18,8 7,9 27.376

2006 27.279 3,2 13,9 26,4 6,1 29.060

2007 28.524 4,6 15,2 28,6 8,6 31.554

2008 30.278 6,1 17,6 29,0 10,2 34.760

2009 31.294 3,4 17,0 22,9 4,5 36.332

2010 32.559 4,0 17,1 25,6 6,1 38.535

Fuente: Ejercicio con datos de International Monetary Fund, World Economic Outlook - Database, abril 2011.

Los datos muestran que entre 2004-2010, la 
tasa de ahorro nacional promedio fue de 24% 
del PIB y pudo financiar una inversión poten-
cial mayor al promedio observado de 15%, con-
siderando también que hubo afluencia positiva 
de IED. Para cada uno de esos años calculamos 
una nueva tasa de crecimiento aplicando como 
FBKF el ahorro nacional, de manera que el 
crecimiento realmente logrado (4,4%) pudo 
potencialmente ser de 7,1% del PIB promedio 
anual. Los resultados ratifican nuestra conclu-
sión de que no hubo capacidad de movilizar el 
ahorro disponible hacia la inversión productiva, 
de manera que el PIB alcanzado estuvo por de-
bajo del PIB potencial.

Transformación productiva y competitividad 
de la economía boliviana

Son varios los trabajos de diagnóstico de la com-
petitividad boliviana6 que identifican al dete-
riorado ambiente de inversión, el retroceso en 
avances institucionales, la escaza y deficiente in-
fraestructura, la situación de las cuentas fiscales 
o el irrespeto de los derechos de propiedad y la 
seguridad jurídica, entre otros, como elementos 
que explican el lento crecimiento y escasos avan-
ces en productividad, que sensibilizan a los inver-
sionistas y emprendedores a retraer su actividad.

Mediante avances institucionales en cuanto a 
derechos de propiedad, disminución de costos 

6	 Banco Mundial, 2005; SBCP, 2002; CAF-PAC, 2007, entre otros.



La olvidada agenda de la transformación productiva|69

de transacciones y reformas en los sectores sensi-
bles como la justicia, las instituciones del gobier-
no, el desarrollo del servicio civil, entre otros, se 
buscaron fórmulas para superar el anterior esce-
nario, aunque sin continuidad al presente. 

Un resultado positivo ha sido la diversifica-
ción de productos y mercados de exportación ya 
mencionada y sería pertinente que esos avances 
continúen, se consoliden y expandan, para lo 
que es necesario frenar el deterioro institucional 
reciente y acompañar con políticas industriales, 
para superar las fallas de mercado y estrangula-
mientos en los sectores no tradicionales (indus-
tria, agroindustria, servicios, etc.).

Desarrollo de los encadenamientos 
productivos y clusters

Entre los años 1990-2009, se ha plasmado un 
interesante proceso de identificación y desarro-
llo de cadenas productivas o clusters, que se re-
lacionan con aquellos productos de exportación 
no tradicionales que han descollado. 

El éxito del cluster de las oleaginosas es el más 
evidente y existen algunos otros de gran poten-
cialidad aunque menos impactantes a nivel na-
cional pero con efectos e importancia para de-
terminadas regiones, como es el caso de la uva, 
vinos y singanis en el valle central de Tarija o el 
de la quinua y los camélidos en el altiplano. 

Con mayor dispersión geográfica pero apun-
tando a la posibilidad de desarrollar ventajas 
competitivas están las cadenas de la madera y las 
manufacturas de madera, las manufacturas de 
cuero, la industria textil y de confecciones, que 
han sido identificadas como de gran potencia-
lidad para generar valor agregado y empleo de 
mayor productividad, además de tener cualida-
des de exportación.

Analizar los eslabonamientos existen-
tes de las cadenas de producción no ex-
tractivistas en el país -como las señaladas 

anteriormente- conduce a una visualización 
de los desequilibrios y las potencialidades de 
cada una de estas cadenas, buscando apunta-
lar sus fortalezas mediante políticas selectivas, 
en la perspectiva de ampliar su presencia en el 
mercado interno y de exportación.

POLÍTICAS ECONÓMICAS DEL PERIODO 

Neoliberalismo, 1985-2005

El análisis del periodo neoliberal muestra que 
no se adoptó una agenda para la transformación 
productiva y se acentuó la tendencia a desarro-
llar solamente políticas neutrales, suponiendo 
que era suficiente ofrecer estabilidad macroeco-
nómica, buen ambiente para los negocios y evi-
tar rezagos cambiarios.

Este periodo empezó en un contexto restrictivo 
con un grave shock externo y un inevitable “apre-
tón monetario”, con valores de las exportaciones 
derrumbados y dificultades para atender las ne-
cesidades de gasto público. La situación restricti-
va se fue superando paulatinamente en el marco 
de la aplicación del Programa de Estabilización y 
Ajuste Estructural (PAE), que buscó equilibrar las 
cuentas fiscales, mediante una reforma tributaria 
y “racionalización” del aparato burocrático con la 
privatización de las empresas públicas, programa 
que fue apoyado por la cooperación y el financia-
miento internacional, y continuado por una exi-
tosa atracción de la Inversión Extranjera Directa, 
principalmente al sector hidrocarburos.

El incremento en el valor de las exportaciones 
-inicialmente las no tradicionales y después las 
tradicionales- modificó la situación deficitaria 
permitiendo un alivio a las restricciones para 
importar e invertir, así como una holgura fiscal. 
No menos importancia tuvo el crecimiento del 
ahorro financiero y la disponibilidad de crédito, 
que fue plasmándose paulatinamente en dismi-
nución de las tasas de interés.
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Todas estas bases macroeconómicas supuesta-
mente sólidas, en un ambiente de mayor certi-
dumbre no se reflejaron en una tasa de inversión 
mayor. Consecuentemente, las tasas de creci-
miento del PIB per cápita fueron insuficientes 
para un crecimiento significativo.

Existieron definiciones de política pública 
que conspiraron en contra de su eficacia. Las 
políticas de transformación productiva por razo-
nes de aplicación de principios de neutralidad y 
horizontalidad subordinadas al mercado no for-
maron parte de las prioridades y sólo se dieron 
esfuerzos aislados y tardíos.

La “Nueva Política Económica” se orientó 
hacia una dinámica donde el mercado determi-
ne la rentabilidad y, a través de la apertura, se 
supere situaciones de ineficiencia y dispendio de 
recursos. Se esperaba que las fuerzas del mercado 
potencien las relaciones entre los sectores, bus-
cando una especialización eficiente para ampliar 
presencia en mercados externos, entendiendo 
que la apertura de mercado haría que la produc-
ción para el mercado interno y externo se haga 
en condiciones de precio y calidad con estánda-
res internacionales, de manera neutral.

Pese al intenso debate sobre los problemas 
concretos que enfrentaba la industria bolivia-
na y las recomendaciones puntuales para una 
agenda concreta de políticas de fortalecimiento 
de las estructuras económicas, no se implemen-
taron políticas selectivas de impulso a la trans-
formación productiva que fortalecieran los sec-
tores no tradicionales. 

Se truncó la incorporación de alternativas al 
planteamiento neoliberal, como la recuperación, 
reorientación y fortalecimiento de las institucio-
nes responsables por las políticas de promoción 
productiva. 

Las intervenciones de tipo neutral reforzaron 
la especialización tradicional, basada en venta-
jas comparativas estáticas, es decir exportación 
de recursos naturales. Las iniciativas de política 

orientadas a la promoción de los sectores no 
tradicionales fueron tardías y no estuvieron lo 
suficientemente articuladas a una orientación de 
transformación productiva.

El esfuerzo se circunscribió a tener una tasa 
de cambio adecuada e impulsar una transforma-
ción en el sector financiero que no se pudo lo-
grar. Las prácticas dominantes en el sector ban-
cario continuaron sin darle al sector productivo 
las facilidades del crédito. Así, el neoliberalismo 
no pudo dar estabilidad y crédito oportuno al 
sector productivo ni buscó superar las barreras 
para la inversión privada nacional e internacio-
nal en los sectores no tradicionales, por lo que se 
reprodujo la inserción basada en la ventaja com-
parativa tradicional. 

El modelo neoliberal apostó a un shock de 
inversiones que tenga como destino los sectores 
tradicionales, lo que implicó que desatendiera 
la reactivación y reestructuración de los sectores 
no tradicionales que sustituyen importaciones 
y exportan. La tendencia creciente de dichos 
sectores, observada y aun persistente, se resintió 
porque no se indujo en ellos un verdadero shock 
de inversiones y de innovación.

Se observa por lo tanto la ausencia de una 
agenda de política pública asentada en la coordi-
nación entre políticas neutrales y selectivas para 
impulsar la transformación productiva y generar 
empleos de calidad. Las políticas económica y 
social estuvieron desarticuladas, sin poder ofre-
cer empleos más productivos y lograr avances 
eficaces sobre la pobreza. 

El resultado de la insuficiencia de políticas 
dirigidas a los sectores no tradicionales donde 
se concentra el empleo fueron nuevas fuentes de 
trabajo generadas en actividades de autoempleo 
de baja productividad en el sector informal. Au-
mentaron los obreros a domicilio, la subcontra-
tación sin beneficios sociales y la diferenciación 
entre los trabajadores asalariados con y sin segu-
ridad social.
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Nacionalismo estatista

Desde 2006, el nacionalismo estatista inscribe 
la transformación industrial como propósito de 
su plan de desarrollo y cuenta con excedentes 
externos y fiscales, pero direcciona su propuesta 
de cambio hacia una preponderancia del Estado 
como actor central y casi exclusivo, desde donde 
pretende impulsar el surgimiento de otros secto-
res de la llamada economía plural, desconocien-
do el rol que juega y puede jugar la base indus-
trial y empresarial existente en el país. 

La revisión de las políticas económicas imple-
mentadas entre 2006-2009 indica la ausencia de 
un planteamiento estratégico para el fortalecimien-
to de las cadenas productivas (agricultura, indus-
tria, turismo, servicios y comercio). Las políticas 
se concentraron en el fortalecimiento de la “eco-
nomía estatal” a través de la creación de empresas 
públicas en un amplio espectro de sectores, subor-
dinando y manteniendo en statu quo la “economía 
socio-comunitaria”, “privada” y “cooperativa”.

Las empresas públicas fueron el instrumento 
de política de promoción productiva. Los otros 
instrumentos de intervención del Estado, como 
los servicios y agencias de desarrollo, el sistema 
de innovación, entre otros, fueron relegados. Al 
limitar la acumulación de ingresos de las empre-
sas privadas y, a través del control estatal, buscar 
objetivos redistributivos, no se pudo tener ins-
trumentos que permitan una relación de siner-
gia con el tejido económico privado. 

En una situación de crecimiento de la deman-
da, fue notoria la ausencia de políticas que apun-
talen la oferta y generen capacidades incrementa-
das para incentivar producción de bienes y densi-
ficar los tejidos productivos nacionales. Se actuó 
como si el país se encontrara en situación de capa-
cidades ociosas que requieren solamente estímulo 
de demanda. Lo evidente es que ese estímulo de 
gasto tendía a fluir hacia importaciones crecientes 
y menos a fortalecer el tejido productivo.

La bonanza actual de la economía boliviana 
se ha manejado de manera poco previsora res-
pecto de la eventual reversión de los precios, 
dejando que aparezcan claros síntomas de la lla-
mada “enfermedad holandesa”. La enfermedad 
holandesa se manifiesta como la situación que se 
da en el mercado de moneda extranjera, cuando 
la oferta de divisas es grande y surge un precio 
de equilibrio que desestimula o inviabiliza la 
actividad productora de bienes transables con 
mayor valor agregado; es decir genera un sesgo 
anti-industrial y anti-exportador.

Las importaciones que crecen a ritmo mayor 
que las exportaciones denotan una tendencia a la 
desustitución de importaciones relacionada a los 
síntomas de enfermedad holandesa y la apertu-
ra comercial estimulada por el bajo control del 
contrabando y la desinstitucionalización de las 
aduanas. Esto ha tenido efectos muy negativos 
sobre la base industrial y de producción de ali-
mentos en el país y los encadenamientos de la 
producción industrial.

La orientación política del modelo actual va 
en contra ruta de la construcción de una institu-
cionalidad que propicie la complementariedad 
entre el Estado y el sector privado. Esto implica 
que no se ha comprendido el carácter proce-
sual de las políticas de desarrollo productivo y 
su función de engendrar un adecuado proceso 
de formulación e implementación que “descu-
bra” cuáles son los principales obstáculos para la 
transformación productiva y las intervenciones 
más apropiadas para removerlos.

La ampliación de las funciones del Estado 
como un fin en sí mismo evidencia la tenden-
cia a presumir que las capacidades del Estado 
se generan al mismo ritmo de la ampliación 
de sus tareas, desestimando la importancia de 
los mercados para la asignación de recursos. La 
baja ejecución presupuestaria, los resultados 
puntuales de los instrumentos de las políti-
cas de promoción productiva y los resultados 
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contraproducentes de fortalecimiento de los 
tejidos productivos reflejan la brecha entre la 
ampliación de las funciones del Estado y sus li-
mitaciones institucionales. En este sentido, no 
se ha avanzado en una estrategia para enfrentar 
las fallas del mercado y las fallas de Estado a 
través de políticas horizontales y verticales para 
la transformación productiva.  

Situaciones de enfermedad holandesa y au-
sencia de políticas para promover al sector pro-
ductivo nacional son una combinación explosiva 
que da cuenta de un deterioro productivo de los 
sectores transables y la tendencia a reforzar el ex-
tractivismo y el rentismo.

4. PROPUESTAS Y RECOMENDACIONES

El desafío está en contrarrestar la tendencia en 
los últimos años de estancamiento y pérdida de 
mercado de las exportaciones no tradicionales 
con mayor grado de transformación y del in-
cremento de las importaciones que sustituyen 
producción nacional que abastecía el mercado 
interno (por ejemplo, combustibles, alimentos).

Esto pasa por crear las condiciones macro, 
meso y microeconómicas para elevar los niveles 
de inversión y de productividad. La estrategia de-
bería comprender procesos de mejora continua 
de la organización de los complejos productivos 
en los sectores económicos -agropecuaria, indus-
tria, servicios y comercio- con incremento de 
productividad, innovación y agregación de valor.

Para realizar este avance, es necesario afron-
tarlo bajo el esquema de transformación produc-
tiva que necesariamente acarrea el fortalecimien-
to de los encadenamientos productivos y genera 
incorporación laboral masiva en actividades de 
mayor productividad. Dicho proceso debe sos-
tenerse sobre las potencialidades de las exporta-
ciones no tradicionales como también de la pro-
ducción para el mercado interno de las cadenas 
productivas existentes. 

El enfoque de cadenas es muy apropiado para 
consolidar complejos productivos que repre-
sentan avances concretos en términos de mayor 
productividad, modernización productiva, ca-
pacidades competitivas y por supuesto mejores 
empleos e ingresos. 

La focalización y localización de esfuerzos 
debe atender problemas y situaciones desequi-
libradas para enriquecer los eslabonamientos, 
produciendo efectos sinérgicos conocidos por 
la teoría como externalidades. En ese sentido, 
una descentralización de roles hacia los gobier-
nos locales y regionales con los emprendedores 
realmente existentes en cada lugar, potencia aun 
más está estrategia de intervención. 

¿Qué es lo que está faltando? 

El punto de partida de esa dinámica es el pri-
mum mobile del que hemos hablado en la prime-
ra parte. La clave es que exista una energía social 
capaz de impulsar una estrategia de desarrollo; es 
decir que esa energía social tenga su basamento 
en un proyecto colectivo. Por ello, consideramos 
que el andamiaje político debe ser puesto ade-
cuadamente para que la transformación produc-
tiva con equidad se convierta en una prioridad, 
lo que le dará posibilidades ciertas de implemen-
tarse, articulada a una visión de política pública 
basada en un acuerdo social-estatal, en un pacto 
de convergencias regionales y bajo la premisa de 
la preservación de la democracia.

Contar con una estrategia de desarrollo que 
busque el despliegue de las capacidades laten-
tes y potenciales y los recursos necesarios, y que 
puntualmente atienda los requerimientos del 
propio proceso productivo es un paso inicial im-
portante. Asimismo, lo es el desarrollo de las ca-
pacidades institucionales y de instituciones más 
eficientes para su implementación. 

Los enfoques para la intervención en bús-
queda de un balance sinérgico entre los actores 
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privados y públicos, entre mercado y Estado, 
entre intervenciones neutrales y selectivas, entre 
los ámbitos macro, meso y microeconómicos, la 
promoción e incentivo a los procesos de innova-
ción y aprendizaje tecnológico que involucren al 
sector académico y se concreten y apliquen en 
la unidad productiva, y la densificación de los 
tejidos productivos son los eslabones del proceso 
encadenado de transformación productiva.

La teoría y el análisis de las experiencias exito-
sas de desarrollo tardío demuestran que la mejor 
política social tiene relación con empleo bien 
remunerado y esto viene asociado con el incre-
mento de la productividad. 

Alinear las acciones del Estado, el sistema edu-
cativo, las empresas, los trabajadores y la socie-
dad en su conjunto en una dinámica de incorpo-
ración sistémica del conocimiento en la produc-
ción, ha de ser la fórmula capaz de “endogenizar” 
la innovación y el aprendizaje tecnológico para 
que los incrementos de productividad tengan 
realmente una base extendida. Cuando la energía 
social se manifiesta así, asumiendo el proceso de 
transformación productiva como tarea colectiva, 
es cuando podemos decir que el proceso de desa-
rrollo se autoimpulsa, se retroalimenta y entra en 
un círculo virtuoso acumulativo. 

Para realizar este avance, es necesario afron-
tarlo bajo el esquema de un proceso de trans-
formación productiva que con el fortalecimien-
to de los encadenamientos productivos genera 
incorporación laboral masiva en actividades de 
mayor productividad. 

Propuesta 1: Inscribir como objetivo o proyec-
to socio-estatal la transformación productiva 
con equidad, incorporando a los diferentes 
sectores y generando oportunidades laborales 
y de ingreso a las nuevas generaciones y a to-
dos los bolivianos.

Propuesta 2: Se requiere una visión estraté-
gica compartida y que tenga por objetivos 

desarrollar marcos sinérgicos de encuentro 
entre mercado y Estado, entre sector público 
y privado, entre ámbito macro, meso y mi-
croeconómicos y que se concrete a través de 
una densificación de los eslabonamientos pro-
ductivos en torno al aprendizaje tecnológico, 
innovación y acrecentamiento de la produc-
tividad.

Propuesta 3: Mejorar continuamente la orga-
nización de los complejos productivos en 
los sectores económicos con incrementos 
de productividad, innovación y agregación 
de valor.

Propuesta 4: Superar las posiciones duras sobre 
el Estado y el mercado, porque se requiere la 
combinación de ambas fuerzas. Discutir sobre 
sus falencias y adoptar fórmulas para fortale-
cer su aporte. Recuperar el rol protagónico del 
sector privado y del Estado como articulado-
res de la transformación productiva.

Propuesta 5: Enfocar intervenciones en la es-
tructura de los mercados de producción, pro-
moviendo los vínculos interempresariales y los 
procesos de innovación y aprendizaje. Recrear 
instituciones que los promuevan e incentiven.

Propuesta 6: Macroeconomía enfocada al creci-
miento de la producción y la productividad, 
aportando horizonte de estabilidad y certi-
dumbre a la inversión. Especial atención al 
tipo de cambio, precautelando la competiti-
vidad del sector exportador, especialmente el 
no tradicional. 

Propuesta 7: Complementariedad entre políti-
cas neutrales y selectivas, con intervenciones 
que complementen al mercado o dirijan in-
centivos específicos. Desarrollo de una arqui-
tectura institucional para la adecuada imple-
mentación y toma de decisiones, evitando la 
apropiación indebida de rentas. En las polí-
ticas selectivas, el enfoque de clusters, redes 
y cadenas o complejos productivos es el más 
adecuado, pues minimiza los riesgos anotados.
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Propuesta 8: Creación de marco institucional 
que propicie relaciones contínuas entre los 
actores públicos y privados que posibilite en-
gendrar el adecuado proceso de formulación e 
implementación a través de la construcción de 
espacios institucionales con la colaboración de 
un cuerpo de tecnócratas, coordinación entre 
diferentes agencias y conexión con los máxi-
mos centros de toma de decisiones.

Propuesta 9: Estrecha coordinación entre polí-
tica económica y social para el logro del cre-
cimiento con equidad social que posibilite 
que las políticas económicas y sociales actúen 
conjuntamente hacia: a) la transformación del 
patrón de crecimiento con el incremento de la 
riqueza y la disminución de la heterogeneidad 
estructural y b) la universalización de los bie-
nes y servicios públicos que efectivice el ejerci-
cio de derechos sociales ciudadanos.

Propuesta 10: Políticas de fomento a las peque-
ñas, medianas y microempresas, identificando 
los problemas que enfrentan y apuntalando su 
potencial para incrementar la competitividad 
y el emprendedurismo, la innovación y creci-
miento de la productividad agregada así como 
su importante aporte al empleo. 

Propuesta 11: Creación de instituciones de fi-
nanciamiento y fomento del emprendimien-
to y la innovación, con orientaciones claras a 
la obtención de ventajas competitivas en los 
mercados externos e interno.
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A pesar de la creciente
importancia que se les atribuye […] 

las organizaciones no lucrativas de los países en 
desarrollo apenas son comprendidas3 

(Anheier y Salamon, 1998)

INTRODUCCIÓN

Desde mediados de los años 1980 se ha promo-
vido, entre otros por la red de ONG UNITAS 
(2010), procesos de reflexión y análisis sobre el 
rol de las ONG bolivianas como actoras del de-
sarrollo durante las coyunturas políticas y pro-
cesos sociales consecutivos, dando lugar tanto a 
críticas abiertas a las relaciones con la coopera-
ción internacional y el Estado, así como a los 
problemas al interior de las propias ONG. Sin 
embargo, a pesar de su larga duración, el deba-
te promovido desde las mismas entidades no ha 
resultado en propuestas concretas ni en cambios 
perceptibles debido principalmente al carácter 
contingente de las crisis. También durante los 
años 1980 y 1990 se publicó gran parte de la bi-
bliografía disponible sobre las ONG en Bolivia, 
existiendo hoy un desplazamiento del centro de 
interés público y académico a los movimientos 
sociales. A su vez, cabe destacar que en pocos 
casos los análisis se realizaron partiendo de datos 
cuantitativos y cualitativos representativos de las 
mismas ONG4.

El presente artículo se basa en los hallazgos de 
la primera parte de una investigación que estudia 
a las ONG bolivianas como actores locales en el 
contexto del sistema de la cooperación interna-
cional. El estudio surge de la necesidad de ana-
lizar y sistematizar datos y percepciones de las 
ONG bolivianas e identificar las interrelaciones 

significativas, para obtener una descripción y 
mayor comprensión del conjunto de estas enti-
dades y su desarrollo hasta la actualidad. Con 
la publicación de esta información se pretende 
aportar con datos para un debate vigente y nece-
sario respecto al rol de las ONG en el contexto 
boliviano contemporáneo.

1. ASPECTOS METODOLÓGICOS

En una perspectiva legal -propuesta desde la po-
lítica institucionalizada en el contexto neoliberal 
e implícitamente compartido por el gobierno bo-
liviano actual- se define a las ONG como: 

[…] instituciones privadas o personas 
jurídicas, sin fines de lucro, nacionales o 
extranjeras, de carácter religioso o laico, 
que realicen actividades de desarrollo y/o 
asistencia con fondos del Estado y/o coo-
peración externa en el territorio nacional 
(D.S. 22409, del 11 de marzo de 1990).

Las entidades de la cooperación internacio-
nal y la mayoría de las ONG bolivianas añaden 
a lo anterior una dimensión adicional y que se 
percibe como central, aunque actualmente no 
necesariamente explícita: “[…] el afianzamiento 
de la acción política de los sectores considera-
dos subalternos y/o excluidos [y] la representa-
ción de los sectores sin voz […]” (Farah, 2008: 
56-57). Por lo tanto, el control al Estado y al 
mercado constituye una dimensión política y 
social de la actividad de las ONG bolivianas. La 
definición dada por Hugo Fernández en 2001, 
entonces director de la red UNITAS, es amplia, 
pero incluye una explicación de la lógica del 
funcionamiento de las ONG:

3	 “Despite the importance that is increasingly attached to them, however, nonprofit organizations in the developing world re-
main only dimly understood.” (Anheier y Salamon, 1998:1) (Traducción propia).

4	 Bebbington y Kopp (1995) realizaron una evaluación del impacto de la Cooperación sueca en este sentido.
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Entenderemos por ONG [a] iniciativas 
colectivas y organizadas que surgen en el 
seno de toda sociedad moderna con el ob-
jetivo de contribuir al mejoramiento de sus 
relaciones sociales y de su calidad de vida. 
Estas iniciativas no persiguen fines de lujo 
y se mantienen vigentes por el respaldo 
que obtienen de grupos significativos de la 
propia sociedad, tanto para los principios 
que invocan (adquiriendo con ello respaldo 
social o político), como para las acciones 
que implementan (alcanzando así respaldo 
económico) (AIPE, 2001: 112).

Durante los años 1980, el Banco Mundial 
intensificó su trabajo directo con este tipo de 
entidades por razones expuestas más adelante y 
define a las ONG como entidades asistencialis-
tas, pero no como agentes económicos:

ONG incluyen a una gran variedad de 
grupos e instituciones que son enteramente 
o en gran parte independientes de gobier-
nos, y se caracterizan primordialmente por 
objetivos humanitarios o cooperativos, que 
comerciales. […] Aunque universidades o 
institutos de investigación pueden ser no 
gubernamentales, esta directiva hace referen-
cia principalmente a organizaciones privadas 
que persiguen actividades para aliviar el su-
frimiento, promocionan los intereses de los 
pobres, protegen el medio ambiente, prestan 
servicios sociales básicos o realizan desarrollo 
comunitario (World Bank, 1989)5.

En el mismo estudio, los criterios operativos 
de inclusión como ONG boliviana son: a) la po-
sesión de una personalidad jurídica -indicio de 
un proceso de formalización y desarrollo institu-
cional mínimo-, b) haber sido fundado origi-
nalmente en Bolivia y no como sucursal de una 
ONG extranjera y c) realizar actividades no lu-
crativas para el desarrollo. Este último punto es 
el más ambiguo, pero también refleja el carácter 
heterogéneo de las actividades y de las mismas 
entidades que se agrupan bajo las siglas ONG y 
que Rubem Fernandes (1994: 53) resume bajo 
“privado con funciones públicas”.

Debido a la inexistencia de un censo de ONG 
centralizado, actualizado y exhaustivo, y que ade-
más facilite datos relevantes, ha sido necesario 
construir para la presente investigación un censo 
propio de las ONG potencialmente activas en el 
año 2010. Se localizó a las entidades mediante las 
referencias cruzadas entre varias bases de datos6.

De esta forma, se ha estimado el número to-
tal de ONG bolivianas activas en 2010 en 604, 
de las cuáles 77% está registrado en el Registro 
Único de ONG (RUN). Estos datos difieren 
sustancialmente de la estimación emitida por 
el Ministerio de Planificación del Desarrollo en 
2007: 1.300 entidades, de las cuáles 600 no se 
han registrado ante el RUN (La Razón, 2007). 
Cabe considerar que, por un lado, esta estima-
ción incluye también a entidades extranjeras 
-excluidas de la presente investigación- y, por 
otro lado, no se basa en un proceso en el cual se 
intentó contactar a cada entidad, sino se estipula 
su existencia en base a criterios no compartidos.

5	 “NGOs include a wide variety of groups and institutions that are entirely or largely independent of government, and 
characterized primarily by humanitarian or cooperative, rather than commercial, objectives. […] Although organizations 
such as universities or research institutes may be nongovernmental, this directive refers principally to private organizations 
that pursue activities to relieve suffering, promote the interests of the poor, protect the environment, provide basic social 
services, or undertake community development” (traducción propia).

6	 Las fuentes más importantes han sido el Registro Único de ONG (RUN) del Viceministerio de Inversión Pública y Finan-
ciamiento Externo (VIPFE), la base de datos de socios locales de la Agencia Española para la Cooperación Internacional al 
Desarrollo (AECID), el directorio de ONG bolivianas de la Agencia de Cooperación Japonesa (NGO JICA JAPAN DESK 
BOLIVIA, 2007) y varias redes de ONG.



82|  | Artículos

Tabla 1 
Ficha técnica del estudio7

Instrumento de recogida 
de datos Encuesta

Tipo y número de 
preguntas

23 preguntas cerradas 
(con opción de 
respuesta abierta) y 
34 enunciados tipo 
Escala Likert.

Periodo de aplicación

Julio a octubre 2010 
(un número reducido 
se incorporó hasta 
enero 2011).

Vía de aplicación

Correo electrónico con 
enlace a la encuesta 
alojada en una página 
web y envío masivo de 
la versión impresa. 

Número de entidades 
localizadas 604

Número de entidades 
participantes

160 (130 en la página 
web y 30 en la versión 
impresa)

Tasa de participación 26,5%

Número de entidades 
excluidas 18

Número de entidades 
incluidas 142

La dificultad de determinar el universo de las 
ONG bolivianas activas se incrementó por el ca-
rácter local y de perfil bajo que ha adoptado una 
parte de estas entidades, debido a una lógica de 
autoempleo y ayuda auto-organizada a nivel local; 
además, no tienen necesidad u oportunidad de in-
tegrarse al sistema de la cooperación internacional 
o de interactuar con las administraciones públicas. 
A su vez, no ha sido posible contar con datos rele-
vantes para la población estimada, para así poder 
realizar un muestreo pertinente antes de aplicar la 
encuesta: en primer lugar, no se pudo determinar 
si las entidades identificadas constituían el universo 
(la totalidad de las ONG existentes y en funciona-
miento) para poder extraer una población; en se-
gundo lugar, no se conocía el porcentaje de ONG 
registradas pero inactivas8 (que posteriormente se 
calculó en 14%); y en tercer lugar no se conocía 
el porcentaje de las entidades a excluir: ONG fi-
nancieras, redes de ONG y entidades paraestatales.

Al contactar a todas las entidades identificadas 
para que participen en la encuesta, se creó un censo 
no exhaustivo de las ONG participantes que, para 
el análisis de los datos9, constituyen una población 
depurada bajo los siguientes criterios: se decidió 
excluir del estudio presente a las ONG extranje-
ras y además a tres tipos de entidades bolivianas10: 
a) ONG bolivianas que trabajan centradas en el 
sector de microcréditos, por presumiblemente con-
tar con estructuras y percepciones diferentes que 
el conjunto de ONG inmersas principalmente en 

7	 La encuesta se alojó en: www.encuestafacil.com
8	 Debido a la ausencia de multas por no comunicar el cese de actividad y los costos derivados de un proceso judicial de la liqui-

dación de bienes (Código Civil, Ley Nº 12760, 1976, Art. 65).
9	 Los conjuntos de datos cuantitativos y cualitativos recogidos se trataron mediante un análisis descriptivo (media, mediana, 

asimetría, frecuencias, tablas de contingencia), estadística no paramétrica (prueba de X² de Pearson), estadística paramétrica 
(análisis de varianza), análisis de la regresión y correlaciones. Todas las relaciones a las que se hace referencia a continuación son 
significativas a un nivel de confianza de 95% y en caso contrario se indicará.

10	Un dato que permite detectar diferencias de forma cuantitativa entre los tres tipos excluidos y el conjunto de las ONG incluidas 
es el ítem Monto ejecutado (en 2008): comparando los recursos de los que disponen, se observan diferencias muy elevadas que 
apoyan la decisión de excluir los tres tipos mencionados. Mientras 60% de las ONG incluidas en el estudio ejecutó entre $us 0 
y $us 200.000, la mitad de las redes disponía de más de $us 800.000 y 75% de las ONG de microcrédito y de las paraestatales 
ejecutaron en el 2008 más de $us 1 millón. En la tabla 2 se hace referencia a algunos datos claves de las entidades excluidas con 
fines comparativos.
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otros sectores11; b) Redes de ONG o ONG de se-
gundo nivel, por suponer que sus estructuras, rela-
ciones con otros actores y recursos obedecen a lógi-
cas diferenciadas al resto de entidades incluidas bajo 
el término ONG boliviana; y c) Instituciones con 
la personalidad jurídica de Asociación o Fundación, 
que prestan servicios básicos y que cuentan con un 
tamaño y estructuras muy grandes y se puede califi-
car de tener una escala y un alcance paraestatal.

LA EVOLUCIÓN DEL SECTOR DE LAS 
ONG EN BOLIVIA

Iniciando el análisis con una perspectiva cuan-
titativa, se observa que desde los años 1980 las 

ONG bolivianas se fundaron a un ritmo cons-
tante, pero no regular. Se puede destacar que la 
tendencia general desde los años 1960 ha ido 
en aumento, con épocas de auge en 1984/85 y 
1995/96 y una coyuntura contemporánea que 
requiere un análisis profundo.

Los datos reflejados en el gráfico 1 corres-
ponden a la fecha de obtención de la persona-
lidad jurídica, por lo que se debe considerar 
que algunas entidades han estado en funciona-
miento varios años antes, y que el trámite de 
obtención de la personalidad jurídica suele ser 
un proceso prolongado12.

Comparando los datos obtenidos en marzo de 
2010 del Registro Único de ONG (RUN) con

Gráfico 1 
Fecha de fundación y tipo de personalidad jurídica (incluye redes y ONG financieras)13
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11	El sector del microcrédito no es exclusivo de las ONG. Para más información: Toro (2010).
12	En varias entrevistas los/as directores/as expresaron, que el proceso puede durar entre diez meses y tres años. En este sentido 

se debe considerar que las entidades radicadas en localidades diferentes a La Paz mostraron mayores dificultades para realizar 
este trámite antes de las leyes de descentralización administrativa (1995). Respecto al Registro Único de ONG del VIPFE se 
mantiene esta situación, ya que las entidades deben renovar su registro cada tres años en La Paz.

13	Los datos reflejados en el gráfico 1 son un cálculo de las cantidades absolutas de entidades fundadas en cada año en base a los datos 
obtenidos mediante la encuesta. Por lo tanto debe considerarse que las cantidades específicas de cada año pueden no ser exactas.
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los publicados por el Ministerio de Hacienda 
(1997: 614), basados sobre datos del RUN de 
1996, se puede apreciar que el número total de 
ONG bolivianas registradas14 ha aumentado en 
46% y el de las ONG extranjeras en 49% entre 
1996 y 2010.

1960-1970: Las instituciones sociales 
religiosas y la oposición a las dictaduras

Las tendencias observadas en el gráfico 1 en-
tre 1960 y hoy coinciden con lo descrito por 
varios autores (Peres y Casanovas, 1992: 1-15; 
Arrellano-López y Petras, 1994: 72, 76-77; Ro-
dríguez-Carmona, 2008: 33-53 y Kohl, 2007: 
135) que coinciden en manifestar, que “las 
primeras instituciones (ONG) surgieron por 
el impulso de congregaciones religiosas” en la 
década de 1960 y que “a mediados de los años 
70 un nuevo periodo se inicia para las ONG. 
Bajo el gobierno militar […] se crean las pri-
meras ONG de inspiración política y secular” 
(Sandoval, 1993: 9-15).

1980: Transición a la democracia e inicio 
de la Política de Ajuste Estructural

En 1982, la transición a la democracia permi-
tió el retorno a Bolivia de muchos profesionales 
exiliados durante las dictaduras que habían estu-
diado y creado contactos con organizaciones de 
solidaridad y cooperación, sobre todo en Europa 
(Peres y Casanovas, 1992: 3, 13). En esta época 
se crean varias entidades y se formalizan muchas 
de las entidades activas durante las dictaduras. 
La sequía de 1982-83, la crisis financiera en 
el gobierno de la Unión Democrática Popular 
(1984) y las medidas de la Política del Ajuste 

Estructural bajo el D.S. 21060 en el gobierno de 
Paz Estenssoro (Movimiento Nacionalista Revo-
lucionario aliado a Acción Democrática Nacio-
nal) a partir de 1985, requerían de la participa-
ción de la iniciativa privada (sin fines lucrativos). 
En el caso de Bolivia, se fomentó este proceso 
mediante el Fondo Social de Emergencia y otras 
políticas estatales basadas en la visión del Fon-
do Monetario Internacional y los donantes de 
que las ONG -como parte del sector privado- 
constituyeron una alternativa eficaz y transpa-
rente al Estado. El aumento del número de enti-
dades, se debe en este contexto al reconocimien-
to del modelo ONG como parte central de las 
estrategias de los donantes para paliar los efectos 
sociales negativos del ajuste estructural (World 
Bank, 1989; Van Niekerk, 1992: 42-45; Peres y 
Casanovas, 1992: 10-12, 18; Wils en Edward y 
Hulme, 1996: 58) y la mayor disponibilidad de 
fondos externos (Sandoval, 1993: 15; Arrellano-
López y Petras, 1994: 74, 81-83; Kohl, 2007: 
136-137). Según Van Niekerk (1995: 26), en 
estos años se crearon nuevas entidades “[…] 
afiliadas a movimientos populares o a la nueva 
corriente neoindigenista […]” y a iglesias y sec-
tas protestantes, y “[…] ONG, muchas veces 
constituidas por la asociación de un grupo de 
profesionales […] [con] fines más pragmáticos y 
[que] no se definen por motivos ideológicos o de 
compromiso político alguno”; a diferencia de las 
“ONG tradicionales de izquierda”.

En este contexto se promulga el D.S. 22409 
(1990) que tiene como objetivo regular y regis-
trar a las ONG bolivianas y extranjeras. A su vez, 
es el periodo de mayor centralidad de las redes 
de ONG (Peres y Casanovas, 1992: 14-19; Van 
Niekerk, 1995: 27-28), de las cuales pocas siguen 
en funcionamiento en la actualidad.

14	En 2010 se localizó además a 140 entidades no registradas en el Registro Único de ONG, lo que equivale a un 23% de entida-
des no registradas.
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1994-1995: Ley de Participación Popular

Mediante los procesos de la descentralización 
administrativa vinculados a la Ley de Partici-
pación Popular (Ley 1551 de 1994) y la Ley de 
Descentralización Administrativa (Ley 1654 
de 1995), consideradas como reformas de se-
gunda generación,

[…] las organizaciones internacionales impul-
soras del modelo de ajuste estructural, Banco 
Mundial (BM) y Fondo Monetario Interna-
cional (FMI), buscaron atenuar los impactos 
negativos del modelo buscando al mismo 
tiempo seguir acortando las atribuciones del 
Estado (Liendo, 2009: 29, 48, 57). 

Las mencionadas leyes bolivianas fueron apo-
yadas y en gran medida ejecutadas por las ONG 
y, a su vez, permitieron o inclusive exigieron la 
creación de una gran cantidad de nuevas enti-
dades con la tarea de gestionar los fondos de la 
cooperación internacional destinados a socia-
lizar las leyes y capacitar a los nuevos cuadros 
técnicos municipales.

Este mismo proceso incrementó posterior-
mente la competencia por recursos entre los 
nuevos municipios y las ONG (Recolons, 2000: 
58; Kohl, 2007: 221-222), que explica en parte 
el importante declive en el número de entida-
des fundadas entre 1997 y 1999. Esta reducción 
surge también por la mayor crisis de legitimidad 
que atravesaron las ONG bolivianas en su his-
toria y que se ignora en las publicaciones que 
evalúan desde las ONG o desde el gobierno el 
rol de las ONG en la implementación de estas 
leyes15: no se mencionan las tensiones iniciales 
entre ONG y organizaciones sociales por la per-
cepción de una privatización de los derechos y 

servicios básicos. A pesar de las reservas de las 
organizaciones sociales y su lucha por cambiar 
las leyes, las ONG bolivianas seguían con los 
procesos proyectados y financiados, capacitando 
el personal de los nuevos municipios en temas 
de gestión y planificación presupuestaria y de 
proyectos; no se involucraron junto a las orga-
nizaciones sociales para lograr un carácter más 
participativo de estas leyes neoliberales (Kohl, 
2007, 233-237). Liendo (2009: 52-53) señala 
que se logró modificar favorablemente la Ley de 
Participación Popular debido al “aporte de los 
técnicos que la construyeron y de sus años de 
trabajo en diversas ONG.”

Hugo Fernández, entonces director de la red 
UNITAS, a fin de explicar la crisis de las ONG 
alrededor del año 2000 desde las mismas enti-
dades, planteó otras hipótesis: a) la existencia 
de una crisis institucional generalizada que se 
pretende focalizar en las ONG, b) la percepción 
negativa de un proceso de concentración natural 
posterior a una fase de expansión en el sector 
de las ONG, y c) las falencias organizacionales 
internas y de acción de algunas ONG (AIPE, 
2001: 111-135).

Por otro lado, otros autores rechazan las teo-
rías explicativas del desarrollo de las ONG bo-
livianas que toman como referencia exclusiva a 
coyunturas externas en financiamientos y a la po-
lítica, para plantear una aproximación economi-
cista en base al modelo de equilibrio del mercado 
entre la oferta de las ONG y la demanda de los 
beneficiarios. Barrios Suvelza (1997: 5) detecta 
un carácter oligopólico de las entidades que les 
permite definir los productos o servicios que el 
beneficiario debe utilizar. Pero la imposibilidad 
de llegar a un punto de equilibrio entre servicios 
ofertados y solicitados perjudica a las ONG, las 
personas atendidas y la imagen del sector. 

15	Por ejemplo: Ministerio de Desarrollo Humano de Bolivia (1994). 



Marcela Mérida. Luz crepuscular. Acrílico, 2007.
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Ya desde la década de 1980 existieron posicio-
nes críticas a las ONG entre las organizaciones 
sociales16 (León y Toranzo Roca, 1990: 39), y la 
ruptura de la relación entre estos dos actores so-
ciales que surge en el marco de la Ley de Partici-
pación Popular no se superó desde entonces y es 
un factor clave para comprender la distancia e in-
comprensión que caracteriza a la situación actual.

2000-2005: Movilizaciones sociales

Ampliando los hallazgos de Rodríguez-Carmo-
na (2008: 112-129) y Liendo (2009: 30-31), se 
puede deducir que el aumento en el número de 
ONG a partir del 2000 se debe en parte a los 
procesos de la elaboración entre el Gobierno, 
movimientos sociales y ONG de la Estrategia 
Boliviana de Reducción de la Pobreza (EBRP) 
-promovida por el FMI como condición para 
poder acceder a nuevos créditos- y la Ley de 
Diálogo Nacional (Ley 2235, 2001). Los pro-
cesos de consulta se truncaron, y con ello las 
perspectivas de una renovación del rol central de 
las ONG y la disponibilidad de fondos, en el 
marco de una crisis económica y de crecientes 
demandas sociales.

A partir de 2000, las movilizaciones sociales 
-principalmente en contra de las políticas res-
pecto a los recursos naturales- requerían la ges-
tión de medios financieros procedentes de una 
parte de la cooperación internacional a los mo-
vimientos sociales. De nuevo, se puede suponer 
que la mayor disponibilidad de fondos incentiva 
la fundación de ONG.

Otro argumento que puede explicar un au-
mento del número de ONG en un momento 
de crisis social y económica -como la recesión 
económica entre 1999 y 2001- es la falta de 

oportunidad laboral en el sector público y la em-
presa privada para los profesionales bolivianos 
en combinación con la disponibilidad de flujos 
elevados de fondos internacionales que conse-
cuentemente se canalizaron a través de las ONG 
(Arrellano-López y Petras, 1994: 80).

Aunque algunas ONG bolivianas apoyaban 
activamente a los movimientos sociales, la ma-
yoría no se posicionaron con un discurso políti-
co claro, lo que reforzó las rupturas provocadas 
anteriormente. La incapacidad de las ONG de 
situarse políticamente es una constante desde la 
década de 1980 (León y Toranzo Roca, 1990: 
49) hasta la Asamblea Constituyente de 2006 y 
la actualidad.

2006-2011: El proceso de cambio

[…] la profundización de la participación 
del Estado en la economía y en las políticas 
sociales es una tendencia que produce un 
nuevo ciclo de intervención estatal que 
podría redefinir el lugar y el papel de ins-
tituciones como las ONG […] (Bazoberry 
Chali y Ruiz, 2010: 148)

En la coyuntura política actual, resulta muy 
complejo interpretar los datos obtenidos y por 
eso, en primer lugar es necesario exponer algu-
nas consideraciones. El sector de las ONG bo-
livianas sigue creciendo aunque en los últimos 
años se fundaron menos entidades: comparan-
do el número de ONG nacionales fundadas 
en los quinquenios 1991-1995 y 2004-2008, 
se puede medir un descenso de la tasa anual 
media de creación en más de 40%. El aumento 
total del número de las entidades registradas en 
46% entre 1996 y 2010 se debe por lo tanto 

16	“[…] no hay que proclamar falsamente que todas las ONG´s son emisarios enviados por el imperialismo.”, “Las ONG´s son 
k´haras […]. Son dictadores, lo saben todo. […] reparten plata con toda facilidad y corrompen a la gente […]” (León y Toranzo 
Roca, 1990: 39)
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menos a un aumento en la tasa de fundación, 
que a una tasa de sobrevivencia positiva esti-
mada en solo 40% después de entre 15 y 25 
años de funcionamiento. La resultante tasa 
de mortalidad elevada (60%) entre las ONG 
bolivianas debe ser el tema central de otra in-
vestigación17. Un resultado de esta tendencia 
es la corta edad de la mayoría de las entidades 
(menos de 11 años) y el porcentaje reducido 
de ONG veteranas (solo 10% tiene más de 24 
años de existencia)18.

Observando las fechas de creación de las fun-
daciones en el gráfico 1, cabe concluir que cons-
tituyen un fenómeno reciente en el ámbito de 
las ONG, ya que 81% de ellas tiene menos de 
10 años de existencia. Ello implica que desde el 
año 2000, 50% de las ONG bolivianas inscritas 
han sido fundaciones.

Considerando el contexto político, cabe des-
tacar que, a pesar de que en los inicios de su 
gobierno en el año 2006, Evo Morales Ayma 
incorporó -o cooptó- a una cantidad impor-
tante de directores de ONG como ministros(as) 
o viceministros(as) (El Diario, 2006; La Prensa, 
2007a), el discurso público respecto a las ONG se 
tornó más crítico hacia finales de 2007 (El Deber, 
2007), probablemente debido a los recelos de las 
organizaciones sociales por la presencia de estos 
expertos en desarrollo, provenientes de las ONG 
y anteriormente vinculados a la cooperación in-
ternacional y de un origen social urbano de clase 
media (Rodríguez-Carmona, 2009: 32-33).

Tanto el discurso político del gobierno del 
Movimiento al Socialismo-Instrumento Político 

para la Soberanía Popular (MAS-IPSP) como las 
políticas sociales emprendidas han desplazado a 
las ONG bolivianas de su posición central, por 
un lado, como mediador entre gobiernos y be-
neficiarios, y por otro lado, como un canal cen-
tral de recursos provenientes de la cooperación 
internacional. Ello se debe a que una gran parte 
de los beneficiarios, especialmente las organi-
zaciones sociales originarias del occidente y los 
sindicatos cocaleros, se considera parte del go-
bierno o un actor con una comunicación directa 
con el mismo (Farah, 2008: 57) y que además 
percibe un reciente interés por parte de los do-
nantes extranjeros de trabajar directamente con 
los organizaciones sociales, fomentando su insti-
tucionalización. Las relaciones que existen entre 
la cooperación internacional y las organizaciones 
sociales deben ser el tema central de otra investi-
gación, ya que muchas también reciben fondos 
externos (La Razón, 2010c). A su vez implica 
que en la actualidad, las ONG deben competir 
con sus antiguos beneficiarios.

En las políticas de desarrollo nacional, el Go-
bierno del MAS inició una política social más in-
clusiva y extensiva que gobiernos anteriores y, de 
esta forma (por lo menos en el discurso), duplica 
a la intervención de las ONG en estos ámbitos. 
Por otro lado, el gobierno logró alinear formal-
mente a los donantes extranjeros al Plan Nacio-
nal de Desarrollo (PND) (Rodríguez-Carmona, 
2008: 195-200) en una relación de ayudas bila-
terales y de esta forma vinculando una parte de 
los recursos que antes se canalizaban hacía las 
ONG de forma directa a las administraciones 

17	Para mayor información sobre teorías que abordan los procesos de cesación de organizaciones: Baum y Singh (1994), Hager y 
Glaskewiecz et. al. (1996).

18	El número reducido de entidades fundadas en 2009 se debe probablemente a la falta de inclusión en directorios y registros a 
principios de 2010, mientras se puede suponer que el número bajo de fundaciones en 2005 se debe a que entonces se dieron 
varios gobiernos interinos en un contexto de movilizaciones sociales intensas, por lo que los procesos administrativos se prolon-
garon aún más o incluso se suspendieron. Entidades fundadas recientemente pueden haber participado en el estudio con más 
frecuencia para darse a conocer o contactar con donantes. Las entidades con más edad no tienen este incentivo y al contrario 
han participado en muchos estudios sin haber visto resultados; ambas posiciones se reflejaron en los comentarios de la encuesta.



Las ONG bolivianas: análisis de su evolución y dimensión financiera |89

públicas centrales (Farah, 2008: 69; El Diario, 
2007; La Prensa, 2007c).

En un nivel macroeconómico, el gobierno lo-
gró disminuir la dependencia de la cooperación 
internacional y de las instituciones financieras 
internacionales (FMI y BM) gracias a la mayor 
renta hidrocarburífera producto de la nacionali-
zación, que se expresa en la reducción de la Ayu-
da Oficial al Desarrollo (AOD) en el Producto 
Interior Bruto (PIB) de 12% en 2003 a 4,4% en 
200919. Esta tendencia, en combinación con la 
condonación de gran parte de la deuda externa 

boliviana mediante la “Iniciativa HIPC (Países 
Pobres Muy Endeudados) a partir de 1998 y 
a la Iniciativa de Alivio de Deuda Multilateral 
(IADM) a partir del 2005, a raíz de la iniciativa 
del G8” (Fundación Jubileo, 2009: 2), permite 
al gobierno boliviano obtener más créditos co-
merciales y concesionales20 y compensar la re-
ducción de los niveles de donaciones resultantes 
de la crisis financiera global y la actual reorienta-
ción de los fondos de los países donantes a países 
africanos y del este europeo. El desarrollo de es-
tos datos se puede observar en el gráfico 2.

Gráfico 2 
 Tipo de financiamiento externo de Bolivia, 1995-2010 (en porcentajes)21
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La alineación de los donantes al PND y la 
mayor contratación de créditos -aspiraciones 
legítimas hacia una mayor horizontalidad en-
tre las agencias de la cooperación internacio-
nal y el Estado boliviano- tienen como tema 

subyacente el discurso del gobierno boliviano 
actual de que la cooperación internacional 
-especialmente USAID (La Razón, 2011)- 
constituye una amenaza para el país y las as-
piraciones al modelo de desarrollo autóctono 

19	Fuentes: Rodríguez-Carmona (2009: 25) y OECD/Banco Mundial: http://www.oecd.org/dataoecd/56/6/1867487.gif, 
[04.04.2011]

20	Los créditos concesionales se otorgan por parte de las Instituciones Financieras Internacionales (IFI) con condiciones financie-
ras ventajosas, pero bajo ciertos condicionamientos respecto al uso de los fondos. Los créditos comerciales tienen las condicio-
nes financieras del mercado, pero no están sujetos a condicionamientos por parte de los acreedores.

21	Los montos de cada tipo de financiamiento externo se reflejan en el gráfico 7.
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denominado “vivir bien”22. Y a pesar de que 
muchas entidades -tanto ONG bolivianas 
como donantes- consideran que, con su tra-
bajo de capacitación de bases y líderes en temas 
de derechos civiles y humanos durante décadas, 
han aportado a la llegada del MAS-IPSP al go-
bierno, este último y los movimientos sociales 
que lo apoyan perciben a las ONG bolivianas 
como parte funcional de la cooperación ex-
tranjera y no de la sociedad boliviana (La Ra-
zón, 2010a,b). Evo Morales lo expresó ya en 
1990, cuando era líder sindicalista en el Cha-
pare: “Existen ONG´s oficialistas, pagadas por 
USAID vía programas del Gobierno” (León y 
Toranzo Roca, 1990: 42). Esta percepción sur-
ge, en primer lugar, por el rol que han cumpli-
do las ONG en la implantación de leyes y po-
líticas consideradas como perjudiciales por las 
organizaciones sociales y, en segundo lugar, por 
la imposición percibida por los antiguos bene-
ficiarios respecto a los temas, metodologías y 
objetivos que perseguían las ONG con sus pro-
yectos y capacitaciones (Arrellano-López y Pe-
tras, 1994: 74). A pesar de estas consideracio-
nes, no se debe ignorar el aporte de las ONG 
bolivianas, pero como un factor entre muchos 
(Bazoberry Chali y Ruiz, 2010: 95).

Se puede resumir que el giro en las políticas 
de desarrollo del gobierno de Evo Morales y los 
cotas de poder que alcanzaron los movimientos 
sociales afectan de forma directa a las ONG bo-
livianas, aunque queda por analizar el alcance 
y las dimensiones de las consecuencias. Rodrí-
guez-Carmona concluye que en los últimos años 

“el empuje de los movimientos sociales dejó a 
estas ONG sin proyección política, atrapadas en 
sus espacios autoreferenciados de intervención” 
(2009: 29-34).

En el caso de las ONG se trata de un conjun-
to de organizaciones jóvenes23, o mejor dicho, 
en constante renovación debido a un proceso 
permanente de creación y cese, cuya intensidad 
obedece a procesos internos (que en el presente 
estudio no se puede abordar), como a factores 
políticos, económicos y sociales.

 3. LA DIMENSIÓN ECONÓMICA DE 
LAS ONG BOLIVIANAS

La institución ONG24

El tamaño de las ONG se mide en el contex-
to del presente estudio mediante el número de 
oficinas y de personal. Más adelante, el análisis 
de los datos económicos se puede incluir como 
una dimensión adicional que indica el tamaño 
de una entidad.

Casi la mitad de las entidades dispone solo 
de una oficina y 73% de las ONG tiene entre 
una o dos oficinas. Sorprendentemente, no se 
puede detectar una relación entre el número de 
departamentos donde intervienen las ONG y 
el número de oficinas, pero en la medida que 
aumenta la edad de las entidades, cuentan ten-
dencialmente con más oficinas. Y, como es de 
esperar, en la medida que aumenta el número de 
oficinas se puede observar un mayor número de 
personas empleadas y viceversa.

22	El Plan Nacional de Desarrollo 2006-2011 (PND) declara los principios de este modelo de desarrollo alternativo y autodeter-
minado (http://www.ine.gob.bo/pdf/PND/00.pdf ) (04.04.2011).

23	La edad es un factor que influye en la valoración de algunos temas de intervención, el tamaño de la entidad, el monto ejecutado, 
la parte proporcional de los ingresos provenientes de la cooperación internacional, la percepción de un entorno favorable, la 
valoración de las causas de los propios éxitos y la percepción de la complejidad de la entidad.

24	El tamaño de la entidad guarda relación, además de las características descritas en este punto, con el número de personas aten-
didas, el sexo del o de la representante, la percepción de la dificultad de obtener fondos, la complejidad percibida, el grado de 
descentralización, la profesionalización y la formalización.



Las ONG bolivianas: análisis de su evolución y dimensión financiera |91

Gráfico 3
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Solo 2% de las ONG son organizaciones uni-
personales. Desde 1996 se redujo ligeramente el 
porcentaje de las entidades bolivianas con hasta 
10 empleados, mientras casi se duplicó la parte 
de las entidades de entre 21 y 50 personas. La 
parte de las entidades grandes -con más de 50 
empleados- se redujo de 7% a 3% (Ministerio 
de Hacienda, 1997: 620). El aumento del núme-
ro de las ONG de tamaño medio y la reducción 
del porcentaje de las muy pequeñas (o micro) y 
de las muy grandes, indica una mayor institucio-
nalización del sector, en combinación con medi-
das que buscan un crecimiento sostenible o una 
mayor eficiencia en la reducción de la plantilla.

El gráfico 4 refleja el número de empleados de 
las ONG y las agrupa en intervalos establecidos 
para el sector de la empresa privada25. Como cabe 
suponer, existe una relación entre la edad y el nú-
mero de empleados con un aumento progresivo y 
lento; y un mayor monto de recursos ejecutados se 

relaciona con un número mayor de empleados.26 
La mitad de las Asociaciones ocupa una o dos ofi-
cinas y hasta 15 personas y la mitad de las Funda-
ciones una oficina con hasta 12 empleados.

Gráfico 4 
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Los datos recogidos no permiten segregar el 
personal según su perfil profesional o el grado 
de calificación, pero cabe suponer que la ten-
dencia descrita por Sandoval (1993: 29) no ha 
sufrido variaciones: a los profesionales de pri-
mera hora, de un perfil de las ciencias sociales 
y humanas, se incorporó personal de un perfil 
más técnico y económico para responder a las 
exigencias de los proyectos. Cabe profundizar 
y revisar hasta qué punto en la actualidad este 
último perfil es el predominante (Rodríguez-
Carmona, 2009: 29-37).

Un resultado del estudio es la constatación del 
carácter heterogéneo del conjunto de las ONG: 

25	Estos intervalos difieren ligeramente de los utilizados en la publicación del Ministerio de Hacienda (1997: 620) a los que se 
hace alusión en el párrafo anterior.

26	Existen diferencias elevadas en el número de personal, en primer lugar, entre las ONG con menos de $us 200.000 (que consti-
tuyen 60% de las entidades) y los de entre $us 200.000 y $us 400.000; en segundo lugar se observa un aumento pronunciado 
a partir de los $us 800.000 (10% de las ONG bolivianas).
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no se pueden agrupar según una tipología cerra-
da que contempla a todas las características ana-
lizadas anteriormente. Por esta razón, se decidió 
aplicar una tipificación en cuatro subgrupos a las 
ONG bolivianas, conforme a la lógica del sector 
de la empresa privada: micro, pequeña, mediana 
y grande que se ve reflejada en la tabla 2 y el grá-
fico 4. Esta decisión se justifica ya que las entida-
des no lucrativas bolivianas adoptaron el modelo 
empresarial de gestión (y no necesariamente lo 
adaptaron). A su vez, se contrastó la interrela-
ción positiva entre el tamaño de la entidad, su 
edad y su grado de complejidad y formalización. 
Esta tipificación se valida por existir diferencias 
significativas entre los cuatro grupos en varias 
características analizadas27. Por todo lo expues-
to, se trata de una tipificación válida para reflejar 
y diferenciar el crecimiento organizacional y el 
grado de institucionalización.

A pesar de lo expuesto, cabe mencionar que 
una diferencia clave entre los dos sectores es el 
gran porcentaje de empresas unipersonales re-
gistradas, frente al carácter marcadamente colec-
tivo de las asociaciones y fundaciones. Las dos 
características -lo no lucrativo y ser fundado en 
casi todos los casos por un grupo de individuos-
marcan las diferencias en las lógicas internas de 
las ONG frente a las empresas.

Considerando el aporte de cada uno de estos 
tipos al empleo en el sector de las ONG boli-
vianas, cabe destacar la gran diferencia con la 
empresa privada: mientras en 1999, en el sec-
tor privado el sector micro ocupó 83% de los 
empleados, la Pequeña y Mediana Empresa 

(PyMES) 8% y las grandes 9%28, en el sector 
de las ONG, se invierte esta tendencia como se 
puede observar en la tabla 2.

Comparando el tamaño del sector de las 
ONG bolivianas con el de la empresa privada 
(considerando solo a las empresas registradas 
y con una actividad parecida a las ONG29), 
cabe destacar que el número de las Organi-
zaciones No Lucrativas registradas (especiali-
zadas en su gran mayoría en el sector social y 
la educación, pero también en los servicios fi-
nancieros) es cuatro veces menor que el de las 
empresas de estos sectores con fines lucrativos. 
Pero en esta comparación se debe considerar 
la tasa de informalidad mucho más elevada 
en la empresa privada, por lo que el sector no 
lucrativo resulta residual en el conjunto de la 
economía boliviana.

Los datos financieros 
de las ONG bolivianas

A continuación se detallará el monto que eje-
cutaron las ONG bolivianas en el año 2008, el 
porcentaje de fondos propios invertidos y las 
fuentes de financiación existentes. No es posible 
obtener datos fiables, sistematizados y exhausti-
vos sobre los recursos de los que dispone el con-
junto de las ONG bolivianas, sobre todo debido 
a que no todas las entidades se registraron ante 
el RUN y que los datos de las allí registradas no 
son accesibles (tampoco de forma anónima), a 
que las fuentes de financiamiento son diversifi-
cadas y a que tampoco los donantes sistematizan 

27	Como la edad, el porcentaje de mujeres empleadas, el sexo de la o del representante, la presencia de cooperantes remuneradas(as), 
el monto ejecutado, el porcentaje de los fondos recibidos de la cooperación internacional, el porcentaje de fondos propios in-
vertidos, el número de departamentos donde intervienen, la complejidad organizacional percibida, la percepción de la predic-
tibilidad y estabilidad del entorno, la percepción de la escasez, dificultad de acceso y estabilidad de los recursos y la percepción 
de la incertidumbre.

28	PNUD, 2002: 85. http://hdr.undp.org/fr/rapports/national/ameriquelatinecaraibes/bolivia/bolivia_2002_sp.pdf, [04.04.2011]
29	Servicios comunitarios, sociales y personales (935), Servicios sociales y de salud (819), Educación (584) e Intermediación 

financiera (305). Ver: Fundempresa (2010).
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y publican sus datos (segregados) (Sandoval, 
1993: 47-48)31.

Montos ejecutados
En el gráfico 5 se observa que hay una distri-
bución desigual entre las entidades respecto al 
monto ejecutado, existiendo una reducida élite 
(4%) que ejecutó más de $us 1 millón, mien-
tras que más de la mitad ejecutó entre $us 0 y 
$us 100.000. El hecho de que 13% de las ONG 
bolivianas funciona con menos de $us 10.000 al 
año muestra un elevado grado de voluntariado y 
subsistencia organizacional en las mismas.

Comparando los datos de 2008 con los del año 
1996 (Ministerio de Hacienda, 1997: 621) se ob-
serva que hasta el año 2008 se redujo la parte de las 
entidades con fondos menores a $us 200.000 de 
72% a 61%; aumentó la parte de las entidades con 
fondos entre $us 400.000 y $us 1 millón de forma 
importante -de 9% a 23%- y que se redujo de 
6% a 4% la parte de las entidades que disponen 

de más de $us 1 millón. Esta última tendencia se 
acentúa considerando que en 1993 el grupo ascen-
dió a 10%32 (Van Niekerk, 1995: 29). 

En resumen, ello indica que, como en el as-
pecto del número de personal detallado ante-
riormente, se va hacia una mayor instituciona-
lización de las ONG micros y una reducción en 
tamaño de las entidades más grandes en estos 12 
años observados.

En la tabla 2 se refleja que el monto que eje-
cutaron las ONG bolivianas -excluyendo a re-
des y entidades financieras- asciende a más de 
$us 228 millones para el año 2008, es decir un 
aumento de 52% desde 1996. Este incremento 
se relativiza considerando el aumento de 46% 
del número de ONG registradas. A su vez, y en 
comparación con los datos del año 1993 (Van 
Niekerk, 1995: 32) se observa que el promedio 
de presupuesto de cada ONG boliviana se ha re-
ducido ligeramente, si vemos el efecto inflacio-
nario y los tipos de cambio entre 1993 y 200833.

Gráfico 5 
 Monto ejecutado (2008)
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31	Por tanto, se procedió a consultar con las entidades contactadas acerca de este dato que muchos consideran sensible al punto 
de no contestar esta pregunta y, por consiguiente, abandonar la encuesta. 

32	La comparación de los datos no considera el efecto inflacionario o de tipo de cambio.
33	En términos absolutos el promedio ha aumentado en 38% de $us 302.000 (1993) a $us 417.000 (2008).

Fuente: Elaboración propia; (N=118)
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En la tabla 2 se observa también que las 
ONG de tamaño mediano (20 a 49 empleados/
as) constituyen 27% de las entidades, pero ma-
nejan 59% de todos los recursos ejecutados. Aun 
así, el monto medio ejecutado por cada una de 
las grandes es el más elevado: $us 1.2 millones. 

Wils (en Edward y Hulme, 1996: 54-62) de-
finió para el año 1991 para Bolivia y Perú como 
big NGO (ONG grandes) a entidades con más de 
125 empleados, un monto anual de más de $us 
1.2 millones y más de 25.000 familias como bene-
ficiarias. Se mencionó anteriormente que el por-
centaje de las grandes ha disminuido, pero sí exis-
ten en la actualidad ONG bolivianas que cumplen 
con el perfil de Wils, pero en números muy redu-
cidos y que se pueden agrupar bajo el concepto 
de very big NGO (VBINGO) o eventualmente de 
paraestatal. Esta tendencia contradice lo expuesto 
por Sogge (2002: 158), ya que no se puede verifi-
car que desde los años 1980 se intensificó la pre-
sión para maximizar a organizaciones y proyectos. 

El monto ejecutado tiene además relación 
con la extensión de la intervención en el terri-
torio nacional, el tamaño de la ONG, el por-
centaje de los fondos que recibe la entidad de 
la cooperación internacional, la percepción de 
las causas de los propios éxitos, la valoración del 
carácter predecible del entorno y la complejidad 
percibida de la entidad.

Fondos propios
55% de las entidades invirtió entre 10% y 20% 
de fondos propios en el año 2008; 20% no in-
virtió ningún recurso financiero propio y 25% 
maneja montos propios mayores a 30% e inclu-
so llegan al 100% en 5% de los casos. Ello sig-
nifica que desde 1996, se ha reducido el porcen-
taje total de fondos propios invertidos de 23% a 
16% (Ministerio de Hacienda, 1997: 652).

A su vez cabe mencionar que las fundaciones 
invierten en promedio más fondos propios pero, 
a pesar de que el hecho de contar con fondos 

propios es un requisito para poder obtener la 
personalidad jurídica de fundación, no se puede 
detectar una relación significativa entre el hecho 
de que una entidad sea una fundación y un ma-
yor porcentaje de fondos propios invertidos. En 
este sentido se debe profundizar si las fuentes de 
financiación aplican las mismas exigencias res-
pecto a la aportación de fondos propios a todo 
tipo de ONG, lo que podría constituir una ven-
taja competitiva para las fundaciones.

Resulta complejo interpretar la relación entre 
el porcentaje de los fondos que provienen de la 
cooperación internacional y la parte de los fondos 
propios invertidos: a mayor parte de recursos re-
cibidos de los donantes extranjeros, se observa un 
menor porcentaje de fondos propios invertidos. 
Este último dato refleja, por un lado, que en au-
sencia o con niveles bajos de financiación por parte 
de la cooperación internacional muchas entidades 
deben invertir sus propios fondos para ejecutar sus 
actividades y mantener su propio funcionamien-
to, lo que muestra una falta de fuentes externas de 
financiación alternativas para las ONG bolivianas 
(Recolons, 2000: 55). Por el otro lado, indica que 
las entidades que reciben una gran parte de sus 
fondos de la cooperación internacional (y que ten-
dencialmente son las ONG con mayores recursos 
financieros) incluyen una menor parte de fondos 
propios en la ejecución de su presupuesto. 

El modelo que visualiza la relación entre estos 
dos factores muestra que el conjunto de las ONG 
que reciben entre 60% y 100% de fondos de la 
cooperación internacional -72% de las entida-
des- no varía la inversión de fondos propios en 
la medida que se acerca a 100% de financiación; 
lo que significa que las entidades que dependen 
en gran medida de la cooperación internacional 
no están expuestas a condicionantes de aumentar 
la inversión de fondos propios -por lo menos no 
a niveles medios superiores a 20%-; y a su vez, sí 
pueden reducir la parte de los fondos propios in-
vertidos por contar con una fuente de financiación 
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Marcela Mérida. Pájaros en el árbol. Acrílico, 2007.
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externa. Las ONG jóvenes invierten un mayor 
porcentaje de fondos propios, apoyando la hipóte-
sis de que las entidades nuevas funcionan durante 
un tiempo inicial gracias a fondos propios por su 
mayor dificultad de acceso a recursos.

El promedio de fondos propios invertidos de 
las entidades de la ciudad de La Paz es el mayor 
(entre 20% y 30%), mientras que es bastante 
menor en Tarija (10%)34. 

Fuentes de financiación
Los fondos recibidos por parte del conjunto de la 
cooperación internacional -ONGD internacio-
nales, embajadas y agencias bilaterales y multilate-
rales35- constituyen la fuente de financiación más 
importante para las ONG bolivianas: para 66% de 
las mismas, representa entre 70% y 100% de sus 
fondos. A su vez, existe un grupo considerable que 
hace constar que no recibe ninguna financiación 
de este origen: son entidades de todo el territorio 
nacional, aunque La Paz destaca de forma despro-
porcional. Son entidades relativamente jóvenes -la 
mitad de estos casos con menos de 5 años de vida-
lo que puede significar que todavía no han podido 
obtener este tipo de financiación externa.

Entre 1996 y 2008 se incrementó el porcen-
taje de los fondos provenientes de la cooperación 
internacional para las ONG nacionales de 66% 
a 80% (Ministerio de Hacienda, 1997: 652), lo 
que implica que el 80% de los fondos que ejecu-
taron las entidades bolivianas en 2008 provino 
de esta fuente de financiación. 

A mayor edad aumenta de forma lineal la 
parte de los fondos provenientes de la coope-
ración internacional. Ello permite suponer, en 
conjunto con el aumento de los montos ejecu-
tados relacionado a la edad, que los donantes 
valoran positivamente una mayor edad de sus 

contrapartes, asociándola probablemente a una 
mayor experiencia e institucionalización. 

La práctica inexistencia de fuentes de finan-
ciación alternativas a la cooperación internacio-
nal se subraya al aparecer solo de formal residual 
en las respuestas a la encuesta. Entre estas fuentes 
de financiación alternativas destacan las institu-
ciones públicas nacionales, que mantuvieron su 
aporte medio a las ONG nacionales en 8% entre 
1996 y 2010 (Ministerio de Hacienda, 1997:65). 

Son escasos y poco frecuentes los ingresos de 
otras fuentes de financiación: beneficiarios, cuotas 
de socios y servicios prestados y, en menor medi-
da, aún existen donantes privados nacionales y se 
usa la venta de productos como medio de ingresos. 
Estos datos confirman lo expuesto por Sandoval: 

Casi el 100% de los requerimientos económi-
cos de las ONG para la ejecución de progra-
mas y proyectos en el área social, así como para 
su funcionamiento institucional, dependen del 
financiamiento externo (Sandoval, 1993: 45).

Gráfico 6 
 Porcentaje de fondos provenientes de la 

cooperación internacional (2008)
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34	Estas diferencias no son estadísticamente significativas.
35	Con el fin de descomplejizar la encuesta, se desestimó la recogida de datos desagregados sobre el peso de los diferentes tipos de 

donantes en la suma (agencias bilaterales y multilaterales y las ONGD internacionales).
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Cabe resumir que, por un lado, los fondos 
provenientes del Estado boliviano son mínimos 
y, por otro lado, que las entidades han reducido 
el porcentaje proveniente de las fuentes de ingre-
so diversificadas. Esto último contradice el dis-
curso de las mismas ONG bolivianas, según el 
cual están en búsqueda de una mayor indepen-
dencia institucional tanto del Estado como de la 
cooperación, que corresponde a la necesidad de 
contar con fuentes estables y no condicionadas 
de financiación.

Considerando el mayor monto que como 
media ejecutan las entidades fundadas por ex-
tranjeros en conjunto o no con bolivianos -has-
ta cinco veces más que las fundadas por boli-
vianas- sí se puede estimar que las entidades 
en cuya fundación participaron extranjeros(as) 
reciben una parte desproporcionalmente mayor 
de los fondos de la cooperación internacional, 
considerando su número reducido (18%) sobre 
el total las ONG bolivianas.

Al desagregar la muestra según la personali-
dad jurídica se observa que la parte de la finan-
ciación proveniente de la cooperación interna-
cional es inferior en las fundaciones que en las 
asociaciones. Chuquisaca, Tarija y Cochabamba 
tienen un porcentaje de financiación de esta 
fuente más elevado que La Paz y Santa Cruz36.

Los fondos desembolsados por los donantes 
extranjeros directamente a las ONG bolivianas 
se incrementaron en 59% entre 1996 y 2008 
(Ministerio de Hacienda, 1997: 652) lo que, 
considerando en primer lugar el efecto inflacio-
nario y en segundo lugar el aumento del 46% en 
el número de ONG bolivianas, permite deducir 

que aumentaron de forma proporcional el nú-
mero de ONG y la cantidad de fondos externos 
disponibles. De esta forma se subraya el carácter 
interconectado e interdependiente de estos dos 
sectores económicos y políticos.

Las estimaciones globales de $us 167,9 mi-
llones procedentes de la cooperación interna-
cional y la existencia de 604 ONG bolivianas 
-reflejadas en la tabla 2-, difieren de los datos 
publicados por Álvarez Téllez (Nueva Economía, 
2010) quien estimó la existencia de 1.000 ONG 
-incluyendo a ONG extranjeras- que reciben 
alrededor de $us 200 millones por año.

En el año 2008, el conjunto de la coopera-
ción internacional desembolsó directamente a 
las ONG bolivianas solo 14% menos que lo que 
destinaron al Estado boliviano en concepto de 
donaciones, como se puede observar comparan-
do la tabla 2 con el gráfico 7. En esta compara-
ción se debe considerar que las ONG nacionales 
recibieron además fondos de ONG internacio-
nales37, mientras los fondos donados al Estado 
boliviano provienen exclusivamente de finan-
ciadores públicos bilaterales y multilaterales en 
concepto de Ayuda Oficial al Desarrollo.

En base a los datos obtenidos mediante la 
encuesta y los facilitados por el VIPFE, se pue-
de estimar que las ONG bolivianas captan di-
rectamente 46% de todas las donaciones que 
desembolsa la cooperación internacional en Boli-
via, mientras el gobierno central recibe 54%. Por 
su parte, el VIPFE estima para el año 2010 que, 
de forma directa o mediante ONGD internacio-
nales39, la cooperación internacional ingresó a 
Bolivia en concepto de donaciones el monto de  

36	Las diferencias no son significativas estadísticamente (sig.>0,05). Se observó la asimetría en la distribución para cada departa-
mento para medir la tendencia.

37	Por la ausencia de datos desagregados, no se puede incluir en los cálculos aquí reflejados.
39	Las ONGD internacionales son financiadoras, receptoras y ejecutoras al mismo tiempo. En 2008, 33% de sus fondos globales 

ejecutados de $us 96,1 millones (CONGI, 2009) provenían de las agencias multilaterales y bilaterales. Las ONGD también 
constituyen un mediador para canalizar fondos de la cooperación internacional a ONG locales, ya que muchos de sus proyectos 
se realizan mediante estas entidades locales.
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$us 228 millones40 adicionales a los $us 129 mi-
llones desembolsados al gobierno boliviano (y re-
gistrados en el VIPFE). Estos datos muestran que 
64% de los fondos externos donados no se cana-
lizan con la intervención del gobierno central41.

Por tanto, en 2008 el monto global ingresado 
a Bolivia desde el exterior en concepto de dona-
ciones se puede estimar en $us 455,4 millones. 
Estos datos no han podido ser contrastados de-
bido a que no existe información sistematizada 
ni de los donantes ni del gobierno boliviano, 
que incluyan tanto a la Ayuda Oficial al Desa-
rrollo como las demás donaciones. 

Aunque el conjunto de las ONG bolivianas 
afirma la propia autonomía, 20% de ellas se 
percibe como dependiente -una tendencia que 
se acentúa entre las ONG con un apoyo mayor 
de la cooperación internacional. Respecto a la 
cuestión de lograr mantener su propia ideología 
frente a un pragmatismo o realismo, las entida-
des más vinculadas en su dimensión financiera a 
los donantes extranjeros también expresan que 
ceden (en parte) en su ideología y que el entorno 
es poco predecible. 

Barrios Suvelza (1997: 5) detecta la existen-
cia de un pragmatismo necesario en las ONG 

38	La distribución porcentual se refleja en el gráfico 2.
40	Datos facilitados por el representante del VIPFE (Jaime Garrón) en la Consulta Nacional “Cambios en las políticas de coope-

ración y desarrollo en Bolivia” (UNITAS, La Paz, 15.06.2011).
41	Existen estimaciones alternativas de que entre 65% y 80% de todos los flujos de la cooperación llegan directamente a alcaldías 

y gobernaciones (La Prensa, 2007b), pero estos datos no son verificables y por lo menos desde el año 2008, una gran parte de 
los fondos que reciben las administraciones públicas bolivianas centrales y descentralizadas pasan por los registros del VIPFE.

Gráfico 7 
 Financiamiento externo por tipo de financiamiento, 

1995-2010 (en millones de dólares)38
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frente a las condicionantes vinculadas a la fi-
nanciación externa, debido sobre todo a una 
falta de recursos locales que permitan pres-
cindir de los donantes extranjeros. Y también 
las mismas ONG afirman esta situación: “Las 
ONG´s tiene[n] una ideología dependiente de 
sus financiadores, que pretenden saber a priori 
las necesidades reales del medio […]” (León y 
Toranzo Roca, 1990: 46). Una argumentación 
alternativa afirma que en relaciones institucio-
nales de larga duración pueden surgir valores 
compartidos (Bazoberry Chali y Ruiz, 2010: 
88).

La mayoría no percibe una escasez de fondos, 
aunque sí existe un grupo importante (26%) 
que los percibe como insuficientes. A su vez, la 
disponibilidad de fondos no implica que sean de 
fácil acceso: se observa que una parte importante 
de las entidades refleja esta opinión. Fernández 
(1994: 70) explicita las exigencias elevadas que 
deben afrontar las ONG locales para interactuar 
con los diferentes donantes extranjeros con prio-
ridades, lenguajes y lógicas diversas. Este punto 
se complementa en cuanto se critica bastante a la 
poca estabilidad de las fuentes de financiación. 
Recolons expone estas circunstancias de la si-
guiente manera: 

Si un proyecto que se presenta a una 
ONGD del Norte va a ser cofinanciado 
por organismos internacionales o agencias 
gubernamentales del Norte, su elaboración 
es a veces tan laboriosa coma la de una tesis 
doctoral (Recolons, 2000: 48). 

Gráfico 8 
 Percepciones respecto a las fuentes 

de financiación42
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La tendencia de percibir a los recursos como 
no escasos, pero sí como difíciles de obtener se 
acentúa en las ONG micros y grandes, las pri-
meras probablemente para obtener algunos fon-
dos y las segundas para obtener suficiente con el 
fin de poder mantener sus complejas estructuras 
organizacionales. 

Revisando si las entidades que trabajan en las 
diferentes áreas de intervención analizadas ante-
riormente difieren en sus valoraciones respecto a 
los recursos, cabe destacar que estos se perciben 
como menos escasos por las entidades que in-
tervienen en las áreas de Fortalecimiento de la 
Justicia e Investigación, y como más escasos en 
Turismo y Minería. La dificultad para obtener 
fondos se rechaza sobre todo en Agropecuario y 

42	Debido a que las fuentes de financiación son casi en exclusivo de la cooperación internacional, lo que expresan las ONG en 
este sentido en la encuesta y reflejado en el gráfico, hace referencia a los donantes extranjeros. Varios enunciados se elaboraron 
a partir de Hay (1990, en Martínez Sánchez (1998: 92) y Martín Sánchez (1998: 92-100). La escala Lickert aplicada incluía 
las siguientes categorías: “1. Nada de acuerdo”, “2. Poco de acuerdo”, “3. Algo de acuerdo”, “4. Bastante de acuerdo” y “5. To-
talmente de acuerdo”. En el análisis realizado no se contempla a la categoría “3. Algo de acuerdo” por tener un grado reducido 
de expresividad. Se presentaron 34 enunciados a evaluar, de los cuales 3 eran preguntas de control, mientras otros 4 enunciados 
tenían que ser excluidos por presentar bajos niveles de fiabilidad. El valor de Alpha de Crombach es de 0,645.
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Comunicación y se afirma en Turismo y Ener-
gía. La estabilidad de las fuentes de financiación 
se afirma más en las áreas de Pequeña Industria y 
Artesanía y Energía.

CONCLUSIONES

El análisis realizado a lo largo de la presente pu-
blicación pretende aportar con datos sistemati-
zados y significativos al vigente debate social y 
político sobre el rol y las potencialidades de las 
Organizaciones No Gubernamentales bolivianas. 

Hasta la actualidad, se pueden detectar los efec-
tos del boom de las ONG alrededor de 1986 -de-
bido a las políticas de ajuste estructural- y 1995 
-por la Ley de Participación Popular-. En un 
plazo medio, se debe evaluar la coyuntura actual 
para poder calificarla con una perspectiva histórica 
y comparativa como depresión o estancamiento 
en la dinámica de creación de ONG bolivianas. El 
sector de las ONG bolivianas sigue activo, aunque 
se redujeron los recursos ejecutados -si se con-
templa el efecto inflacionario y el tipo de cambio.

El hecho que 73% de las ONG disponga solo 
de una o dos oficinas expresa el carácter local 
de la mayoría de las mismas. En los últimos 10 
años, 50% de las ONG bolivianas creadas han 
sido fundaciones. El tamaño del conjunto tiende 
hacia entidades medias y la mitad de las entida-
des tiene menos de 10 años de funcionamiento.

Debe revisarse la definición dada por el Go-
bierno de Paz Zamora en el vigente D.S. 22409 
(1990), en cuanto a que las ONG funcionen “con 
fondos del Estado y/o cooperación externa” ya 
que el aporte porcentual del Estado a las mismas 
sigue siendo mínimo. Los diferentes niveles de las 
administraciones públicas solo aportan con 8% 
de los fondos de las ONG bolivianas y es des-
conocido hasta qué punto esta suma proviene 

también de la cooperación internacional. En este 
sentido, las ONG bolivianas solo son no guber-
namentales en relación a su propio gobierno, ya 
que en primer lugar, la parte de los fondos pro-
pios se redujo a 16% y en segundo lugar, porque 
66% de las entidades recibe por lo menos 70% 
de los financiadores extranjeros -que en gran 
parte son fondos de entidades públicas de países 
del Norte y que se canalizan a las ONG locales 
a través de ONGD internacionales y agencias de 
cooperación multilaterales y bilaterales.

En este aspecto, Bazoberry Chali y Ruiz (2010: 
189) exponen que la legitimidad de las ONG ya 
no es automática por la ausencia del Estado o el 
carácter antidemocrático de los gobiernos, sino 
tiene que surgir necesariamente “por sus compe-
tencias, eficiencia y complementariedad”. A su 
vez, Eyben (2003: 2-5) analiza las relaciones so-
ciales en el sistema de cooperación internacional 
en Bolivia y destaca que los donantes no refuerzan 
las tendencias autoreflexivas en sus propias enti-
dades, ni lo hacen en las contrapartes locales. 

Resumiendo, cabe destacar que se detectó en 
el conjunto de las ONG bolivianas una elevada 
capacidad de adaptación a decisiones políticas y 
coyunturas económicas, pero también se puede 
observar un aumento en la dependencia financie-
ra y funcional de los donantes de la cooperación 
internacional, reflejado en el fracaso de diversificar 
las fuentes de financiación e incrementar el acceso 
a fuentes alternativas a los donantes extranjeros.

El hecho de que, en la coyuntura política y 
económica presente, el Estado -en su mayoría 
constituido por y en una marcada dependencia 
electoral de los (antiguos) beneficiarios; y en 
menor medida formado por ex-dirigentes de 
ONG- no ha aumentado la transferencia de 
los fondos públicos disponibles43 hacia las ONG 
bolivianas para hacerlas parte funcional o por lo 

43	A diferencia de los gobiernos de los años 1980, el gobierno del MAS dispone de fondos propios más elevados.
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menos ejecutora de las políticas públicas socia-
les, es señal de un elevado grado de desconfianza 
y centralismo gubernamental. Solo en parte re-
sulta ser la misma desconfianza que se les tenía 
a las ONG desde los gobiernos neoliberales -en 
esos tiempos- por la tarea implícita (aunque 
subordinada a la práctica proyectista) de super-
visar al Estado desde la sociedad organizada. La 
desconfianza actual es fruto de las rupturas expe-
rimentadas en el pasado entre los movimientos 
sociales y las ONG bolivianas y de las formas de 
las ONG de introducir el “desarrollo” en todo 
el territorio boliviano desde los años 1980. Esta 
tendencia se refleja en un menor crecimiento del 
número de ONG bolivianas en los últimos años.
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INTRODUCCIÓN

El 16 de agosto de 2010, la comisión negocia-
dora del Comité Cívico Potosinista (Comcipo)2 
encabezada por su presidente Celestino Condori 
llegaba a Potosí procedente de la ciudad de Su-
cre, con olor a popularidad. Miles de personas, 
cansadas pero orgullosas de su movilización, sa-
lían a las calles para saludar, abrazar y santiguar a 
sus dirigentes que, recibidos como héroes, reco-
rrían la angostas calles coloniales de una ciudad 
que había soportado durante 19 días (29 de julio 

hasta el 15 de agosto de 2010) la paralización 
total de sus actividades, el casi suicida encierro 
por el bloqueo de caminos y la participación en 
una huelga de hambre que, sin medir edad ni 
condición laboral y social, se nutrió al extremo 
de sobrepasar los 1.500 ayunadores.

No obstante este entusiasmo, literalmente la 
comisión no había traído nada concreto, a no 
ser las consabidas promesas gubernamentales de 
realizar estudios y destinar comisiones para el lo-
gro de convenios3. Pero entonces, sin logros tan-
gibles: ¿cuál era la razón de la alegría potosina?, 

Ingreso triunfal de dirigentes de Comcipo a la ciudad de Potosí, 16.08.2010.
Fuente: La Razón.

2	 Comcipo agrupa a instituciones sindicales, gremiales, provinciales y empresariales del departamento de Potosí. Fue fundada el 2 
de agosto de 1976 durante el gobierno militar de Hugo Banzer. En sus inicios reunió a profesionales y representantes de la clase 
media que enarbolaron demandas como una planta de fundición de zinc, la construcción de un aeropuerto y caminos (El Siglo, 
3.08.1976). Su discurso se puede caracterizar de izquierda y nacionalista y pese a que a lo largo de su vida ha recibido muchas 
críticas, (representatividad de sus dirigentes, utilización de Comcipo para conseguir favores personales o ingresar a la política) 
siempre se ha constituido en un efectivo canal de agregación de las demandas regionales, gozando de una alta legitimidad y 
capacidad de acatamiento de sus decisiones.

3	 En tres de las demandas centrales, el tono es el mismo: para la cuestión de límites entre Oruro y Potosí, se crea una comisión 
mixta entre el Ministerio de Autonomías, Instituto Geográfico Militar y municipios afectados; para el tema de la preservación 
del Cerro Rico se conforma una comisión interinstitucional y, respecto al aeropuerto, aunque su construcción se declara prio-
ridad nacional, se pide realizar estudios para garantizar su financiamiento (El Potosí, 16.08.2010).
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¿por qué salían a recibir a sus dirigentes? En rea-
lidad, ¿cuál era el logro alcanzado por su movi-
miento que provocaba tantas y tan espontáneas 
muestras de aprecio de la población? 

Para responder a esta pregunta tal vez sea 
necesario partir de las reflexiones de los propios 
testigos y actores del movimiento. Así, para la ex 
prefecta de Potosí, Gisela Derpic: 

… en el momento de recibir a los miembros 
de la comisión, todos varones, pero los salen 
a recibir y les besan les ponen la señal de la 
cruz y les bendicen y les ovacionan porque 
al final de cuentas lo que encarnaban esos 
líderes era simple y llanamente la voluntad 
de un pueblo digno que pese a todo y cuan-
do digo pese a todo, incluso a los términos 
de convenio que se firma, cumplieron la 
consigna de no arrodillarse (ISALP, 2011).

Es decir que las demandas señaladas en seis 
puntos del pliego petitorio pasaron a un segun-
do plano, siendo lo más rescatable el hecho de 
haber mostrado al gobierno y al país en su con-
junto que los potosinos tienen dignidad y ca-
pacidad de unirse en pos de sus ideales de desa-
rrollo, aspecto que está claramente mencionado 
cuando el periodista Gonzalo Romay indica: 

… ya no era tanto el qué resultados traían 
de la ciudad de Sucre, sino, el cómo vol-
vían, qué tan dignos volvían (ISALP, 2011).

Por tanto, el solo haberse hecho respetar por el 
gobierno y haber recobrado la autoestima hace casi 
innecesario reflexionar si hubo o no logros efectivos 
del movimiento cívico. Como decía una dirigente:

… no nos han dado nada, de acuerdo, pero 
nos hemos dado cuenta que valemos y que 

cuando estamos unidos podemos lograr 
muchas cosas (ISALP, 2011). 

El llamado a la dignidad regional como un 
dispositivo4 discursivo-identitario es el resultado 
de factores históricos que tienen que ver con las 
relaciones entre la región potosina y el Estado 
colonial, luego entre el departamento y el Esta-
do republicano, relaciones tejidas en torno a las 
riquezas mineralógicas del Cerro Rico y que han 
producido un imaginario colectivo que identi-
fica a Potosí como una región con grandes ri-
quezas naturales que, paradójicamente, no han 
servido para dinamizar el propio desarrollo sino 
el de otros países (España), y/o el de otros depar-
tamentos (Santa Cruz, La Paz, Cochabamba).

Para este imaginario colectivo, los potosinos 
nunca se habrían doblegado ante nada y nadie: 
ser parte de una región minera hizo y hace de sus 
habitantes, todos ligados de una u otra manera a 
la minería, personas duras, trabajadoras y lucha-
doras que no se atemorizan ante ningún poder, 
sea de origen extranjero (las transnacionales, los 
capitales foráneos) o nacional (gobiernos neoli-
berales o nacionalistas como el del MAS). 

Por tanto, la referencia a la dignidad se cons-
tituye en un eje que ordena y valida los discursos 
en la región potosina, que actúa en distintas eta-
pas históricas y con distintos emisores, es decir 
es un recurso discursivo del que pueden echar 
mano en una etapa neoliberal como en una 
etapa nacionalista los líderes de la clase media 
o personas más ligadas al ámbito popular. Así, 
cabe recordar la movilización potosina durante 
el gobierno de Jaime Paz Zamora (1989-1993), 
motivada por el pedido de anulación de un con-
trato directo con la transnacional Lithium Cor-
poration para la explotación del Salar de Uyuni. 
La victoria potosina fue recordada en una pla-
queta que aludía al tema de la dignidad. 

4	 Dispositivo en el sentido de ordenador de los discursos y las acciones de los actores sociales.
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18 años después, Celestino Condori, pre-
sidente del Comcipo, repetía una y otra vez 
que la dignidad potosina es la que tuvo la ca-
pacidad de enfrentarse al gobierno, aunque 
esto no significara gran cosa en términos de 
respuestas a demandas. En otras palabras, para 
el imaginario colectivo, Potosí puede perder la 
oportunidad de grandes inversiones en el de-
partamento y la posibilidad de recibir recursos 
y trabajo, a cambio de conservar algo más va-
lioso: la dignidad.

Por otra parte, este dispositivo discursivo 
que funciona dentro de un esquema más am-
plio como un movimiento regional, tiene la 
virtud de unir diferentes capas de la población 
potosina y, consiguientemente, de movilizar-
las. Funciona junto a una hiperbolización de 
las riquezas supuestas de la región potosina que 
atraen la angurria externa. Es la lógica de la in-
mensa riqueza del cerro llevada a otros recursos 
naturales: en Uyuni estaría la única y más rica 
fuente de energía del mundo; Chile debería a 
Potosí 5.000 millones de dólares por el uso de 
aguas del río Silala, y en la zona de Coroma, 
fronteriza con el departamento de Oruro, Po-
tosí tendría la mayor reserva de roca caliza de 
Bolivia, materia prima para la elaboración del 
cemento (El Potosí, 20.01.2010). 

No obstante, si bien este recurso a la digni-
dad tiene su lado positivo en tanto aglutina y 
genera unión, por otro lado tiende a invisibili-
zar las fisuras sociales, las injusticias sociales, la 
creciente contaminación, la pobreza rural, el 
enriquecimiento de los empresarios cooperati-
vistas mineros, la corrupción, la violación de los 
derechos laborales, la falta de visión regional y 
la explotación de recursos naturales sin pago im-
positivo justo. Esta identidad colectiva impide la 
apertura a espacios de debate e interdiscursivi-
dad sobre temas cuya discusión es necesaria para 
el desarrollo de un proyecto regional. Eso es lo 
que trataré de mostrar en el presente artículo.

De esta manera, la primera parte del artículo 
propone un acercamiento a las características de 
la identidad regional, a la forma cómo la apela-
ción al significante “dignidad potosina” valida y 
ordena el campo discursivo regional. Luego, re-
paso las escisiones en los aspectos sociales, cul-
turales y políticos, tratando de mostrar una so-
ciedad potosina fuertemente dividida, para luego 
ver cómo el discurso del movimiento cívico logra 
hacer desaparecer estas diferencias y aglutinar a 
sectores sociales, otrora antagónicos, alrededor 
del “conflicto de los 19 días” (en 2010) que ad-
quirió grandes dimensiones no tanto por la na-
turaleza de los pedidos -muchos de los cuales 
eran absolutamente atendibles- sino porque se 
dieron las condiciones -erradas acciones estra-
tégicas del gobierno, defensa de un recurso natu-
ral- para que se active a plenitud el dispositivo 
discursivo que hace a la identidad regional.

1. LA IDENTIDAD REGIONAL POTOSINA

A continuación presentaré la manera en que se 
articula el significante de “dignidad potosina” y 
cómo aparece en los distintos discursos y con-
flictos cívicos.

Desde tiempos coloniales, la ciudad de Potosí 
se ha constituido con una fuerte, casi excluyente 
identidad minera, debido naturalmente al lla-
mado Cerro Rico que fue el manantial argentí-
fero desde donde América se ligó a Europa y, en 
cierta manera, ayudó a producir su modernidad, 
tal era la riqueza del cerro.

Con el tiempo, ya en la época republicana, 
el Cerro Rico y los recursos mineralógicos de 
todo el entorno departamental fueron una de las 
fuentes a las que acudieron los gobiernos para 
sostener la economía nacional y, particularmen-
te, para sustentar a la naciente burocracia. Estos 
recursos, a diferencia de los hidrocarburíferos, 
siempre fueron considerados nacionales, como 
señala Rossana Barragán:
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La política del Estado respecto a los hidro-
carburos resultó muy distinta a la de los 
minerales. Estos últimos fueron siempre 
considerados ingresos “nacionales” y dieron 
vida al Estado boliviano durante la segunda 
mitad del siglo XIX y la primera del siglo 
XX, al permitir el funcionamiento de los 
servicios estatales en las regiones más alejadas, 
menos favorecidas y menos pobladas. Por su 
condición de ingreso nacional, los minerales 
no generaron recursos significativos para los 
tesoros departamentales ni para los depar-
tamentos productores (Barragán, 2009: 48, 
subrayado de la autora).

Es decir que:

Los minerales, que se producían sólo en 
algunos departamentos (Potosí, Oruro y 
secundariamente La Paz) fueron clasificados 
como nacionales y por ello casi no benefi-
ciaron a sus regiones. Fue el caso claro de 
Potosí (Barragán, 2009: 48).

Naturalmente, esta lógica estatal que prefirió 
a los departamentos del eje económico bolivia-
no (La Paz, Cochabamba, Santa Cruz) ha tenido 
efectos en el desarrollo potosino y en la percep-
ción de sus habitantes que sienten que están en 
una región rica en recursos pero siempre pobre y 
postergada. Aquello generó un elemento identi-
tario básico como el de ser el sostén económico 
del país, pero sin haber recibido ningún tipo de 
reconocimiento a cambio. El movimiento cívico, 
en sus discursos, constantemente apela a la idea 
de que Potosí tiene una “explotación sin retri-
bución" (Íñiguez, 2008: 96) en alusión al hecho 
de que las inmensas riquezas mineralógicas del 
departamento, ya desde la temprana época colo-
nial, habrían servido para nutrir el desarrollo de 
otras regiones pero nunca para sí misma: “He-
mos dado todo al país y a cambio solo recibimos 

indiferencias y pobreza” es el lugar común en los 
discursos cívicos potosinos. 

Desde nuestro criterio, esta “percepción trá-
gica de la historia” (Íñiguez, 2008: 94) generaría 
en la mentalidad del potosino la idea de que si 
bien existe un legado de despojo e indiferencia, 
también tiene la misión de impedir que aquello 
vuelva a suceder, luchando para que sus recursos 
naturales sirvan ya no solo para enriquecer a ex-
traños o para generar el progreso de otras regio-
nes, sino para los propios potosinos. Veamos tres 
ejemplos en los que estos rasgos de identidad 
habrían funcionado. 

En 1990, durante el gobierno de Jaime Paz 
Zamora (1989-1993), se produjo un movimien-
to regional que buscó anular la contratación di-
recta con la Litium Corporation para la explota-
ción de los recursos del Salar de Uyuni, bajo el 
supuesto de que la empresa pretendía apropiarse 
de la inmensa riqueza del Salar sin dejar casi nada 
a cambio para la región potosina. Durante siete 
días, el departamento llevó adelante un bloqueo 
de caminos y al final logró que el Presidente 
anuncie que la contratación directa para proceder 
a una licitación internacional quede sin efecto. 

En este conflicto, la identidad del potosino, 
guardián y defensor de una inmensa riqueza 
codiciada por extraños, se puso claramente en 
acción. El presidente del Comcipo, Facundo 
Gómez, señalaba:

El pueblo potosino tiene que estar cons-
ciente de que se trata de defender una de 
las riquezas más importantes de Potosí, que 
aún no fueron explotadas en beneficio de 
intereses ajenos a los nacionales, departa-
mentales y nacionales (Gómez en Iñiguez, 
2008: 87). 

En ese sentido, de nada sirvieron los deno-
dados esfuerzos que hicieron los ministros y 
responsables de minería del gobierno de Paz 
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Zamora respecto a divulgar los beneficios econó-
micos que conllevaría la ejecución del proyecto, 
ya sea a través de demanda de mano de obra o a 
través de las cuantiosas regalías departamentales 
que se pensaban recibir. De hecho, el movimien-
to cívico tomaba con mucha suspicacia e incre-
dulidad todas estas declaraciones: todo beneficio 
parecía escaso, si se partía desde el punto de vista 
de que la riqueza en litio del Salar era la única y 
la más grande del mundo. 

Al terminar el conflicto y sin posibilidades de 
desarrollo industrial de los recursos evaporíticos 
-entre ellos el carbonato de litio, materia prima 
para la fabricación de baterías- los dirigentes 
del Comcipo, luego de una huelga de hambre en 
la ciudad de La Paz, fueron recibidos en medio 
de vítores y aplausos por la ciudadanía potosina 
y colocaron, a manera de colofón, una plaqueta 
en el obelisco central en la que se podía leer “Po-
tosí Capital de la Dignidad nacional”.

Otro conflicto se presentó en 1996, cuan-
do el gobierno de Gonzalo Sánchez de Lozada 
(1993-1997) propuso un proyecto de gran es-
cala para explotar el Cerro Rico que, utilizando 
alta tecnología, pretendía extraer el mineral del 
cerro sin afectar su forma cónica. Sin embargo, 
los esfuerzos de los técnicos por convencer de la 
utilidad del proyecto chocaron con la oposición 
del Comité cívico. Un manifiesto del Comcipo 
señalaba, respecto al Cerro Rico:

Manifestar a nuestros hermanos bolivianos, 
a América y el mundo que este magnánimo 
Cerro Rico, es el símbolo y protector de 
nuestra histórica ciudad, razón por la cual 
que desde las faldas mismas de sus entrañas 
reiteramos una vez más la voluntad de cuidar 
su preservación física y lograr que las riquezas 
que posee deben ser aprovechadas para su 
beneficio y honra de sus hijos, y de su suelo 
mil veces admirado por propios y extraños 
(Comcipo en Íñiguez, 2008: 97).

Como se puede ver, el Cerro Rico es una re-
presentación de la avidez del extranjero, ya sea 
nacional o extranjero. Sin embargo, ahí estaría el 
potosino, digno y firme, para que esto no vuelva 
nunca más a suceder incluso al costo de separar-
se de Bolivia y optar por la federación que, en los 
momentos críticos de las movilizaciones cívicas, 
es propuesta como amenaza y salida radical.

Para Cruz y Absi (2005), esta alusión a la de-
fensa del Cerro es: 

… un fenómeno clásico de cristalización 
identitaria −en este caso regionalista− en 
torno a un patrimonio instrumentalizado 
al servicio de reivindicaciones locales; y 
un proceso, a primera vista paradójico, de 
confinamiento de lo político y económico 
barridos por la dimensión cultural de las 
reivindicaciones patrimoniales (Cruz y Absi, 
2005: 87).

Por tanto hay un relegamiento de lo econó-
mico y lo político por lo moral y simbólico. Por 
paradójico que parezca, en un departamento po-
bre que necesita con urgencia mejoras en el pla-
no económico y social, hay una especie de “cie-
rre discursivo” en torno a todo lo que tenga que 
ver con la explotación de sus recursos naturales.

Sin embargo debo matizar un poco estas afir-
maciones. La oposición al ingreso de capitales 
extranjeros a Potosí a partir de la imagen de “ex-
plotación sin retribución” no ocurre en todos los 
casos. No hubo oposición a las inversiones de la 
transnacional Sumitomo en la empresa San Cris-
tóbal, que explota ingentes cantidades de plata y 
zinc en la provincia Nor Lípez. Esta oposición 
solo se presenta en torno a un recurso que, en 
el imaginario colectivo potosino es considerado 
singularmente rico y único. Ocurrió con el litio, 
pasó con el Cerro y también con el río Silala.

El río Silala, ubicado en la región potosina de 
Uyuni, nace en Bolivia y desemboca en Chile, 
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motivo por el que existe un conflicto entre am-
bos países. La diplomacia boliviana sostiene que 
Chile debe pagar por la totalidad del agua que 
usa ya que el Silala es un río artificial y no sujeto 
al uso de leyes de aguas compartidas. Chile, por 
su parte, defiende la idea de que el Silala es un 
río de curso sucesivo proponiendo pagar la mi-
tad de dichos derechos. 

En 2009, en pleno auge del gobierno de Evo 
Morales, se lograron los mayores avances diplo-
máticos con Chile sobre este tema. A mediados 
de ese año, el canciller David Choquehuanca, 
anunció la existencia de un borrador de acuerdo 
con Chile que señala que este país pagaría por la 
mitad del agua del Silala hasta que un estudio 
posterior indique la naturaleza y origen del mis-
mo. Rápidamente, los pobladores de Quetena, 
una población cercana al manantial, manifesta-
ron su acuerdo con este anuncio ya que implica-
ría un pago de $us 17.000 por día al Estado bo-
liviano, una suma que despertaba mucho interés 
tratándose de una región tan pobre (El Potosí, 
26.08.2009). 

Este preacuerdo fue duramente criticado por 
el Comcipo que considera que Chile debe pagar 
por el cien por ciento de las aguas del río Silala; 
no solo eso: debería haber un pago denominado 
“histórico” por el uso de aguas que Chile ya hizo 
en el pasado. Por ello, el Comité anunció que 
tomaría medidas de presión.

Es interesante notar que para el rechazo de 
este acuerdo, el Comité Cívico volvió a recurrir 
a la dignidad como factor que justifica la no lle-
gada de recursos. Su presidente, Celestino Con-
dori, dijo que Potosí “no pelea por centavos de 
dólar, lo hacemos por la dignidad y la sobera-
nía ya que esas aguas son de Bolivia” (El Potosí, 
15.08.2009). Es decir que nuevamente se activa 
este dispositivo identitario de la dignidad, lo que 
nuevamente convierte a los potosinos en defen-
sores de la angurria, del despojo y del engaño 
que viene del exterior. 

Al final, ante una presión que adquirió una 
dimensión nacional, con la participación de la 
oposición parlamentaria y mediática, el gobier-
no anunció una consulta previa sobre las aguas 
que, en los hechos, significó un congelamiento 
de un posible acuerdo con Chile sobre este tema.

En suma, hay una identidad potosina que 
tiene como referencia principal a lo ocurrido 
con el Cerro Rico y con lo que este simboliza: 
riqueza pero también despojo, explotación pero 
no retribución, opulencia pero pobreza. A la vez 
tiene como causa, por una parte, al hecho de 
que los gobiernos no fueron justos con Potosí, 
pero también al factor de que los potosinos no 
habrían sido centinelas y guardianes celosos de 
sus riquezas, lo que los vuelve desconfiados ante 
la intención de una empresa o de de un país ex-
tranjero de explotar algún recurso natural, sea 
cual sea. En este caso, ya no solo está en juego 
la demanda, sino algo más valioso: la dignidad 
del potosino.

Sin embargo, como veremos a continuación, 
lo que hace esta fuerza identitaria que genera co-
hesión y unidad social es ocultar e invisibilizar 
las fuertes contradicciones y tensiones que se 
presentan en la misma ciudad, que básicamente 
tienen que ver con el trabajo minero. 

2. MINEROS, CIUDAD DE POTOSÍ 
Y MOVIMIENTO CÍVICO: UNA 

CONFLICTIVA RELACIÓN 

Hoy, en virtud del fuerte repunte del precio de 
los minerales generado por la pujante economía 
asiática, desde 2005 se han producido fuertes in-
versiones en el ámbito minero sobre todo en el 
zinc y la plata, lo que ha dinamizado el aparato 
productivo potosino pues para el período 2005-
2009, el Producto Interno Bruto departamen-
tal creció a un promedio de 12,3% con efectos 
notables en el ingreso per cápita: entre 2006 y 
2009, el PIB per cápita fue de $us 1.151, o sea 
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más del doble del promedio de los años 1988 y 
2005, cuando solo llegó a $us 476 (Fundación 
Milenio, 2010). 

Una nota de prensa patentiza el impacto urba-
nístico del buen momento que vivía la minería en 
Potosí ya que, según el alcalde René Joaquino, se 
constata un afiebrado crecimiento de la mancha 
urbana con la consolidación de urbanizaciones 
como ACLO, Potosí Golf club, Cobimin, Fede-
comin, Lecherías y Villa Rosario. También señala 
que la migración rural urbana se duplicó en los 
últimos dos años, lo que genera problemas de do-
tación de servicios básicos (El Potosí, 28.03.2007). 
Asimismo, el aporte por el Impuesto Comple-
mentario a la Minería desde 2005 creció en 
600%: en 2005 recaudó Bs. 9.820.000, y en 2006 
logró Bs. 33.320.000 (El Potosí, 2.05.2007). En el 
año 2009, eso significó mayores recursos para la 
prefectura y los municipios.

Pese a este panorama, los indicadores sociales 
no han mejorado mucho en el departamento. 
Según el informe de desarrollo humano del año 
2010, 7 de cada 10 potosinos están en la extre-
ma pobreza, cuando el promedio en Bolivia es 
de solo 3 personas, cifra que sube mucho más en 
las provincias; por ejemplo en el norte de Potosí 
la extrema pobreza llega a 90% (PNUD-Udape, 
2011: 1).

Uno de los principales actores sociales y po-
líticos en el departamento son las cooperativas 
mineras. A continuación presentamos algunos 
rasgos de este actor, junto a los problemas que se 
derivan de su actividad productiva.

Las cooperativas mineras y
su relación con la ciudad 

Las cooperativas mineras tienen una larga tradi-
ción histórica ligada a la práctica de la época co-
lonial denominada kajcheo, que consistía en que 
cada fin de semana los trabajadores de las minas 
se internaban, por su propia cuenta y riesgo, en 

las galerías subterráneas para producir el mineral 
(Absi, 2005: 17-18). 

Fue en 1952, en el marco de la Revolución 
Nacional, que se institucionalizó a las coope-
rativas mineras y se las potenció, productiva y 
económicamente. Las minas del Cerro Rico 
que pertenecían al empresario privado Mauricio 
Hochschild, uno de los “barones del estaño”, 
pasaron en una buena porción a manos de los 
kajchas que las recibieron en calidad de conce-
siones mineras: al pagar por el arriendo un 2% 
del valor de la producción, pudieron tener un 
alto margen de independencia hacia el Estado 
(Absi, 2005: 26). 

Un dato llamativo, para comprender las re-
laciones entre la sociedad potosina y los coope-
rativistas, es el origen de los últimos. Según el 
estudio de Absi: 

… más de la mitad de los trabajadores 
(57,16%) son originarios de las provincias 
del departamento de Potosí, un 40,57% 
son nacidos en la propia ciudad y solo un 
2,25% provienen de otro departamento, y 
todos son, en la mayoría de los casos, perso-
nas que provienen de regiones mineras o de 
familias mineras (Absi, 2005: 34).

Estos datos llevan a la autora a pensar que la 
inserción citadina de los cooperativistas mineros 
está marcada por la marginalidad, ya que 

… su estatus específico es distinto del de 
los campesinos y de la elite urbana, pero 
también del estatus de la clase popular de 
los cholos, con los cuales comparte, no 
obstante, muchas prácticas socioculturales y 
espacios vitales (Absi, 2005: 63).

En el plano político, se asocia al minero 
con la incapacidad de generar discursos políti-
cos, con su arribismo y con la virulencia de sus 
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protestas que le daría, no obstante, la capacidad 
de definición política en virtud de su disposición 
y habilidad para el manejo de la dinamita, que 
los convierte de facto en una fuerza cuasi militar. 

Por otra parte, se debe destacar el rol econó-
mico social de las cooperativas mineras. Según 
las cifras brindadas por el estudio de Jocelyn Mi-
chard, en 2008, 60.000 personas trabajaban en 
las cooperativas mineras en Bolivia, es decir 90% 
del total de los trabajadores mineros del país; 
paradójicamente, su aporte al producto minero 
solo llega a 20% (Michard, 2008: 8). De estos, 
las personas que trabajan en las cooperativas de 
Cerro Rico llegarían a 12.000 según los datos de 
su organización matriz, con muy buenas remu-
neraciones en las épocas de alta cotización del 
mineral, pero muchos sin seguridad ni derechos 
laborales (El Potosí, 20.11.06).

Una vez presentados los rasgos sociales, polí-
ticos e históricos de este actor colectivo, a con-
tinuación veremos los temas centrales que lo 
enfrenta con la ciudad de Potosí y con su insti-
tución cívica, el Comcipo.

La lucha por los impuestos

Las cooperativas mineras tienen una relación 
tensa con el gobierno del MAS y con el Comité 
Cívico Potosinista a los que están permanente-
mente enfrentados. Aquel conflicto está mar-
cado, en el plano político, por la necesidad del 
gobierno del MAS, de acuerdo a su proyecto y 
discurso, de tener un mayor dominio sobre los 
recursos naturales y de obtener mayores dividen-
dos por la explotación minera.

El punto central del conflicto es el Impuesto 
Complementario a la Minería (ICM) y el pago 

del Impuesto al Valor Agregado (IVA) que el 
gobierno trata de hacer subir bajo el supuesto 
de que la minería, que pasa por un momento 
formidable de cotización internacional, debe 
tributar mucho más en beneficio del país y del 
departamento. Ante esto, los cooperativistas res-
ponden que su sector representa 70% de la eco-
nomía local y los recursos que aporta por el ICM 
llegan superar los 30 millones de dólares al año 
con la probabilidad cierta de que esta cifra suba 
mucho más en los siguientes. Además, los mi-
neros sostienen que si ellos paralizan sus labores 
en alguna parte de la cadena productiva, aquello 
afectará notablemente la economía regional, no 
solo en términos de empleo sino en los recursos 
por pago del ICM. 

La iniciativa de incrementar los aportes de 
las empresas mineras es respaldada tanto por la 
Prefectura como por el Comcipo que, perma-
nentemente, sea a través de los medios de co-
municación como en sus reuniones de consejos 
consultivos, declara el pleno apoyo a todas las 
medidas tendientes a subir los aportes de las 
empresas mineras y, en específico, de las coope-
rativas. En esos momentos, se puede ver clara-
mente al Comcipo respaldando las posiciones 
gubernamentales que se refieren, por ejemplo, 
a la refundación de la Corporación Minera de 
Bolivia5 (Comibol), la nacionalización de varios 
yacimientos y una reglamentación de la explo-
tación del Cerro Rico para la que existe un pro-
yecto de reglamento del Concejo Municipal (El 
Potosí, 4.11.06).

Ante esto, la reacción de las cooperativas ha 
sido abandonar las reuniones del Comcipo, pe-
dir la renuncia de su presidente y organizar ins-
tituciones cívicas paralelas, tales como el Comité 

5	 La Comibol se creó a través del Decreto Supremo de 2 de octubre de 1952, después de la nacionalización de los centros mineros 
que pertenecieron a los llamados barones del estaño: Patiño, Hoschild, Aramayo. En 1985, en el marco de una política neo-
liberal, se cerró hasta el 31 de octubre de 2006, fecha en que retoma sus actividades pero sin la capacidad productiva de antes 
(Comibol, 2011)
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Interinstitucional, creado en agosto de 2007, 
que reunió a la empresa privada potosina y cuyo 
fin central era lograr la renuncia del presidente 
del Comcipo, Alejandro Gutiérrez, que no llega 
a materializarse, ya que recibió el respaldo mayo-
ritario de las instituciones agrupadas en torno a 
esta institución (El Potosí, 1.09.2007) 

De todas maneras, los proyectos estatales de 
quedarse con parte del excedente minero, plena-
mente apoyadas por Comcipo, son recurrentes. 
No solo se quiere subir el ICM, sino controlar 
la propiedad de los mismos parajes mineros, 
por ejemplo, convirtiendo en reserva fiscal to-
das las zonas mineras del país. Estos intentos 
ciertamente son vanos ya que, en virtud de su 
capacidad de movilización, los mineros coope-
rativistas siempre han logrado salir airosos de los 
conflictos.

Por ejemplo, en los últimos meses de 2006, 
hubo un intento gubernamental de controlar la 
propiedad de las concesiones a través de la no 
renovación de los contratos de arrendamiento 
y de subir el ICM. La Federación Nacional de 
Cooperativas Mineras (Fedecomin), a través de 
marchas y bloqueos, impidió esta intención gu-
bernamental con el saldo de la muerte de un po-
licía (El Potosí, 31.10.2006), obligando a retro-
ceder al gobierno que abandonó su proyecto con 
el discurso de que carecía de los recursos para 
arrancar con la nacionalización de la minería (El 
Potosí, 01.11.2006). 

Otra vez, entre 2007 y parte de 2008, el go-
bierno hizo un esfuerzo por lograr que la mine-
ría aporte mucho más al Estado, y bajo el argu-
mento de la universalidad del pago de impues-
tos, propuso la aplicación del IVA por las ventas 
que los mineros realizan a los ingenios, con el 
argumento de que se necesitan recursos para en-
carar proyectos en el mismo ámbito minero. En 
respuesta, los dueños de ingenios y los mineros, 

agrupados en un Comité Interinstitucional de 
defensa de la cadena productiva minera y la eco-
nomía de Potosí (El Potosí, 08.06.2008) argüían 
la ilegalidad de este cobro y nuevamente recu-
rrieron a una serie de presiones que derivó, en 
junio de 2008, en un bloqueo de caminos con-
tra lo que fue calificado como un “impuestazo”. 
Con bloqueo de caminos, toma de la Prefectura, 
de la Corte Electoral y con la quema del edificio 
de Impuestos Internos, se logró el objetivo de no 
pagar el IVA (El Potosí, 16.06.2008).

En suma, hubo varios intentos del gobierno, 
siempre apoyado por el Comcipo, por ser co-
herente con su lógica de nacionalización y de 
redistribución del excedente minero. Ha tratado 
de ampliar el control sobre las concesiones mi-
neras, de incrementar las recaudaciones imposi-
tivas -sea aumentando el ICM o aplicando el 
IVA y el impuesto a las transferencias- lo que ha 
merecido el apoyo y respaldo de las instituciones 
cívicas. Sin embargo, esto ha sido constante-
mente rechazado por los mineros que, apelando 
a su capacidad de movilización y disposición de 
explosivos, han logrado que el gobierno retroce-
da, postergue o anule esas intenciones. En este, 
como en otros casos, fue la correlación de fuerzas 
materiales la que definió las políticas públicas. 

La lucha por la conservación del 
Cerro Rico de Potosí

Un elemento central en el imaginario de los po-
bladores de la ciudad de Potosí es, sin duda, el 
legendario Cerro Rico de Potosí que no ha para-
do de ser explotado desde tiempos de la colonia 
cuando el indio Diego Huallpa descubrió que, 
a flor de tierra y nada más al encender una ho-
guera se podía encontrar la codiciada plata. Una 
vez conocida por los colonizadores españoles6, 
fue el motivo para que se fundara en 1545 una 

6	 Otra versión con mayor respaldo empírico sobre este “descubrimiento” se encuentra en el estudio de Platt y Quisbert (2007: 389-428).
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ciudad donde la fortuna, el derroche, las fiestas y 
el lujo, eran la marca identitaria de una urbe que 
competía en población con las más numerosas 
de Europa7. 

En las dos últimas décadas, la explotación del 
Cerro estuvo fundamentalmente articulada con 
los mercados coreano, japonés y norteamericano 
que concentran como destino 80% de la expor-
tación boliviana de plata y zinc que, con cotiza-
ciones record, han dinamizado fuertemente la ex-
plotación de la denominada “montaña de plata”.

Como resulta lógico, toda la historia del 
Cerro, tanto en la colonia como en la repúbli-
ca, hizo del mismo un factor de fuerte identi-
dad local que fue reforzada en 1987, cuando 
la UNESCO declaró a la ciudad de Potosí y al 
Cerro Rico como Patrimonio de la Humanidad. 

En concreto, el aspecto que tensiona la rela-
ción de los mineros con la ciudadanía y su enti-
dad cívica Comcipo tiene que ver con el trabajo 
de las cooperativas y la minería mediana en la 
llamada cota 4500 a la cota 4600 (la parte más 
alta del cerro), que fue identificada como zona 
de alto riesgo para su estabilidad; el trabajo en 
roca dura puede generar, y de hecho lo hace, una 
serie de hundimientos que a la postre terminan 
por desfigurar su forma cónica.

Esta ha sido una constante preocupación de 
las autoridades locales y de su entidad cívica, el 
Comcipo, que ante las evidentes muestras del 
deterioro del cerro, han demandado la parali-
zación de su explotación en la parte superior. 
Aquello generó oposición de los mineros que 
aluden en su defensa el Decreto Supremo 27787 
que permite la explotación; además, se refieren 
a la ausencia de un estudio serio que indique 
de manera objetiva los riesgos por el trabajo 

minero. Los mineros mencionan también que 
realizan la manutención correspondiente en las 
zonas de explotación; en palabras de Benedicto 
Llano, presidente de Fedecomin en 2007: “para 
nosotros no hay ningún deterioro, más bien no-
sotros hemos dicho que se abran más esas boca-
minas para poder hacer la manutención corres-
pondiente” (El Potosí, 05.06.2007).

Ante esta situación, las acciones del Comcipo 
para detener la explotación del Cerro Rico en 
sus zonas peligrosas han consistido en varios pa-
ros de 24 horas y la solicitud de la militarización 
de la zona (El Potosí, 22.05.2009). La respuesta 
de las empresas mineras, más propiamente de las 
cooperativas y de la empresa Manquiri, ha sido 
la de amenazar con un bloqueo de caminos y 
con la toma de instituciones que, en diferentes 
momentos, fueron llevados a cabo, ya sea to-
mando la propia sede de la entidad cívica (El 
Potosí, 15.10.2009), marchando por las calles de 
Potosí armados de explosivos y, finalmente, que-
mando edificios. La frase del presidente de las 
cooperativas mineras de Potosí, Julio Quiñones, 
expresa la posición radical, violenta e inamovible 
de su sector cuando se les solicita parar la explo-
tación del cerro: 

Ya no saldremos de forma silenciosa como 
lo hicimos recientemente, hoy marcharemos 
detonando nuestros cachorros de dinamita 
para demostrar que no estamos jugando 
cuando hablamos que no saldremos de este 
yacimiento (El Potosí, 6.05.2010).

Todo esto ha deteriorado la imagen del mi-
nero ante la población potosina que critica su 
indiferencia en la situación del cerro, así como 

7	 Dice Lewis Hanke: “En su transcurso la Villa Imperial (Potosí) suscitó una sociedad tan rica y desordenada como el mundo 
apenas había visto antes. El vicio, la piedad, el crimen, las fiestas de los potosinos, todo asumía allí proporciones enormes. En 
1556, por ejemplo, a once años de fundada, la villa celebró la coronación de Felipe II con un festejo que duró veinticuatro días” 
(Hanke, 1954: 15). 



Marcela Mérida. Matrimonio. Pintura acrílica sobre madera, 2007.
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el hecho que sus ganancias no sean invertidas 
en la región, que no apoyen ninguna iniciativa 
para mejorar la educación y salud, que violen 
los derechos laborales8, que trabajen sin ninguna 
seguridad laboral9 y que no quieran aumentar 
el pago de impuestos; en suma que no quieran 
compartir su riqueza en una departamento que 
tiene los índices de pobreza más dramáticos y 
que, sin embargo, cuenta con la mayor cantidad 
de carros de lujo per cápita de toda Bolivia.

Por último, otro elemento importante a to-
mar en cuenta es la contaminación que genera 
la actividad minera que incluye al trabajo de los 
ingenios que están alrededor de la ciudad, lo que 
tiene que ver con aspectos de salud pública de 
los barrios nuevos que se han fundado en los 
años de fuerte repunte de la actividad minera (El 
Potosí, 01.09.2005). 

En síntesis, existe una dura pugna entre los 
cooperativistas y el Comcipo que, como legíti-
mo representante de las instituciones potosinas 
-ciertamente las que no están ligadas al ámbito 
minero- ha apoyado todo intento gubernamen-
tal de aumentar el pago de la carga impositiva, 
ya sea del Impuesto Complementario a la Mi-
nería y el Impuesto al Valor Agregado. Pero, a 
la postre, no ha logrado ningún fruto ya que la 
capacidad de movilización de los cooperativistas 
siempre ha sido más fuerte que la capacidad de 
imposición del gobierno y del Comcipo. 

Sin embargo, como veremos, esta división 
que en muchos casos está caracterizada por la 
agresión verbal y física, puede ser superada cuan-
do se presenta un conflicto regional que hace 
posible la circulación de discursos cívicos que, 
invocando la identidad potosina, logran que sec-
tores como los cooperativistas que, al principio 

no solo se muestran indiferentes sino contrarios 
al conflicto, se unan al mismo bajo el discurso 
de defender la “dignidad potosina”. A continua-
ción, presentamos un análisis del conflicto cívi-
co potosino de los 19 días de paralización total 
de actividades, en el año 2010.

3. LA HUELGA DE LOS 19 DÍAS

El contexto político previo

El panorama político previo al estallido de la 
huelga potosina tenía las siguientes caracterís-
ticas: la existencia de un dominio político del 
MAS en todo el departamento donde ganó 
tanto en las elecciones nacionales como depar-
tamentales (para Gobernador) y municipales. 
Sin embargo, ese dominio no es total, pues en la 
ciudad de Potosí, el MAS ha sido vencido por el 
partido opositor Alianza Social del varias veces 
alcalde René Joaquino. Pero éste, en los meses 
previos al conflicto, enfrentó un juicio por la 
compra de autos usados en una gestión anterior, 
que lo obligó a dejar la Alcaldía. El juicio fue 
calificado como político y generó un fuerte ma-
lestar entre los simpatizantes de ese partido.

Por su parte, la directiva del Comcipo está en 
pugna con la poderosa Fedecomin que agrupa a 
los cooperativistas mineros, quienes critican el 
actuar del Comcipo al que tildan de oficialista. 
Adicionalmente, culminó en junio de 2010 una 
crisis de representatividad ya que varias provincias 
desconocen sus autoridades por el hecho de que la 
directiva elegida en 2008 no estaba completa y le 
quedarían apenas dos meses de gestión (El Potosí, 
20.06.2010). Es posible que esta situación pudie-
ra haber apurado y atizado el “conflicto de los 19 

8	 En palabras de un potosino: “los cooperativistas son empresarios que contratan peones que vienen del campo a los que se les 
paga unos cuantos pesos por sacar el mineral” (El Potosí, 6.05.2010)”.

9	 Es frecuente leer este tipo de titulares en la prensa local: “Ritual en el Cerro rico. El ‘Tío’ se comió la vida de dos jóvenes mine-
ros, efectuaban un ritual y no se percataron de la presencia del gas” (El Potosí, 27.10.07).
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días”, por la necesidad de los dirigentes del Com-
cipo de legitimarse ante la población. 

Conflicto de límites con Oruro,
catalizador del conflicto

Uno de los antecedentes del conflicto cívico fue 
una serie de denuncias, medidas de presión y ac-
ciones gubernamentales en torno al conflicto de 
límites entre los departamentos de Oruro y Po-
tosí por una superficie de 14 kilómetros² ubica-
dos entre las provincias Avaroa (Oruro) y Busti-
llo (Potosí). El trasfondo del asunto es un secular 
problema entre ayllus, que ya se había presen-
tado en octubre de 2006 y que, años después, 
se vuelve a replantear al conocer que las autori-
dades de Oruro mencionan que el cerro Cotaje 
no está ubicado en Coroma (provincia Antonio 
Quijarro, Potosí), sino en Sevaruyo (provincia 
Avaroa, Oruro) y donde se cree que no solo hay 
piedra caliza sino uranio. El titular del periódico 
local señalaba: “Oruro pretende apropiarse del 
uranio de los potosinos” (El Potosí, 05.06.2009). 

Además, la posibilidad de crear una fábrica 
de cemento utilizando la materia prima del ce-
rro Pahua que está ubicado entre las provincias 
Ladislao Cabrera (Oruro) y Antonio Quijarro 
(Potosí), azuza el conflicto y deriva en un duro 
enfrentamiento entre los comunarios de las po-
blaciones de Coroma y Quillacas por tierras (El 
Potosí, 15.04.2010).

Por consiguiente, en el mes de mayo de 2009, 
el tema de los límites entre Oruro y Potosí ya 
formaba parte del pliego petitorio del Comci-
po que, para esa fecha, tenía demandas como 
la delimitación interdepartamental con Oruro 
en torno al Salar de Uyuni, la construcción de 
una fábrica de cemento en el cerro Pahua, el 
aeropuerto Nicolás Rojas a 10 kilómetros de la 
ciudad de Potosí y una definición respecto al de-
terioro del Cerro Rico, en proceso de estudio (El 
Potosí, 06.05.2009). A raíz de esta demanda, los 

cooperativistas salieron a marchar el 6 de mayo 
de 2009 reuniendo a 12.000 trabajadores mi-
neros organizados en 47 cooperativas del Cerro 
Rico (El Potosí, 07.05.2009).

Por otra parte, en esos días, los cívicos poto-
sinos se mostraron también muy susceptibles en 
torno al tema del Salar de Uyuni. Cuestionaban 
que se pretenda establecer en la ciudad de La Paz 
la sede de la empresa del litio y que se proyecte 
que los beneficios de la misma sean para todo 
el país. Acusaron a Oruro de ostentar un espíri-
tu expansionista por haber pretendido, a través 
de sus parlamentarios, una participación en los 
beneficios del litio, cuando ningún mapa indica 
que el mismo llegue a este departamento. Un 
titular del periódico local sintetiza el sentimien-
to regional potosino: “Frente al expansionismo 
orureño, Potosí defenderá a muerte los recursos 
del Salar de Uyuni” donde se destaca la frase de 
una dirigente que indica que “los potosinos ya 
no quieren que su región siga siendo la vaca le-
chera del país” (El Potosí, 15.04.2010).

Si bien el pliego petitorio del Comcipo reco-
ge las demandas tradicionales del departamen-
to, como la construcción de un aeropuerto, la 
reactivación de la planta de fundición de plomo 
y plata de Karachipampa, la conservación del 
Cerro Rico, la fábrica de litio, etc., el verdadero 
detonante de la huelga fue un tema relativamen-
te nuevo: el de los límites con el departamento 
de Oruro. La situación tenía dos facetas: por 
una parte, el tema del litio del Salar de Uyuni y, 
por otro, el de los límites departamentales entre 
Potosí y Oruro. Celestino Condori, presidente 
del Comcipo, reconocía que:

… el espíritu combativo de la comunidad 
de Coroma fue el detonante para que los 
potosinos asuman una actitud de protesta 
frente al avasallamiento orureño y el no-
meimportismo de las autoridades nacionales 
(El Potosí, 04.08.2010). 
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El conflicto de límites es un catalizador im-
portante de la movilización potosina porque 
puede activar un rasgo de la identidad regional 
como la defensa de la dignidad regional, que se 
materializa en la custodia de la integridad de-
partamental, en este caso, de las riquezas con-
tenidas en el cerro Pahua, es decir cantidades 
inmensas de materia prima para la fabricación 
de cemento. Según el discurso del Comcipo se 
defiende esta riqueza de la codicia de los oru-
reños que habrían demostrado interés en su 
explotación.

En una reunión realizada en Llallagua sobre 
este tema, en presencia de representantes de las 
16 provincias del departamento, se dijo “no ce-
der ni un solo milímetro a Oruro” (El Potosí, 
19.05.2010) ya que Potosí cuenta con toda la do-
cumentación que respalda su jurisdicción sobre 
los territorios en disputa. Aquello ocurrió en me-
dio de denuncias sobre el eventual loteamiento 

del cerro Pahua y de noticias de la fidelidad de los 
coromeños hacia Potosí pues, pese a las agresio-
nes de los orureños, habrían izado la bandera po-
tosina en el cerro Pahua (El Potosí, 15.06.2010).

A medida que pasaban los días, el problema 
de Coroma fue creciendo. El ente cívico ratificó 
su demanda de que la fábrica de cemento debía 
estar en Coroma, insistiendo en una definición 
al gobierno central. 

En este contexto de desconfianza, en julio de 
2010 fue rechazada la Ley de Autonomías que 
convertía al sudoeste potosino en una macro-re-
gión regionalmente autónoma, lo que podía ha-
ber sido un factor de división del departamento. 
El artículo 17 de la propuesta menciona que, en 
caso de problema de límites, este se solucionaría 
por la vía de un referéndum, lo que podía dejar 
a Potosí sin cerro Pahua ya que en la región, del 
cerro, habrían más orureños que potosinos. El 
rechazo a esta ley fue contundente, y preparó los 

Cerro Pahua. Fuente: La Patria (Oruro)
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ánimos para los acontecimientos posteriores (El 
Potosí, 16.07.2010). 

Fue entonces que el Comité Civico, que en 
años anteriores respaldaba las políticas del MAS, 
empezó a alejarse del gobierno, desmarcándose 
de la Gobernación de Potosí, en manos del MAS, 
y pese a que las demandas de cambio en la Ley de 
Autonomías fueron atendidas, se decide convo-
car a un paro cívico departamental en el mes de 
julio. El concejal masista Gualberto Hockhofler 
tildó el paro de político, contrarrevolucionario y 
derechista (El Potosí, 18.07.2010). 

El inicio de la huelga de los 19 días

Si bien el inicio de la larga huelga de los 19 días 
fue el 29 de julio, ya hubo paros previos que 
mostraron la radicalidad del conflicto. El lunes 
19 de julio hubo un paro contundente de 24 
horas por once demandas: la consolidación de 
las reformas a la Ley de Autonomías, Karachi-
pampa, el deterioro del Cerro Rico, la fábrica 
de cemento de Coroma, la industrialización del 
Salar de Uyuni, la conclusión de los trabajos de 
la carretera sur (entre Tarija y Potosí), el aero-
puerto internacional de Potosí, la solución al 
conflicto de límites entre Coroma y Quillacas, 
la transferencia de las plantas hidroeléctricas a 
la Gobernación de Potosí, la definición del tema 
de las aguas del río Silala. Al finalizar el paro, se 
decidió radicalizar las medidas dando un plazo 
de 48 horas al gobierno para solucionar las de-
mandas. Además, se preparaba un paro indefini-
do y una marcha hacia la sede de gobierno, La 
Paz (El Potosí, 20.07.2010). 

Puesto que uno de los puntos del pliego pe-
titorio cívico tenía que ver con los trabajos en el 
Cerro Rico, en esos días de efervescencia cívi-
ca, los cooperativistas estuvieron en contra del 
Comcipo; no acataron el paro y cuestionaron a 
sus dirigentes, “por darse el lujo de opinar de 
la problemática minera sin saber” (El Potosí, 

20.07.2010) y mencionaron que coordinarían 
con la Gobernación para implementar medidas 
preventivas de conservación del Cerro Rico.

El 26 de julio, los pobladores de Coroma to-
maron la plaza central para presionar al Com-
cipo acerca de sus problemas. Al día siguiente, 
desde el Comcipo se mencionó el pedido de 
revocatoria del Gobernador y de todos los asam-
bleístas departamentales. Al no haber respuesta 
gubernamental, el jueves 29 de julio se inició el 
bloqueo de caminos por 48 horas. Este fue lleva-
do adelante por los 800 coromeños que llegaron 
a la ciudad: “la decisión se da luego de que espe-
raron dos días el arribo de autoridades para que 
se defina que la fábrica de cemento sea en Co-
roma y no en Quiburí” (El Potosí, 30. 07.2010).

Para el 29 de julio, fecha de inicio de la huel-
ga de los 19 días, todas las condiciones estaban 
dadas para el estallido de un conflicto de magni-
tud, con una demanda de fuertes connotaciones 
simbólicas en torno a la defensa de los recursos 
naturales del departamento que, a diferencia de 
anteriores conflictos, no están situados ni en el 
Cerro Rico ni en el Salar de Uyuni sino en una 
zona rural y alejada como Coroma, con el pedi-
do de la definición de límites departamentales y 
la instalación de la fábrica de cemento. 

Estrategia gubernamental y unidad 
total en torno al Comcipo

El gobierno reaccionó sobre la base de su ne-
cesidad de superar la anomia social que se pre-
sentaba en anteriores conflictos y con anteriores 
gobiernos, cuando el Poder Ejecutivo acudía 
presuroso a tratar de calmar cada conflicto ce-
diendo a la presión social. El gobierno del MAS, 
al sentirse dotado de una legitimidad y popu-
laridad amplias producto de su éxito electoral, 
decidió imponer unas mínimas reglas del juego 
para evitar convertirse en rehén de los pedidos 
de la dirigencia cívica. 
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En esa medida, para el conflicto potosino, 
el gobierno desplegó una estrategia política que 
consistía en negarse a negociar mientras se man-
tuvieran las medidas de presión por una parte y, 
por otra, la descalificación del paro cívico. 

Ante la amenaza de huelga indefinida, se de-
cidió que los ministros no dialogarían hasta que 
se levanten las medidas. La nota del Ministerio 
de la Presidencia enviada al Gobernador Félix 
Gonzáles no pudo ser más elocuente: 

El gobierno nacional aclara que no habrá 
diálogo bajo un ámbito de presión y ningu-
na autoridad nacional se hará presente en 
Potosí mientras sigan las medidas de hecho 
adoptadas y se instalará la mesa de diálogo 
una vez levantadas todas las medidas de 
presión (El Potosí, 31.07.2010).

A su vez, para descalificar el movimiento, el 
gobierno a través de sus ministros de la Presiden-
cia, Oscar Coca, y del Interior, Sacha Llorenti, 
argumentaba que el movimiento tenía móviles 
políticos que buscaban desestabilizar al gobierno 
al afirmar que los potosinos estaban digitados 
por militantes del opositor partido Alianza So-
cial y por el propio alcalde René Joaquino, para 
evitar su enjuiciamiento y salida de la Alcaldía 
(El Potosí, 3.08.2010).

En una cultura del conflicto en la que se es-
pera mínimamente la llegada de ministros para 
hablar de soluciones, estas declaraciones encen-
dieron los ánimos y activaron con más fuerza 
el dispositivo discursivo de la dignidad potosi-
nista provocando que sectores como los coope-
rativistas, que estaban no solo al margen sino 
que se oponían al conflicto, se unan declaran-
do que “consustanciados con la problemática 
potosina, estamos apoyando el movimiento ya 
que expresa las demandas del pueblo junto al 
cual lucharemos en procura de soluciones”(El 
Potosí, 1.08.2010).

A partir de ese momento, el movimiento cí-
vico tuvo un aliado de primer orden. Efectiva-
mente, la contundencia de las protestas mineras 
-dinamitas mediante- están fuertemente an-
cladas en el imaginario político boliviano. Al fin 
y al cabo, para los cooperativistas era un buen 
negocio ya que apoyaban un movimiento que 
menoscababa la legitimidad de un gobierno que 
los había atacado en el pasado; además podían, 
desde el interior del movimiento, controlar la di-
rección y la intensidad del pedido de conserva-
ción del Cerro Rico, una de sus preocupaciones 
centrales. Eso fue evidente cuando Guillermo 
Condori, un conocido dirigente cooperativis-
ta, fue elegido como presidente del Comité de 
movilizaciones. En una de sus actuaciones más 
memorables, cuando los ministros se negaban a 
llegar a Potosí por temor a su seguridad, los coo-
perativistas dijeron que “si los ministros tienen 
miedo, los mineros les vamos a cuidar más que a 
niños para que nadie les toque, pero tienen que 
llegar a Potosí”, poniendo a su disposición a los 
12.000 cooperativistas (El Potosí, 05.08.2010).

La postura gubernamental de no negociar en 
las condiciones planteadas por los cívicos oca-
sionó también una serie de rupturas al interior 
del partido de gobierno. El propio gobernador 
junto a los asambleístas departamentales y par-
lamentarios se sumaron a la exigencia de que 
un equipo de ministros llegara a Potosí. En la 
Asamblea del pueblo, el gobernador relató que 
“pidió a las autoridades nacionales que por favor 
le cooperen, que vengan a Potosí ante la fuerte 
movilización social que se estaba consolidando”, 
pero no atendieron su llamado, y confesó que 
lloró de impotencia al quedar solo ante el con-
flicto (El Potosí, 05.08.2010).

En la medida que se fue prolongando la huel-
ga, se amplió a otras provincias, incorporándose 
los habitantes de Betanzos, Vitichi, Cotagaita y 
Tupiza, argumentando estar molestos porque no 
se atendían las demandas de Potosí mediante la 
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llegada de los ministros, que fueron calificados 
de “soberbios” e “insensibles”.

En suma, el movimiento se hizo total. Cada 
día se instalaron nuevos piquetes de huelga de 
hambre en la ciudad de Potosí, en sus provincias 
y en otros departamentos. Nadie permanecía al 
margen del movimiento; incluso los empresarios 
privados se sumaron donando vituallas y comida 
a los movilizados y a los afectados por la movi-
lización. En una acción inédita, los empresarios 
entregaron dos lotes de frazadas y varias arrobas 
de té, café, coca y pan a los coromeños que fue-
ron bautizados por el presidente de la Federa-
ción de Empresarios Privados, Jaime Uzquiano, 
como “los héroes de la lucha reivindicativa” (El 
Potosí, 03.08.2010). 

Al cabo de diez días de movilización, llegó el 
momento en que la masa ya no respondía a un 
mando cívico o, en todo caso, ya no consultaba 
con los dirigentes acerca de sus iniciativas. Es 
cuando surgió la solidaridad y la auto-organiza-
ción de vecinos y mujeres que recogían donacio-
nes de alimentos y llevaban comida no solo a los 
que estaban en los bloqueos, fundamentalmente 
los coromeños (cerca de 800 a 1000 personas), 
sino a los propios afectados. Estos actos de soli-
daridad evitaron el enfrentamiento y la violencia, 
uno de los extremos que podía deslegitimar el mo-
vimiento. El 3 de agosto, hubo una marcha mul-
titudinaria, que recorrió las calles de Potosí, en la 
que se calcula que participaron más de 100.000 
personas (El Potosí, 4.08.2010). 

Había escases de carne, de verduras y de leche 
y subían los precios; incluso había hambre en la 
ciudad. Los asambleístas departamentales Pauli-
no Llima (MAS), Juana Cabrera (AS) y Elizabet 
Soto (AS) ayunaban y en la ciudad de La Paz, 
lo hacían Eduardo Maldonado, senador por el 
MAS; Juan Carlos Cejas, Hugo García, diputa-
dos por el MAS y David Cortes, por AS.

Los maestros de las Escuelas de Cristo ins-
truyeron bloquear los caminos e ingresar a la 

huelga de hambre. Se suspendieron todos los 
actos por la fiesta nacional del 6 de Agosto y 
se denunció que algunos directores obligaron a 
sus profesores a pasar clases. En la ciudad, hubo 
una convocatoria del Comcipo a una marcha de 
protesta para las 9 de la mañana de ese día, con 
concentración en la Plaza El Minero con ban-
deras a media asta y crespón negro. Al terminar, 
se estimó una participación de 150.000 perso-
nas, se leyó la proclama del pueblo soberano y 
se fortalecieron los puestos de bloqueo en las lo-
calidades de Vitichi, Betanzos, Tupiza y Coroma 
(El Potosí, 06 y 07.08.2010). 

La presión continuaba, aun cuando se abrió la 
posibilidad de dialogar sobre Coroma en la ciu-
dad de Sucre y los demás temas en Potosí, pues 
“un grupo de radicales ingresó abruptamente a 
la entidad cívica exigiendo que se mantengan 
las demandas iniciales”. Había malestar en los 
puestos de bloqueo y amagos de enfrentamien-
to: “Como medida de presión, los transportistas 
y pasajeros quemaron un poste de línea de alta 
tensión” (El Potosí, 07.08.2010).

Once días de huelga. Numerosos turistas pa-
saron horas muy duras por culpa del bloqueo. El 
Defensor del Pueblo pidió al gobierno dialogar 
en Potosí. El ministro de Autonomías, Carlos 
Romero, indicó que la reunión tenía que ser en 
Sucre y anunció que Oruro también estaba en 
emergencia. Ya se contaba con 60 piquetes de 
huelga de hambre entre los que se encontraban 
representantes de la empresa privada, de co-
merciantes del mercado Uyuni que instalaron 
sus carpas en plena calle, además de numero-
sas personas en otros departamentos (El Potosí, 
08.08.2010).

La situación empeoraba. Los piquetes ascen-
dieron a 120 reuniendo a más de mil personas 
ayunando, tanto en la ciudad como en las pro-
vincias, “entre los que no solo estaban auto-
ridades oficialistas sino también trabajadoras 
sexuales que están en la zona de San Roque” 
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(El Potosí, 09.08.2010). Se hablaba de radicalizar 
las medidas paralizando el aparato productivo. 
De hecho, los cooperativistas ya lo hicieron junto 
a la empresa Manquiri y se pensaba en bloquear 
la línea férrea de Puerto Antofagasta para afectar 
el centro minero de San Cristóbal. Se menciona-
ba que toneladas de harina estaban bloqueadas 
(El Potosí, como en la cita siguiente 09.08.2010). 

De todas maneras, pese a la unidad de la mo-
vilización, hubo organizaciones campesinas al 
lado del gobierno. La Federación de Sindicatos 
Campesinos del Norte de Potosí y la Federa-
ción de Ayllus pidieron al Gobernador que se 
replegara a esa región para asumir sus funciones: 
“Identificaron Comcipo como un bloque dis-
criminador del gobernador Gonzáles y que solo 
está buscando el poder político a través de la me-
dida de presión” (El Potosí, 09.08.2010).

Finalmente, el 9 de agosto, una asamblea del 
Comcipo aceptó hablar del tema de Coroma 
en Sucre y los demás puntos en Potosí mientras 
que, desde el gobierno, se mantenía la posición 
de hablar siempre y cuando se levantaran las me-
didas de presión. El 10 de agosto, el inicio de 
diálogo no dio mayores frutos pues, si bien los 
cívicos y el Gobernador viajaron a Sucre con ese 
propósito, los ministros no acudieron a Potosí 
para resolver los demás puntos, y la comisión 
tuvo que retornar. Condori denunció que los 
ministros de Evo diseñaron una estrategia para 
enfrentar el conflicto potosino por la vía del 
cansancio, la provocación de parte de sectores 
campesinos, y la amenaza de juicios (El Potosí, 
11.08.2010).

Las medidas se radicalizaron aún más pues los 
comunarios del Ayllu Jatun Yura del municipio 
de Tomave anunciaron la toma de la subestación 
de electricidad ubicada en su territorio y estaban 
dispuestos a cortar el suministro de electricidad 
a la empresa minera San Cristóbal. 

A 12 días del inicio de la huelga, una reso-
lución de la asamblea del Comcipo indicó que 

“manteniendo la huelga general, el ayuno volun-
tario y el bloqueo de caminos se viajará a Sucre 
para dialogar con Evo Morales y su equipo de 
trabajo”. En dicha reunión, se propuso como 
medidas de presión: la nacionalización de San 
Cristóbal, la sesión de la Asamblea departa-
mental para definir Coroma como patrimonio 
potosino y sitio industrial para una fábrica de 
cemento, y el anuncio de una marcha desde la 
Ceja de El Alto hacia la ciudad de La Paz (El 
Potosí, 12.08.2010). 

Luego del intento de inicio de diálogo en la 
ciudad de Sucre, entre amenazas de retorno de 
la comisión del Comité Cívico a Potosí, el 15 de 
agosto de 2011, seis mesas de diálogo fueron ins-
taladas en la Gobernación de Chuquisaca, en Su-
cre, para solucionar las demandas. Tras horas de 
discusión, se llegó a acuerdos generales en cinco 
de los seis puntos planteados: respecto del con-
flicto de límites entre Potosí y Oruro, se indicó 
que se tramitaría una ley de unidades territoriales 
y la creación de una comisión para trabajar en 
la conciliación de límites; sobre la demanda de 
puesta en marcha del complejo metalúrgico de 
Karachipampa, se acordó que se presentaría un 
cronograma de operaciones; acerca de la preser-
vación de la estructura del Cerro Rico de Potosí, 
se mencionó que se crearía un organismo técnico 
con participación de los cooperativistas; y respec-
to a la instalación de la fábrica de cemento, el 
gobierno se comprometió a instalar fábricas en 
Potosí y Oruro, cuando concluyeran los estudios; 
finalmente, en cuanto al aeropuerto, se dejó a la 
gobernación la responsabilidad de realizar los es-
tudios correspondientes. Solo el tema de caminos 
quedó pendiente de negociación.

En suma, como se señaló al inicio de este 
trabajo, la huelga de los 19 días no obtuvo re-
sultados concretos, más allá de la instalación 
de comisiones y la realización de estudios, es 
decir que solo se logró postergar la atención a 
las demandas.
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CONCLUSIONES
 
A lo largo del trabajo, se ha analizado las ca-
racterísticas de la identidad potosina que tiene 
una larga construcción histórica con raíces en 
el periodo colonial y en la República, en la que 
se constata que las riquezas naturales de Potosí 
siempre han servido para generar desarrollo en 
otros países y departamentos, pero no para el 
propio Potosí. Aquello se debería tanto a la an-
gurria de los vecinos como a la indiferencia de 
los potosinos. 

A partir del análisis de conflictos regionales 
ocurridos en varios momentos y en distintos go-
biernos, ha sido posible establecer que cada con-
flicto regional activa una identidad colectiva que 
tiene tres determinantes capaces de generar una 
fuerte movilización: a) se defiende un recurso na-
tural; b) en el imaginario, este recurso es único y 
enorme; c) se lo cuida de la voracidad de elemen-
tos externos a la región, sean nacionales o extran-
jeros. Ahí se activa el dispositivo identitario que 
hace de los potosinos los defensores de sus recur-
sos naturales, dispuestos a no repetir la amarga 
historia de una explotación sin retribución.

Lo interesante de este tipo de movilizaciones 
y de las identidades que activan, es que son capa-
ces de relegar, ocultar u opacar las fisuras sociales 
existentes en la región potosina. El trabajo ha 
mostrado problemas derivados de los intereses 
contrapuestos en torno a la minería en aspec-
tos tales como los impuestos, la conservación 
de la forma cónica del Cerro Rico, la falta de 
seguridad laboral, la pobreza y la marginalidad. 
Dichos aspectos son invisibilizados cuando una 
movilización regional logra cohesionar a los ac-
tores regionales. Es el caso concreto de los coo-
perativistas que estaban en contra de la moviliza-
ción potosina del año 2010 en sus primeros días, 
porque el pliego petitorio que la respaldaba los 
afectaba al proponer la no explotación del Cerro 
en su parte más alta. Sin embargo, se unieron 

a la movilización cívica y lograron direccionar, 
postergar y anular la demanda cívica de la sus-
pensión de la explotación minera en la parte alta 
del Cerro Rico. Lo mismo ocurrió con los em-
presarios privados y los partidos políticos.

El recurso a los dispositivos identitarios no 
funciona en el vacío. Estos se manifiestan en 
un determinado contexto político que anima 
o anula la movilización, que la impulsa hacia el 
diálogo o a la confrontación, que la dinamiza o 
la atrasa. El estudio permitió determinar que las 
acciones del gobierno de Evo Morales de desca-
lificación discursiva, de inacción e indiferencia 
política llevaron a una mayor recepción por par-
te de la población potosina de discursos radicales 
que tenían como centro la defensa de la digni-
dad potosina. 

Por último, se pudo evidenciar que el recurso 
a la dignidad potosina como factor de cohesión 
regional puede funcionar para llevar a cabo una 
movilización que dure 19 días, pero que fueron 
y son seguidos de 500 noches en que permane-
cen las pésimas condiciones socio-económicas 
que hoy continúa exhibiendo la región potosina. 
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Towards Intracultural Education 
among Indigenous Peoples in Bolivia

La Ley de Educación Avelino Siñani-Elizardo Pérez crea el Sistema Educativo 
Plurinacional donde la educación intracultural es una de sus bases 
fundamentales. La educación intracultural cuestiona la universalidad de 
los conocimientos y demanda su descolonización. La construcción de una 
educación intracultural en la escuela debe tener como base las finalidades, 
objetivos, métodos, contenidos y otros caracteres de la educación comunitaria 
indígena originaria campesina no formal.
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The “Avelino Siñani-Elizardo Pérez” Law on Education created the Plurinational 
Education System, in which intracultural education is one of the fundamental 
components. Intracultural education questions the universality of knowledge 
and demands its decolonisation. The development of intracultural education 
in schools should be based on the purposes, objectives, methods, content and 
other characteristics of non-formal indigenous and rural community education. 

Key words: intracultural education / decolonization / indigenous and rural 
community education / plurinational education system / equity / Avelino 
Siñani-Elizardo Pérez Law

1	 Este artículo difunde algunos de los resultados de la investigación Educación indígena originaria campesina: Perspectivas de la 
educación intracultural realizada el año 2010 y publicada el año 2011, en el marco del proyecto “100 años de educación en Bo-
livia” del PIEB. La coordinación del estudio estuvo a cargo de Tiina Saaresranta con la participación de Rufino Díaz y Magaly 
Hinojosa en la asistencia de investigación.

2	 Magister en ciencias políticas de la Universidad Åbo Akademi, Finlandia. Investigadora en Cochabamba-Bolivia. Correo elec-
trónico: tiina_lle@yahoo.com

Fecha de recepción: septiembre de 2011
Fecha de aprobación: octubre de 2011

Versión final: noviembre de 2011
T’inkazos, número 30, 2011,  pp. 127-143, ISSN 1990-7451



128|  | Artículos

 INTRODUCCIÓN

Este artículo busca contribuir a la compren-
sión de lo que puede ser la intraculturalidad 
en el nuevo Sistema Educativo Plurinacional, 
establecido mediante la Ley de Educación Ave-
lino Siñani-Elizardo Pérez. El Sistema Educa-
tivo Plurinacional es una herramienta para la 
constitución del Estado Plurinacional y el Vi-
vir Bien, forma de vida elegida por el pueblo 
boliviano. En este nuevo sistema educativo, la 
intraculturalidad es una de las bases centrales 
en su proceso de búsqueda de una sociedad de 
equidad y justicia.

Antes de examinar la construcción de pro-
puestas de cómo encarar la intraculturalidad 
educativa, es necesario analizar dos realidades 
presentes en la escuela actual: la suposición de 
la universalidad de conocimientos trasmitidos 
en la escuela y la colonización de conocimien-
tos y saberes indígena originario campesinos. 
Para lograr una educación intracultural hay que 
construir relaciones de equidad y complemen-
tariedad entre conocimientos y saberes indígena 
originario campesinos y de otras culturas. Para 
armar una educación intracultural relacionada 
con las culturas indígena originario campesinas, 
primero se necesita conocer la educación comu-
nitaria no formal en las comunidades y culturas 
en cuestión, y a partir de ese conocimiento ela-
borar objetivos, métodos, contenidos y sistemas 
de evaluación coherentes para una educación 
intracultural escolar.

Este artículo está basado en una investiga-
ción realizada el año 2010  antes de la entrada 
en vigencia de la Ley Avelino Siñani-Elizardo 
Pérez; se preguntó a comunarios de base, diri-
gentes locales, regionales y nacionales, así como 
profesores y autoridades del sistema escolar so-
bre la educación escolar actual y sus visiones y 
propuestas de la futura educación; asimismo 
se indagó sobre la educación comunitaria (no 

formal) indígena originaria campesina. Luego 
se elaboró un bosquejo de posibles elementos a 
ser tomados en cuenta al construir lo intracul-
tural en la nueva educación boliviana. Aquí se 
presenta un resumen parcial revisado y actuali-
zado de ese trabajo, combinado con los nuevos 
elementos legales que nos facilita la Ley Avelino 
Siñani-Elizardo Pérez.

SISTEMA EDUCATIVO PLURINACIONAL

La Constitución Política del Estado del año 
2009 estableció el Estado Plurinacional de Bo-
livia que, según el preámbulo de esta Constitu-
ción, es un Estado basado en el respeto e igual-
dad entre todos, dignidad, complementariedad, 
solidaridad y armonía, donde predomine la bús-
queda del Vivir Bien, con respeto a la pluralidad 
económica, social, jurídica, política y cultural 
de sus habitantes, y con acceso a educación para 
todos. Un aspecto importante en la constitución 
del Estado Plurinacional es el reconocimiento 
de la autodeterminación de los pueblos indí-
gena originario campesinos, dada su existencia 
precolonial antes de la constitución del estado 
colonial y republicano (art. 2). La entrada en 
vigencia de la Ley de Educación Avelino Siñani-
Elizardo Pérez (Ley 070 de 20 de diciembre de 
2010 o ley ASEP) ha abierto una nueva era en 
la educación boliviana mediante la creación del 
Sistema Educativo Plurinacional. Como define 
esta ley, la Educación Plurinacional es el cimien-
to para la edificación de un Estado Plurinacio-
nal; por tanto, el nuevo sistema educativo debe: 
“contribuir a la consolidación de la educación 
descolonizada, para garantizar un Estado Pluri-
nacional y una sociedad del Vivir Bien con jus-
ticia social, productiva y soberana (art.4, inciso 
1)”. Por consiguiente, la educación es una prio-
ridad estratégica para que la sociedad se trans-
forme hacia el Vivir Bien (Ibíd., Art.2:2), como 
la opción al desarrollo elegido por el pueblo 
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boliviano3, bajo el entendimiento que la escuela 
es un medio para construir formas de sociedad 
y de desarrollo que no son universales o únicas 
en el mundo, sino cada nación y cada pueblo 
decide cómo va a armar su educación, y por con-
secuencia, qué tipo de futuro quieren. Como in-
dica la ley, una de las bases y fines significativos 
para lograr este proyecto de construcción de una 
sociedad descolonizada y del Vivir Bien es el en-
foque intracultural, intercultural y plurilingüe en 
todos los ámbitos de educación (Ibíd., art. 3:8, 
4:4). Además, la Educación Plurinacional, entre 
otros denominadores, es participativa, comuni-
taria, descolonizadora, de calidad, productiva, 
territorial, teórica y práctica (Ibíd., art. 1). 

INTRACULTURALIDAD EN LA 
EDUCACIÓN PLURINACIONAL

Antes de la entrada en vigencia de la Ley Avelino 
Siñani-Elizardo Pérez, se suponía que, por natu-
raleza, la educación tenía la función de transmi-
tir conocimientos y valores del mundo urbano/
académico/occidental a todos los bolivianos sin 
distinción4. Sin embargo, la educación según la 
cultura propia es algo que, por sentido común, es 
prioridad para cada pueblo y nación, y es un de-
recho de los pueblos indígena originario campesi-
nos protegido desde el ámbito del derecho inter-
nacional de los derechos humanos, así como me-
diante leyes nacionales. Según el Convenio 169 
de la OIT, los pueblos indígena originario cam-
pesinos tienen derecho a una educación que abar-
que su historia, conocimiento, técnicas y sistemas 
de valores así como todas las demás aspiraciones 

sociales, económicas y culturales5. Analizando la 
realidad de la educación escolar desde el mundo 
quechua en Bolivia, el Consejo Educativo de la 
Nación Quechua (CENAQ) constata que: 

Cada pueblo indígena originario, a lo largo 
de su milenaria existencia, ha desarrollado, 
ha acumulado y ha definido una vasta ri-
queza de conocimientos, saberes y prácticas 
sobre la relación con la naturaleza, el mane-
jo equilibrado del ecosistema, las técnicas 
de producción eficaz, las formas de relación 
socio-afectivas y su propia espiritualidad.
(…) El propósito de toda cultura es que 
tales conocimientos y saberes puedan ser 
compartidos con personas de la propia 
cultura y con individuos pertenecientes a 
otras culturas, y transmitidos a las futuras 
generaciones por medio de la educación 
tanto escolarizada como no escolarizada 
(CENAQ, 2007: 14-15). 

Según esta definición del CENAQ, la edu-
cación intracultural es una necesidad natural de 
cada pueblo y nación para reproducir y desarro-
llar sus conocimientos, prácticas y tradiciones de 
generación a generación -un proceso natural que 
fue interrumpido por la llegada de los coloniza-
dores, y que hasta ahora no ha sido recuperado en 
su totalidad. O como afirman Garcés y Guzmán: 

Si nuestros propios procesos educativos no 
forman parte del tronco de nuestra cultura, 
entonces estaremos contribuyendo a que 
desaparezcamos como pueblos originarios y 

3	 Ver Plan Nacional de Desarrollo.
4	 La Reforma Educativa intentó crear la Educación Intercultural Bilingüe; sin embargo, su implementación era muy limitada 

tanto en los términos numéricos (la poca población beneficiada) como conceptualmente (se concentró principalmente en lo 
lingüístico y la dimensión intercultural casi no fue trabajada). Ver mayores datos sobre la implementación de la Reforma por 
ejemplo en los estudios de Nucinkis (2006) y Contreras y Talavera (2005).

5	 Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, 
articulo 27 (1). Es un instrumento de derecho internacional vigente en Bolivia desde el año 1991.
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a que desaparezcan los elementos que nues-
tros grupos culturales tienen que ofrecerle al 
mundo como alternativa de vida (2003: 67). 

Entonces, cuando los procesos de educación 
basados en la cultura propia no funcionan, esto 
contribuye a la asimilación cultural y debilita-
miento de los conocimientos, principios, valores 
e idiomas propios. Para cambiar esta situación, 
las organizaciones indígena originaria campesi-
nas han propuesto la educación intracultural, 
como hoy está reconocida en la ley.

Para identificar cuál es la sustancia del concep-
to de intraculturalidad, el Consejo Educativo de 
la Nación Quechua ha definido la intraculturali-
dad en relación con el ámbito educativo como:

Una actividad que recupera, revaloriza y usa 
los saberes y los conocimientos ancestrales 
y locales, en particular aquellos producidos 
por los pueblos originarios, relacionados 
con sus formas sociales de vida, sus conoci-
mientos técnicos, el manejo de los recursos 
naturales, los valores y las concepciones 
religiosas, entre otros (CENAQ, 2007: 15).

Un profesor rural sintetiza el concepto de la 
educación intracultural de una manera entendi-
ble para todos: “Intracultural comprendo que es 
que el niño tiene que aprender en su propia cul-
tura, tiene que valorar, aplicar, valorar su propia 
cultura de su padre” (Alejandro Patty Quispe).

En el artículo 6: I de la Ley Avelino Siñani  
-Elizardo Pérez, se establece la definición de la 
intraculturalidad en el contexto de la ley:

La intraculturalidad promueve la recupera-
ción, fortalecimiento, desarrollo y cohesión 
al interior de las culturas de las naciones y 
pueblos indígena originario campesinos, 
comunidades interculturales y afroboli-
vianas para la consolidación del Estado 

Plurinacional, basado en la equidad, solida-
ridad, complementariedad, reciprocidad y 
justicia. En el currículo del Sistema Educa-
tivo Plurinacional se incorporan los saberes 
y conocimientos de las cosmovisiones de 
las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, comunidades interculturales y 
afrobolivianas. 

Definida de esta manera, la educación intra-
cultural puede ser entendida como una educa-
ción donde el orientador de sus fines, contenidos 
y formas son los modos de ser, los procesos his-
tóricos y los contextos socio-culturales y territo-
riales de las culturas, con procesos de aprendizaje 
desde, en, sobre y para la cultura propia. En-
tonces, la educación intracultural es una educa-
ción con identidad propia, de acuerdo con cada 
cultura local o regional; y, en el nivel nacional, 
una “bolivianización” de la educación, refleja los 
aportes de las culturas nacionales y, en especial, 
de las culturas indígena originaria campesinas, 
porque estos pueblos y naciones son el origen de 
la población boliviana (Constitución Política del 
Estado, art. 2) y constituyen la mayoría en el país 
(INE, 2002). Intraculturalidad no implica ence-
rrarse en su propia cultura, sino es un derecho 
para ser educado según la cultura propia y los 
idiomas del entorno, así como los modos de ser y 
percibir el mundo. Una educación a partir de la 
cultura propia permite luego un relacionamiento 
en equidad (en contraste con un sometimiento 
obligado o elegido) con otras culturas (intercul-
turalidad) y una forma más analítica y crítica de 
relacionarse con los conocimientos de estas.

Según las organizaciones indígena originaria 
campesinas de Bolivia, la relación entre lo intra 
e intercultural en el ámbito educativo puede ser 
definida de la siguiente forma: 

La concepción de interculturalidad del mo-
vimiento de las naciones indígena originarias 
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está cimentada en: las relaciones igualitarias 
y de respeto mutuo entre las diferentes cul-
turas [interculturalidad]6; el fortalecimiento 
de la identidad cultural [intraculturalidad]; 
el desarrollo de la lengua originaria y el cas-
tellano como segunda lengua [plurilingüis-
mo] y la gestión territorial con autonomía 
como una forma de ejercer el poder político 
en nuestros propios territorios [autonomía] 
(Conamaq et al., 2004: 9).

Lo intracultural en el sistema educativo boli-
viano tiene sus orígenes en el proceso organiza-
tivo indígena originario campesino que se crista-
liza en una propuesta educativa en el año 2004. 
En esta propuesta, las organizaciones definieron 
su visión de educación formal en relación con la 
construcción de una nueva sociedad boliviana, 
teniendo el fortalecimiento de la identidad cul-
tural y la autodeterminación entre sus ejes cen-
trales. Según esta propuesta, el sistema de educa-
ción plurinacional debe tener sus fundamentos 
filosóficos en lo intracultural basado en los 

… propios valores y principios de nuestra 
cultura, cosmovisiones, ciencia y tecno-
logía, modelos productivos y económicos 
basados en nuestras formas de organización 
sin descartar los conocimientos de la cien-
cia y la tecnología universal (Conamaq 
et al., 2004: 50). 

El proceso de construcción de una sociedad 
plurinacional en Bolivia implica el reconoci-
miento y fortalecimiento de su diversidad cul-
tural y lingüística, con participación activa y 
aportes significativos de todas sus naciones; y en 
el sector de educación significa que los saberes, 

conocimientos y prioridades de todos los pue-
blos y naciones bolivianas serán constitutivos 
del mosaico multicolor de la educación. En este 
proceso es importante fomentar la participación 
y los aportes sustanciales de los sectores ante-
riormente excluidos7, para llegar a una sociedad 
y una educación que sea justa, equitativa y de 
derecho. 

 
EDUCACIÓN INTRACULTURAL 

Y DESCOLONIZACIÓN

Descolonización implica liberarse de imposicio-
nes de otras fuerzas o culturas para poder ejercer 
autodeterminación en diferentes ámbitos de la 
vida. Según un representante del Consejo Edu-
cativo de la Nación Quechua: 

La descolonización quiere decir que ya no 
tenemos que esperar que nos lleguen mo-
delos de otros países tanto en la educación, 
en el idioma, o sus costumbres. Nosotros 
mismos tenemos que recuperar nuestra 
forma de vida, nuestros conocimientos, 
nuestros saberes y, de acuerdo a eso, vivir en 
nuestra Bolivia, porque hasta ahora estamos 
colonizados en la educación, en los saberes 
y cultura, de ese mismo modo también las 
expresiones están colonizadas (Entrevista 
con Juan Zurita Escalera).

A pesar de siglos de resistencia e intentos de 
liberación, Bolivia continúa con su proceso de 
descolonización. La Ley Avelino Siñani-Elizardo 
Pérez ha definido que la descolonización es una 
de las bases fundamentales (art. 3:1) y una fi-
nalidad de la educación boliviana “para garan-
tizar un Estado Plurinacional y una sociedad 

6	 Los conceptos en corchetes son de la autora.
7	 En el ámbito de derechos humanos, esto se conoce como la acción afirmativa o discriminación positiva y es una de las medidas 

importantes para lograr la plena vigencia de los derechos humanos.
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del Vivir Bien con justicia social, productiva y 
soberana (art. 4:1). La ley no da pautas de cómo 
incorporar la descolonización en el trabajo edu-
cativo, pero está claro que es una precondición 
y/o instrumento para la construcción del Estado 
Plurinacional y la sociedad del Vivir Bien, así 
como señala el artículo arriba citado. 

El colonialismo en conocimientos, educación 
y ciencia se ha manifestado y sigue manifestán-
dose en una imposición cultural, que excluye o 
marginaliza los conocimientos y saberes indígena 
originario campesinos en los ámbitos académicos 
y educativos. Esto no es un problema únicamente 
boliviano, sino una situación presente en muchos 
países con población indígena8. Organismos in-
ternacionales como las Naciones Unidas han re-
conocido esta realidad constatando que la impo-
sición cultural en el ámbito educativo se ha mani-
festado en muchos países en: “… la tendencia de 
usar la escuela como un instrumento privilegiado 
para promover la asimilación de los pueblos in-
dígenas al modelo cultural de la mayoría o de la 
sociedad dominante” (Naciones Unidas, 2005: 
para 41). Esta situación de sometimiento y colo-
nialidad tiene efectos de asimilación cultural, y en 
muchos casos, la autocensura de sus conocimien-
tos y saberes por parte de los pueblos afectados. 

Las culturas colonizadas no han tenido acce-
so al poder en el mundo académico o científico 
y, en consecuencia, sus conocimientos han sido 
sometidos y no reconocidos por la mayoría de 
los académicos y los grupos en el poder. Des-
de el punto de vista de la ciencia “occidental”, 
los saberes y conocimientos indígena originario 
campesinos han sido clasificados como “orales, 
locales o empíricos”, denominadores que a los 
ojos de la sociedad moderna han llegado a tener 
una connotación equivalente a lo informal, no 

sistémico, no científicamente comprobado, de 
menos calidad y prestigio que los conocimien-
tos y ciencias “escritas, universales o con sustento 
teórico”. Así ha sido, por ejemplo, en el campo 
jurídico, donde el derecho consuetudinario in-
dígena originario campesino ha sido clasificado 
como “derecho por mano propia” frente al dere-
cho escrito positivista; y la ciencia de la historia 
no ha incluido estos saberes porque provenían 
de sociedades caracterizadas como prehistóricas, 
aún cuando contaban con un registro histórico 
detallado y desde los tiempos remotos en su me-
moria colectiva, como es el caso de varias culturas 
amazónicas. Prada ha constatado que “la ausencia 
de escritura alfabética no señala básicamente una 
deficiencia, sino solamente otra manera de trans-
mitir y repetir los discursos y, sobre todo, una fi-
nalidad política diferente” (2009: 114). Hay que 
destacar que las culturas indígenas de Bolivia han 
tenido y tienen otras formas de registro y trans-
misión de información como es, por ejemplo, la 
iconografía en los tejidos y la cerámica. 

Es una realidad que las culturas indígena ori-
ginaria campesinas, la afroboliviana y la mestiza 
de Bolivia siguen autocensurando sus propios 
conocimientos y saberes.

…el conocimiento científico siempre se 
cree que vale más, que es mejor, que es 
más objetivo, mientras al mismo tiempo 
pensamos que el conocimiento de nuestras 
comunidades vale menos, es menos objetivo 
o que sólo vale para ciertas cosas y no tiene 
justificación de validez universal (Garcés y 
Guzmán, 2003: 54). 

Es importante admitir la existencia de esta 
realidad cuando se trata de trabajar un modelo 

8	 Ver algunos análisis en relación con esta realidad en el contexto africano, del pueblo indígena maorí, los pueblos andinos y los 
sámis de Norte de Europa en: Semali y Kincheloe (1999), Smith (2001), Yapu (2006) y Keskitalo (2010). Ver también más 
adelante la entrevista con Juan Zurita Escalera del Consejo Educativo de la Nación Quechua.
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educativo intracultural e intercultural. De la 
misma manera, existe una sobrevalorización de 
los títulos que otorga el sistema de educación 
formal frente a la no valorización de los saberes y 
conocimientos comunitarios, dando mayor peso 
a los conocimientos teóricos que a capacidades y 
experiencias prácticas. En entrevistas realizadas 
con madres y padres de familia indígena origi-
naria campesinos en las que se preguntó qué ex-
pectativa tenían de la formación escolar de sus 
hijos, la respuesta frecuente era: “que sean algo 
en la vida” -en contraste con sus padres que no 
habían tenido la oportunidad de acceder a la 
educación formal. Esta valoración hace pensar 
entonces que sus padres no llegaron a ser “algo” 
en la vida, pese a que muchos de ellos segura-
mente tenían conocimientos y experiencia deta-
llada en agricultura, tejidos, ciencias naturales, 
liderazgo, etc.9.

Una manifestación del pensamiento coloni-
zado en Bolivia es la firme creencia en la “uni-
versalidad” de los conocimientos que trans-
mite la escuela. Se cree que los conocimientos 
“occidentales” difundidos mediante la escuela 
son neutrales (sin conexión a una cultura, tiem-
po y espacio o finalidades económicas y políti-
cas), y por tanto aplicables en todos los lugares, 
momentos y contextos culturales y lingüísticos 
-o que son los únicos conocimientos dignos a 
ser enseñados a las generaciones jóvenes. Incluso 
la Ley Avelino Siñani-Elizardo Pérez, aunque de-
clara ser descolonizadora y anti-imperialista (art. 
3:1), repite el discurso de los saberes y conoci-
mientos universales (art. 3: 10). Varios académi-
cos y/o representantes de los pueblos indígena 
originarios destacan que un conocimiento están-
dar mundializado no existe, sino que el cono-
cimiento, ciencia y educación está impregnado 

por la forma de ver el mundo (cosmovisión) de 
cada cultura y su contexto, y está influenciado 
por fuerzas de poder político y las valoraciones 
que se dan a diferentes tipos de conocimientos10. 
En realidad, “el mundo es un pluriverso político, 
cultural y cognitivo” (Tapia 2009: 13), aunque: 

La modernidad ha contenido en su historia 
las pretensiones de verdad universal a tra-
vés de religiones monoteístas así como de 
la estructura de legitimación y validación 
de las formas de conocimiento que se han 
desarrollado bajo la noción de ciencia, pero 
también ha contenido a la vez una prolifera-
ción de estrategias teóricas para sostener esa 
pretensión de universalidad así como otras 
que, de facto, han mostrado que no hay 
único modo de pensar y conocer (Ibíd.).

Se necesita una conciencia clara de las causas 
y consecuencias que ha tenido la “universaliza-
ción” de los conocimientos. Existe un peligro 
conceptual al seguir concibiendo como conoci-
mientos “universales” lo que transmite la escue-
la actual. Sin duda hay conocimientos útiles y 
aplicables en una diversidad de contextos entre 
los conocimientos llamados “universales”, pero 
hay que reconocer que no son los únicos cono-
cimientos que podemos aprender, ni todos ellos 
son válidos ni relevantes universalmente. Un Sis-
tema de Educación Plurinacional se puede cons-
truir recién cuando existe la misma valoración 
a los conocimientos, saberes e idiomas indígena 
originarios que a los “universales”. Una “desuni-
versalización” de las ciencias, como parte de los 
procesos de descolonización, puede ayudar a 
abrir nuestros ojos para ver las otras formas de 
entender, conocer y saber.

9	 Ver en Saaresranta, Diaz e Hinojosa, 2011: 66-72.
10	Ver, por ejemplo, los artículos y experiencias recogidas por diferentes autores en Unicef/EIBAMAZ, (2009), Saavedra (2007) y 

Tapia (2009).
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¿Qué cambios puede ofrecer la educación in-
tracultural en relación con esta realidad de co-
lonialidad de saberes y educación? Vista desde 
la coordinación nacional de los Consejos Edu-
cativos de los Pueblos Originarios, la educación 
intracultural es un paso importante hacia la 
equidad y relaciones respetuosas entre los sabe-
res y conocimientos de diferentes culturas que 
conviven en Bolivia, y se plantea que la intra-
culturalidad implica una revalorización así como 
desarrollo interno y externo de los saberes y co-
nocimientos indígena originarios:

Nosotros estamos planteando varias cosas 
cuando hablamos de intraculturalidad. 
Primera cuestión, es que si queremos esa 
interculturalidad tenemos que desarrollar y 
fortalecer nuestros saberes y conocimientos, 
porque hoy por hoy están menos valorados, 
no se les da el valor científico. Cuando habla-
mos de saberes y conocimientos indígenas se 
dice: estos son saberes ancestrales, esos sabe-
res son empíricos, no se dice que son saberes 
científicos, y para que ocurra eso tenemos 
que empezar a valorar y desarrollar nuestros 
propios saberes y conocimientos que se pon-
gan al nivel de los otros (…) la intraculturali-
dad supone el desarrollo de nuestros propios 
conocimientos, la consolidación de nuestra 
identidad cultural y, sobre todo, supone el 
diálogo horizontal entre saberes, y para eso 
hay que cumplir varios trabajos al interior de 
nosotros mismos, entonces a eso es a lo que 
estamos llamando la intraculturalidad (En-
trevista con Pedro Apala).

Podemos decir que la educación intracultural 
es una oportunidad hacia la descolonización de 
la escuela. Como ha constatado Keskitalo (2010: 

250): “El curriculum dirigido desde afuera y de 
manera centralizada, al parecer es una medida 
para mantener el colonialismo y nacionalismo 
oculto”11. Mediante un sistema de educación plu-
rinacional que sea intracultural, intercultural y 
plurilingüe, se podría alcanzar una escuela que re-
fleje los aportes de todas las culturas bolivianas en 
los objetivos, formas y contenidos de los procesos 
de enseñanza - aprendizaje, llegando a ser una es-
cuela inclusiva y ya no exclusiva. Una escuela ba-
sada en la diversidad de saberes y visiones de qué 
es lo que se espera como producto de la educación 
escolar. Una educación que esté orientada a un 
bienestar más equitativo y al “vivir bien”.

EDUCACIÓN COMUNITARIA INDÍGENA 
ORIGINARIA CAMPESINA COMO BASE 
PARA LA EDUCACIÓN INTRACULTURAL

Según las definiciones anteriormente expues-
tas, podemos decir que entendemos la educa-
ción intracultural como una educación basada 
en la cultura propia. La fuente de la educación 
propia está en la educación comunitaria y fa-
miliar no formal. Por tanto, para construir una 
educación intracultural escolar, necesitamos 
primero conocer la educación comunitaria in-
dígena originaria campesina. El estudio de la 
educación comunitaria y familiar indígena ori-
ginaria campesina parte del reconocimiento de 
que las culturas indígena originaria campesinas 
cuentan con sus propios sistemas de conoci-
mientos y saberes. Hay autores indígenas y no 
indígenas que han analizado y fundamentado el 
pensamiento indígena originario campesino so-
bre los conocimientos, saberes, educación, cien-
cia y la epistemología indígena originaria. Por 
ejemplo, Pari ha analizado el concepto quechua 
yachay como base para el pensamiento científico 

11	Investigadora sámi que, en su tesis doctoral, hizo un estudio sobre la sensibilidad cultural de las escuelas en el territorio sámi en 
Noruega. Traducción propia del finlandés.
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quechua. Según este autor, el yachay no es sólo 
la capacidad cognitiva del saber, sino es un saber 
hacer, practicar y aplicar: 

…abarca también el campo de las habili-
dades del saber hacer algo y la adquisición 
de un hábito. (…) podemos ver claramente 
que aquél que sabe algo debe saber demos-
trarlo por medio de la aplicación de ese co-
nocimiento; es decir, no sólo dar un examen 
para dar cuenta de su conocimiento, sino 
demostrar haciendo aquello que sabe. Esta 
situación cambia definitivamente la visión 
de conocimiento occidental centrado en un 
proceso enteramente mental y de extremo 
racionalismo en contraposición al empiris-
mo (Pari, 2009: 52-53).

En este análisis de Pari se refleja el sentido 
práctico y de aplicabilidad del saber indígena 
originario campesino, y también está relaciona-
do con la visión integral de vida manejado por 
estos pueblos. Esta visión está plasmada en el 
manejo de conocimientos que “no es parcelado 
en campos disciplinarios que dividen y compren-
den la realidad a partir de sus áreas de especia-
lidad, como ocurre con la sociedad occidental” 
(Proyecto EIBAMAZ 2010: 45). Por tanto, los 
conocimientos y saberes indígena originario 
campesinos son interdependientes e integrales; 
además su proceso de construcción y uso es co-
munitario, no individual:

La visión del mundo de los andinos está 
pensando en todo lo que nos rodea, porque 

al final todos nosotros somos incluyentes 
con todo lo que nos rodea, pensando siem-
pre en que si se hará una educación comu-
nitaria se tiene que tener un pensamiento 
integral (Centro de Culturas Originarias 
Kawsay, 2010: 7)12.

Estas diferencias entre saberes y conocimien-
tos indígena originario campesinos y “occiden-
tales” han influido en el desarrollo de los cono-
cimientos y saberes y el uso que se ha querido 
dar a estos. 

Para conocer la educación comunitaria indí-
gena originaria campesina, en la investigación 
realizada se trató de encontrar respuestas a las 
siguientes preguntas: ¿cómo se define “educa-
ción”?, ¿para qué la educación?, ¿cómo y dónde 
se aprende?, ¿quiénes enseñan? y ¿qué se apren-
de? En base a las respuestas obtenidas se llegó a 
algunas conclusiones generales que son presen-
tadas aquí de manera resumida13.

Podemos decir que la educación comunitaria 
es un proceso de formación y crecimiento para la 
vida y, a lo largo del mismo, la maduración de la 
persona para llegar a ser un miembro pleno de la 
sociedad. Por ejemplo, en el idioma quechua, se 
puede describir ese constante proceso de forma-
ción como runayay, llegar a ser un verdadero ser 
humano. En este proceso, un objetivo central es 
la formación de personas íntegras. Una persona 
íntegra tiene la formación en valores, así como la 
capacidad y la sabiduría de usar de manera ade-
cuada los conocimientos adquiridos14. Se puede 
decir que la educación comunitaria en general no 
enfatiza la acumulación de conocimientos, sino 

12	Ver también desde el contexto internacional Semali y Kincheloe (1999: 42).
13	Ver Saaresranta, Díaz, Hinojosa (2011). Se hizo un estudio breve para contar con un bosquejo de algunas características de la 

educación comunitaria. Es importante señalar que existe en Bolivia una gran diversidad de culturas indígena originaria campe-
sinas con sus propias formas de educación comunitaria.

14	Ver por ejemplo: Centro de Culturas Originarias Kawsay (2005) y entrevista con José Antonio Rocha. Semali y Kincheloe 
(1999: 216) hacen referencia al pueblo indígena chagga de Tanzanía. Según los chagga, una persona educada o culta no es la 
persona poseedora de cierta información y habilidades, sino una persona con formación integral: moral/espiritual e intelectual.



Marcela Mérida. Transparencia. Acrílico, 2010.
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su manejo e internalización relacionada con los 
valores de la comunidad. En las entrevistas rea-
lizadas, muchos comunarios respondieron que 
la formación en valores, como el respeto, es algo 
central de un proceso educativo, y expresaron su 
preocupación porque, en la actualidad, el com-
portamiento de los jóvenes lo está perdiendo.

La educación comunitaria busca satisfacer 
las necesidades comunitarias e individuales para 
garantizar la subsistencia familiar y comunitaria,  
transmitir los conocimientos sobre los trabajos 
productivos, las reglas de convivencia y organiza-
ción, las costumbres y tradiciones que son impor-
tantes según cada contexto para ser trasmitidos a 
las generaciones jóvenes. Según un comunario:

Sí, claro, siempre yo les transmito [a los 
hijos los conocimientos sobre las actividades 
productivas en la comunidad] porque es 
una necesidad, porque por más que algún 
día lleguen a ser profesionales ellos, yo les 
digo, no, que no tienen que descuidarse del 
trabajo, no, lo que venimos nuestras activi-
dades del chaco y de los animales (Entrevis-
ta con Alejo Molina).

Los procesos de aprendizaje comunitario 
están basados en los ciclos de vida naturales y 
humanos en constante regeneración y cambio 
donde, por ejemplo, la educación de un niño 
no necesariamente está ligada a su edad, sino a 
su proceso particular de maduración, y donde el 
tipo de aprendizaje depende de la época del año 
y de las actividades relacionadas a esta. De esta 
manera se puede caracterizar la educación co-
munitaria como cíclica. Un comunario habla de 
la siguiente manera sobre la educación comuni-
taria y familiar: “Yo hago lo mismo que hacía mi 
padre. Mi padre me dejaba ver lo que hacía, no 
me obligaba, sino todas las actividades que él ha-
cía ahí me llevaba cuando era pequeño, siempre 
me llevaba” (Entrevista con Gustavo Huanca). 

Esta intervención sintetiza varios elementos de 
la educación comunitaria: por un lado, es inter-
generacional; los conocimientos, saberes y valo-
res en general vienen desde las generaciones ma-
yores a las generaciones jóvenes, y muchas veces 
teniendo sus raíces en la historia remota de la 
nación o pueblo, combinado con adaptaciones 
nuevas. Por otro lado, en la educación comu-
nitaria, el aprendizaje se produce mediante una 
participación activa y práctica, la escucha y obser-
vación, donde el rol de la persona que transmite 
los conocimientos es de acompañante y orienta-
dor. Asimismo, la educación comunitaria no en-
fatiza la trasmisión mediante la palabra (hablada 
o escrita), sino funciona mediante la acción y 
el comportamiento, donde el ejemplo o modelo 
de los mayores es significativo. Los espacios de 
aprendizaje están compuestos por todos los ám-
bitos de la vida comunitaria; son, por ejemplo, 
los lugares productivos, organizativos, festivos, 
de ritualidad y familiares.

Como un elemento transversal relaciona-
do con los objetivos de educación, espacios de 
aprendizaje, métodos y otros elementos más, es la 
relación territorial de la educación comunitaria. 
El territorio de una cultura particular marca la 
generación y el manejo de saberes y conocimien-
tos en las culturas indígena originarias. Según 
Prada, acerca de algunos pueblos amazónicos:

Tanto los tsimane’ como los mosetenes 
han construido históricamente un sistema 
educativo que les permita manejar racional 
y sosteniblemente los recursos naturales que 
existen en su territorio, han educado a sus 
hijos en el manejo del sistema ecológico en 
el que viven y, al mismo tiempo, de trans-
mitirles tecnologías y herramientas, han 
recreado en las generaciones más jóvenes un 
sistema de valores en torno a las relaciones 
que la sociedad tsimane mosetén establece 
con la naturaleza, las relaciones entre los 
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mismos hombres y entre ellos y los seres 
sagrados (2009: 101).

La educación comunitaria es, en su esencia, 
práctica y productiva orientada por las necesida-
des familiares y comunitarias y está impregnada 
por la relación inseparable de los procesos de 
aprendizaje en y con el territorio. El territorio 
marca dónde se aprende y qué se aprende; la 
educación comunitaria está orientada a convivir, 
criar y cuidar el territorio.

PERSPECTIVAS HACIA LA 
IMPLEMENTACIÓN DE LA EDUCACIÓN 

INTRACULTURAL

La intraculturalidad y la regionalización curricu-
lar es una necesidad sentida hace mucho tiempo 
por las organizaciones indígena originaria cam-
pesinas, y un proceso  inicialmente comenza-
do por los Consejos Educativos de los Pueblos 
Originarios. Según el Consejo Educativo de la 
Nación Quechua:

El actual currículo de la educación es indi-
vidualista y, además, es ajeno a la realidad 
de los pueblos indígena originarios. Por 
dichas razones, se plantea que el currículo 
debe partir de los conocimientos y saberes 
de los pueblos indígena originarios, como 
por ejemplo: la historia y la geografía de la 
comunidad, basadas en lo comunitario y  la 
productividad. El currículo debe elaborarse 
en la comunidad, con la participación de 
todos los actores principales de la educación: 
profesores, sabios indígenas, dirigentes y 
autoridades educativas sindicales (2007: 71).

La Ley Avelino Siñani-Elizardo Pérez esta-
blece que en el nuevo sistema educativo habrá 
un currículo base nacional de carácter intercultu-
ral, y los currículos regionalizados y diversificados 

de carácter intracultural, con la finalidad de 
desarrollar programas educativos pertinentes a 
cada contexto sociocultural, lingüístico, histó-
rico, ecológico y geográfico y para responder 
a las necesidades particulares de las regiones 
culturalmente diferentes (art. 5: 15,20, y 69). 
Definidos de esta manera, los conocimientos y 
saberes indígena originario campesinos no esta-
rán incluidos solamente en los currículos regio-
nalizados y diversificados intraculturales, sino 
incluso en el currículo base nacional, porque 
es intercultural, compuesto de los aportes de 
las diferentes culturas que conforman el Estado 
Plurinacional. La ley define el currículo como 
“el conjunto organizado de planes y programas, 
objetivos, contenidos, criterios metodológicos 
y de evaluación en un determinado subsiste-
ma y nivel educativo” (art. 70: 1); asimismo se 
planteará indicadores y parámetros de evalua-
ción y acreditación de la calidad educativa que 
respondan a la diversidad sociocultural y lin-
güística del país (art. 5: 18). Está claro enton-
ces, que lo intracultural y las contribuciones de 
las culturas indígena originaria campesinas en 
el currículo educativo no deberán estar limita-
dos a los contenidos educativos solamente, sino 
plasmados también en los métodos, objetivos, 
criterios de evaluación etc. La ley, por un lado, 
habla de la complementariedad de los conoci-
mientos “universales” con los conocimientos y 
saberes indígena originario campesinos (art. 3: 
10) y, por otro lado, habla de la “universaliza-
ción” de los saberes y conocimientos propios 
para el desarrollo de una educación desde las 
identidades culturales (art. 4: 3). Las culturas 
indígena originaria campesinas tienen una vi-
sión diferente de cómo ver el conocimiento, el 
saber, la ciencia y los procesos de aprendizaje, 
y esto tiene que estar plasmado en la educa-
ción transmitida por el Estado Plurinacional. 
Al aceptar esto, significa repensar qué, cómo y 
para qué es la educación formal.
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El Ministerio de Educación (Resolución Mi-
nisterial 010 de 12.01.2011, art.7) ha emitido 
sus normas de funcionamiento para la gestión 
educativa del año 2011, estableciendo que el 
Sistema Educativo Plurinacional debe garantizar 
una educación intracultural e intercultural, lo 
cual significa que la y el estudiante: 

1.	 Sea capaz de valorarse, reconocerse e identifi-
carse como persona perteneciente a una cul-
tura y cosmovisión. 

2.	 Sea capaz de reconocer y aceptar la existen-
cia de diferentes culturas que conviven en el 
territorio nacional, cada una de ellas con sus 
cosmovisiones, tradiciones y costumbres pro-
pias. 

3.	 Comprometa su trabajo y actividades en ge-
neral a fin de contribuir a formar una socie-
dad sin discriminación alguna, ni prejuicio 
que atente contra los derechos de las personas 
y los pueblos. 

4.	 Asimile y se comprometa a construir una so-
ciedad en diálogo democrático entre las dife-
rentes culturas que habitan nuestro territorio 
sin ningún tipo de exclusión.

5.	 Comprenda la importancia y desarrollo de 
los conocimientos y saberes de los pueblos in-
dígena originario campesinos y comunidades 
interculturales para la construcción de una 
sociedad pluricultural, humanística, produc-
tiva, incluyente, solidaria y democrática.

Se puede sintetizar que esta normativa da 
el mandato a las unidades educativas para que 
garanticen el fortalecimiento de la identidad 
cultural de cada alumno, su capacidad de re-
conocer y aceptar la multiculturalidad del país, 
su compromiso de trabajar para la eliminación 
de la discriminación y exclusión y el fomento 
del diálogo intercultural, y la comprensión de la 
importancia y desarrollo de los conocimientos y 
saberes de las culturas bolivianas. 

Ahora regresamos a las pautas que la educa-
ción comunitaria nos da en cuanto a la construc-
ción de la educación intracultural escolar. Como 
hemos señalado arriba, una de las dimensiones 
fundamentales de la educación comunitaria no 
formal es su relación inseparable e integral con 
su entorno, el manejo del sistema ecológico y 
cultural particular de su contexto y el desarrollo, 
transmisión y reproducción de los conocimien-
tos y saberes relacionados, lo que ha sido llamado 
como la territorialidad en la educación comuni-
taria. La Ley Avelino Siñani-Elizardo  Pérez esta-
blece que una de las bases del Sistema Educativo 
Plurinacional es la territorialidad, “la relación ar-
mónica de los sistemas de vida y las comunidades 
humanas en la Madre Tierra”, para fortalecer la 
gestión territorial de las naciones y pueblos in-
dígena originario campesinos, las comunidades 
interculturales y afrobolivianas (art. 3: 9). 

Como conclusión de la investigación reali-
zada, se recoge las siguientes propuestas en re-
lación con la educación territorial. Que sea una 
educación: 

•	 basada en las condiciones, potencialidades, 
necesidades y particularidades de cada territo-
rio;

•	 planificada desde el ciclo de vida local (calen-
dario agrícola/productiva/festiva) para que los 
niños puedan de manera complementaria par-
ticipar en los procesos de socialización/educa-
ción escolar y comunitaria;

•	 que cultive la relación respetuosa y multidi-
mensional que tienen las culturas indígena 
originaria campesinas con su territorio;

•	 coherente con los límites geográficos de las 
culturas indígena originaria campesinas al es-
tablecer los núcleos o distritos escolares;

•	 donde de manera responsable se asume la 
pluri o interculturalidad existente en muchos 
contextos escolares (comunidades trilingües, 
centros urbanos con migrantes pertenecientes 
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a diversas culturas y grupos lingüísticos), sin 
imponer ningún idioma o cultura;

•	 donde las organizaciones indígena origina-
ria campesinas tienen autoridad para decidir  
cuestiones educativas, a partir de la forma de 
organización de cada pueblo y nación o auto-
nomía indígena originaria campesina.

En la educación intracultural, es necesario 
buscar métodos de aprendizaje de acuerdo a cada 
entorno cultural. En la educación comunitaria y 
familiar los métodos en general son vivenciales, 
prácticos, basados en observación e imitación; 
por tanto, en la escuela:

•	 Se puede buscar formas de trabajo basados en 
la capacidad de los alumnos de lograr apren-
der e internalizar los conocimientos mediante 
procesos prácticos, vivenciales y orales.

•	 Se debe respetar la integralidad e inter-ge-
neracionalidad del aprendizaje comunitario 
como un método.

•	 Los métodos de enseñanza-aprendizaje deben 
responder a la lógica práctica-productiva, de-
jando de lado la sobrevalorización de los co-
nocimientos teóricos. La escuela debe abrir 
las puertas de sus aulas y facilitar a los niños 
oportunidades de aprender haciendo. 

•	 Debe tomar en cuenta que la enseñanza en y 
sobre los idiomas indígena originarios es un 
eje central para lograr aprendizajes intracul-
turales, puesto que los idiomas transmiten la 
lógica y conocimientos de la cultura propia. 
Se debe buscar métodos propios del uso de 
los idiomas bolivianos para fortalecer su uso 
y desarrollo.

•	 Debe fomentar la autoestima cultural de los 
alumnos. Esto tiene que ser tomado en cuenta 
como método de enseñanza y los profesores 
tienen que estar conscientes de las actitu-
des (en relación con las diferentes culturas e 
idiomas) que transmiten a los alumnos. Es 

importante también para producir mejores 
resultados de aprendizaje.

Cuando se intenta generar un cambio en los 
procesos de educación escolar, la principal res-
ponsabilidad en su implementación recae en los 
profesores y autoridades del sistema escolar en sus 
diferentes niveles. Según el criterio de los entre-
vistados, tanto representantes del sistema escolar 
como de las organizaciones indígena originaria 
campesinas, es posible que una parte de la edu-
cación intracultural sea dirigida por los profeso-
res y que otra parte la asuman los mismos comu-
narios, sabios o dirigentes, como conocedores 
de su cultura. Es importante que los profesores 
sean asignados a su lugar de trabajo según sus 
conocimientos culturales y lingüísticos. Según el 
punto de vista de los comunarios, dirigentes y 
autoridades indígena originarios, se espera que 
los profesores manejen capacidades prácticas y 
productivas (por ejemplo, en agronomía). 

En esta investigación, se ha tratado de de-
mostrar que la educación intracultural no im-
plica solamente un cambio en los contenidos de 
la enseñanza, sino que es un asunto estructural. 
Diciendo esto, lo intracultural también se debe 
tomar en cuenta en los contenidos y ejes temáti-
cos de la educación, de la siguiente manera:

•	 El manejo temático es integral, no basado en 
las disciplinas científicas o materias.

•	 En la transmisión de los contenidos temáticos, 
al mismo tiempo, se transmiten los valores, 
como, por ejemplo, el respeto.

•	 La recuperación, la transmisión y el desarro-
llo de los saberes propios indígena originario 
campesinos es un eje central.

•	 Los contenidos de la enseñanza deben tener 
relevancia en el contexto territorial (sin olvi-
dar lo intercultural).

•	 Un elemento constituyente de la educación co-
munitaria es el fomento de la relación estrecha 
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con la naturaleza/todo el mundo vivo, y esto 
no se puede lograr en la escuela mediante la 
enseñanza clásica de biología, sino que debe 
ser tomado en cuenta de manera transversal.

•	 Varios de los entrevistados hablan con tristeza 
de que nunca aprendieron la historia propia 
de su pueblo o nación indígena originaria 
campesina. La educación intracultural debe 
partir de la enseñanza de la historia propia in-
dígena originaria campesina. 

•	 En la educación intracultural se debe reflejar 
el sentido comunitario (no individual) e in-
tergeneracional de los conocimientos y saberes 
indígena originario campesinos.

•	 La organización de los contenidos debe partir 
del enfoque productivo y práctico para generar 
capacidades para la vida en los alumnos, para 
el Vivir Bien familiar y comunitario. Como 
dice la Ley Avelino Siñani-Elizardo Pérez, la 
educación es de la vida, en la vida, para Vivir 
Bien (art. 3: 11).

•	 Considerar la particularidad de los pisos eco-
lógicos como algo fundamental de cada con-
texto socio-cultural y productivo, así como 
las diferencias internas dentro de las propias 
naciones indígena originarias.

Es evidente que mediante la educación intra-
cultural, se comenzará a abordar nuevos temas y 
formas de trabajo escolar que antes pertenecían 
al ámbito de educación comunitaria no formal. 
Aunque la escuela llegará a ser una parte más 
integral de la vida familiar y comunitaria para 
que, tanto la escuela como la familia y comu-
nidad, juntos eduquen los niños y adolescentes, 
la escuela no puede reemplazar el rol de los pa-
dres, abuelos y autoridades comunitarias, sino 
que tiene que ser una educación conjunta entre 
todos los actores que participan en el proceso de 
formación para la vida de las generaciones jóve-
nes. En este sentido, es importante preguntar-
nos: ¿qué contenidos de lo intracultural llevar 

a la escuela formal? y ¿qué aspectos dejar como 
parte de la educación comunitaria no escolari-
zada? Por ejemplo, ¿la ritualidad puede ser parte 
de la escuela o sería una distorsión de la misma 
llevarla al ámbito escolar?

La construcción del nuevo sistema plurina-
cional de educación cuenta con una diversidad 
de desafíos que tienen que ser trabajados, como 
por ejemplo:

•	 Lograr el cambio de actitudes/descolonización 
para valorar las ciencias, conocimientos, sabe-
res e idiomas indígena originario campesinos 
en el mismo nivel que los de las otras culturas.

•	 Alcanzar la constitución de los equipos de 
profesores con capacidades intraculturales (los 
que vienen del sistema formal y los comunita-
rios) y su permanente formación.

•	 Generar un proceso permanente de investiga-
ción, profundización, desarrollo y registro de 
las ciencias, conocimientos, saberes e idiomas 
indígena originario campesinos desde los mis-
mos pueblos y naciones, para el diseño curri-
cular, metodológico, elaboración de materia-
les de apoyo y formación de profesores.

•	 Lograr la integralidad educativa, una combina-
ción de los campos de saberes sin aislarlos en di-
ferentes disciplinas o materias. Esto es un desa-
fío en la elaboración de las mallas curriculares, 
que desde su estructura no están construidas 
para el manejo integral de los conocimientos. 

•	 Asumir desde el ámbito del sistema educativo 
la construcción comunitaria del Estado Pluri-
nacional y el Vivir Bien.
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La crisis del sistema educativo chileno en general, y del universitario en particular, 
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INTRODUCCIÓN

En Chile, con el boom de universidades privadas 
a partir de los años 1980, se esperaba aumentar 
la cantidad de jóvenes que accedieran a estudios 
superiores. Efectivamente, así ocurrió, pero en no 
pocos casos con cargo a la calidad e, incluso, trans-
grediendo principios éticos al aplicar con laxitud 
procesos de selección, ingresando jóvenes que 
pueden no tener clara una vocación académica, 
con lo cual terminan endeudados y desmotivados.

Según el Departamento de Evaluación, Me-
dición y Registro Curricular (DEMRE) -ins-
tancia encargada de administrar los procesos de 
selección en Chile-, la prueba de selección que 
se aplicó hasta el año 2002 (Prueba de Aptitud 
Académica o PAA) buscaba medir principal-
mente aptitudes o habilidades, mientras que la 
nueva Prueba de Selección Universitaria (PSU), 
aplicada desde el año 2003, busca medir cono-
cimientos, con lo que, en teoría, ocasionaría una 
externalidad positiva al aumentar la equidad en-
tre el sistema escolar al alinear la selección con 
los contenidos mínimos del currículo escolar.

Si bien hemos visto que ha aumentado el nú-
mero de estudiantes de bajos ingresos que rin-
den la PSU, esta no ha logrado ser más equitati-
va que la PAA. El problema es que las diferencias 
entre los establecimientos, según su dependen-
cia, sigue profundizándose con los mejores re-
sultados obtenidos por los colegios particulares 
pagados, que sí aprovechan el impacto curricular 
en esta nueva medición. 

Pero si la PSU, ahora, como en su momento 
ocurría con la PAA, es un instrumento que consa-
gra la inequidad proveniente de la educación esco-
lar, ¿por qué se mantiene como criterio de selección? 

La explicación se encuentra en las políticas 
neoliberales que se comenzaron a aplicar en Chi-
le a partir de 1981, y que en el caso del sistema 

universitario, se consagra con la creación del Apor-
te Fiscal Indirecto (AFI) como recurso financiero 
competitivo entre universidades que debían ten-
der de manera creciente al autofinanciamiento. 

En Chile, a las universidades, según las ca-
rreras que ofrecen, ingresan postulantes que 
presentan un puntaje que combina las notas de 
enseñanza media con el puntaje de la prueba de 
selección. Con la creación del AFI, se generó un 
fuerte incentivo para que las universidades au-
mentaran la ponderación de la prueba de selec-
ción, en detrimento del valor ponderado de las 
notas de enseñanza media (que es el mejor pre-
dictor de la “performance” académica que tendrá 
el estudiante en la universidad, y que a diferencia 
de la prueba de selección, se distribuyen de igual 
manera entre ricos y pobres) a fin de captar más 
aportes monetarios del Estado en la medida en 
que lograsen dar acceso a los mejores alumnos.

El AFI define como “mejores alumnos” a 
quienes hayan obtenido uno de los 27.500 me-
jores puntajes en la PAA sin considerar en abso-
luto las notas de enseñanza media3. Fue así que 
al año siguiente de la creación del AFI, las uni-
versidades redujeron ponderación de las notas de 
enseñanza media y aumentaron la ponderación 
de la PAA, para captar más alumnos con AFI.

Lo anterior adquiere una gran importancia 
pues la definición de “mejor alumno” que hace 
el AFI estaría asociado a un antecedente del pos-
tulante que no sería estable en el tiempo, pues 
indicaría que un postulante que en un momento 
dado carece de las aptitudes académicas que mide 
la PAA, las adquiere al cabo de un cierto período.

Las diferencias de rendimiento entre los pos-
tulantes provenientes de establecimientos con 
financiamiento estatal y financiamiento privado 
fueron analizadas ya en el año 1980, y se con-
cluía que los primeros obtienen puntajes meno-
res que quienes provienen de establecimientos 

3	 En Chile como en Bolivia, las notas van de 1 a 7.
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privados y al igual que los postulantes de pro-
vincias respecto de los provenientes de la Región 
Metropolitana de Santiago.

Entonces, a pesar que la educación superior 
chilena ha incrementado sustancialmente su co-
bertura desde la irrupción de su privatización, 
se observa una insuficiente participación de los 
quintiles de menor ingreso, existiendo un desfa-
se entre los puntajes de selección, según el tipo 
de establecimiento de los postulantes.

Los datos disponibles muestran una parado-
ja: mientras la institucionalidad afirma que la 
selección de postulantes a la universidad opera 
según mérito, en realidad se discrimina a los 
postulantes que provienen de la educación con 
financiamiento público. 

La selección hecha en base al puntaje en la 
Prueba de Selección Universitaria refleja, en rea-
lidad, la calidad de los establecimientos de los 
cuales provienen los alumnos, el eventual paso 
por un preuniversitario (programas privados de 
preparación y entrenamiento para rendir la PSU) 
y/o el “capital cultural” de las familias; pero no 
toma en cuenta la trayectoria académica de los 
estudiantes asociada con su rendimiento escolar. 

En efecto, si consideráramos al 10% de pos-
tulantes mejor evaluados que egresaron de cole-
gios particulares pagados, estos se ubican sobre 
los 700 puntos (puntaje que garantiza el acceso 
a las mejores universidades y carreras de mayor 
demanda), esto es, entre 100 y 150 puntos de 
la moda de los puntajes de los mejor evalua-
dos de colegios particulares subvencionados y 
municipales4. Así, los “mejores alumnos” de la 
educación municipal y subvencionada excepcio-
nalmente alcanzarán los puntajes de los prime-
ros. En la práctica, los alumnos de los primeros 

quintiles tienen menos posibilidades de rendir 
una PSU satisfactoria y por tanto de acceder a 
la universidad. 

La insuficiente participación de los quinti-
les de menor ingreso se vio agudizada con las 
políticas neoliberales de implementación del 
AFI asociado a una alta ponderación del PSU 
en desmedro de las Notas de Enseñanza Media 
(NEM), a pesar de que diversos estudios han se-
ñalado que el mejor predictor del éxito univer-
sitario es la trayectoria académica en Educación 
Media y no la PSU5, y a pesar de la abundante 
evidencia de investigaciones que sostienen que 
el rendimiento académico en la enseñanza me-
dia se distribuye de manera normal en todos los 
establecimientos y quienes se encuentran entre 
el 5% y 15% superior del respectivo ranking de 
NEM de su colegio tienen una alta probabilidad 
de tener un mejor rendimiento en la universi-
dad entre quienes obtuvieron su mismo puntaje 
PSU, pero que se encontraban fuera de ese ran-
king (Meneses, 2005).

Reconociendo lo anterior, en Chile se han 
venido implementando iniciativas aisladas que, 
aceptando las reglas del juego neoliberal, han 
intentado corregir la inequidad en la perma-
nencia de estudiantes vulnerables que se sitúan 
en los primeros quintiles. Ejemplos de ello son 
las experiencias con estudiantes indígenas de la 
Universidad de Tarapacá (UTA) y de la Univer-
sidad de La Frontera de Temuco (UFRO) y el 
Cupo de Equidad de la Escuela de Psicología de 
la Universidad de Chile. 

Sin embargo existen experiencias tendientes a 
corregir la discriminación en el acceso. Nos re-
ferimos a los denominados Programas de Inclu-
sión Propedéuticos implementados por la estatal 

4	 En Chile existen tres tipos de establecimientos educacionales: particulares pagados, particulares subvencionados y municipales.
5	 Es preciso consignar que uno de los logros del movimiento estudiantil chileno durante el año 2011 ha sido la aceptación 

transversal de la necesidad de incorporar el ranking de notas de la enseñanza media como indicador de selectividad, así como 
la disposición de fondos públicos para la implementación, en las universidades, de programas remediales para alumnos prove-
nientes de sectores vulnerables que accedan por este mecanismo.
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Universidad de Santiago de Chile (USACH), 
y las católicas y privadas universidades Alberto 
Hurtado y Silva Henríquez, cuya descripción en 
detalle se podrá apreciar más adelante. 

La pionera en esta iniciativa fue la USACH. 
En el año 2007, incorporó a la carrera de In-
geniería a los primeros ocho alumnos del ran-
king de notas del Liceo Industrial Pedro Aguirre 
Cerda (LIPPAC) de la ciudad de Rancagua; sin 
embargo, al no haber una fase de nivelación o de 
preparación para la vida universitaria, la mayoría 
de los jóvenes fue desertando y al cabo de un año 
tan solo quedaba uno. 

Debido a lo anterior, se decidió crear el pro-
grama propedéutico e incorporar a los alumnos 
al Programa de Bachillerato6, con el objetivo de 
mejorar la efectividad de su política de inclusión. 
El éxito de este programa no debía conformarse 
con la generación de una oferta depurada de ac-
ceso no tradicional para quienes en otras circuns-
tancias probablemente estarían impedidos de 
concretarla sino también por su efectividad; esto 
es, debía ajustarse a las características de la pobla-
ción objetivo, generando aprendizajes de buena 
calidad y creando condiciones para un buen ren-
dimiento académico que contribuyera significa-
tivamente a la retención. Según Lemaitre: 

… recibir alumnos como los descritos no 
permite desarrollar la docencia de la misma 

forma en que se atiende a una población tradi-
cional, de altas calificaciones y con un entorno 
favorable al estudio superior. Si los estudiantes 
que ingresan a la educación superior no tie-
nen las calificaciones necesarias, si vienen de 
un liceo donde no se lograron los objetivos 
esperados, si no tiene ninguna experiencia de 
niveles avanzados de formación, la institución 
de educación superior tiene la obligación de 
suplir esas carencias (Lemaitre, 2006). 

El Programa Propedéutico-Bachillerato, en 
tanto acción afirmativa, no podía ajustarse a di-
cha pretensión sólo si lo hacía respecto del acce-
so. Tenía el desafío de evitar o reducir la deser-
ción por variables asociadas a la vulnerabilidad 
de los alumnos. 

En concreto, el programa está dirigido a los 
alumnos mejor evaluados de siete liceos que 
atienden población vulnerable7. 

Los requisitos de ingreso de los alumnos son 
tres: 1) Tener un promedio general de NEM de 
1° a 3° medio y primer semestre de 4° medio 
dentro del 10% superior del curso, ya que en 
este porcentaje se encontrarían los alumnos con 
talento académico8; 2) Haber estudiado los tres 
años anteriores en el establecimiento respectivo; 
y, 3) Documentar el compromiso de sus padres 
o apoderados de apoyarlos en sus estudios en el 
establecimiento y en el propedéutico. 

6	 Programa universitario creado en 1992 en la Universidad de Santiago para que los estudiantes disciernan su vocación profesio-
nal a lo largo de un año, para luego postular al interior de la Universidad a cualquiera de sus carreras, las cuales, por reglamento 
interno, deben reservar el 20% de los cupos a los alumnos provenientes del bachillerato (el 80% restante está reservado a los 
alumnos que ingresan vía PSU). Con el tiempo el bachillerato se fue transformando también en un programa de acceso alter-
nativo a las carreras de preferencia de los estudiantes que no pudieron ingresar directamente por falta de puntaje PSU.

7	 Durante el gobierno de la presidenta Bachelet, el ministerio de Educación creó el Programa “Liceos Prioritarios” (liceos mixtos que 
presentaban malos resultados educativos, lo que está altamente correlacionado con la población que atienden. En este caso, jóvenes 
vulnerables del primer y segundo quintil de ingresos), licitando recursos especialmente a las universidades que contaban con escuelas, 
departamentos, facultades o institutos de pedagogía y/o educación, para que interviniesen a nivel curricular y de gestión, para mejorar 
los indicadores de calidad educativa. La USACH participó de este programa, partiendo con cuatro liceos prioritarios desde 2007.

8	 El talento académico se expresa, entre otras características, en el alto desarrollo del locus interno del estudiante, lo que le lleva 
a explicar sus éxitos o fracasos académicos desde sí y no según el entorno; la tendencia a leer libros por cuenta propia, la perte-
nencia a organizaciones estudiantiles, la autoexigencia, metodicidad y laboriosidad.
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El programa tiene 2 etapas: En la primera, 
asisten aproximadamente 100 estudiantes que 
participan de un período lectivo los días sába-
dos, cubriendo tres materias: Matemática, Len-
guaje y Desarrollo Personal. Se exige el 100% de 
asistencia. El promedio de notas de esta etapa 
pondera un 10%, que se suma a la ponderación 
del 60% de la NEM que obtuvo entre 1° y 3° 
medio de enseñanza y el 30% que ponderan las 
NEM de 4° medio (mientras cursa el propedéu-
tico. De esta forma se estimula a que los jóvenes 
no desatiendan sus responsabilidades escolares9. 
En la segunda etapa, acceden aproximadamente 
50 estudiantes al bachillerato de la universidad 
(que igualmente debieron rendir la PSU), en 
condición de becados hasta que se titulen en las 
carreras de continuidad. 

Sin embargo, a pesar de esta instancia reme-
dial, no es posible afirmar si estas experiencias son 
efectivas en la permanencia, pues luego de casi 
cuatro años no hay información sistemática que 
oriente el diseño, implementación y evaluación 
de los actuales y nuevos programas inclusivos10.

El acceso de los “estudiantes propedéuticos” 
plantea nuevos desafíos a las instituciones de 
Educación Superior: estudiantes con importan-
tes déficits académicos y sociales, que requieren 
del diseño de estrategias para contribuir a su per-
manencia y para atender a un estudiantado cada 
vez más diverso. En este sentido, vale la pena 
considerar la escasa teoría constituida a partir de 
las “escuelas efectivas”, experiencias en el ámbito 

educacional que logran sobresalientes resultados 
de aprendizaje en contextos adversos.

Lo anterior es fundamental si se busca ge-
nerar una alternativa de acceso a la universidad 
para estudiantes de colegios municipalizados y 
particulares subvencionados que son normal-
mente excluidos de la Educación Superior y 
preguntarse por las características de los siste-
mas de gestión: ¿qué características tienen los 
sistemas de gestión organizacional -tomando 
en cuenta las dimensiones contempladas en el 
modelo de gestión integral- diseñados para 
los programas de inclusión propedéuticos hasta 
ahora implementados? 

Otro factor clave es preguntarse: ¿qué tipo de 
prácticas pedagógicas predominan en los docen-
tes de los programas inclusivos de las universida-
des USACH, UCSH y UAH? Y si es necesario 
adoptar metodologías que reflejen una nueva 
forma de enseñar, que aminoren las desventajas 
iniciales y que eviten la frustración de los estu-
diantes que son incorporados. 

Este artículo se enmarca en el contexto de 
una investigación mayor, cuyo propósito es eva-
luar la efectividad de estos programas, siendo 
por ahora el objetivo general es caracterizar los 
sistemas de gestión y las prácticas pedagógicas 
desarrollados en los programas inclusivos que 
se vienen ejecutando desde 2007, tomando en 
cuenta que aún no existe sistematización de la 
información ni un análisis comparativo de la 
forma en cómo se están implementando. 

9	 Como se podrá advertir, el mayor peso se concentra en la trayectoria académica del estudiante, lo que involucra a varias dece-
nas de profesores que no podrían ponerse de acuerdo para dirigir las notas durante cuatro años, lo que evita la designación de 
alumnos y la corrupción del proceso; pero a la vez, al considerar el ranking en el curso y no en el colegio, se evita alimentar la 
“mala práctica” de algunos directores de establecimientos educacionales de segmentar los cursos según buenos o malos alum-
nos. Garantizar el reconocimiento de la trayectoria académica del estudiante durante cuatro años, en el ranking de notas de su 
curso; y un proceso de preselección en el propedéutico, en que la exigencia de 100% de asistencia, permite asegurar estudiantes 
metódicos y laboriosos, a la vez que se constituye en una institucionalidad anticorrupción. Al respecto, experiencias como la del 
PAE de la Universidad Mayor de San Simón en el departamento de Cochabamba (Bolivia), fueron en un momento evaluados 
negativamente, entre otras cosas, por la consagración de un sistema que no evitaba la personalización de la selección. 

10	Es lo que debiera aportar la investigación que enmarca este trabajo. Los resultados estarán disponibles en mayo de 2012.
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En la investigación fue necesario utilizar mé-
todos cualitativos para el primer acercamiento 
a la reconstrucción de los sistemas de gestión. 
El foco fue la apreciación de los actores claves 
de estos programas, los gestores que de una u 
otra manera se encuentran “liderando” el pro-
grama de inclusión (tres directivos). La informa-
ción obtenida nos permitió realizar un análisis 
comparativo de los sistemas de gestión de las 
distintas universidades, identificando diferencias 
y semejanzas entre ellas para armar una visión 
más amplia de lo que estaba sucediendo en cada 
una de ellas. Además, la recolección de datos de 
esta etapa del proyecto de investigación debió 
ser complementada por el uso de métodos cuan-
titativos a partir de la aplicación de encuestas 
a algunos de los integrantes de los equipos de 
gestión (nueve gestores) y a los estudiantes (355 
estudiantes, 72 de origen propedéutico) de las 
distintas universidades. 

1. MARCO TEÓRICO

Convengamos que los fundamentos teórico-
empíricos que justifican estas experiencias de 
acción afirmativa para la equidad en el acceso, 
podrían ser estériles si la equidad no se hace 
extensiva a la permanencia. Los programas de 
este tipo, serán contribuyentes a la equidad, 
solo si logran ser igual o mayormente efectivos 
con relación a los estudiantes que ingresan a 
través de este sistema alternativo, respecto de 
quienes lo hacen a través de la prueba de se-
lección universitaria. En ello, se juega la teoría 
que sostiene que los talentos están repartidos 
igualmente entre ricos y pobres, y que se con-
centra, según los datos, en el 10% superior 
de alumnos según el ranking de notas de su 
curso (algunos lo ubican en el establecimiento 
educacional).

De ahí que sea necesario, identificar las dimen-
siones y variables propias de la organización eje-
cutora, que podrían estar asociadas a una mayor o 
menor efectividad en la permanencia y determi-
nar con ello una línea de base que permita moni-
torear, evaluar e inducir el desarrollo de los pro-
gramas inclusivos. Al respecto, la literatura con-
sultada -sin considerar la relativa a las conductas 
de entrada o características que traen los alumnos 
desde el entorno universitario, experiencias esco-
lares, familiares, lugares de residencia, etc.- re-
comienda sopesar la influencia de los sistemas de 
gestión de la organización (programa universita-
rio) que ejecuta el programa, las prácticas pedagó-
gicas y la cultura académica u organizacional que 
actúan como facilitadores u obstaculizadores de la 
efectividad de la acción afirmativa.

A continuación, esbozamos la importancia 
teórico-empírica de la gestión y las prácticas pe-
dagógicas11 que orientan la interpretación de los 
datos hasta ahora disponibles.

La equidad en el acceso a la 
educación superior

Si bien en los últimos años se ha apreciado un 
aumento en la cobertura de la Educación Supe-
rior -aumento que incluye a los quintiles más 
bajos de la sociedad chilena- sigue existiendo 
una enorme brecha entre los distintos sectores 
sociales, pues como lo señala Díaz (2008), mien-
tras en el 20% de mayores ingresos la cobertura 
en la educación superior es de 53,1%, en 20% 
de menores ingresos apenas alcanza a 13,7%.

Las causas principales se asocian al estable-
cimiento educacional de origen y las limitantes 
socioeconómicas de los estudiantes provenientes 
de los quintiles más bajos. Se evidencia, enton-
ces, una cierta estratificación al interior de la 
educación superior que viene condicionada por 

11	La cultura organizacional está en curso de indagación, por lo que no se aborda en este trabajo.
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la educación escolar y por el origen socioeconó-
mico del estudiante.

De esta manera, es muy bajo el acceso a uni-
versidades selectivas de estudiantes provenientes 
del sector municipalizado. Los resultados de la 
PSU nos confirman lo anterior pues, en el año 
2008, tan solo 47,8% de los estudiantes de esta-
blecimientos municipales obtuvieron 475 pun-
tos o más, una cifra muy por debajo de la alcan-
zada en los colegios particulares pagados corres-
pondiente a 91% de sus estudiantes (OECD, 
2009). En consecuencia, 

… las probabilidades que un estudiante 
de un colegio municipalizado ingrese a la 
educación superior son de un quinto en 
relación con las de uno proveniente de un 
colegio particular pagado (García Huido-
bro, 2006: 139). 

Toda política que intenta ser inclusiva en ma-
teria de acceso, tiene que buscar generar un sis-
tema de selección alternativo que dé más valor al 
esfuerzo y al mérito del estudiante expresado en 
su trayectoria académica en educación secunda-
ria, es decir, alternativas inclusivas que reconoz-
can el talento de los estudiantes que ocupan lu-
gares de privilegio en el ranking de calificaciones. 
De lo contrario, se continuaría otorgando más 
importancia a los factores externos, reproducien-
do la desigualdad respecto a las oportunidades de 
recibir una educación superior de calidad.

Las políticas inclusivas generadas con el fin de 
corregir la inequidad en el acceso a la educación 
universitaria se centran en otorgarle mayor rele-
vancia a la ponderación de las notas de enseñan-
za media. García Huidobro (2006) señala que 
reconocer el trabajo escolar que los jóvenes han 
realizado durante la educación secundaria mejora 
el nivel de equidad del sistema de admisión, ya 
que los bajos puntajes que obtienen los alumnos 
de alto rendimiento de los liceos más pobres no 

significan menos talento, sino el resultado de ha-
ber estudiado en condiciones más desfavorables. 

La equidad en la permanencia 
en la educación superior

En cualquier caso, mejorar las oportunidades de 
acceso mediante correcciones al modelo de se-
lección es insuficiente para lograr una igualdad 
efectiva de oportunidades educativas en educa-
ción superior. Se requiere ajustar las políticas 
institucionales dirigidas a asegurar la equidad en 
la permanencia de los estudiantes que, reunien-
do el talento necesario, ingresan a la universidad 
en una posición de desventaja debido a sus con-
textos vulnerables y a las carencias presentadas 
en el sistema escolar de procedencia. 

En Chile, 

… se aprecia una menor retención de es-
tudiantes de los dos quintiles más pobres 
(I y II), cuando la permanencia al interior 
del sistema universitario disminuye de 40% 
en el primer año a 14% en el cuarto año, 
mientras que entre los dos quintiles más 
ricos (IV y V) sólo disminuye la participa-
ción desde 29% en el primer año a 21% en 
el cuarto año (Latorre et. al., 2009: 47). 

Por lo tanto, la equidad en la permanencia es 
una deuda.

Canales y De los Ríos (2009) señalan que 
adquirir nuevos códigos y grupos de trabajo re-
sulta particularmente complejo para los alum-
nos provenientes de sectores vulnerables pues se 
reconocen en una posición de desigualdad, no 
solamente en cuanto al manejo de contenidos 
y cultura general, sino también en su capital so-
cial, pues sus redes se encuentran muy desvincu-
ladas al sistema universitario.

Por otra parte, encontramos los factores ins-
titucionales. Las universidades deben enfrentar 
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nuevos desafíos asociados al aumento de la di-
versidad socioeconómica y sociocultural del es-
tudiantado, abriéndose la posibilidad en el ac-
ceso a grupos que tradicionalmente se encon-
traban excluidos del sistema. Lamentablemente 
existe una falta de visibilización de la diversidad 
por parte de las instituciones de educación supe-
rior o se percibe como un problema y no como 
una oportunidad, pues 

… la diversificación del estudiantado se 
traduciría más bien en una baja en la cali-
dad de los estudiantes, muchos de los cuales 
llegarían a formarse sin tener todos los co-
nocimientos y/o competencias necesarios, 
lo cual no sólo incidiría en una baja en sus 
resultados sino, también, de los otros que sí 
tendrían las capacidades instaladas requeri-
das para aprovechar la experiencia (Sebas-
tian, 2007: 84-85).

A raíz de la multiplicidad de dificultades que 
se presentan a los estudiantes que provienen de 
contextos vulnerables, la solución no se encuen-
tra solamente en apoyos financieros como becas, 
sino que se requiere elaborar estrategias y prác-
ticas complementarias que permitan mejorar la 
permanencia de los estudiantes. 

La mayoría de las universidades no han de-
sarrollado las capacidades institucionales necesa-
rias para recibir y promover el aprendizaje de los 
estudiantes procedentes de sectores más pobres o 
culturalmente diversos. 

… la institucionalidad no estaría ofreciendo 
oportunidades equivalentes a cada estudiante 
según sus especificidades, sino que, en la prác-
tica, estaría discriminando a favor de unos y 
en contra de otros (Sebastian, 2007: 23).

La inclusión debe propender a la perma-
nencia de los estudiantes que desde contextos 

vulnerables y desfavorables logran acceder a la 
universidad. Este es el gran desafío de nuestras 
instituciones de educación superior. 

Las actuales reformas a los sistemas educati-
vos se han desarrollado sobre la base de dos va-
lores fundamentales: la equidad y la calidad de 
la educación.

La gran deuda del sistema educacional chi-
leno tiene relación con la calidad de la educa-
ción, ya que la enorme brecha que existe entre 
las distintas realidades educativas es persisten-
te a pesar de las inversiones realizadas, lo que 
perjudica la permanencia en el sistema de los 
estudiantes que provienen de sectores socioeco-
nómicos más bajos. Esto se puede ejemplificar 
con los porcentajes de retención en el sistema 
universitario de los jóvenes provenientes de los 
quintiles I y II para quienes, según Latorre et 
al., (2009), la permanencia en la universidad 
disminuye de 40% en el primer año a 14% en 
el cuarto año. 

Ahora bien, esta deuda de calidad se asocia 
al cumplimiento parcial de la equidad. Al no 
existir suficiente literatura que profundice este 
punto en educación superior, muchas veces re-
currimos a la información que evidencia estas 
falencias en el sistema escolar y que creemos que 
en varios aspectos son reproducidos en las uni-
versidades. Ejemplos de lo anterior son los re-
sultados del Sistema de Medición de la Calidad 
de la Educación (SIMCE) y de la PSU que año 
a año dejan en evidencia la enorme brecha exis-
tente entre “ricos y pobres”. 

El concepto de calidad nos obliga a hacernos 
cargo de la diversidad socioeconómica y socio-
cultural existente en el estudiantado; por lo tan-
to, no basta con impulsar la equidad en el acce-
so sino también se deben desarrollar acciones y 
estrategias que posibiliten la permanencia en el 
sistema de estudiantes que tradicionalmente se 
encontrarían excluidos y que ingresan en condi-
ciones de desventaja. 
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 Gestión educativa

A partir de las últimas décadas, se comienza a 
poner énfasis en la gestión como aspecto clave al 
momento de hablar de calidad y de efectividad 
de las instituciones educativas pues se constituye 
en la facultad de coordinar y organizar elemen-
tos que se encuentran dispersos para el cumpli-
miento de los objetivos institucionales. 

Casi la totalidad de los estudios se concentran 
en la escuela dejando de lado a las instituciones 
de educación superior. De este modo, hemos te-
nido que rescatar modelos de gestión que se han 
aplicado en los contextos escolares pero que por 
sus dimensiones, componentes y elementos son 
perfectamente replicables en cualquier nivel del 
sistema educativo. 

Es necesario romper con la visión tradicional 
acerca de la administración educacional, para-
digma que no se ajusta a las necesidades de los 
sistemas educativos insertos en un mundo de 
cambios.

La gestión no se restringe a un marco mera-
mente administrativo o técnico sino que tras-
ciende dichos aspectos para abarcar múltiples di-
mensiones. Según Larraín (2002), una Gestión 
Educativa Integral abarcaría cuatro dimensio-
nes, las cuales van a servir de base para la caracte-
rización de los sistemas de gestión existentes en 
los programas inclusivos propedéuticos debido 
a la completitud y a la integralidad con la cual 
visualiza la gestión en el ámbito educacional. 

Estas dimensiones son: 

•	 Dimensión pedagógica-curricular: Contem-
pla la organización del curriculum, opciones 
educativo-metodológicas, sistemas de planifi-
cación, criterios y formas de evaluación, proce-
so de aprendizaje, prácticas pedagógicas, defi-
nición de contenidos, entre otras. 

•	 Dimensión organizativa-operacional: Esta-
blece las estructuras, el funcionamiento de los 

equipos de trabajo y organiza el funcionamien-
to y las relaciones de los distintos miembros 
de la comunidad educativa, incluyendo las 
normas explícitas e implícitas de convivencia 
(ejemplo, Reglamento interno y prácticas coti-
dianas). 

•	 Dimensión administrativa-financiera: Invo-
lucra la previsión, la distribución y articula-
ción de los recursos. Gestionar esta dimensión 
implica manejar y coordinar los distintos re-
cursos que conforman toda organización, es 
decir, financieros, humanos y temporales. 

•	 Dimensión comunitaria: Esta dimensión de-
sarrolla una serie de relaciones entre el espacio 
educativo y la comunidad, las familias, otras 
organizaciones, el barrio, instituciones, vin-
culándose estratégicamente y generando redes 
de apoyo.

En el sistema educativo chileno existe la 
tendencia a desconocer las interconexiones e 
influencia mutua entre las dimensiones antes 
señaladas, disociando lo pedagógico de lo neta-
mente organizacional. Esto se traduce en la con-
formación de realidades educativas ineficaces en 
cuanto al logro de sus objetivos, convirtiéndose 
en algo prioritario cambiar la mirada que tene-
mos respecto a la gestión institucional. 

En educación superior no se visualiza un 
modelo de gestión integrado pues, según Atria 
(2006), lo que se observa son prácticas aisladas 
asociadas a determinados ámbitos como la ges-
tión de recursos humanos, de recursos financie-
ros, de la docencia, de la investigación, la gestión 
administrativa, entre otros.

En el contexto de los procesos de acredita-
ción de las universidades del Consejo de Rec-
tores, Atria (2006) señala que las universidades 
presentan prácticas y modelos de gestión que no 
son adecuados para enfrentar los nuevos desafíos 
que se les están presentando tales como la gran 
diversificación del estudiantado. A partir del 
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reconocimiento de una variedad de modelos de 
gestión en dichas universidades, identifica una 
gran cantidad de debilidades: débiles estrategias 
de desarrollo institucional; deficiente gestión 
de la investigación y vinculación con el medio; 
defectuosa gestión de la docencia; problemas de 
gestión de los recursos humanos y problemas 
asociados con el diseño de la estructura organi-
zacional adecuada para la gestión institucional.

El modelo de la gestión integral tiene una 
mirada amplia de las distintas dimensiones que 
componen la gestión educacional, posibilitando 
captar la realidad institucional de una forma glo-
bal, involucrar a los distintos actores de la co-
munidad educativa, vincularse con el entorno, 
establecer un plan estratégico de acciones siste-
máticas y coordinadas, acercarse a la calidad en 
educación pero con equidad, analizar y evaluar 
las prácticas institucionales para generar cam-
bios, etc. En el fondo, el objetivo de la Gestión 
Educacional no es más que desarrollar estrate-
gias de acción e intervención que promuevan 
cambios culturales e institucionales que apunten 
a la mejora de la calidad de la educación, mejora 
que lleva en sí misma el propósito de la equidad. 

Esta visión de la gestión educativa puede y 
debe ser aplicada en las instituciones de educa-
ción superior, más aún reconociendo las debi-
lidades y problemas que se han identificado en 
la forma en que se están gestionando, las cuales 
no son acordes a los nuevos desafíos planteados. 

En el caso de los programas inclusivos prope-
déuticos, es especialmente relevante considerar 
estas múltiples dimensiones ya que el éxito no se 
encuentra solamente en apoyos financieros como 
becas, sino que se requiere elaborar estrategias y 
prácticas complementarias que permitan mejorar 
la permanencia de dichos estudiantes a partir de la 
atención de sus múltiples necesidades. En este sen-
tido, Canales y De los Ríos (2009) reconocen que 
la persistencia de los estudiantes está fuertemente 
determinada por las redes y relaciones sociales de 

los alumnos y su entorno, jugando un rol funda-
mental las propias instituciones de educación su-
perior y los sistemas de gestión desarrollados.

Prácticas pedagógicas

Ahora bien, un aspecto que adquiere gran re-
levancia se inserta en la dimensión curricular y 
hace referencia a las prácticas pedagógicas. Es-
tamos haciendo referencia específicamente a las 
metodologías de enseñanza-aprendizaje emplea-
das por el docente.

Para este estudio, se tomó en cuenta el térmi-
no de práctica pedagógica como el desarrollo de 
ciertas acciones realizadas por el docente, en el 
contexto del aula, para conseguir el aprendizaje 
de sus alumnos. Pone de manifiesto una deter-
minada relación docente-conocimiento-alum-
no, centrada en el enseñar y en el aprender, que 
se constituye en un factor clave para explicar la 
efectividad en educación. 

Las universidades que se hacen parte de las 
iniciativas de inclusión deben hacerse cargo de 
la diversidad de sus alumnos a través de la adop-
ción de estrategias curriculares y pedagógicas. 
Deben asumir su cuota de responsabilidad fren-
te a indicadores como la deserción o los malos 
resultados académicos. Históricamente, las uni-
versidades chilenas transfieren completamente la 
responsabilidad del fracaso o éxito académico a 
los propios estudiantes, sin analizar de qué ma-
nera inciden en los indicadores de logros la ges-
tión docente e institucional. 

Recientemente se han ido desarrollando estu-
dios en educación superior que ponen en la pa-
lestra a los docentes universitarios, quienes han 
debido incorporar las competencias educativas 
(metodologías, didáctica, evaluación) a su ex-
perticia disciplinar. Molina y Silva (2005) plan-
tean que el papel del docente universitario es el 
de diseñar situaciones de aprendizaje para que 
sus alumnos tomen contacto con la materia de 
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estudio desde una concepción afectiva y mues-
tren desafíos al estudiante en condiciones de 
interacción social. La nueva dinámica interna 
establecida por estas iniciativas de inclusión en 
educación superior presenta enormes desafíos a 
los docentes. Según Callejas (2005), el docente 
universitario actual debe contar con habilidades 
comunicativas y pedagógicas acordes con los re-
tos que propone la educación del nuevo siglo. 

Mondragón (2005) sostiene que las prácticas 
pedagógicas implican el diseño de estrategias di-
dácticas que no se pueden limitar a la recepción 
de información por parte de los estudiantes. Es-
tos deben ser capaces de modificarla y aplicarla, 
de compartir las inquietudes en torno al conoci-
miento y poder problematizarlo, descomponer-
lo y recomponerlo en su personal comprensión, 
entre otras cosas. 

El autor identifica diversas prácticas pedagó-
gicas en el ámbito universitario:

•	 Expositiva: Es predominante en las aulas 
universitarias, y corresponde a la denominada 
clase magistral. En ella se presenta una cohe-
rencia conceptual dada por el encadenamien-
to de conceptos disciplinarios desarrollados 
por el docente. Se destaca porque la sala de 
clases corresponde al escenario de aprendizaje 
en el que el uso de la voz del profesor es el 
instrumento argumentito-expositivo tendien-
te a convencer, instalar y desinstalar las con-
cepciones previas que el estudiante trae. Las 
conferencias, la docencia colectiva, la docen-
cia tutorial, la interrogación, la demostración 
y la discusión guiada, son ejemplos concretos 
de este tipo de prácticas. 

•	 Constructiva: Se centra en la acción reflexiva 
de los estudiantes. Entre los principios bási-
cos de estas prácticas encontramos la demo-
cratización de las relaciones pedagógicas, la 
orientación por parte del docente en el trabajo 
de los estudiantes, el “aprender haciendo” y 

el “aprender a aprender”, el desarrollo de la 
creatividad y la unidad entre teoría y prácti-
ca. El taller es un ejemplo de este tipo, el cual 
permite la vinculación entre teoría y práctica. 
También podemos mencionar la lectura inde-
pendiente, el método de casos, el aprendizaje 
basado en problemas y los laboratorios.

•	 De profundización: Estas destacan por el 
alto nivel de exigencia, tanto para los estu-
diantes como para el docente. Permiten a los 
estudiantes tomar contacto en forma directa 
con los problemas y métodos propios de la re-
flexión, la argumentación y la investigación. 
Por su nivel de exigencia es necesario desa-
rrollarlas durante un largo tiempo del curso. 
Ejemplos de prácticas de profundización son 
el seminario, el debate y la presentación.

•	 De campo o socioeconómicas: Estas son 
las que vinculan la formación profesional del 
estudiante con la realidad de la vida técnica, 
económica y política del país y del mundo. 
Entre los ejemplos que podemos mencionar se 
encuentran el conversatorio, la salida a terreno 
y la práctica de campo.

•	 Lúdicas: Son las que alientan la construcción 
del conocimiento a través de la participación 
alegre y bulliciosa en base a valores tales como 
la responsabilidad. Algunos ejemplos son la 
dramatización y el juego. 

De este modo, fue necesario explorar de mane-
ra directa en la gestión organizacional y pedagó-
gica de los programas inclusivos, ambos factores 
esenciales para poder determinar posteriormente 
su relación con la permanencia de los estudiantes.

2. DESCRIPCIÓN DE LOS SISTEMAS 
DE GESTIÓN DE LOS PROGRAMAS 

INCLUSIVOS PROPEDÉUTICOS 

A pesar del tiempo que llevan ejecutándose los 
programas inclusivos en la USACH, la UCSH 
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y la UAH12 , no existe información respecto al 
diseño, implementación, monitoreo y evalua-
ción de sus experiencias. La gestión educacio-
nal ha asumido enorme relevancia, asociándose 
directamente a la efectividad, calidad y equi-
dad. De este modo, es necesario visualizar la 
manera en cómo se están gestionando los pro-
gramas inclusivos. Sin duda, visualizando las 
distintas aristas de los modelos de gestión se 
podrá construir una línea de base que introduz-
ca una mejora en las universidades que están 
asumiendo o asumirán este desafío. 

Dimensión pedagógica-curricular

Esta dimensión se relaciona directamente con el 
aprendizaje de los estudiantes y contempla las fun-
ciones más básicas de toda institución educacional, 

tales como la organización del curriculum, las op-
ciones educativo-metodológicas, sistemas de pla-
nificación, criterios de evaluación, entre otras.

Una propuesta inclusiva debe considerar es-
trategias que atiendan a la diversidad del estu-
diantado, más aún cuando muchos de ellos par-
ten con una desventaja inicial de tipo académi-
co, cultural y psicosocial, que puede repercutir 
en sus resultados y permanencia. Sin embargo, 
solo se han podido visualizar elementos relacio-
nados a aspectos de tipo funcional, tales como la 
estructura del programa, los módulos de la etapa 
propedéutica, los requisitos de aprobación y la 
construcción del ranking de selección.

Del análisis comparativo de la dimensión 
pedagógica-curricular en las tres universidades, 
de manera sintética, se pueden establecer los si-
guientes elementos relevantes:

Dimensión Elemento
Universidad

USACH UCSH UAH

Pedagógica
curricular

Estructura del 
programa de 
inclusión

Propedéutico 
(6 meses 
aproximadamente 
en el segundo 
semestre de 4º 
Medio), internado 
en matemática 
(dos semanas en 
enero) y Bachillerato 
en Ciencias y 
Humanidades (2 
años).

Propedéutico 
(6 meses 
aproximadamente en 
el segundo semestre 
de 4º Medio) y 
Carrera.

Propedéutico (6 meses 
aproximadamente en 
el segundo semestre de 
4º Medio, internado en 
metodología y temas 
de profundización (dos 
semanas en enero) y 
Bachillerato en Ciencias 
Sociales y Humanidades 
(2 años).

Módulos de la 
etapa propedéutica

Lenguaje, 
Matemática y 
Gestión de Personal 
(Fundación Equitas). 

Lenguaje, 
Matemática, 
Gestión de Personal 
(Fundación Equitas).

Dominio del 
lenguaje, Desarrollo 
del pensamiento 
matemático, Gestión 
de Personal (Fundación 
Equitas).

Continúa en la siguiente página.

12	Universidad de Santiago de Chile (USACH), Universidad Católica Silva Henríquez (UCSH) y Universidad Alberto Hurtado (UAH). 



158|  | Artículos

Viene de la página anterior.

Aprobación del 
Propedéutico

100% de asistencia.
Aprobar cada 
módulo con 
promedio mínimo 
4.0.

100% de asistencia.
Cumplir con tareas y 
trabajos.
Aprobar cada 
módulo con 
promedio mínimo 
4.0.

100% de asistencia.
Aprobar cada módulo 
con promedio mínimo 
4.0.

Pedagógica
curricular

Construcción de 
ranking de selección

Promedio de notas 
de Primero a Tercero 
Medio: 60%.
Notas de Cuarto 
Medio: 30%.
Notas propedéutico: 
10%.

Promedio de notas 
de Primero a Tercero 
Medio: 60%.
Notas de Cuarto 
Medio: 30%.
Notas propedéutico: 
10%.

Promedio de notas 
de Primero a primer 
semestre de Cuarto 
Medio: 90%.
Notas propedéutico: 
10%.

Estrategias de 
acompañamiento 
institucionalizadas

Ninguna. Ninguna. Ninguna.

Prácticas informales 
de apoyo 
académico y/o 
psicosocial.

Clases adicionales.
Monitoreo del 
Rendimiento 
académico.
Ambas en 
Bachillerato.

Tutorías Académicas.

Redes de apoyo: 
ayudantes y 
colaboradores.
En el Propedéutico y en 
el Bachillerato.

Indicadores de 
efectividad /
monitoreo

Ninguno. Ninguno. Ninguno.

Fuente: Elaboración propia.

Dimensión operacional-organizativa

Esta dimensión es la base organizacional, corres-
pondiendo a ella el funcionamiento de los equi-
pos de trabajo, las normas explícitas e implícitas 
de convivencia (ejemplo, Reglamento interno y 

prácticas cotidianas), la transmisión de valores, 
comportamientos y actitudes para una convi-
vencia democrática, participativa e inclusiva, 
entre otras cosas. De manera sintética, en esta 
dimensión se pueden establecer los siguientes 
elementos:

Dimensión Elemento
Universidad

USACH UCSH UAH

Organizativo 
operacional

Años de ejecución 
del programa 
(propedéutico 
a egreso del 
Bachillerato)

3 años

Tiempo relativo 
dependiendo de la 
carrera.
(2 años cuando 
se implemente el 
bachillerato)

Sin límite de tiempo.

Continúa en la siguiente página.
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13	Establecimientos educacionales de sectores vulnerables que presentan un desempeño deficiente.
14	La BEA es un subsidio creado en 2004, que reciben las universidades por cada alumno que matriculen en algunas de sus carre-

ras, siempre y cuando provenga del 5% superior del ranking de notas de su colegio de origen. Alumnos que en todo caso deben 
postular habiendo rendido la Prueba de Selección Universitaria (PSU)

Viene de la página anterior.

Organizativo 
operacional

Tipos de 
establecimientos 
educacionales

6 liceos Prioritarios13

Liceo IIPAC de 
Rancagua, 1 
establecimiento 
educacional de Belén 
Educa y un colegio 
municipal (Conchalí). 

6 establecimientos 
educacionales de 
Belén Educa, 1 liceo 
municipal (Quilicura) 
y dos colegios de 
la Fundación Fe y 
Alegría.

 7 liceos prioritarios

Convocatoria de 
estudiantes

10% superior de 
cada curso

10% superior del 
establecimiento 
educacional.

5% superior del 
establecimiento 
educacional.

Cupos para 
Bachillerato 47 cupos 10 cupos. 15 cupos.

Sistema de protección 
social interno

Becas Internas: “Los 
benefactores del 
propedéutico”.
Becas de 
alimentación 
Unesco.

Ninguno. Ninguno.

Fuente: Elaboración propia.

Dimensión administrativa-financiera

Esta es una de las dimensiones más delicadas pues 
una de las dificultades que ha surgido en la pues-
ta en marcha de los programas inclusivos pro-
pedéuticos es su financiamiento, aspecto que se 
ve reflejado en los sistemas de gestión. Un ejem-
plo de lo anterior es la importancia que se le ha 

atribuido al hecho de que los estudiantes que in-
gresen a la universidad vía propedéutico cuenten 
con la Beca de Excelencia Académica (BEA)14, lo 
que lleva a que las universidades finalmente con-
voquen al 5% superior de cada establecimiento 
educacional. De manera sintética, en esta dimen-
sión se pueden establecer los siguientes elemen-
tos para cada una de las universidades:

Dimensión Elemento
Universidad

USACH UCSH UCAH

Administrativa
financiera

Becas para los 
estudiantes

Beca de arancel de 
un 100%. 

Beca de arancel de 
un 100%.

Beca de arancel de 
un 90%. 

Participación 
económica de los 
estudiantes.

Matrícula semestral 
($ 60.000)

Ninguna. 
Excepto un estudiante 
que optó por 
financiar por sus 
medios el arancel 
anual.

10% del arancel 
anual ($ 250.000).

Continúa en la siguiente página.



160|  | Artículos

Viene de la página anterior.

Administrativa
financiera

Financiamiento

BEA (sólo si ingresan 
del 5% superior).
Otras Becas.
Financiamiento de la 
Universidad.. 

Principalmente BEA. 
Otras becas.
Diferencial cubierto 
por la Universidad.

Principalmente a 
través de la BEA. 
Otras becas.
Porcentaje del 
arancel pagado por 
los estudiantes.
Diferencial cubierto 
por la Universidad.

Dependencia Vicerrectoría 
Académica.

Vicerrectoría 
Académica.

Facultad de Filosofía 
y Humanidades. 
Facultad de 
Educación.

Fuente: Elaboración propia.

Dimensión comunitaria

La vinculación con el entorno es un factor clave 
para el éxito educativo, que debe ser intencio-
nado a través de la dimensión comunitaria de 
la gestión educacional, para lo cual se persigue 
traspasar los límites institucionales para esta-
blecer relaciones estratégicas con las familias, la 

comunidad, otras instituciones y el barrio, entre 
otros. Lamentablemente, en los sistemas de ges-
tión de los programas inclusivos propedéuticos 
el desarrollo de esta dimensión es muy débil, e 
incluso prácticamente nula. De manera sintéti-
ca, en esta dimensión se pueden establecer los 
siguientes elementos para cada una de las uni-
versidades:

Dimensión Elemento
Universidad

USACH UCSH UCAH

Comunitaria

Institucionalización 
relaciones liceos-
universidad

No No No.

Gestión de 
protección social 
externa

Sí. Principalmente 
a través de las 
municipalidades.

Ninguna. Ninguna.

Vinculación con el 
entorno familiar del 
alumno.

Ninguno. Ninguno. Sí. Reuniones de 
padres y apoderados.

Fuente: Elaboración propia.

CONCLUSIONES

Los programas inclusivos de la USACH, UCSH 
y UAH han llevado a cabo una importante po-
lítica de corrección de la inequidad en el acceso a 
las universidades al incorporar estudiantes de los 
primeros quintiles de ingreso, con vulnerabilidad 

psico-socioeconómica y con gran déficit cultural. 
La corrección se ha hecho utilizando como criterio 
de selección la trayectoria académica en Educación 
Media de los estudiantes y su rendimiento en la eta-
pa previa al ingreso a la universidad: el propedéutico.

Es un proyecto innovador y ambicioso, al cual 
se siguen sumando instituciones de educación 
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superior. A partir del año 2010, se han unido 
nuevas universidades con sus respectivos pro-
pedéuticos: la Universidad Metropolitana de 
Ciencias de la Educación, la Universidad Tec-
nológica Metropolitana, la Universidad Católica 
del Norte, la Universidad Católica de Temuco 
y la Universidad de Tarapacá, replicando los 
sistemas de gestión implementados en las tres 
primeras experiencias. Además, la UCSH in-
trodujo una importante modificación: la incor-
poración del bachillerato como etapa remedial, 
equiparándose con las experiencias de la USAH 
y la UAH. De esta manera, se ha ido acrecen-
tando el número de instituciones universitarias 
que integran la Red de Propedéuticos y que se 
comprometen con la generación de un espacio 
universitario más equitativo, diverso y demo-
crático. La intención es que estos programas in-
clusivos propedéuticos dejen de ser acciones de 
voluntad individual para convertirse en política 
de Estado.

Esto es más relevante en el contexto de crisis 
del sistema educacional chileno en general, y del 
universitario en particular, que se ha manifesta-
do en movilizaciones estudiantiles que cuentan 
con la simpatía de 70% de la población y han 
puesto al gobierno y al presidente Piñera en la 
adhesión más baja que se conozca desde que se 
hacen mediciones de este tipo, así como el ma-
yor rechazo conocido.

Aunque el conflicto es estructural en todas 
las mesas de diálogo, estudiantes y gobierno 
han coincidido en la necesidad de crear nuevos 
mecanismos de acceso equitativo en el ingreso, 
tomando como modelo el sistema propedéu-
tico. De este modo, se espera que, a partir de 
2012, entre cuatro y cinco mil estudiantes de 
colegios municipalizados o subvencionados de 
escasos recursos, y que formen parte del 5% de 
rendimiento académico superior en sus estable-
cimientos educacionales, se vean beneficiados 
por esta medida. 

Sin lugar a dudas, se ha dado un paso ade-
lante respecto a la equidad en el acceso a la 
educación superior, pero no nos podemos que-
dar con eso sino que se debe procurar lograr 
la equidad en cuanto a la permanencia de los 
estudiantes que logran vencer las barreras de 
acceso colocadas por la PSU y el elitismo. El 
conocimiento de esta última dimensión, busca 
lograr la investigación de la cual forma parte el 
presente artículo. Este es un desafío que debe 
cumplirse a corto plazo para que las aspiracio-
nes de los líderes de esta iniciativa puedan al-
canzarse y para que en Chile exista una alterna-
tiva real de movilidad social para todos aquellos 
que cuenten con los talentos y la motivación de 
cursar estudios superiores. 

Sin embargo, a través de la información dis-
persa disponible que se ha podido sistematizar, 
se advierte las deficiencias que se presentan en 
los sistemas de gestión de las tres universidades 
que fueron objeto de estudio, lo cual podría re-
percutir de manera negativa en la efectividad en 
cuanto a la equidad en la permanencia de los 
estudiantes que ingresan vía propedéutico. 

La caracterización realizada respecto a la di-
mensión pedagógica-curricular podría manifes-
tar debilidades en la lógica equitativa de la per-
manencia debido a que no se han implementa-
do estrategias que aseguren el acompañamiento 
académico y psicosocial de los estudiantes que 
ingresan vía propedéutico. De este modo, podría 
estarse transfiriendo la responsabilidad de la per-
manencia a los estudiantes. 

La informalidad de las prácticas llevadas a 
cabo en este sentido, no son suficientes debido 
a que depende de buenas voluntades sin enmar-
carse en una planificación estratégica. Además, 
no existe un proceso de selección, inducción o 
acompañamiento del personal docente que tra-
baja en las distintas etapas del programa. Ambos 
son elementos que se consideran importantes 
pero que no se han traducido en una acción 
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concreta e institucionalizada en ninguna de las 
universidades investigadas.

La información recogida respecto a dicha di-
mensión, da cuenta de que los acuerdos se han 
tomado solamente en relación a aspectos forma-
les tales como la estructura del programa, el ob-
jetivo del propedéutico, la selección de los mó-
dulos de dicha etapa y requisitos de aprobación. 

La segunda dimensión descrita es la organizati-
va-operacional. En las tres universidades, presenta 
importantes vacíos en cuanto a los reglamentos 
estudiantiles y académicos, y a la organización del 
trabajo docente. En términos organizacionales 
los sistemas de gestión se restringen a la organi-
zación del tiempo, la selección del tipo de esta-
blecimiento educacional con los cuales trabajan 
y la convocatoria de los estudiantes. El enorme 
débito de los sistemas de gestión se relaciona a la 
carencia de estrategias que apunten a la creación 
de un clima organizacional favorable al aprendi-
zaje y permanencia de todos los estudiantes, en 
medio de un contexto de diversidad que se sigue 
ampliando. Tampoco se han organizado sistemas 
de protección internos que aseguren la inclusión 
y la integración, valores claves para el éxito de la 
iniciativa que encabezan.

La dimensión administrativa es una de las 
más complejas. En las tres universidades, se re-
conoce como una de las principales debilidades 
en la gestión de los programas, existiendo in-
formación poco precisa al respecto y obstáculos 
difíciles de superar. La caracterización se limita a 
identificar las fuentes de financiamiento de cada 
uno de los programas, en donde las becas que 
acompañan a los estudiantes son prácticamen-
te indispensables. Es, sin lugar a dudas, una de 
las dimensiones que más cuesta profundizar en 
términos descriptivos por la existencia de infor-
mación confidencial.

Las características de los sistemas de gestión 
de la dimensión comunitaria dejan en eviden-
cia la ausencia de estrategias que permitan la 

vinculación con el entorno. Acá son importantes 
las relaciones que se pueden llegar a establecer 
con la comunidad, las familias, los colegios y 
con otras instituciones que pueden fortalecer el 
trabajo interno de las universidades. Las excep-
ciones la marcan la USACH con la red de pro-
tección tejida con algunos municipios y la UAH 
con la vinculación establecida con los padres y 
apoderados de los estudiantes propedéuticos.

Por lo tanto, y a la luz de los hallazgos, la 
caracterización realizada de las distintas dimen-
siones del modelo de gestión integral deja en 
claro que no se están contemplando todos aque-
llos aspectos que son esenciales para asegurar 
la equidad en la permanencia de los estudian-
tes que ingresan vía propedéutico. Nos encon-
tramos con sistemas de gestión en Educación 
que deben mejorar su ajuste a la realidad de los 
estudiantes para no seguir transfiriendo a ellos 
la responsabilidad del éxito académico y de la 
permanencia, cuya centralidad siguen siendo los 
aspectos económicos propios de la dimensión 
administrativa.

Por otra parte, debemos partir del supuesto 
que las prácticas pedagógicas son un factor clave 
a la hora de lograr que estudiantes vulnerables 
se inserten con éxito en los distintos espacios 
educativos, repercutiendo directamente en la 
permanencia de los estudiantes.

A partir de los hallazgos recogidos, podemos 
afirmar que en el contexto de estos programas, 
se han ido desarrollando todos los tipos de prác-
ticas pedagógicas, pero con énfasis en los esti-
los constructivos y de profundización, lo que se 
transforma en una oportunidad al considerar los 
distintos estilos de aprendizajes que existen en 
un estudiantado cada vez más diverso. 

A partir del estudio, se ha podido dar cuenta 
cómo las prácticas expositivas, tradicionales en 
el ámbito universitario, no se encuentran tan 
presentes favoreciendo otros tipos de prácti-
cas, alcanzando tan solo el cuarto lugar en las 
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distintas universidades. Sin embargo, esto no es 
del todo positivo puesto que al ser estas prácti-
cas las que estimulan la organización sistemática 
y racional, y por ende fomentan el rigor en el 
ámbito del estudio personal, estarían muy cer-
canas a la formación de hábitos como los que 
se viven en la escuela y serían las más adecuadas 
para fortalecer las competencias y mejorar los re-
sultados en aquellos estudiantes provenientes de 
los quintiles más bajos. Son prácticas en donde 
el rol central lo asume el propio docente quien 
dirige, controla y monitorea el trabajo de los 
estudiantes, aminorando o subsanando las posi-
bles falencias de entrada.

Este potencial debe ser aprovechado a favor 
de la permanencia de los estudiantes que in-
gresan vía propedéutico, pero debe responder a 
una planificación estratégica y al despliegue de 
acciones que se orienten a suplir las desventa-
jas iniciales con las cuales se insertan estos estu-
diantes. Por lo tanto, la gestión pedagógica debe 
encuadrarse con la gestión institucional, espe-
cíficamente con las dimensiones pedagógica-
curricular y organizativa-operacional. Lamenta-
blemente, muchos de los docentes que trabajan 
en educación superior parten con la errónea 
convicción de que todos sus estudiantes tienen 
las competencias necesarias para enfrentar con 
éxito las exigencias universitarias. 

A esta etapa del desarrollo del estudio, se 
pudo identificar los sistemas de gestión y las 
prácticas predominantes en cada una de las uni-
versidades, por lo tanto, falta medir cuáles de 
ellas están siendo más efectivas para el apren-
dizaje y la permanencia de los estudiantes que 
ingresan vía propedéutico. 

Tenemos la certeza de que la solución a la 
inequidad existente en los contextos universita-
rios no se relaciona exclusivamente a un apoyo 
de tipo financiero sino que también exige la ela-
boración de estrategias y prácticas complemen-
tarias que trascienden la dimensión económica. 

Sin embargo, continúa existiendo un cierto 
sesgo inconsciente respecto al tipo de ayuda es-
pecífica que se brinda a dichos estudiantes, pre-
valeciendo las ayudas económicas como becas y 
créditos. Los acompañamientos académicos y 
de desarrollo social se quedan en un plano de 
informalidad que no alcanzan a convertirse en 
estrategias propiamente tales.

Existe un espacio común, la Red de Propedéu-
ticos, que está siendo poco aprovechado respecto 
a la oportunidad que genera para compartir expe-
riencias, comparar resultados, diseñar estrategias 
y evaluar la puesta en marcha de los programas 
en las distintas universidades. Acá debe existir un 
espacio de reflexión y evaluación que sea amplia-
mente reconocido y en donde la asistencia a las 
reuniones sea algo realmente imperdible. Junto a 
ello es necesario el reconocimiento de indicado-
res de efectividad elaborados de manera consen-
suada y que permitan evaluar la efectividad de 
estos programas respecto a la permanencia de los 
estudiantes que ingresan vía propedéutico (% de 
aprobación, rendimiento, entre otros). 

Creemos necesario que las universidades asu-
man su cuota de responsabilidad en los logros de 
sus estudiantes, dejando de transferirles a ellos 
toda esta responsabilidad. La universidad se ha 
hecho parte de innovaciones que apuntan a la 
justicia social, a la movilidad social y a la inclu-
sión de la diversidad, por lo tanto, es hora de ajus-
tar las políticas y prácticas institucionales pues, 
lamentablemente, siguen gestionándose como 
si tuviesen un estudiantado con características 
homogéneas. En este sentido, consideramos ne-
cesario que se rescate la experiencia de las escue-
las efectivas, que han tenido importantes logros 
educativos en contextos adversos, convirtiendo 
en realidad el sueño de la equidad en educación. 

Es urgente diseñar una planificación estra-
tégica que contenga metas, acciones y medios 
claros para el logro de los objetivos y para que 
los apoyos académicos y psico-sociales tengan la 
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consistencia y la continuidad necesaria para el 
éxito en la permanencia de los estudiantes que 
ingresan vía propedéutico. 

Nuestro propósito es proponer la revisión de 
los sistemas de gestión y de las inconsistencias 
que ponen en riesgo la efectividad de tan impor-
tante iniciativa, tomando en consideración los 
modelos aplicados en los contextos escolares. De 
este modo, el trabajo ha permitido que al menos 
tres alumnos del Programa de Magister en Edu-
cación de la Universidad de Santiago de Chile 
realicen sus tesis de grado colaborando con la 
investigación, convirtiéndose nuestro trabajo en 
punto de partida para posteriores revisiones y 
evaluaciones respecto a la efectividad en la per-
manencia de los programas inclusivos.
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Miradas a…

Ciencia y Cultura, revista de la Universidad 
Católica Boliviana

Views of…

Ciencia y Cultura, the Bolivian Catholic 
University journal

La revista Ciencia y Cultura deja huella en el 
universo de las revistas en ciencias sociales 
bolivianas. Desde el corazón de la sede pace-
ña de la Universidad Católica Boliviana, Alba 
María Paz Soldán, coordinadora académica 
del área de Cultura de esta casa de estudios, 
nos cuenta la historia de esta publicación y 
nos explica alguna de sus características.

¿Cómo nace Ciencia y Cultura?

El año 1997, a iniciativa del entonces Vice-
rrector Académico Regional, Carlos Machi-
cado Saravia, sale el primer número de la 
revista Ciencia y Cultura. En principio se la 
concibe como una publicación que proyecta 
la actividad académica y cultural que se desa-
rrolla en la Universidad Católica Boliviana. 
Los primeros dos números incluyen una va-
riedad de ideas, pensamientos y debates que 
surgen de la actividad docente en los distin-
tos departamentos académicos de la institu-
ción. A partir del tercer número, se amplía el 
radio de acción y se plantea un debate sobre 
la educación, a partir del proceso de cambio 

institucional iniciado en la Universidad, pero 
incluyendo artículos y propuestas de auto-
res internacionales al respecto. Entonces, se 
toma la decisión de hacer de la revista Cien-
cia y Cultura un órgano periódico de difusión 
impresa de la producción intelectual científi-
ca, artística y cultural no solo de la Univer-
sidad Católica Boliviana sino también de la 
ciudad de La Paz y del país en general. 

Se pretende responder así a la falta de revis-
tas de distinta naturaleza que se encarguen de 
difundir y fomentar la cultura y el desarrollo 
científico nacionales. En esta perspectiva, ya 
más extendida, se ve la necesidad de concen-
trar cada número en un área determinada, de 
modo que a partir del número 4, las entregas 
son monográficas y, cuando se hace necesa-
rio, se invita a algún personaje destacado del 
campo científico o artístico seleccionado para 
ser el encargado de la edición. Posteriormen-
te, desde el número 22-23 (2009) la revista 
Ciencia y Cultura circula también en soporte 
electrónico, al aparecer una copia en la pá-
gina Web de la Universidad y, desde el año 
2010, cuando fue admitida en la red SCIELO 
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(Scientific Electronic Library On Line), ya for-
ma parte de una vasta red de bibliotecas elec-
trónicas. Se publica semestralmente, en junio 
y diciembre de cada año, y la instancia de la 
Universidad Católica responsable de su plani-
ficación, elaboración, edición y difusión es el 
Departamento de Cultura.

El consejo editorial está conformado por 
Carlos Rosso Orosco, Director del Departa-
mento de Cultura y Alba María Paz Soldán, 
Coordinadora Académica del mismo depar-
tamento, y por el Editor de la revista, Walter 
Iván Vargas, también funcionario del Depar-
tamento.

¿Cómo caracterizarían su recorrido? 

La revista Ciencia y Cultura es un órgano de 
difusión científica y cultural de la Universi-
dad Católica Boliviana, de modo que depen-
de económica e institucionalmente de esta 
entidad. Para responder a la pregunta sobre 
su recorrido valdría la pena destacar algunas 
directrices que han seguido las entregas par-
ticulares. En primer lugar, están los números 
dedicados a la producción intelectual de las 
carreras y facultades de la Universidad. Para 
dar algunos ejemplos, el número 8 recoge 
artículos de docentes e investigadores de la 
Carrera de Psicología con temas acerca de 
familia, terapia de pareja, cultura institucio-
nal, psicología ambiental, etc.; el número 10 
está dedicado a la carrera de Derecho: los 
docentes de esta área tratan temas desde el 
Mercosur a la Unión Europea, las primeras 
legislaciones internacionales sobre aguas, De-
recho Comunitario y las modificaciones en la 
reforma constitucional de 1994; el número 6 
está dedicado a temas de investigación de los 
docentes de la Carrera de Arquitectura y el 

número 12 a la producción de los docentes 
de Administración de Empresas. 

En segundo lugar, tenemos las entregas de-
dicadas a temas monográficos de relevancia y 
trascendencia en distintos ámbitos de interés 
nacional y académico. Mencionamos algunos 
ejemplos como el número 7 que, con el título 
“Ruinas en gestación”, reúne investigaciones 
y ensayos antológicos sobre la ciudad de La 
Paz; el número 13 recoge los diarios de tres 
estudiantes de la carrera de Arquitectura que 
participaron del Programa de Jóvenes contra 
la Pobreza, un programa que apoyaba a estu-
diantes egresados de las universidades en el 
proceso de hacer su tesis en zonas periféricas 
del interior; el número 18 aborda la cuestión 
de la realidad política del país ocurrida a par-
tir de 2005 con artículos de autores de dis-
tintas instituciones; y el número doble 22-23 
está dedicado al Bicentenario de 1809, donde 
se pueden leer artículos de historiadores con-
sagrados y de nuevos investigadores. 

Finalmente, la tercera línea corresponde a 
aquellas entregas que recogen el material pre-
sentado y discutido en Jornadas o Seminarios 
organizados por la Universidad. El número 4 
reúne las ponencias presentadas en las “Jor-
nadas para la reflexión sobre arte contempo-
ráneo” llevadas a cabo por el Departamento 
de Cultura en octubre de 1998, actividad de 
la que participaron investigadores, críticos y 
artistas nacionales, pero también algunos in-
vitados extranjeros con el objeto de acercarse 
analíticamente a las artes plásticas bolivianas. 
El número 5 recoge contribuciones de auto-
res nacionales e internacionales participantes 
del Seminario internacional “Comunicación 
y educación”, organizado por Ronald Gre-
be, entonces director del Departamento de 
Comunicación Social para analizar aspectos 
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sobre la comunicación, la educación y la 
tecnología. El número 17 publica las ponen-
cias y reflexiones del Simposio internacional 
“Reflexiones sobre la historia del siglo XX” 
organizado por la UCB, al haber invitado 
en colaboración con el Servicio Alemán de 
Intercambio Académico a uno de los con-
notados historiadores contemporáneos de la 
historia de Europa, Dr. Wolfgang Benz. Por 
otra parte, el número 14 recoge las ponencias 
de un seminario realizado en la universidad 
sobre el humanismo y su relación con la edu-
cación superior. 

Otra característica importante de mencio-
nar es que cada número de la revista se pro-
pone, a tiempo de profundizar sobre aquel 
tema elegido, incluir alguna obra de arte, 
sea plástica o literaria, o ambas. Podríamos 
destacar, en este sentido, el número 14 ilus-
trado por una serie de reproducciones de los 
grabados del artista de origen belga Víctor 
Delhez y además ofrece 4 versiones literarias 
de Prometeo (Lord Byron, Franz Tamayo, 
Kafka y Lezama Lima), o el número 5 que 
recoge grabados y dibujos de la joven artista 
Adriana Bravo. El número 19 titulado “In-
telectuales y modernidad en Bolivia” incluye 
una serie de poemas muy poco conocidos del 
escritor Manuel María Pinto; asimismo, el 
número 26 titulado “Bolivia: cambio social 
y horizontes de la democracia” recoge frag-
mentos del poema largo Cordillera de sangre 
del poeta Guillermo Viscarra Fabre.

A partir de las caracterizaciones arriba des-
critas se llega a vislumbrar el proyecto de la 
revista y el porqué de su nombre.

…no es necesariamente un contenido 
el que hace de la revista un aconteci-
miento por muy novedoso y original 

que éste sea; también su propia sucesión 
puede convertirse en ‘cosas’ que ocu-
rren como al margen de los artículos, 
hilando diálogos, conjeturas e ironías a 
través de secuencias que arman voces, 
textos, narraciones, a veces, totalmente 
independientes de los artículos, y que se 
presentan fantasmáticos y descolgados, y 
al parecer en  función de ilustración. 

Tomado del editorial del número 4 
de Ciencia y Cultura, diciembre 1998.

¿Cómo se decide la elección de un tema o de 
un autor de artículo?

Como ya se ha dicho, cada número es mo-
nográfico y para decidir el tema del siguiente 
número se proponen o se solicitan propuestas 
alrededor de temas de actualidad en general, 
o de aspectos de algunas disciplinas o de la 
cultura que hayan destacado en el mundo 
académico. Entonces, el Consejo Editorial 
los discute con especialistas de los temas 
propuestos para tomar la decisión y diseñar 
el número. Dado el alto grado de especiali-
zación que se propone la revista, en algunos 
casos se invita a un “editor coordinador”, es-
pecialista en el tema, con quien se organiza 
todo el número, el enfoque, los autores, la di-
visión en secciones del número y otros aspec-
tos como las ilustraciones y el diseño general. 
Una vez decidido el tema y los posibles con-
tribuyentes, el Consejo Editorial nombra un 
equipo de árbitros académicos provenientes 
de universidades tanto nacionales como ex-
tranjeras, que conforman un comité editorial 
encargado de evaluar los trabajos que se reci-
ben. Estos árbitros leen uno o dos artículos y 
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los aprueban o formulan recomendaciones y 
sugerencias a introducir a los artículos para 
su aprobación definitiva. En el caso de los 
números dedicados a las artes, ese Comité 
Editorial se conforma con reconocidos y des-
tacados artistas y/o críticos del medio y del 
exterior. Por otra parte, en los últimos años la 
revista Ciencia y Cultura se ha adecuado a las 
normas y requisitos con los cuales trabaja la 
red SCIELO en la perspectiva de indexar la 
publicación en otras redes de internet.

¿Se ha podido evaluar el alcance de la revista?

Algunos números de la revista en versión im-
presa se han presentado en la Feria Internacio-
nal del Libro de La Paz, año tras año. Otros 
números son presentados en actos especiales 
de la universidad o en algún otro evento. Y a 
partir de su presentación, se los distribuye en 
las librerías y bibliotecas del país. Puesto que 
las entregas particulares de la revista han sido 
apreciadas por distintas instituciones, se ha 
aceptado el canje con otras publicaciones uni-
versitarias y, de esa manera, circula también 

tanto en el exterior como en el interior del 
país. Hace dos años, dado el interés que des-
pertó nuestra publicación en distintos círcu-
los académicos nacionales e internacionales, 
el Consejo Editorial la postuló para formar 
parte de la Scientific Electronic Library On 
Line (SCIELO), prestigiosa colección de re-
vistas científicas que forman parte de una red 
de bibliotecas electrónicas, y su integración ha 
sido posible a partir del número 25. Esto ha 
permitido que su radio de llegada se amplíe 
notablemente. Sin embargo, ya antes se había 
incursionado en los formatos no impresos y 
las nuevas tecnologías, pues la revista aparece 
desde hace varios números en la página web 
oficial de la Universidad Católica Boliviana. 

Por otra parte, como la revista trata de 
temas de distintos áreas académicas, no se 
puede hablar de un público uniforme aun-
que sí podríamos decir que algunas entregas 
han sido consideradas de colección y que va-
rios de los distintos sectores de interés han 
recibido el número que les atañe con elogios, 
esperando que alguna futura entrega vuelva 
sobre el tema.
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Fernando Mayorga1

Entre balances y propuestas

Mirada múltiple sobre Estado, 
institucionalidad y ciudadanía

From assessments to proposals
Multiple views of the state, 

institutionality and citizenship

1	 Sociólogo, doctor en Ciencia Política, director del Centro de Estudios Superiores Universitarios (CESU), Universidad Mayor 
de San Simón, Cochabamba-Bolivia. Miembro del Comité Directivo del PIEB. Correo electrónico: fermayorgau@gmail.com

En este ensayo presentamos los resultados de un 
balance de la producción bibliográfica del PIEB 
en torno a tres temáticas imbricadas: Estado, 
institucionalidad y ciudadanía. Estas nociones 
remiten a dimensiones de la realidad política 
y social que se conjugan de múltiples maneras 
definiendo los contornos de las relaciones en-
tre la sociedad y sus entramados organizativos. 
Sus vínculos adquieren mayor importancia en 
un régimen democrático porque el ejercicio de 
la ciudadanía pone en juego la eficacia y legiti-
midad de las instituciones e interpela la calidad 
representativa del Estado. 

En el último cuarto de siglo, al compás de 
la consolidación y ampliación de la democracia, 
Bolivia vivió importantes transformaciones ins-
titucionales mediante reformas constituciona-
les parciales -en 1995 y 2004- y una reforma 
total de la Constitución Política -aprobada en 
2009-que implica la instauración de un nuevo 
modelo estatal. En el primer caso, las reformas 

tuvieron como protagonista al sistema de parti-
dos; en cambio las transformaciones normativas 
mediante una Asamblea Constituyente fueron 
impulsadas por la acción del movimiento in-
dígena y campesino. Las reformas fueron reac-
ciones a demandas por igualdad ciudadana y a 
las críticas sobre el desempeño institucional y la 
capacidad representativa del Estado. Es impor-
tante advertir que en ese lapso se modificaron 
las consideraciones teóricas y las percepciones 
políticas respecto al Estado, las instituciones y 
la ciudadanía debido a las transformaciones en 
curso. De esta manera, esos temas formaron par-
te medular de la agenda pública y, en esa medi-
da, fueron motivo de producción investigativa 
mediante convocatorias propiciadas por el PIEB 
en el transcurso de doce años -entre 1997 y 
2009- y su publicación junto a otros trabajos. 
Para realizar el balance de la producción biblio-
gráfica del PIEB sobre estos temas definimos 
previamente sus alcances conceptuales.
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El Estado es la hechura institucional más im-
portante de organización de la vida social bajo 
criterios de racionalización de las interacciones 
humanas. Representa, en términos legales y sim-
bólicos, los intereses generales de la sociedad en 
tanto comunidad política y expresa la soberanía 
de una colectividad organizada en un territorio. 
Promueve la cohesión social y la integración te-
rritorial porque concentra el poder decisional y, 
en esa medida, es un campo de disputa política 
entre élites de grupos sociales. Es una estructu-
ra organizada jerárquicamente que responde, de 
manera funcional, a las demandas sociales me-
diante la ejecución de políticas públicas. Tam-
bién es el ámbito simbólico y material del poder 
político. Para cumplir sus tareas asume diversas 
modalidades organizativas como aparato buro-
crático (centralista o descentralizado), régimen 
político (presidencialista o parlamentario) o for-
ma de Estado (unitario o federal). 

La institucionalidad se refiere a una cualidad 
de las organizaciones e instituciones, una cuali-
dad generalmente atribuida al Estado y sus ra-
mas o dependencias de acuerdo a la calidad de su 
desempeño y su apego a la racionalidad formal, 
a la ley. Para fines de este trabajo de sistemati-
zación optamos por delimitar como objeto de 
indagación a las instituciones en general, inde-
pendientemente de su desempeño o grado de ca-
lidad, y sin limitar la pesquisa a las instituciones 
formales, aquellas basadas en la legalidad o en 
una concepción normativa. 

La noción de ciudadanía implica un sistema 
de derechos y, también, un sentido de pertenen-
cia a una comunidad política que no se limite al 
reconocimiento de igualdad formal ante la ley. 
Esta idea básica de ciudadanía se ha enriqueci-
do y problematizado en los últimos años con la 
transición y consolidación de la democracia en 
varias regiones del planeta, por los efectos cul-
turales y políticos de la migración transnacio-
nal, por el reconocimiento creciente de diversas 

identidades en la sociedad y por la ampliación 
de la concepción de los derechos humanos. 

1. INVESTIGACIONES SOBRE EL ESTADO

Las investigaciones sobre el Estado se dividen, 
principalmente, en dos vertientes. Una se refiere a 
la organización territorial del Estado y su descen-
tralización política. Otra aborda la crisis y tran-
sición estatal. La primera vertiente se concentra 
en el estudio de los efectos de la implementación 
de la Ley de Participación Popular desde 1994 y 
en las propuestas de autonomía territorial –de-
partamental e indígena en particular– provocadas 
por la emergencia de la demanda cívica cruceña 
en 2003 y el decurso del debate en la Asamblea 
Constituyente (2006-2009). La mayoría de las 
investigaciones sobre la experiencia municipal es 
evaluativa y descriptiva; en cambio, el conjunto 
de los estudios sobre autonomías se concentra en 
visiones y propuestas de actores sociales y tiene un 
cariz normativo y propositivo. El tema autonómi-
co forma parte de una segunda vertiente de inves-
tigación que se refiere a la crisis y transición esta-
tal que se encuadran entre principios de la década 
de 2000 y el primer gobierno de Evo Morales. 

En una tercera vertiente situamos dos inves-
tigaciones específicas sobre aparatos coercitivos 
del Estado -Fuerzas Armadas y Policía Nacio-
nal- realizadas con perspectiva histórico-es-
tructural y con un carácter precursor. También 
existen aproximaciones parciales a la seguridad 
ciudadana y a la administración pública que eva-
lúan funciones estatales en el nivel local. 

Organización territorial del Estado y 
descentralización política

Las investigaciones sobre reforma estatal y sus 
efectos institucionales se dividen en dos líneas 
analíticas que corresponden a fases particulares 
de la descentralización política. Por un lado, las 
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investigaciones sobre los efectos de la implemen-
tación de la Ley de Participación Popular en el 
ámbito municipal; por otro, los estudios que se re-
fieren a visiones y proyectos de los actores sociales 
y políticos sobre el régimen de autonomías terri-
toriales en debate en la Asamblea Constituyente. 

Con relación a los libros que analizan, directa 
o indirectamente, la implementación de la Ley 
de Participación Popular se observa dos pers-
pectivas de análisis. La primera presta atención 
a la complejidad de las relaciones sociales en los 
municipios; la segunda otorga mayor impor-
tancia a la dimensión institucional y normati-
va en la conducta de los actores locales. Estas 
distinciones no solo tienen que ver con marcos 
interpretativos ni con metodología de investiga-
ción: también dependen de las características del 
objeto de estudio puesto que la diferencia entre 
una visión reduccionista y una mirada comple-
ja acerca de la relación entre sociedad y Estado 
estriba en las características socioculturales del 
municipio o de la realidad local. Así, algunos 
estudios sobre el impacto de la Ley de Partici-
pación Popular tienen el primer sesgo debido a 
la complejidad de la sociedad local o porque se 
realiza un análisis comparativo de varios muni-
cipios, se consideran las interacciones entre di-
versos grupos, y se toman en cuenta las disputas 
entre élites y las relaciones con las instituciones 
estatales: Lógicas territoriales y política pública. 
Las condiciones de gobernabilidad democrática 
en Cochabamba (Dory, 2000), De la huella al 
impacto. La Participación Popular en municipios 
con población indígena (Lema, 2001), Sociedad 
local y municipio en el Beni (Molina, 2002), 
Relaciones interculturales, sociopolíticas y produc-
tivas en municipios de Santa Cruz y Cochabam-
ba (Solíz, 2007), Participación, poder popular y 
desarrollo: Charagua y Moxos (Bazoberry, 2008). 
En cambio, otros estudios abordan sociedades 
menos complejas en términos de composición 
identitaria o lo hacen delimitando el análisis a 

un grupo y sus relaciones con el aparato estatal: 
Mallkus y alcaldes. La ley de Participación Popular 
en comunidades rurales del altiplano paceño (Bla-
nes, 2000), Relación del gobierno municipal con 
la comunidad, (Rodríguez, 2002), Los ayllus de 
Tacobamba. Procesos históricos, desarrollo y poder 
local (Ríos, 2002), Participación y control social 
en alianzas intermunicipales (Cuellar, 2003), 
Construcción de las demandas y movilización co-
munitaria en Pando (Herbas, 2005),  Bien(estar). 
Luces para la distribución territorial del presupues-
to en Oruro 2001–2007 (Martinelly, 2009). En 
la mayoría de los casos se realiza un balance de 
la Ley de Participación Popular, un recuento 
del debate entre críticos y promotores de la ley 
como parte de las consideraciones teóricas, en 
otros casos, el marco conceptual proviene del 
propio texto de la norma legal. 

Crisis y transición estatal

La crisis del Estado en su dimensión política es 
analizada de manera indirecta en los ensayos de 
un libro de autoría colectiva: Participación po-
lítica, democracia y movimientos sociales en los 
Andes (León et al., 2005). Otro libro compila 
seis ensayos expresamente enfocados en el estu-
dio del Estado desde una perspectiva diacrónica 
y estructural abarcando aspectos centrales de la 
transición estatal y de los cambios acontecidos 
en las relaciones entre Estado, sistema político, 
economía y territorio desde inicios de la década 
del 2000 y durante los primeros años del gobier-
no del MAS: Poder y cambio en Bolivia 2003-
2007 (Prado et al., 2009). 

Otros libros se refieren a esta temática, no 
obstante el Estado no es objeto de estudio de 
manera particular. Se realizaron investigaciones 
específicas sobre eventos y procesos políticos en 
Santa Cruz y Tarija vinculados a la crisis política; 
también sobre nuevos actores sociales, particular-
mente jóvenes, que son analizados con relación a 
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la representación y la participación y, finalmente, 
acerca de una organización política, el MAS, que 
juega un papel decisivo en la transición estatal: 
Ser cruceño en octubre (Peña y Jordán, 2007), 
Cambio y poder en Tarija. La emergencia de la 
lucha campesina (Lizárraga y Vacaflores,  2007), 
Los jóvenes en democracia. La cultura política de 
la juventud cochabambina (Tórrez, 2003), Jóvenes 
en los laberintos de la polarización. Agrupaciones 
juveniles, identidad, política, violencia, racismo y 
democracia en Bolivia (Tórrez, 2009),  El poder 
del movimiento político. Estrategias, tramas orga-
nizativas e identidad del MAS en Cochabamba 
1999–2005 (Komadina, 2007). 

El Estado y sus aparatos

Dos investigaciones se refieren a instituciones es-
tatales. La primera a las Fuerzas Armadas como 
factor de integración social que es analizado a 
través del Servicio Militar Obligatorio que cons-
tituye el vínculo más sólido y arraigado entre la 
institución militar y la sociedad: se trata de Solda-
dos y ciudadanos. Un estudio crítico sobre el servicio 
militar obligatorio en Bolivia (Quintana, 1998). 
El segundo estudio es sobre la Policía Nacional 
y considera distintos aspectos (poder político, 
institucionalidad democrática, seguridad ciuda-
dana) para evaluar su rol en un contexto institu-
cional caracterizado por la ausencia de políticas 
estatales sobre seguridad pública y criminalidad: 
Policía y democracia en Bolivia: una política insti-
tucional pendiente (Quintana, 2005). 

Otro par de investigaciones, de carácter des-
criptivo, analizan el tema de seguridad ciudada-
na en el nivel local y las respuestas de la sociedad 
ante la debilidad de las políticas estatales y las 
falencias de la labor policial: El termómetro de 
la criminalidad en el departamento de Tarija (Vi-
llamil, 2007), La seguridad ciudadana en la ciu-
dad de El Alto. Fronteras entre el miedo y la acción 
vecinal (Mollericona, 2007). Finalmente, una 

investigación se refiere al desempeño de la bu-
rocracia pero se limita a describir el comporta-
miento de los servidores públicos en Santa Cruz: 
Malestar social y administración pública. Abuso de 
poder, discriminación y corrupción en Santa Cruz 
de la Sierra (Jaúregui, 2003). El valor de estos 
trabajos sobre seguridad y burocracia está en su 
utilidad como aproximación inicial a temas cuya 
importancia es menospreciada.

2. INVESTIGACIONES SOBRE 
INSTITUCIONALIDAD

 
Las investigaciones se concentran en institucio-
nes más que en institucionalidad, puesto que la 
calidad del desempeño institucional es un tema 
secundario respecto a la coexistencia de reglas 
formales e informales en varias instituciones, or-
ganizaciones y prácticas sociales. 

Instituciones públicas

La Policía Nacional es la única institución formal 
analizada de manera exhaustiva considerando su 
estructura organizativa y su funcionamiento so-
metido a la vigencia de pautas informales, como 
la corrupción y la militarización, que influyen en 
el comportamiento de sus miembros (Quintana, 
2005). La ausencia o debilidad de una políti-
ca en seguridad pública provoca la creación de 
una suerte de servicio policial paralelo (guardias 
privados) o acciones vecinales, a veces ilegales, 
denotando la debilidad estatal para responder a 
las demandas de seguridad ciudadana. Estos as-
pectos son analizados de manera descriptiva en 
un par de estudios sobre ciudades (Mollericona, 
2007 y Villamil, 2007). 

Otra investigación exhaustiva, tanto en su 
funcionamiento interno como en sus efectos ins-
titucionales, se refiere al Servicio Militar Obliga-
torio. El cumplimiento de esta obligación no es 
acatado por todos los jóvenes en áreas urbanas 
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porque existen mecanismos de exención que 
se sustentan en diferencias socio-económicas y 
culturales denotando el carácter desigual de la 
vigencia de esa norma (Quintana, 1998).

 
Instituciones y organizaciones sociales 

Una investigación etnográfica realiza un análisis 
de las relaciones interétnicas y de género en cua-
tro pueblos indígenas de Moxos (sirionó, gua-
rayo, trinitario y yuracaré) a través de la insti-
tución matrimonial sometida a la influencia del 
sistema de parentesco, la división de trabajo, así 
como a las relaciones con otros grupos no indí-
genas: Matrimonios interétnicos. Reproducción de 
los grupos étnicos y relaciones de género en los llanos 
de Mojos (Lehm, 2002). Otro estudio sobre la es-
fera privada es un trabajo novedoso que se refiere 
a la labor de empleada doméstica o trabajadora 
del hogar, una institución informal de carácter 
colonial que pervive hasta la actualidad como 
pauta de relación social asimétrica: Se necesita 
empleada doméstica de preferencia cholita. Re-
presentaciones sociales de la trabajadora del hogar 
asalariada en Sucre (Peñaranda, 2006). Esta pro-
blemática también es compartida por un libro 
sobre la juventud aymara donde se presta aten-
ción a las jóvenes indígenas que trabajan como 
empleadas domésticas en El Alto y forman parte 
de una organización de trabajadoras del hogar 
que tiene la finalidad de promover el ejercicio de 
sus derechos ciudadanos mediante la aplicación 
de una ley: Jóvenes aymaras, sus movimientos, de-
mandas y políticas públicas (Yapu, 2008).

Varias instituciones sociales son motivo de 
atención como las organizaciones vinculadas al 
sindicalismo campesino y al movimiento indí-
gena y agrupaciones juveniles surgidas en los 
últimos años. Una investigación compara la 
participación política de mujeres en El Alto en 
el espacio público y en el seno de las organiza-
ciones con una interesante distinción analítica 

entre protagonismo femenino y existencia de 
liderazgos mixtos en la acción de protesta y pre-
dominio masculino en la conducción rutinaria 
de las organizaciones sociales: Mujeres y mo-
vimientos sociales en El Alto. Fronteras entre la 
participación política y la vida cotidiana (Flores, 
2007). Una investigación concentra su atención 
en el impacto de la Federación Sindical Única de 
Comunidades Campesinas de Tarija en la políti-
ca local; analiza la incongruencia entre la trama 
institucional del aparato público departamental 
y la organización campesina e indígena (Lizárra-
ga y Vacaflores, 2007).

Varias organizaciones juveniles son analizadas 
en dos libros que vinculan lo institucional y lo 
identitario. Un libro analiza de manera específi-
ca el papel de las organizaciones juveniles en la 
construcción de identidades juveniles en El Alto 
prestando atención a la variable temporal para 
clasificar a las organizaciones: Organizaciones ju-
veniles en El Alto. Reconstrucción de identidades 
colectivas (Méndez, 2007). Otra investigación 
presta atención al carácter circunstancial de la 
participación de los jóvenes por influencia del 
contexto político analizando el surgimiento de 
organizaciones juveniles en varias ciudades, en-
tre 2006 y 2009, con motivaciones ideológicas 
contrarias, bases sociales novedosas y con actitu-
des de racismo y violencia (Tórrez, 2009). Otra 
investigación sobre participación política de los 
jóvenes se refiere a las transformaciones en la 
democracia comunitaria debido al ejercicio de 
cargos por parte de jóvenes aymaras que residen 
en las ciudades como estudiantes o profesiona-
les: Líderes indígenas. Jóvenes aymaras en cargos 
de responsabilidad comunitaria (Quisbert, 2006). 

Una investigación sobre jóvenes aymaras ci-
tadinos de El Alto analiza la construcción de 
identidades juveniles bajo la influencia de la 
oferta de consumo cultural difundida en medios 
de comunicación masiva que no logra erosionar 
el núcleo sociocultural de la institución familiar: 
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Ser joven en El Alto. Rupturas y continuidades en 
la tradición cultural (Guaygua, 2000). Si la for-
mación universitaria proporciona recursos de 
poder pero no altera las pautas organizativas de 
la comunidad ni los hábitos culturales de la fa-
milia entre los aymaras, un estudio sobre jóvenes 
universitarios en el Beni muestra la incidencia de 
instituciones informales en el acceso al mercado 
laboral: La profesión es todo, la profesión es nada. 
Los jóvenes benianos con relación al valor de su pro-
fesión (Vargas, 2006). Algo similar acontece con 
los jóvenes de El Alto que se organizan para pre-
sionar por su acceso al mercado laboral median-
te su formación docente a través de la creación 
de una Escuela Normal (Yapu, 2008). Incluimos 
en este acápite una investigación sobre una po-
lítica cultural que expresa segregación social y 
debilitamiento del espacio público en una zona 
popular de Cochabamba que sufre exclusión por 
una estigmatización debido a sus características 
marginales y al uso instrumental de las políticas 
municipales y entidades culturales: Nudos subur-
banos. Integración y exclusión sociocultural en la 
Zona Sur de Cochabamba (Mejía, 2009).

Finalmente, cuatro estudios abordan el tema 
de élites y redes socio-políticas que definen la 
dinámica política local subordinando el funcio-
namiento de las instituciones a las estrategias e 
intereses de los actores. La cultura política en 
el Beni es tema de investigación en un estudio 
sobre percepciones de las élites sociales y polí-
ticas en diversos espacios locales, considerando 
redes sociales que están en función de gobierno, 
como las que actúan en la sociedad civil: Élites 
a la vuelta del siglo. Cultura política en el Beni 
(Rojas, 2000). Un estudio similar, pero acotado 
a un municipio en el Beni, analiza los rasgos de 
una élite local en una sociedad donde conviven 
estructuras políticas formales con instituciones 
informales como el patrimonialismo y el cliente-
lismo: Élite Carayana. Dominación estructural y 
modernización política de San Borja (Rea, 2005). 

Una investigación sobre élites en Cochabamba 
aborda la estructura de poder regional y sus mo-
dificaciones por efecto de la revolución de 1952 
y la aplicación de la Nueva Política Económica 
desde 1985, hechos que afectaron la composi-
ción y el poder de las élites locales: Pitaq kaypi 
lamachiq. Las estructuras de poder en Cochabam-
ba 1940–2006 (Gordillo, 2007). Finalmente, un 
estudio sobre liderazgos políticos surgidos en el 
ámbito municipal muestra los efectos políticos 
y electorales de la Ley de Participación Popular 
que ahonda la personalización en la representa-
ción política en menoscabo de la institucionali-
dad partidista y de la relación institucional entre 
los órganos ejecutivo y deliberativo de los go-
biernos municipales: ¿Ejemonías? Democracia re-
presentativa y liderazgos locales (Mayorga, 1997).

3. INVESTIGACIONES SOBRE 
CIUDADANÍA

En la producción investigativa sobre este tema 
sobresale el debate en torno a la ciudadanía 
como pertenencia a una comunidad política por-
que está ligado al cuestionamiento al proyecto de 
Estado Nacional y, por ende, se relaciona con la 
crisis de la noción de integración nacional y con 
las propuestas sobre el Estado Plurinacional. 

Un trabajo original por su enfoque concep-
tual y metodológico se refiere al mestizaje cul-
tural mediante el análisis de discursos y repre-
sentaciones sociales vigentes en las ideologías 
dominantes del siglo XX -liberalismo y nacio-
nalismo- que construyeron una propuesta de 
identidad nacional en torno a la figura del mes-
tizaje: El espejismo del mestizaje (Sanjinés, 2005). 

El concepto de ciudadanía como pertenencia 
está presente en cuatro libros que abordan el tema 
de autonomías porque tienen como trasfondo un 
balance de la crisis del modelo de Estado repu-
blicano y del proyecto de nación del nacionalis-
mo revolucionario. Una investigación revisa las 
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visiones de Estado y de nación en las propuestas 
de autonomía departamental e indígena que se 
diferencian porque la visión cívico regional rea-
firma la idea de Estado Nacional y la posición 
discursiva indígena rechaza la idea de nación ho-
mogénea y postula una idea de Estado plurina-
cional o multinacional: En nombre de las autono-
mías. Crisis estatal y procesos discursivos en Bolivia 
(Zegada, 2007). Otra investigación aborda tres 
propuestas de autonomía indígena (quechua/ay-
mara, guaraní y kallawaya) y concluye afirmando 
que la propuesta de autonomía indígena no cues-
tiona la unidad nacional: Autonomías indígenas. 
Construcción de nación y fortalecimiento del Estado 
(Rocha, 2008). Un estudio sobre concepciones 
de autonomía en el pensamiento aymara resalta 
el hecho de que en este grupo social no se per-
ciben propuestas de autodeterminación análogas 
al separatismo, sino que se reconoce la necesidad 
de una transformación del Estado para fortale-
cer la integración nacional: Visiones aymaras sobre 
las autonomías y aportes para la construcción del 
Estado nacional (Galindo, 2007). Finalmente, la 
investigación sobre este tema en la región ama-
zónica plantea que existe una similar actitud po-
sitiva respecto a la pertenencia a la comunidad 
nacional tanto en las élites citadinas como en los 
pueblos indígenas: Estado, identidades territoria-
les y autonomías en la región amazónica de Bolivia 
(Molina, 2008).

Temas de integración y exclusión social, así 
como de acceso a la esfera pública y a la cul-
tura -vinculados al ejercicio diferenciado de 
derechos ciudadanos- son contemplados en 
investigaciones sobre la problemática juvenil 
en ámbitos citadinos. En la ciudad de Oruro, 
se percibe una disyunción entre los imaginarios 
de los estudiantes de colegios fiscales y su reali-
dad cotidiana que se expresa en la fabricación de 
estrategias basadas en la alienación debido a que 
la ciudad no presenta espacios adecuados para 
los hábitos juveniles ni el medio familiar es un 

entorno de realización: ¡Sin permiso! Imaginarios 
y realidades de los jóvenes orureños (Lara, 2009). 
Otro caso de estudio sobre el uso de espacio pú-
blico por parte de los jóvenes en La Paz analiza 
la vida nocturna como un ámbito en el que se 
construyen identidades juveniles y se realizan 
prácticas de diversa índole que son reprimidas 
por las instituciones públicas menoscabando el 
ejercicio de ciudadanía de los jóvenes: La noche 
es joven. Territorios juveniles en el centro paceño 
(Barrientos, 2006). Una aproximación distinta 
sobre la relación entre jóvenes y esfera pública 
se refiere a la influencia del consumo de internet 
en zonas populares de Cochabamba donde se 
analizan los cambios culturales producidos por 
el uso de internet con la recreación de las formas 
de comunicación y la vida cotidiana que provo-
ca una autopercepción negativa entre los jóve-
nes: Jóvenes.com. Internet en los barrios populares 
de Cochabamba (Arratia, 2006). En contraste, 
otro estudio analiza las percepciones y prácti-
cas de los jóvenes de élite de la zona norte de 
esa ciudad mostrando la declinación del uso del 
espacio público por parte de este grupo social 
como resultado de la fragmentación urbana y la 
segmentación social: Vivir divididos. Fragmenta-
ción urbana y segmentación social en Cochabamba 
(Rodríguez, 2009). Otro libro analiza a los jóve-
nes de élite en la ciudad de La Paz con énfasis en 
sus rasgos de identidad cultural como grupo que 
se constituye a partir de su distinción respecto a 
“los otros” y su rechazo a ser considerados parte 
de la colectividad porque carecen de conciencia 
de clase y de sentido histórico: Jailones. En torno 
a la identidad cultural de los jóvenes de la élite pa-
ceña (López, 2003).

A diferencia de los jóvenes de élite y su des-
dén por lo público o la realidad nacional que ex-
presa un déficit de ciudadanía entendida como 
internalización de valores cívicos, un estudio 
muestra la politización de los jóvenes de El Alto 
desde una perspectiva que analiza la subjetividad 
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política de los jóvenes sin limitarse a escudriñar 
las percepciones o los valores: Jóvenes y política en 
El Alto. La subjetividad de los otros (Samanamud, 
2007). En esa veta, un ensayo aborda el estudio 
de los jóvenes aymaras en El Alto organizados en 
un movimiento cultural de música hip-hop en 
aymara que combina la expresión cultural con 
la construcción identitaria y muestra otra vía de 
politización Jóvenes aymaras, sus movimientos, de-
mandas y políticas públicas, (Yapu 2008). Estos 
estudios ponen en evidencia la debilidad de lo 
público como esfera de intercambio discursivo y 
deliberación que son condiciones para el ejerci-
cio de ciudadanía.

4. TENDENCIAS TEMÁTICAS Y APORTES

Las investigaciones sobre Estado, instituciona-
lidad y ciudadanía expresan el predominio de 
algunas tendencias temáticas entre las que so-
bresalen las transformaciones estatales en el nivel 
subnacional. Por un lado, los cambios institu-
cionales provocados por la Ley de Participación 
Popular y sus efectos en la gestión municipal, 
en la reproducción de las sociedades locales y en 
la estrategia de los actores sociales, sobre todo 
indígenas. Por otro lado, las propuestas de auto-
nomías territoriales con base en las percepciones 
y discursos de los actores sociales y políticos y, 
secundariamente, en su viabilidad institucional, 
política o técnica. Otra tendencia predominante 
se refiere a identidades sociales y participación; en 
particular a las identidades juveniles e indígenas 
que implican, directa o indirectamente, aspectos 
relativos a la construcción y/o ejercicio de ciuda-
danía que son investigados en diversos tópicos. 
En el primer caso existe una preocupación par-
ticular por la delimitación de aspectos subjetivos 
y objetivos para la definición de la categoría “ser 
joven”. En el segundo caso se presta una atención 
específica a la diversidad social y a la intercultu-
ralidad como pautas metodológicas para definir 

las identidades indígenas desde una perspectiva 
relacional. En ambos casos, la participación apa-
rece como un tema preferente para analizar los 
vínculos entre actores sociales y Estado, en sus 
distintos niveles de gobierno o administración, 
o las interacciones sociales en el espacio público.

Otra característica relevante es la escala de las 
investigaciones porque la mayoría son estudios de 
caso circunscritos al ámbito local o a un actor/
tema específico. Este rasgo tuvo consecuencias 
para la calidad y complejidad de las investigacio-
nes porque los objetos de estudio no presentan, 
necesariamente, una riqueza sociológica suscepti-
ble de un análisis profundo de los temas. Una res-
puesta a este riesgo fue la utilización de una pers-
pectiva comparativa para enriquecer la temática 
enfocando la investigación en dos o tres unidades 
de análisis, no obstante los resultados no siempre 
fueron positivos. En otros casos la riqueza de la 
investigación fue favorecida por las características 
del objeto de estudio en cuanto a la composición 
cultural y diversidad social de los ámbitos loca-
les, aunque la selección temática y la delimitación 
geográfica también dependieron de la experien-
cia previa de los investigadores. Existen, debido 
a ese ingrediente “geográfico”, algunas diferencias 
entre las investigaciones realizadas en realidades 
locales de tierras altas y tierras bajas Algunos casos 
de estudio, pese a estar circunscritos a una escala 
menor que lo local-municipal o a un tema especí-
fico, tienen resultados positivos en producción de 
conocimiento relevante, inclusive sin tener una 
relación directa con la temática, tal es el caso del 
estudio sobre la participación política de las mu-
jeres en El Alto o la investigación acerca del uso 
del espacio público por parte de los jóvenes de la 
zona norte en Cochabamba.

Los aportes de las investigaciones también 
deben juzgarse distinguiendo la diversidad de ob-
jetivos de las convocatorias del PIEB puesto que, 
en algunos casos, la principal finalidad era la for-
mación o capacitación de las y los investigadores, 
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siendo secundarias las expectativas respecto a la 
calidad de los resultados de las investigaciones. 
Esto acontece en las convocatorias exclusiva-
mente dirigidas a jóvenes y a ciudades que no 
forman parte del eje central y donde se cumple 
el objetivo de formación y capacitación pero a 
costa de una dispersión en la calidad de los estu-
dios. Con todo, a pesar de sus aspectos deficita-
rios, la mayoría de las investigaciones realizadas 
bajo esos parámetros son indagaciones inéditas, 
de carácter exploratorio o inicial, que se consti-
tuyen en referentes ineludibles para la confor-
mación de un bagaje investigativo. Un ejemplo 
de este aserto es la serie de publicaciones sobre 
la ciudad de El Alto o el variado conjunto de 
estudios sobre la juventud, que se constituyen 
en aportes cruciales puesto que estos temas no 
estaban siendo encarados de modo sistemático 
en la agenda de investigación social en el país.

Respecto a los aportes específicos es menes-
ter poner de relieve las investigaciones pioneras 
sobre la Policía Nacional y las Fuerzas Armadas, 
sobre todo acerca del servicio militar porque ese 
tipo de temas ponen en juego múltiples aspectos 
reveladores de la relación entre Estado, ciudada-
nía y sociedad. También el estudio sobre el MAS 
es un aporte significativo por su enfoque teórico 
y metodológico y porque demuestra la impor-
tancia de una perspectiva multidisciplinaria en el 
análisis de la política. El conjunto de ensayos del 
libro sobre cambio y poder entre 2003 y 2007 
es de similar catadura y su aporte tiene como 
complemento adicional la riqueza del estudio de 
una temática en diversas facetas y desde distintas 
perspectivas teóricas, como acontece con relación 
al proceso político y la territorialidad. 

Asimismo el conjunto de investigaciones so-
bre la juventud que, a pesar de su desigual con-
tribución, proporciona insumos teóricos y meto-
dológicos, aparte de conocimientos específicos, 
para encarar futuras indagaciones sin caer en las 
posturas normativas o meramente descriptivas 

que caracterizan los estudios sobre este segmen-
to poblacional. La diversidad de temas asociados 
a las prácticas e imaginarios juveniles pone en 
evidencia la complejidad del ejercicio de ciuda-
danía y de los efectos institucionales motivo por 
el cual, sobre la base de estos trabajos de inves-
tigación, resulta plausible encarar una reflexión 
novedosa en torno a los alcances de los concep-
tos de ciudadanía y de institucionalidad en clave 
multicultural y sin lecturas normativas. En si-
milar perspectiva, la relación entre prácticas so-
ciales, participación política, consumo cultural 
y uso de la esfera pública proporciona insumos 
para esa tarea en futuras investigaciones. 

Otro aporte proviene de algunas investigacio-
nes que auscultan la diversidad social y cultural 
en ámbitos locales porque proporcionan crite-
rios para debatir los conceptos de intercultura-
lidad y multiculturalismo sin someterse a una 
lógica meramente deductiva o a un afán solo 
descriptivo. En esa veta se sitúan, quizás con 
mayor riqueza, las investigaciones que tienen 
una mirada histórica y/o estructural, tanto en el 
caso de los pueblos indígenas como de las élites 
regionales. Por su carácter novedoso sobresalen 
los estudios sobre el mestizaje y los jóvenes jailo-
nes que permiten indagar temas de integración 
social o ciudadanía desde perspectivas distintas a 
las convencionales. 

En suma, el conjunto de libros publicados 
incluye aportes importantes como balance de 
los procesos sociales y políticos y contienen pro-
puestas que abren nuevas vetas de investigación. 
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Uno de los recursos más importantes de la agro-
biodiversidad andina está constituido por la espe-
cie Chenopodium quinoa, pseudo-cereal que, por 
sus características nutricionales, nutracéuticas y 
organolépticas, ha pasado a ser de un alimento 
para marginados a un elemento de alto valor en 
la alimentación humana en el ámbito mundial. 

Este hecho es producto de la constatación 
científica de que la quinua cuenta con valiosos 
nutrientes, como los aminoácidos esenciales y 
varios ácidos grasos esenciales, vitaminas y oli-
goelementos. El conocimiento de estas poten-
cialidades para la preservación de la salud ya 
existía desde tiempos inmemoriales, como parte 
del patrimonio cultural de los pueblos andinos, 
pero recién a partir de la década de 1980 es 
que se valora el grano en la cultura occidental 
como efecto de una investigación universitaria2. 

Aquello parece significar que, en la actualidad, 
los saberes locales y conocimientos ancestrales 
sobre las propiedades de estos recursos y sobre 
sus procesos agrícolas -el laboreo y modo de 
siembra, los procedimientos de cosecha, la ro-
tación de cultivos, el uso de abonos de estiércol 
de camélidos, el manejo de laderas, el cultivo 
conjunto con otras especies, el manejo de suelos 
y praderas, la conservación de bofedales para el 
ganado, etc.-  no son aceptados ni aprobados 
mientras no sean demostrados o “validados” por 
la experimentación e investigación ejecutadas se-
gún los métodos científicos occidentales.

Mientras esto no ocurra, los productores de 
granos andinos desprovistos de estos conocimien-
tos y sin asumir una actitud respecto a la naturale-
za, seguirán insertos en un modelo productivo que 
se guía solo por precios, mercado, rendimiento, 
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etc., sin considerar el manejo del ecosistema como 
una unidad integrada y compleja. Las consecuen-
cias de esto están a la vista: caída persistente del 
rendimiento por hectárea, degradación y deser-
tificación de los suelos, eliminación de praderas 
nativas para el aumento de la frontera agrícola que 
incluye la afectación de bofedales con la afectación 
de la reproducción de camélidos y la producción 
de estiércol, mecanización con procedimientos de 
agresión a la microflora edáfica -que expone los 
microorganismos del suelo a la radiación ultravio-
leta del sol-, eliminación de otras especies nativas 
como el cauchi y la thola, con el monocultivo, etc.

Preocupadas por este hecho, diversas entida-
des académicas, reparticiones estatales y orga-
nismos de cooperación han impulsado procesos 
de investigación que aporten con evidencias 
científicas al conocimiento del proceso agríco-
la integral que incluye el manejo del ecosistema 
circundante y la generación de bases científicas 
para el desarrollo tecnológico en el mejoramien-
to de los suelos, en la prevención de la deserti-
ficación, en el manejo de plagas, en la siembra, 
cosecha y postcosecha, en el manejo de varieda-
des con ventajas respecto a trastornos climáticos 
y adversidades varias que, en general, son pro-
ducto de acciones antrópicas tales como el cam-
bio climático, el monocultivo y la depredación 
de la flora y fauna colindante. También se ha 
buscado impulsar el desarrollo tecnológico para 
la conservación, la transformación, el beneficia-
do, el envase, el procesamiento alimenticio, etc.

Como parte de este accionar, el PIEB, en 
coordinación con el Viceministerio de Ciencia 
y Tecnología y con el apoyo de la Cooperación 
Danesa, ha convocado a investigadores locales 
para proponer y ejecutar proyectos que gene-
ren conocimiento científico o tecnológico que 
permita desarrollar el proceso productivo y el de 
transformación para beneficio de productores y 
consumidores; pero también, y fundamental-
mente, para el adecuado manejo del ecosistema 

circundante como elemento central de lo que 
significa la sustentabilidad del proceso.

En los estudios presentados, el sustrato físico-
biológico de este cultivo, el suelo, considerado 
tanto un recurso -en la cultura occidental- y 
como una parte de una totalidad viva -la pacha 
en la cultura andina- ha sido identificado como 
el elemento crítico del procesos productivo, por 
tanto, el objeto fundamental de la investigación. 
En ese marco, la investigación de Vladimir Orsag 
y su equipo provee información valiosa sobre la 
fertilidad y otros componentes que permiten de-
terminar el valor del suelo en un enfoque integral 
que, desde una posición crítica, debiera ser con-
siderado como insumo fundamental en la toma 
de decisiones sobre este recurso de la región estu-
diada y así extrapolarlo al resto del altiplano sur. 

Por su parte, Ticona Muraña y su grupo, 
utilizando como modelo local el Municipio de 
Colcha-K (Potosí), muestra lo valioso de los 
insumos orgánicos en la fertilización del suelo. 
Asimismo, además de proponer procesos de ob-
tención y distribución de agua, establece la im-
portancia del uso de estiércol de camélidos como 
la estrategia mayor para recuperar la frágil ferti-
lidad de los suelos de esta región. En este orden, 
su aporte va de la mano con lo descrito por los 
conocimientos ancestrales, pero ahora argumen-
tado con datos precisos que respaldan procesos 
de intervención para mejorar la productividad. 

En la misma línea, pero considerando ele-
mentos críticos del clima y otros componentes 
ambientales como la humedad (evapotranspi-
ración), los vientos, la temperatura y otros ele-
mentos que han sido afectados por el cambio 
climático, Vallejos Mamani y sus colaboradores 
establecen con suficiente precisión parámetros 
globales y específicos que deben ser considerados 
para mejorar el manejo del ecosistema local. Su 
propuesta de intervención también incluye como 
estrategia el uso del estiércol de camélido pero lo 
amplía de manera innovadora con la posibilidad 
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de incorporar humus de lombriz como elemento 
promotor de la fertilidad y el rendimiento.

Por último, el equipo de Morales avanza de 
manera certera en la búsqueda de elementos bio-
lógicos de fertilización en la microflora edáfica 
de la región, identificando particularmente cepas 
y variedades de microorganismos con capacidad 
para la captación de nitrógeno. Propone comple-
mentar estos procesos de investigación microbio-
lógica y bioquímica sobre el tema para respaldar 
la innovación mayor: la biofertilización con inó-
culos3 de microorganismos de alta eficiencia para 
mejorar la composición orgánica de los suelos del 
altiplano sur, altamente erosionados y afectados 
por elementos climáticos y antrópicos.

Como se ve, cuatro investigaciones abordan 
desde diferentes ángulos el problema del ecosis-
tema a través del punto crítico central, el sue-
lo, valorando su fertilidad y sus requerimientos 
para mejorar su uso y aprovechamiento. Aque-
llo muestra que una visión integradora de base 
científica puede contribuir a la formulación de 
una estrategia global y sostenible para la toma 
de decisiones sobre los problemas identificados. 
Dada la situación actual, estas deberán efectivi-
zarse en el menor tiempo posible por parte de 
las entidades encargadas de tales acciones, en los 
ámbitos locales y regionales (altiplano andino). 
Tales medidas servirán también para abordar 
el problema global referido a la erosión de los 
suelos. En este orden, una posibilidad que no 
debe dejar de plantearse es la conformación del 
Instituto Nacional de Suelos, entidad que debe 
orientar su trabajo a poner en marcha las accio-
nes propuestas y continuar y profundizar estos y 
otros estudios, recuperando a la vez los saberes 
locales y los conocimientos ancestrales.

En torno a los procesos de beneficiado, la 
propuesta de Carla Quiroga y su equipo apunta 
de manera consistente a un procedimiento que, 
si bien es utilizado en otros procesos de benefi-
ciado, en el caso de la quinua muestra una gran 
potencialidad en términos de costos y eficacia. 
Todo indica que el proyecto en su fase de imple-
mentación industrial constituye la ruta a seguir, 
a corto plazo, por parte de los transformadores 
del sector industrial del país.

En fin, todo lo anterior ratifica la idea de que 
el camino de la investigación y el desarrollo tec-
nológico con innovación constituyen la ruta más 
importante para asegurar procesos productivos 
eficientes y sustentables para el desarrollo nacio-
nal, en la búsqueda del “vivir bien”.
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Los tres volúmenes pertenecen 
a la nueva serie “Pensadores bo-
livianos” de la editorial Gente 
Común. Esta colección intenta 
presentar, “de una forma accesi-
ble y, al mismo tiempo, creativa y 
original”, las ideas de los princi-
pales intelectuales bolivianos. Se 
trata de libros breves (menos de 

cien páginas cada uno), que nos 
introducen a las circunstancias 
biográficas del pensador respecti-
vo, para luego describir la estruc-
tura intelectual del mismo.

El primer volumen está de-
dicado a Guillermo Francovich, 
quien ha gozado de una gloria 
efímera y de un largo olvido. 
Francovich se consideró a sí mis-
mo como un divulgador de teo-
rías de otros autores y no como 
el creador de concepciones ori-
ginales. Era una persona de gran 
modestia personal; había cifra-
do su honor en dar a conocer 
ideas ajenas mediante “síntesis 
sencillas y atractivas” (pp.23, 
73-74), para no abrumar a los 
posibles lectores. Así es como 
lo tengo en la memoria, cuan-
do lo traté en Río de Janeiro en 
1982-1983. Era un hombre de 
emociones controladas, refina-
do y culto, que dejaba traslucir 
una gran nostalgia por el suelo 
patrio, que se notaba en la tris-
teza y melancolía que acompa-
ñaban sus preguntas en torno a 
la situación boliviana. De él se 
puede decir, como de Augusto 
Guzmán, que sus hazañas son 
sus libros (p.23). Francovich 
presentía que la colectividad bo-
liviana recibía sus obras con un 
“silencio de tumba” (p.46). Se 
percibe claramente que Fernan-
do Molina ha escrito este volu-
men, el mejor de la serie hasta 

ahora, con mucho cuidado y 
cariño. Las últimas palabras del 
libro dicen que Francovich de-
dicó “su vida a aclarar, mejorar, 
iluminar. Enfrentó solo, pero 
entusiasta, las tumultuosas som-
bras de la ignorancia” (p.74).

Molina considera a Franco-
vich como un notable racio-
nalista y humanista: “el mayor 
ilustrado boliviano” (p.15). 
Aquí reside el mayor mérito del 
libro. En un país de grandes pa-
siones nacionalistas, indigenis-
tas y socialistas, el racionalismo 
ha sido desde siempre un fenó-
meno muy escaso, poco cono-
cido y valorado. Francovich re-
chazaba la imposición violenta 
de los ideales y las normas de un 
grupo sobre los otros; propug-
naba la moderación social y la 
reforma política paulatina. No 
se adhirió “a las pasiones ideo-
lógicas de su tiempo” (p.29). 
Francovich fue uno de los pri-
meros pensadores en advertir 
que la política -y no el traba-
jo constante, silencioso y pro-
ductivo- representa la pasión 
boliviana por excelencia, la que 
se arrastra de generación en ge-
neración, produciendo lealtades 
partidistas de notable significa-
ción social. Una de las pulsiones 
colectivas más profundas y per-
manentes, asevera Molina, es la 
“refundación cíclica del Estado” 
(p.14), a fin de que sirva a los 

RESEÑAS
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intereses de la fracción política 
exitosa en cada oportunidad. Y 
Francovich criticó precisamente 
las consecuencias de ese revolu-
cionarismo incesante que en la 
realidad cotidiana y prosaica del 
país consolida lo que dice criti-
car: las normas tradicionales de 
comportamiento, donde la as-
tucia y el oportunismo triunfan 
sobre la inteligencia creadora.

Francovich se interesó por 
analizar los mitos y los resenti-
mientos profundos que alberga 
cada sociedad, de los cuales la en-
vidia es una de las manifestacio-
nes más perdurables y extendidas. 
Cuando uno observa los resulta-
dos prácticos de las revoluciones, 
como por ejemplo el ascenso de 
una nueva élite, tan mediocre y 
tan depredadora como la ante-
rior, se tiene la impresión de que 
las “sofisticadas teorías anticapi-
talistas” (p.61) funcionan, en el 
fondo, como instrumentos para 
legitimar los efectos de la envidia 
colectiva. Y entre las leyendas 
socialmente relevantes se halla, 
desde la época colonial, una opi-
nión mitológica en torno a los 
recursos naturales que envenena 
la política y la mentalidad de la 
nación. Las ideas de Francovich 
sobre los recursos naturales han 
inspirado el libro más conocido 
de Fernando Molina, por lo cual 
se puede afirmar que este autor 
es el continuador de las ideas de 
Francovich mediante las herra-
mientas contemporáneas de las 
ciencias sociales.

Vicente Pazos Kanki (1779-
1852), a quien está consagrado 
otro volumen de la colección, 
representa una figura olvidada y 
muy curiosa de la historia boli-
viana. Molina afirma que fue el 
primer intelectual aymara; había 
nacido cerca de Sorata y se edu-
có en el Cusco y Chuquisaca. 
También habría sido el primero 
de este origen como escritor, in-
ternacionalista y diplomático (p. 
13). Pero el mismo Pazos Kan-
ki nunca sintió el llamado de la 
sangre; él se consideró america-
no, lo que entonces significaba 
ser ciudadano del mundo (p.29). 
Las identidades tribales y étnicas 
le tenían sin cuidado: dejó atrás 
prontamente su proveniencia 
campesina y provinciana y vivió 
largamente en Argentina, Es-
tados Unidos, Gran Bretaña y 
España. Fue un intelectual, sin 
duda alguna, pero también un 
aventurero que amaba el lujo, los 
placeres y los viajes, con lo que 
despilfarró su dinero. Pazos Kan-
ki fue una personalidad ambi-
gua, de variadas facetas, y eso lo 
hace literariamente interesante.

Molina resalta ante todo aque- 
llos rasgos que diferencian a 
Pazos Kanki de la mayor parte 
de los intelectuales bolivianos 
(y latinoamericanos): el com-
promiso con la libertad políti-
ca, la tendencia humanista, la 
confianza en la autonomía de 
los seres humanos, el derecho a 
criticar a los poderosos y el pro-
pósito de crear una consciencia 

colectiva de cuño emancipato-
rio. Abrazó tempranamente la 
causa del racionalismo en los 
asuntos públicos y exhibió un 
marcado talante liberal (pp. 12, 
19). El pluralismo ideológico y 
la tolerancia con respecto a los 
adversarios constituían las bases 
de su accionar, y probablemen-
te por ello no pudo fundar una 
escuela con discípulos ni influir 
posteriormente sobre la forma-
ción de corrientes importantes 
de opinión pública. “La seguri-
dad dogmática y autoritaria” (p. 
38) de sus adversarios y de los 
intelectuales de siglos venideros 
impidió la difusión de sus ideas.

El tercer volumen analiza la 
etapa nacionalista en la notable 
obra de René Zavaleta Mercado. 
Molina lo percibe como el pen-
sador más importante de la iz-
quierda boliviana, “por delante 
de autores de la talla de Carlos 
Montenegro, Sergio Almaraz, 
Marcelo Quiroga o Guillermo 
Lora” (p.11). Zavaleta fue capaz 
de revigorizar filosofías tribu-
tarias del pensamiento socio-
histórico convencional, como 
el marxismo simplificado por 
Lenin y el nacionalismo ter-
cermundista. Como asevera el 
autor, Zavaleta personifica aun 
hoy “una dimensión especial, 
más allá de cualquier valora-
ción realista”, pues en medio 
de un colectivo social “especial-
mente sensible a lo intuitivo y 
emocional”, él se ha convertido 
en el pivote de una “mitología 
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progresista”, que se agota a me-
nudo “en el resonar de su nom-
bre” (pp.12, 22). 

Con todo acierto Molina si-
túa a Zavaleta en la poderosa 
corriente antiliberal -naciona-
lismo y socialismo en numerosas 
variantes- que hasta hoy deter-
mina la consciencia intelectual 
boliviana y que se ha distinguido 
por sus rasgos dogmáticos y au-
toritarios y por su escaso aprecio 
con respecto a los elementos ra-
cionales, críticos y democráticos 
de la llamada tradición occiden-
tal. Molina hace una interesante 
reconstrucción de esa tendencia 
con inclinaciones teluristas (“la 
exaltación del paisaje y del hom-
bre nacionales”), que tiene en 
Franz Tamayo uno de sus precur-
sores más influyentes (pp.37-40). 
Era (y es) necesaria una crítica de 
la “arrogancia de la Ilustración” 
occidental, como señala Moli-
na, pero Tamayo, Zavaleta y los 
pensadores de esta línea lo hacen 
desde una perspectiva antidemo-
crática, antipluralista y verticalis-
ta, es decir desde posiciones que 
son en el fondo tradicionalistas. 
Los puntos centrales de la teoría 
zavaletiana, tanto en su fase na-
cionalista como en la marxista, 
son muy similares a los funda-
mentos de la Teoría de la De-
pendencia, que se expandió por 
todo el continente en los mismos 
años en que Zavaleta empezó a 

publicar. Bolivia no debía acep-
tar un papel subordinado en la 
división internacional del traba-
jo, sino que tenía que crear su 
propio modelo autónomo, ba-
sado en el desarrollo de una po-
derosa “industria nacional” bajo 
la dirección de un Estado fuerte 
(p. 50). Zavaleta se desilusionó 
con el Movimiento Nacionalista 
Revolucionario (MNR), porque 
el gobierno de este partido y la 
“nueva burguesía” que nacía con 
él no estuvieron a la altura de las 
circunstancias históricas (p.30).

Con argumentos de mucho 
peso, Fernando Molina conside-
ra a Zavaleta como un “profeta 
y un crítico moral” (p.51), no 
como un político abocado a rea-
lizaciones prácticas. Y también 
como un representante de un 
marcado colectivismo para quien 
las libertades individuales, el Es-
tado de derecho y el pluralismo 
ideológico eran fenómenos muy 
secundarios. Lo importante para 
Zavaleta habría sido en cambio 
“el derecho del Estado” de dis-
poner sobre todos los recursos 
materiales y humanos en pro 
de las grandes metas históricas, 
que son muy similares en las va-
riantes nacionalista y socialista. 
La importancia de Zavaleta y la 
popularidad de su obra residen 
probablemente en que articuló 
mediante un lenguaje alambica-
do y algo confuso -que también 

coincidía con las tradiciones 
barrocas del país- las esperan-
zas muy convencionales de los 
sectores izquierdistas, y lo hizo 
preservando la clásica cultura 
política del autoritarismo y una 
visión meramente instrumental 
de la democracia (p. 75).

Talavera Simoni, María Luisa

2011

Formaciones y transformaciones: 
Educación pública y culturas ma-
gisteriales en Bolivia, 1899-2010. 
La Paz: PIEB- CIDES-UMSA. 

ISBN: 97899954-57-15-0

Educations and transformations: 
Public education and teaching 
cultures in Bolivia, 1899-2010

Raúl Calderón Jemio2

Originalmente, esta obra fue 
presentada como tesis doctoral 
en el Postgrado en Ciencias del 
Desarrollo, de la Universidad 
Mayor de San Andrés, donde 
mereció la calificación de so-
bresaliente. Una vez revisada, la 
autora comparte generosamente 
su aporte novedoso al análisis y 
la reflexión sobre los proyectos 
y acciones de carácter formativo 
en los ámbitos bolivianos.

2	 Historiador, Director de la Carrera de Historia de la Universidad Mayor de San Andrés, La Paz - Bolivia. Correo electrónico: 
racalj@hotmail.com



194|  | Reseñas y comentarios

El volumen se concentra en 
la dinámica interacción entre las 
políticas de educación pública 
del siglo XX, con especial énfasis 
en sus principales reformas, y las 
llamadas “culturas magisteria-
les”. La noción se refiere sobre 
todo a las memorias, formación, 
institucionalidad, expectativas, 
proyectos, rutinas, prácticas, de-
cisiones y respuestas al contex-
to y desafíos. Este concepto de 
cultura magisterial ha sido con-
siderado como un factor que ha 
modelado las decisiones y for-
mas de actuar de los/as docentes 
del sistema escolar en diversas 
etapas clave. Una preocupación 
central del estudio es compren-
der la resistencia a las transfor-
maciones por parte de docentes 
profesionales, a finales de la pa-
sada centuria y en los inicios de 
la actual que, por cierto, no ha 
sido producto de una constante 
histórica, si valen estos términos.

La investigación profundi-
za cuatro etapas del proceso. 
Aproximadamente, estas abarcan 
las primeras décadas del XX y la 
década de 1930; mediados del si-
glo;  desde 1964 hasta 1994; y la 
transición al siglo XXI.

En primer lugar, toma en 
cuenta la reforma liberal que en-
fatizó la construcción institucio-
nal y profesionalización docente. 
Si bien el modelo era foráneo, 
la “generación del Centenario” 
lo asumió de manera original y 
comprometida, lanzando intere-
santes propuestas de educación 

productiva y propia. Comple-
mentariamente, el estudio con- 
sidera una conflictiva y sin em-
bargo fecunda época en que el 
magisterio se involucró plena-
mente en el diseño de planes y 
medidas a la vez que, en comple-
mentariedad con gobernantes 
comprometidos y educadores de 
las comunidades, encabezó cam-
bios. De ello surgieron núcleos 
de gran irradiación y que siguen 
siendo referentes, como Kaiza 
(Potosí) Warisata, Kakajawira, 
Wat’a (La Paz), Casarabe y Moré 
(Beni), citando a los principales.

Seguidamente, se dedica a la 
época de la extensión y apertura 
de la educación pública nacio-
nalista y la organizada contribu-
ción de educadores/as de voca-
ción. También, presta atención 
a la elaboración y aprobación 
de los principales instrumentos 
normativos que tendrán vigen-
cia por decenios, aunque sus 
sentidos cambiarían de acuerdo 
a nuevos contextos de poder.

Recala posteriormente, en los 
tiempos de dictadura, para  los 
cuales la labor educativa quedó 
subordinada al gobierno, adop-
tando un carácter “conductista”, 
y cuando el papel de los/as do-
centes fue mínimo en su planifi-
cación y sentido. Fue una etapa 
en la que el autoritarismo, la re-
presión y los exilios crearon des-
confianza y actitudes de atrin-
cheramiento en el docentado. 

Finalmente, en conexión con 
el traumático legado, y a pesar 

de los esfuerzos por recuperar los 
sentidos revolucionarios de la 
educación adoptados a mediados 
de los 1950, dándoles renovada 
vigencia en combinación con 
nociones abiertas y liberadoras,  
presenta una mirada crítica a las 
posturas defensivas y salarialistas 
que persistirían durante la refor-
ma del retorno a la democracia, 
en los años 1980 y 1990, y más 
recientemente en el contexto de 
la “descolonización”. 

Por cierto, la autora no atri-
buye todo a los/as docentes y 
sus organizaciones sindicales. 
Reflexiona sobre las oportuni-
dades formativas que abrió el 
esfuerzo plasmado en la contro-
vertida pieza legislativa reforma-
dora de 1994, pero que chocan 
con el afán de reducción de los/
as educadores/as a simples “ope-
radores/as”. Además, evoca los 
nada sencillos retos que significa 
aplicar los principios de la Ley 
Avelino Siñani - Elizardo Pérez.

En síntesis, María Luisa Tala-
vera presenta un itinerario de la 
historia de la educación del si-
glo XX, que permite una mayor 
comprensión del papel docente 
en momentos fundamentales 
así como de las actitudes, es-
trategias y opciones magisteria-
les recientes. Insta a tomar con 
mesura el pasado educacional, 
evitando polarizaciones y apre-
ciando sus complejos matices. 
Relativiza las supuestas cons-
tantes históricas e intervencio-
nes del magisterio, presentando 
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diferentes contextos y disposi-
ciones. Adicionalmente, brinda 
un antídoto a las visiones sim-
plistas que descartan la historia, 
en aras de resaltar y hacer acep-
table lo aparentemente novedo-
so de los proyectos actuales.

Al remarcar la contempora-
neidad de las posturas reticentes 
al cambio, sugiere que las mira-
das históricas plurales ofrecen 
múltiples referentes. El mensaje 
es que no hay que descartar la 
labor educativa pasada y su estu-
dio, sino tomarla como fuente de 
inspiración y aplicación de pos-
tulados a los cuales costó arribar 
y que no debieran diluirse.

Calderón, Fernando  
(coordinador)

2011

Los conflictos sociales en América 
Latina. La Paz: PNUD-UNIR. 

422 páginas. 
ISBN: 978-99954-820-08

Social conflicts in Latin America

María Teresa Zegada3

El libro coordinado por Fer-
nando Calderón, Los conflictos 
sociales en América Latina, es 
un ambicioso proyecto para 

explicar la situación socio po-
lítica actual de América Latina 
desde la acción colectiva de la 
sociedad civil. La virtud de este 
documento es que no se limita 
a una mera recolección de da-
tos sobre la conflictividad en la 
región y su descripción cuanti-
tativa, sino que incorpora un 
interesante andamiaje teórico 
para su análisis. Parte de la polí-
tica constructivista, que resulta 
favorable para los fines del estu-
dio pues, además de constituir-
se en el marco general de aná-
lisis, apunta al fortalecimiento 
de la democracia y la construc-
ción de un orden común sobre 
realidades plurales y diversas 
como las latinoamericanas, y 
en escenarios en que priman 
intereses y por tanto disputas 
por el poder. De la misma ma-
nera, establece una diferencia 
entre “conflicto” –como acon-
tecimiento– y “conflictividad” 
–concebida como proceso–, lo 
que permite un abordaje sisté-
mico y al mismo tiempo proce-
sual y acumulativo de la acción 
colectiva. Por último, se apoya 
en el concepto de “asincronía 
del conflicto” que conduce a un 
acercamiento a la complejidad 
de los conflictos en relación 
con sus sentidos, estructuras e 
intensidades. Estos conceptos 
devienen, por tanto, en instru-
mentos metodológicos clave 

para analizar los innumerables 
acontecimientos sociales suce-
didos entre octubre de 2009 y 
septiembre de 2010 en 17 paí-
ses de América Latina.

Sin duda, una de las princi-
pales cualidades de libro es su 
sustento en una minuciosa y 
detallada información sobre la 
conflictividad en la región. El 
monitoreo de conflictos socia-
les fue realizado por el Obser-
vatorio Regional de Conflicti-
vidad creado por el Proyecto de 
Análisis Político y Escenarios 
Prospectivo del Programa de 
Naciones Unidas para el De-
sarrollo junto a la Fundación 
UNIR Bolivia que, desde hace 
más de cinco años, elabora ex-
haustivos informes de segui-
miento a la conflictividad en 
Bolivia; asimismo, contó con el 
apoyo técnico de otras institu-
ciones y académicos.

El estudio parte de una con-
textualización general de la crisis 
en sus distintas dimensiones (glo-
bal, geopolítica, europea, inter-
civilizatoria y ecológica) como 
escenarios internacionales que 
influyen e interactúan con el con-
texto histórico latinoamericano.

América Latina comparte 
una historia común de colo-
nización y sometimiento se-
guida por rebeliones sociales 
y la construcción de Estados 
independientes dominados por 

3	 Socióloga, con maestría en Ciencia Política, docente universitaria, investigadora del Centro Cuarto Intermedio, Cochabamba-
Bolivia. Correo electrónico: zegada_m@yahoo.com
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gobiernos oligárquicos y elitis-
tas de diverso cuño. Más ade-
lante también ha compartido 
procesos revolucionarios que 
instauraron gobiernos de corte 
populista marcando los rasgos 
de la centralidad estatal, para 
luego sufrir el impacto de dic-
taduras militares, y por último 
lograr procesos más o menos 
simultáneos de recuperación de 
la democracia. Estos ciclos his-
tóricos han ido delineando los 
rasgos estructurales de la reali-
dad actual, que presenta pro-
blemas y tendencias comunes, 
según el autor: estructuras de 
poder excesivamente concen-
tradas, andamiajes institucio-
nales débiles y con problemas 
de legitimidad, dinámicas eco-
nómicas limitadas en su capaci-
dad competitiva en el mercado 
internacional, así como serios 
problemas de exclusión social, 
desigualdad, inseguridad ciu-
dadana y violencia. Entre todos 
ellos, se destaca la desigualdad 
social como el problema prin-
cipal de nuestras sociedades y 
continúa generando, de manera 
predominante, conflictividad en 
la región. De ahí deviene la hi-
pótesis central del trabajo que 
señala que “para superar en de-
mocracia la ‘dialéctica de nega-
ción del otro’, se debería cruzar 
la principal barrera de los pa-
trones históricos y actuales de 
desigualdad” (p.29). 

Con fines metodológicos, en 
el libro se establecen distintos 

campos de conflictividad que 
generan movilizaciones colecti-
vas, a saber: aquellos signados 
por demandas ligadas a la re-
producción social y la calidad 
de vida; los que devienen de 
demandas institucionales refe-
ridas a la eficacia y legitimidad 
de las instituciones estatales y, 
por último, los estratégicos, 
que buscan cambiar los modos 
de vida y son clasificados como 
culturales. Esta diferenciación 
permite a los investigadores es-
tablecer el alcance y relevancia 
de los conflictos y, al mismo 
tiempo, realizar combinaciones 
y comparaciones complejizan-
do tanto el análisis y la lectura 
de los conflictos como de su 
impacto societal. 

Un elemento central en el 
análisis es el rol del Estado; en 
ese sentido, se recuperan por 
una parte los rasgos constituti-
vos de su construcción histórica 
-que, en muchos casos, preva-
lecen como el carácter patrimo-
nial corporativo- y por otra, se 
establece la limitación casi endé-
mica del Estado para gestionar 
y resolver los conflictos sociales. 
Pero de manera particular, el 
texto destaca el temprano rol 
que habría jugado el Estado 
como actor social en la confor-
mación del sistema de intereses 
económicos y políticos; de ahí 
la definición del Estado como 
“productor de sociedad”. 

Del mismo modo, se propo-
ne una tipología de la relación 

Estado / sociedad civil / con-
flictos sociales que establece 
parámetros extremos, entre un 
Estado con una gran capacidad 
de manejo de la conflictividad 
social y niveles relativamente 
bajos de acción colectiva hasta 
situaciones de alta intensidad 
de movilización social y una 
débil e ineficiente capacidad 
institucional constructivista. 
Estas combinaciones analíticas 
adquieren sentido con base en 
la información recogida de los 
distintos países. De este modo, 
una de las relaciones más intere-
santes que establece el informe 
es la relación de los conflictos 
sociales con las capacidades 
estatales de procesarlos y resol-
verlos, en que la capacidad de 
procesar los conflictos por parte 
de los Estados es directamente 
proporcional a la estabilidad y 
gobernabilidad, en tanto que 
de manera inversa, la dificultad 
institucional para procesarlos 
conduce a escenarios de agrava-
miento de la conflictividad.

En el centro del debate y de 
manera transversal, a lo largo 
de todo el texto, se encuentra 
la discusión sobre la democra-
cia y la gobernabilidad como 
factores en construcción en 
América Latina, que denotan 
rasgos y dificultades comunes, 
lo cual permite al autor sacar 
conclusiones generales sobre la 
región; por ejemplo: a mayor 
legitimidad y fortalecimien-
to institucional expresada en 
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apoyo ciudadano corresponde 
una menor radicalidad y vio-
lencia en los conflictos.

Una categoría que el autor 
adapta a la realidad latinoameri-
cana para explicar la particulari-
dad de los conflictos es su carác-
ter parainstitucional, que devie-
ne a la vez de acciones paralega-
les en que predominan prácticas 
de intermediación a menudo 
informales, pero que tienen un 
impacto determinante.

El estudio también pres-
ta atención a un fenómeno 
absolutamente insoslayable y 
gravitante en nuestras socieda-
des: la presencia de medios de 
comunicación que traspasan 
los espacios locales, nacionales 
y globales, y que se han con-
vertido en una de las formas 
privilegiadas de conexión y al 
mismo tiempo, como expresa 
el estudio, producen agendas y 
constituyen sujetos. Según afir-
ma Calderón, si bien la política 
habría discurrido siempre entre 
la “la política del palacio” y “la 
política en las calles”, ahora se 
materializa también en “la po-
lítica en la red”.

Los datos empíricos mues-
tran que el número de conflic-
tos en América Latina durante 
el año de estudio (2009-2010) 
fue de 2.318 entre los que pre-
dominaron aquellos por la re-
producción social (casi la mi-
tad); asimismo, los países con 
un mayor número de conflictos 
son Bolivia, Perú y Argentina; 

en el polo opuesto, aquellos 
con menor grado de conflictivi-
dad son Costa Rica, Chile y El 
Salvador. También revela, entre 
muchos otros datos, que 45% 
de los conflictos se sitúa en los 
espacios urbanos; sin embargo 
esta información tendría muy 
poca relevancia si no fuera so-
metida a la serie de análisis y 
comparaciones que se realizan 
en el libro a la luz de los pará-
metros conceptuales y metodo-
lógicos iniciales.

Por tanto, un acierto de la 
investigación es su carácter re-
lacional plasmado en distintas 
dimensiones. Por una parte, 
como es obvio, compara la 
situaciones de conflictividad 
en distintos países, pero so-
bre todo se interesa por las 
combinaciones de las distin-
tas dimensiones del conflicto 
mediadas por actores, temas 
de conflicto y sentidos, y su 
relación con las orientaciones 
políticas de los gobiernos; por 
ejemplo, los regímenes indige-
nistas neodesarrollistas y na-
cional-populares registran una 
mayor cantidad de conflictos, 
mientras los denominados de 
modernización conservadora 
denotan niveles de conflictivi-
dad medios, y por último, los 
reformistas y pragmáticos ge-
neran entre medios y altos es-
cenarios de conflictividad.

Una de las conclusiones del 
libro es la alta fragmentación 
tanto de los actores como de los 

conflictos en América Latina, 
lo cual conduce, como señala 
el autor, a una acción cada vez 
más policéntrica de la conflicti-
vidad. Otra de las conclusiones 
es que la conflictividad en la re-
gión no es ni muy alta ni muy 
radicalizada y que, al menos en 
el año de estudio, coincide con 
un contexto histórico económi-
co favorable. 

Más adelante, el estudio es nu-
trido con estudios de caso como 
Bolivia, Chile, Brasil y Uruguay, 
y por eventos paradigmáticos 
como los conflictos indígenas en 
Bagua en el Perú, el golpe de Es-
tado en Honduras y el conflicto 
salarial generado por el sindicato 
de electricistas en México.

Por último, el libro plan-
tea una situación ideal, basada 
en la constatación de que si 
bien los conflictos son con-
sustanciales a la sociedad, lo 
que corresponde es contar con 
capacidades institucionales y 
constructivistas para procesar-
los, que devienen de prácticas 
de democracia deliberativa, 
dialogal y argumentativa (en la 
línea propuesta en su momento 
por J. Habermas), y en concor-
dancia con el andamiaje teórico 
que guía el estudio. 

El texto, por la riqueza de 
información y variables analíti-
cas empleadas, resulta una lec-
tura académica obligada para 
enriquecer las miradas sobre la 
nueva realidad societal latinoa-
mericana.
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Marcela Mérida. Transformación. Acrílico, 2011.
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4	 Socióloga, magister en Ciencias Sociales. Investigadora del CIDES-UMSA, La Paz, Bolivia. Correo electrónico: ceciliasalazar-
dlt@hotmail.com

Soruco Sologuren, Ximena

2011

La ciudad de los cholos. Mesti-
zaje y colonialidad en Bolivia, 
siglos XIX y XX. La Paz: PIEB-

IFEA. 258 páginas. 
ISBN: 978-9972-623-69-1

The city of cholos. Mestizaje and 
coloniality in Bolivia in the 19th 

and 20th centuries

Cecilia Salazar de la Torre4

Sin lugar a dudas, el mestizaje 
sigue siendo uno de los temas a 
los que con mayor recurrencia 
ha acudido la intelectualidad 
boliviana, ineludiblemente en-
frentada a los dilemas históricos 
del problema nacional. Entre 
otras cosas, esto está asociado al 
trasfondo abigarrado de nuestra 
sociedad y, por ende, a las recu-
rrentes evidencias que reafirman 
la diversidad sociocultural; de la 
misma manera, en los últimos 
años, a los problemas de la lla-
mada colonialidad como sopor-
te de las estructuras de exclusión 
ejercidas en el país contra el 
mundo indígena.

El libro de Ximena Soru-
co Sologuren, La ciudad de los 
cholos. Mestizaje y colonialidad 
en Bolivia, siglos XIX y XX, se 

inscribe en ese escenario, en su 
caso, siguiendo las contribucio-
nes realizadas desde los estudios 
de la literatura, fuertemente im-
bricados con el análisis histórico 
y sociológico que, por cierto, se 
sitúan en el ambiente complejo 
de la urbanización, especialmen-
te localizada en la ciudad de La 
Paz, sede de gobierno desde la 
guerra federal de 1899. Consi-
derando ese marco de análisis, el 
libro está atravesado por varios 
hilos conductores que, al final, le 
dan sentido a un tejido minucio-
samente elaborado, enriquecido, 
además, por el uso de fuentes fo-
tográficas y otros medios. 

Un primer hilo tiene que ver 
con los aspectos que le dan un 
marco a la trama interna del tra-
bajo y que están vinculados con 
la tensión que produce la con-
cepción dominante de lo que es 
y no es cultura, alentada bajo los 
parámetros clasificatorios ejerci-
dos desde las élites en Bolivia. A 
partir de ello, la autora se plantea 
la necesidad de distinguir como 
ámbitos de esta tensión, por una 
parte, la producción de literatu-
ra realizada desde sectores letra-
dos y, por otra, la recepción del 
teatro popular vivenciada por 
sectores iletrados, y en el que se 
juegan las pertenencias identita-
rias de una parte importante de 
la población paceña, pero que es 
invisible a la crítica dominante. 

Así, la autora deja sentado que 
detrás de la postura oficial y de 
los medios en los que se traduce 
su valoración, están referentes 
universalistas que, en última ins-
tancia, provienen de una matriz 
estética que tiene sus ojos pues-
tos fuera de Bolivia. Con ese 
argumento, un primer impacto 
que intenta lograr el libro es que 
lo mestizo-cholo está negado 
en el campo de la producción 
simbólica o, más bien, que la 
construcción de la comunidad 
nacional no es necesariamente 
coherente con el concepto de la 
comunidad de lectores, exclu-
yendo el espesor histórico que 
discurre en el mundo popular. 

Planteado el marco, el libro 
discurre por el análisis de la 
producción literaria en Bolivia 
desde fines del siglo XIX hasta 
mediados del siglo XX, siendo 
inherente a ello los cambios 
producidos en torno al concep-
to de lo mestizo-cholo, primero 
como un referente despreciati-
vo de la sociedad oligárquica y, 
luego, como un referente po-
sitivo de la construcción de lo 
nacional, esto último en el con-
texto de la revolución de 1952 
y de sus variables culturales. De 
manera central, el hilo inter-
no que está imbricado en esta 
última trama sitúa a la mujer-
chola como el núcleo en el que 
se concentra el fondo subjetivo 
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de esa transición, en el marco 
de una aproximación analítica 
que sugiere ser la más relevante 
del trabajo.

Con relación al primer aspec-
to, su antesala es el análisis de los 
primeros esfuerzos elaborados 
en el país en torno a la novela 
y el teatro nacional, este último 
jugando un rol central en la sus-
tentación de valores históricos a 
posicionarse como dispositivos 
de la cohesión colectiva, fuer-
temente arraigados al conflicto 
regional que dio pie a la guerra 
federal de 1899. Con ese argu-
mento, la autora se desplaza lue-
go a la literatura de la época en 
cuyo despliegue se emula el lugar 
de las élites en la construcción de 
la nación, lo que inevitablemente 
supone tomar una posición con 
relación al mundo indígena y 
mestizo-cholo. En ese marco, el 
tratamiento del “problema del 
indio” se extiende a la cuestión 
mestiza-chola que, vista con los 
ojos del mundo oligárquico, trae 
consigo el mal que en su con-
cepto es inherente a la mezcla de 

razas. La variación fundamental 
que se produjo a partir de la gue-
rra del Chaco y la Revolución 
Nacional trastoca este concepto 
al concebir al mestizaje como 
elemento forjador de la nación, 
ubicándolo en los intersticios de 
la integración nacional. 

Hábilmente incorporada en 
esta transición, la mujer-chola es 
la figura en la que se concentran 
los argumentos más fuertes del 
libro, dando continuidad a los 
planteamientos de Salvador Ro-
mero Pittari sobre Las Claudi-
nas. En su caso, la autora abunda 
en el imaginario construido en 
torno a la mujer mestiza-chola 
desde principios del siglo XX, 
forjado al calor de los valores de 
la “decencia” con los que se la 
contrasta, en gran medida por el 
temor que supone su presencia 
como actor sexuado, pero tam-
bién con capacidad para contro-
lar circuitos económicos. A con-
tinuación, sitúa el imaginario 
de la Revolución de 1952 con 
relación al mismo sujeto, pero 
esta vez bajo la trama de la mujer 

mestiza-chola como madre de 
la nación, a la que la hija reen-
cuentra simbólicamente después 
de negarla, como atestiguaría La 
niña de sus ojos, de Antonio Díaz 
Villamil y, con similar tenor, la 
sucesión de obras teatrales de 
Raúl Salmón de la Barra. 

Finalmente, la autora pro-
voca al lector con las “líneas de 
fuga” que traería Felipe Delgado 
de Jaime Sáenz y la canción De 
la Satélite a la Pérez del grupo 
Atajo, como variables desestabi-
lizadoras, dice ella, y para rom-
per la linealidad que supondría 
la transición ascendente del 
mestizaje y subvertir su lógica. 
Con ello, se propone dar lugar 
a la posibilidad de visibilizar 
identidades colectivas que no 
siempre encallan en el modelo 
teórico del Estado-nación. 

Dicho esto, lo más contro-
versial del trabajo está en la bús-
queda de alternativas societales 
que asuman las contradicciones 
coloniales para potenciar lo que 
efectivamente haría viable al 
país, con sentido propio.
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Datos útiles para escribir en T‘inkazos
T’inkazos es una revista semestral de 
ciencias sociales sobre Bolivia, de alcance 
nacional e internacional. Se nutre de in-
vestigaciones apoyadas por el PIEB y de 
colaboraciones fuera del PIEB. Los artícu-
los que por razones de espacio no puedan 
ser publicados en su formato regular, y 
cuya difusión sea importante, tendrán su 
lugar en T’inkazos virtual (www.pieb.org, 
www.pieb.com.bo)
 
Misión
La revista fue creada en 1998 con el obje-
tivo de fortalecer la investigación social en 
Bolivia a través de la difusión de trabajos 
científicos sobre temas estratégicos y rele-
vantes, y aportar a la conformación de una 
comunidad de investigadores en el campo 
de las ciencias sociales y humanas.
 
Ámbitos
Sociología, Antropología, Política, Derecho, 
Educación, Historia, Psicología, Economía y 
disciplinas de las ciencias sociales y humanas.

Artículos	
Los artículos deben ser originales, inéditos, 
y no estar comprometidos para su publica-
ción en otros medios. Los artículos deben 
responder a un carácter multidisciplinario 
y transdisciplinario. Los artículos deben ser 
resultado de investigaciones realizadas sobre 
Bolivia y países de la región, en este sentido, 
se privilegiarán trabajos que articulen la in-
vestigación empírica con la reflexión teórica. 

Publicación
Los artículos que el PIEB solicite para la 
revista así como las colaboraciones recibi-
das serán evaluados por la Dirección y el 
Consejo Editorial. Si el artículo cumple 
con las políticas editoriales y los objeti-
vos de T’inkazos será enviado a dos lecto-
res anónimos. Una vez que el artículo ha 
sido revisado y si existen recomendaciones 
para su publicación, estas serán compar-
tidas con el autor para su incorporación. 
El artículo ajustado pasará nuevamente a 
una evaluación. Tanto la Dirección de la 
revista como el Consejo Editorial definen 
qué artículos se publicarán en la edición 
impresa y digital de la revista, el número 
de la revista en la que se incluirá el ar- 
tículo además de la sección que integrará. 
En ningún caso se devuelven los trabajos 
enviados para su publicación ni se man-
tendrá correspondencia sobre las razones 
de su no publicación. En caso de existir un 
conflicto de interés entre el autor y alguna 
institución o persona relacionada al tema, 
este deberá ser comunicado a la Dirección 
de la revista el momento de enviar a eva-
luación su artículo.

Normas para autores

1. El título del artículo no debe ser mayor a 
las 10 palabras y debe estar escrito en es-
pañol como en inglés. Se puede incluir 
un pre título.



2. A continuación del título, el autor debe 
incluir un resumen del artículo de no más 
de 400 caracteres con espacios, tanto en 
español como en inglés. Esta solicitud no  
incluye a reseñas ni comentarios.

3. El autor debe incluir, también, ocho des-
criptores o palabras clave de su artículo, 
tanto en español como en inglés.

4. Junto a su nombre, en pie de página, debe ir 
la siguiente información: Formación, grado 
académico, adscripción institucional, co-
rreo electrónico, ciudad y país.

5. Las notas deben estar al pie de página, ser 
correlativas y no deben usarse para biblio-
grafía detallada.

6. Bibliografía: Las citas que aparezcan en el 
artículo deben ir entre paréntesis, señalando 
el apellido del autor, el año de la publica-
ción del libro y el número de la página, por 
ejemplo (Rivera, 1999: 35). La referencia 
completa debe situarse al final del artículo 
o reseña de acuerdo a las siguientes normas:

•	 De un libro (y por extensión trabajos
	 monográficos)	
	 Apellido(s) y nombre(s) del(os) autor(es)
	 Año de edición Título del libro: subtítulo.
	 Nº de edición. Lugar de edición: editorial.

•	 De un capítulo o parte de un libro
	 Autor(es) del capítulo o parte del libro.
	 Año de edición “Título del artículo o parte  

del libro”. En: Autor(es) del  libro Título del 
libro: subtítulo. Lugar de edición: editorial.	

•	 De un artículo de revista	
	 Autor(es) del artículo de diario o revista
	 Año de edición “Título del artículo:      
	 subtítulo”. Título de la revista: subtítulo.
	 Volumen, Nº. (Mes y año). 

•	 De documentos extraídos del Internet
	 Autor(es) del documento.	
	 Año del documento o de la última  revisión 

“Título de una parte del documento” (si se 
trata de una parte). Título de todo el docu-
mento. Nombre del archivo. Protocolo

	 y dirección o ruta (URL, FTP, etc.). Fecha
	 de acceso.	

7. Los autores deberán considerar las siguien-
tes pautas de extensión de los artículos:

•	 Contribuciones para Diálogos académicos 
y Artículos; 60.000 caracteres con espacios 
como máximo.

•	 Comentarios de libros: 10.000 caracteres 
con espacios como máximo.

•	 Reseñas: 6.000 caracteres con espacios 
como máximo.

8. Los artículos deben ser enviados al siguiente 
correo electrónico:

fundacion@pieb.org

Jóvenes colaboradores
Para contar con pautas generales para escribir 
artículos y reseñas, les solicitamos remitirse 
a la Guía de formulación de proyectos de 
investigación del PIEB, en su cuarta edición.



El Programa de Investigación Estratégica en Bolivia (PIEB) nació en 1994. El PIEB es un programa 
autónomo que busca contribuir con conocimientos relevantes y estratégicos a actores de la sociedad 
civil y del Estado para la comprensión del proceso de reconfiguración institucional y social de Bolivia 
y sus regiones; y para incidir en políticas públicas orientadas a favorecer el desarrollo sostenible y el 
fortalecimiento de la democracia. Por otro lado, desarrolla iniciativas para movilizar y fortalecer capa-
cidades profesionales e institucionales de investigación con el objetivo de aportar a la sostenibilidad de 
la investigación en Bolivia.

Para el PIEB, la producción de conocimiento, científico y tecnológico, así como la sostenibilidad de la 
investigación son factores importantes para promover procesos de cambio duradero en Bolivia. Desde ese 
enfoque, el PIEB considera que la calidad de las políticas y programas de desarrollo así como el debate 
de los problemas de la realidad nacional y sus soluciones pueden tener mayor incidencia si se sustentan 
en conocimientos concretos del contexto y de la dinámica de la sociedad, y en ideas, argumentos y pro-
puestas, resultado de investigaciones.

El trabajo del PIEB se desarrolla a partir de tres líneas de acción:

•	 Investigación estratégica: Apoya la realización de investigaciones a través de convocatorias 
sobre temas estratégicos para el país, sus instituciones y sus actores. Estos concursos alientan la 
conformación de equipos de investigadores de diferentes disciplinas, con la finalidad de cualifi-
car los resultados y su impacto en la sociedad y el Estado.

•	 Difusión, uso e incidencia de resultados: Crea condiciones para que el conocimiento generado 
por la investigación incida en políticas públicas, a través de la organización de seminarios, 
coloquios, talleres; la publicación de boletines y libros; y la actualización diaria de un periódico 
especializado en investigación, ciencia y tecnología (www.pieb.com.bo).

•	 Formación y fortalecimiento de capacidades: Contribuir a la sostenibilidad de la investigación 
en el país a través de la formación de una nueva generación de investigadores, la articulación 
de investigadores en redes, colectivos y grupos; y el fortalecimiento de capacidades locales, con 
énfasis en el trabajo con universidades públicas del país.

En todas sus líneas de acción el PIEB aplica de manera transversal los principios de equidad de género, 
inclusión, derechos de sectores excluidos y lucha contra la pobreza.
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EXCLUSIÓN Y SUBALTERNIDAD DE 

LOS URUS DEL LAGO POOPÓ. 
DISCRIMINACIÓN EN LA 
RELACIÓN MAYORÍAS Y 
MINORÍAS ÉTNICAS

Sigrid Zdenka de la Barra, 
Guillermo Marcelo Lara y
René Oscar Coca

ISBN: 978-99954-57-18-1
Embajada del Reino de los Países 

Bajos y PIEB

TERRITORIOS COMPARTIDOS. 
CONSTRUYENDO UN MODELO

DE GESTIÓN TERRITORIAL EN EL 

PARQUE MADIDI Y EL PUEBLO 
LECO DE APOLO

Simar Muiba (coord.), Oscar Loayza, 

Ángel Durán y Lenny Gonzales

ISBN: 978-99954-57-23-5
Embajada Real de Dinamarca y PIEB

INTELECTUALES 
AYMARAS Y NUEVAS MAYORÍAS 

MESTIZAS EN BOLIVIA. UNA 
PERSPECTIVA POST 52

Cecilia Salazar (coord.), Mirko 
Rodríguez y Ana Evi Sulcata

ISBN: 978-99954-57-27-3
Embajada del Reino de los Países 

Bajos y PIEB

SISTEMAS Y MECANISMOS 
FINANCIEROS PARA ÁREAS 
PROTEGIDAS. ALTERNATIVAS PARA 

LA SOSTENIBILIDAD FINANCIERA: 

CASOS PILÓN LAJAS Y MADIDI

Sergio Eguino (coord.), Freddy 
Campos y Ernesto Aramayo

ISBN: 978-99954-57-26-6
Embajada Real de Dinamarca y PIEB

Y TÚ, ¿DE QUÉ RAZA ERES? LA 

CONSTRUCCIÓN SOCIAL DE LO 

RACIAL DESDE LA VISIÓN DE LAS Y 
LOS UNIVERSITARIOS DE LA 

CIUDAD DE LA PAZ

Maya Benavides (coord.) y
Mariana Serrano

ISBN: 978-99954-57-19-8

Embajada del Reino de los Países 
Bajos y PIEB

DEL CACAO SILVESTRE AL 

CHOCOLATE. UNA PROPUESTA DE 

MERCADO PARA COMUNIDADES 
AMAZÓNICAS

Alfonso Malky (coord.), Juan Carlos 
Ledezma y Alejandra Candia

ISBN: 978-99954-57-24-2

Embajada Real de Dinamarca y PIEB

COLONIALIDAD DEL PODER 
EN CARAPARÍ. ESTUDIO DE LA 
DISPUTA POR LA TIERRA, 
RELACIONES DE TRABAJO
Y AUTORIDAD

Alba Graciela van der Valk (coord.), 

Blanca Fátima Montaño y
Silvia Eugenia Flores

ISBN: 978-99954-57-17-4
Embajada del Reino de los Países 

Bajos y PIEB

COMPENSACIÓN POR 
SERVICIOS AMBIENTALES DE 
CARBONO. UNA ALTERNATIVA 

PARA REDUCIR LA 
DEFORESTACIÓN EN EL TIPNIS

María Teresa Vargas (coord.), 
Noelia Garzón, Edil Osinaga
y Robert Müller

ISBN: 978-99954-57-25-9
Embajada Real de Dinamarca y PIEB
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QAMIRIS AYMARAS. 

DESPLAZAMIENTO E INCLUSIÓN 
DE ELITES ANDINAS EN LA 

CIUDAD DE ORURO

Ricardo Jorge Llanque y
Edgar Willy Villca

ISBN: 978-99954-57-20-4

Embajada del Reino de los Países 
Bajos y PIEB

MEGAOBRAS EN MADIDI Y PILÓN 
LAJAS. HACIA UNA 

TRANSFORMACIÓN DE LOS 
CONFLICTOS

Henkjan Laats (coord.), Mirna Liz 
Inturias y Clemente Caymani

ISBN: 978-99954-57-22-8

Embajada Real de Dinamarca y PIEB

SERIE RACISMO SERIE ÁREAS PROTEGIDAS
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